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LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR 

 
 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Capítulo Único 

 
(17) Artículo 1º.- La presente Ley es de orden público, de interés social y observancia general en todo el 
territorio nacional y tiene por objeto lo siguiente: 
 
(17) I. Regular, promover y facilitar la captación de fondos o recursos monetarios y su colocación 

mediante préstamos o créditos u otras operaciones por parte de las Sociedades Financieras 
Populares, Sociedades Financieras Comunitarias; así como, los Organismos de Integración 
Financiera Rural; 

 
(17) II. Regular, promover y facilitar las actividades y operaciones de estas últimas, su sano y equilibrado 

desarrollo; 
 
(17) III. Proteger los intereses de sus Clientes, y 
 
(17) IV. Establecer los términos en los que el Estado ejercerá la rectoría de las referidas Sociedades 

Financieras Populares en términos de la presente Ley. 
 
(19) Artículo 2º.- Derogado. 
 
(17) Artículo 3º.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
 
(17) I. Cliente, en plural o singular, a las personas físicas y morales que utilizan los servicios que prestan 

las Sociedades Financieras Populares y las Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de 
Operación I a IV; 

 
(17) II. Comité de Protección al Ahorro, al órgano del Fondo de Protección encargado de administrar el 

Fondo de Protección que se constituya de conformidad con lo señalado en el Capítulo VI del Título 
Tercero de esta Ley; 

 
(17) III. Comité de Supervisión, al órgano de las Federaciones encargado de ejercer la supervisión auxiliar 

de las Sociedades Financieras Populares en términos de esta Ley; 
 
(17) IV. Comité Técnico, al comité técnico correspondiente al Fondo de Protección a que se refiere esta 

Ley. 
 
(17) V. Comisión, a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores; 
 
(17) VI. Federación, en singular o plural, a las Federaciones autorizadas por la Comisión, para ejercer de 

manera auxiliar la supervisión de Sociedades Financieras Populares en los términos de esta Ley; 
 
(17) VII. Fondo de Protección, en singular o plural, al sistema de protección que se constituya de 

conformidad con lo señalado en el Artículo 99 de esta Ley, con el propósito de procurar cubrir a los 
ahorradores sus depósitos de dinero en los términos y con las limitaciones señalados en el mismo; 

 
(17) VIII. Nivel de Capitalización, a la relación que guarda el capital neto de las Sociedades Financieras 

Populares respecto de los requerimientos de capitalización por riesgos de crédito y de mercado, 
de acuerdo a las disposiciones de carácter general que emita la Comisión en términos de la 
fracción VI del Artículo 116 de la presente Ley; 
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(17) IX. Nivel de Operaciones, al nivel de operaciones asignado, de entre cuatro niveles, por la Comisión a 
las Sociedades Financieras Populares, de conformidad con esta Ley y con las reglas de carácter 
general que emita la propia Comisión; 

 
(17) X. Secretaría, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 
 
(17) XI. Sociedad Financiera Popular, en plural o singular, a las sociedades anónimas constituidas y que 

operen conforme a la Ley General de Sociedades Mercantiles y a esta Ley; 
 
(17) XII. Sociedad Financiera Comunitaria, en plural o singular, a las sociedades anónimas constituidas y 

que operen conforme a la Ley General de Sociedades Mercantiles y a esta Ley, cuyo objeto social 
sea predominantemente apoyar el desarrollo de actividades productivas del sector rural, a favor 
de personas que residan en zonas rurales; 

 
(17) XIII. Organismo u Organismo de Integración Financiera Rural, en singular o plural, a la persona moral 

autorizada por la Comisión para promover la integración operativa de las Sociedades Financieras 
Comunitarias, en términos de esta Ley; 

 
(17) XIV. Socio, a las personas que participen en el capital social de las Sociedades Financieras Populares, 

Sociedades Financieras Comunitarias y Organismos de Integración Financiera Rural, y 
 
(17) XV. Zona Rural, en plural o singular, a aquellas zonas de la República Mexicana que cumplan con los 

requisitos que en materia de territorio, densidad y actividades productivas determine la Comisión 
mediante disposiciones de carácter general.  

 
(17) Artículo 4°.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, será el órgano competente para interpretar 
a efectos administrativos los preceptos de la presente Ley y, en general, para todo cuanto se refiera a los 
sujetos de la misma. 
 
(17) Asimismo, en los términos de la fracción VII del Artículo 116 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría, podrá celebrar convenios con las 
Entidades Federativas, a efecto de que éstas ejerzan las funciones que se acuerde para el cumplimiento 
de esta Ley, y podrá establecer los programas y acciones de fomento que tengan por objeto la cobertura 
de los servicios financieros en el sector rural al amparo de la presente Ley. 
 
(19) Artículo 4 Bis.- Derogado. 
 
(19) Artículo 4 Bis 1.- Derogado. 
 
(19) Artículo 4 Bis 2.- Derogado. 
 
(19) Artículo 4 Bis 3.- Derogado. 
 
(19) Artículo 5°.- Derogado. 
 
(17) Artículo 6º.- Las palabras Sociedad Financiera Popular, Sociedad Financiera Comunitaria, Organismo 
de Integración Financiera Rural u otras que expresen ideas semejantes en cualquier idioma, no podrán 
ser usadas en el nombre, la denominación o razón social de personas morales y establecimientos 
distintos de las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias u Organismos 
de Integración Financiera Rural y la Financiera Rural. 
 
(17) Se exceptúa de la aplicación de lo anterior, a las Federaciones a que se refiere esta Ley, así como a las 
personas que cuenten con la autorización de la Comisión para utilizar dichos términos. 
 
(17) Artículo 7º.- Las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias y 
Organismos de Integración Financiera Rural que operen en apego a la presente Ley, estarán exceptuadas 
de la prohibición contenida en el Artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
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(17) Artículo 8º.- En lo no previsto por la presente Ley, a los sujetos de la misma se les aplicarán en el orden 
siguiente: 
 
(17) I. La legislación mercantil; 
 
(17) II. La legislación civil federal; 
 
(17) III. El Código Fiscal de la Federación para efectos de las notificaciones a que se refiere esta Ley, y 
 
(17) IV. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo en sus Títulos Tercero A, referente a la mejora 

regulatoria. 
 
(17) Los actos jurídicos que se celebren en contravención a lo establecido por esta Ley o por las 
disposiciones que de ella emanen, así como a las condiciones que, en lo particular, se señalen en las 
autorizaciones que se emitan para que se organicen y operen las Sociedades Financieras Populares con 
tal carácter y en los demás actos administrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones 
administrativas y penales que correspondan, sin que dichas contravenciones produzcan la nulidad de los 
actos, en protección de terceros de buena fe, salvo que esta Ley establezca expresamente lo contrario.  
 
 

TÍTULO SEGUNDO 
(17) DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS SOCIEDADES FINANCIERAS 

POPULARES, SOCIEDADES FINANCIERAS COMUNITARIAS Y ORGANISMOS DE 
INTEGRACIÓN FINANCIERA RURAL 

 
Capítulo I 

Disposiciones Comunes 
 
(17) Artículo 9°.- Se requerirá dictamen favorable de una Federación y autorización que compete otorgar 
discrecionalmente a la Comisión, para la organización y funcionamiento de las Sociedades Financieras 
Populares. Por su propia naturaleza las autorizaciones serán intransmisibles. 
 
(17) Para obtener la autorización de la Comisión para operar como Sociedad Financiera Popular, las 
solicitudes deberán presentarse ante una Federación, la cual elaborará un dictamen respecto de la 
procedencia de la solicitud. 
 
(17) La Comisión resolverá las solicitudes de autorización que se acompañen del dictamen favorable de la 
Federación respectiva. Las Federaciones remitirán a la Comisión las solicitudes, acompañando su 
dictamen y a su vez la Comisión entregará su resolución a dichas Federaciones, así como a las sociedades 
solicitantes. 
 
(17) En caso de que ninguna Federación acepte efectuar el dictamen respecto de la solicitud de 
autorización de una Sociedad, esta podrá acudir directamente ante la Comisión, acreditando tal 
circunstancia, a efecto de que le designe a la Federación que se encargará de emitir el dictamen 
respectivo. 
 
(17) Las Federaciones, contarán con un plazo de noventa días naturales para elaborar su dictamen y la 
Comisión contará con un plazo de ciento veinte días naturales para emitir resolución respecto de las 
solicitudes de autorización que le hayan sido presentadas. Dichos plazos comenzarán a contar, 
respectivamente, a partir de la fecha en que sean presentadas las solicitudes a las Federaciones, y 
recibidas éstas por la Comisión con toda la información y documentación a que se refiere el Artículo 10 
de esta Ley. 
 
(17) En caso de que la Sociedad reciba un dictamen desfavorable de la Federación, podrá solicitar la 
revisión de éste ante la misma Federación, en un plazo de noventa días naturales a partir de la fecha en 
que dicho dictamen haya sido notificado ante la propia Federación, quien podrá ratificarlo o modificarlo. 
De ratificarse el dictamen desfavorable, la Sociedad podrá solicitar la revisión de su solicitud ante la 
Comisión quien deberá resolver sobre la misma dentro de los siguientes ciento veinte días naturales. Las 
sociedades contarán con un plazo de quince días hábiles a partir de la fecha en que se les notifique la 
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ratificación del dictamen desfavorable, para presentar directamente a la Comisión dicha solicitud de 
revisión. En caso de que la Comisión resuelva en sentido negativo la solicitud de revisión presentada 
directamente por una Sociedad que hubiera obtenido un dictamen desfavorable, la Comisión 
comunicará su resolución a la Sociedad, dentro del periodo mencionado. 
 
(17) Se entenderá que la Comisión resuelve en sentido negativo la solicitud de autorización presentada si 
no comunica lo contrario a la Sociedad, así como a la Federación respectiva, dentro de los plazos 
mencionados. 
 
(17) Cualquier requerimiento de información o documentación que realice la Comisión o la Federación, a 
la Sociedad solicitante, suspenderá el cómputo del plazo con el que cuentan la Federación y la Comisión 
para emitir su dictamen o resolución, según sea el caso. Dicho plazo comenzará a computarse 
nuevamente, a partir de que se reciba la información o documentación requerida. 
 
(17) Las autorizaciones, así como las modificaciones a las mismas deberán publicarse en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
(17) La Federación en su dictamen propondrá a la Comisión el Nivel de Operaciones que podría asignarse, 
en su caso, a la Sociedad. Cuando la Comisión otorgue la autorización referida, clasificará a la Sociedad 
asignándole uno de entre cuatro Niveles de Operación, de conformidad con lo previsto en el Artículo 32 
de esta Ley. Para que la Sociedad Financiera Popular cambie de Nivel de Operaciones se requerirá de la 
aprobación de la Comisión, previo dictamen de la Federación con quien tenga celebrado el contrato de 
afiliación o supervisión auxiliar. 
 
(17) Artículo 10º.- La solicitud de autorización deberá acompañarse de lo siguiente: 
 
(17) I. El proyecto de estatutos sociales, que deberá apegarse a las disposiciones y procedimientos que 

la presente Ley establece y en el que deberá indicarse el número de socios y, en su caso, la zona 
geográfica en la que operarían; 

 
(17) II. Relación e información de las personas que directa o indirectamente pretendan mantener una 

participación en el capital social de la Sociedad Financiera Popular a constituir, que deberá 
contener, de conformidad con las disposiciones de carácter general que al efecto expida la 
Comisión, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, lo siguiente: 

 
(17) a) El monto del capital social que cada una de ellas suscribirá y el origen de los recursos que 

utilizará para tal efecto; 
 
(17) b) La situación patrimonial, tratándose de personas físicas, o los estados financieros, tratándose 

de personas morales, en ambos casos de los últimos tres años, y 
 
(17) c) Aquélla que permita verificar que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de 

negocios satisfactorio; 
 
(17) III. El programa general de operación, que permita a la Comisión evaluar si la Sociedad podrá cumplir 

adecuadamente con su objeto. Dicho programa deberá contener, por lo menos: 
 
(17) a) Las operaciones a realizar de conformidad con el Artículo 36 de esta Ley; 
 
(17) b) Las medidas de seguridad para preservar la integridad de la información; 
 
(17) c) Los programas de captación de recursos y de otorgamiento de créditos en los que se refleje 

la diversificación de operaciones pasivas y activas de conformidad con la normativa 
aplicable, así como los segmentos del mercado que se atenderán preferentemente; 

 
(17) d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las que se señalen las regiones y plazas en las 

que se pretenda operar; 
 
(17) e) El estudio de viabilidad financiera y organizacional de la Sociedad; 
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(17) f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia de que las sociedades a las que se 

autorice para organizarse y operar como Sociedades Financieras Populares no podrán 
repartir dividendos durante sus tres primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo 
periodo, deberán aplicar sus utilidades netas a reservas de capital, y 

 
(17) g) Las bases relativas a su organización, administración y control interno; 

 
(17) IV. Relación de los probables consejeros, comisario e integrantes del comité de auditoría, director o 

gerente general y principales directivos de la Sociedad, acompañada de la información que 
acredite que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio, así como 
con la demás información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta 
Ley establece para dichos cargos; 

 
(17) V. La indicación del capital mínimo, el cual se determinará de conformidad con lo dispuesto por las 

disposiciones de carácter general a que se refiere la fracción I del Artículo 116 de esta Ley, así como 
la propuesta de Nivel de Operaciones que le asignará la Comisión; 

 
(17) VI. La documentación que acredite la solvencia económica de la Sociedad, debiendo comprobar su 

capacidad para cumplir con la regulación prudencial que le corresponda, tratándose de personas 
morales que pretendan transformarse en Sociedades Financieras Populares; 

 
(17) VII. El proyecto de contrato de afiliación o de supervisión auxiliar que, en su caso, celebrará la Sociedad 

con una Federación, incluyendo la aceptación por parte de esta última para celebrarlo, y 
 
(17) VIII. La demás documentación e información que a juicio de la Federación o la Comisión se requiera 

para tal efecto, así como la que, en su caso, establezca dicha Comisión mediante disposiciones de 
carácter general. 

 
(17) La Comisión tendrá la facultad de verificar que la solicitud a que se refieren el Artículo 9 anterior y el 
presente Artículo, cumpla con lo previsto en esta Ley, para lo cual dicha Comisión contará, entre otras, 
con facultades para corroborar la veracidad de la información proporcionada, incluso, con dependencias 
y entidades de la Administración Pública Federal, así como las demás instancias federales, quienes 
deberán proporcionar la información relacionada. 
 
(17) Cualquier modificación a la escritura constitutiva de la Sociedad Financiera Popular y a sus estatutos, 
deberá ser sometida a la aprobación de la Comisión. 
 
(17) La escritura o sus reformas, aprobadas por la Comisión, deberán inscribirse en el Registro Público de 
Comercio del domicilio social correspondiente, debiendo exhibirse a dicha Comisión, el testimonio 
respectivo dentro de un término de veinte días hábiles contados a partir de la fecha en que hayan sido 
inscritas. 
 
(17) En ningún momento la denominación de la Sociedad Financiera Popular podrá formarse con el 
nombre, palabras, siglas o símbolos que la identifique con alguno de sus socios o con partidos políticos. 
 
(17) Artículo 11.- Las personas morales ya constituidas, que conforme al Artículo 9 de esta Ley soliciten 
autorización para organizarse y funcionar como Sociedad Financiera Popular, deberán acompañar a la 
solicitud correspondiente la información y documentación señalada en el Artículo 10 de esta Ley, así 
como el proyecto de acuerdo de su órgano de gobierno, que incluya lo relativo a la transformación de su 
régimen de organización y funcionamiento y la consecuente modificación de sus estatutos sociales. 
 
(17) En el evento de que la Comisión otorgue su autorización en términos del Artículo 9 de esta Ley, a 
personas morales que al momento en que dicha autorización entre en vigor, gocen de otra autorización 
para constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el caso, como entidades financieras de otra 
naturaleza, esa otra autorización quedará sin efectos por ministerio de Ley, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otorgado. 
 
(26) Artículo 12.- Las Sociedades Financieras Populares deberán constituir un fondo social de reserva. 
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(17) Artículo 13.- Las Sociedades Financieras Populares deberán constituir un fondo de reserva, el cual se 
integrará por lo menos con el diez por ciento de las utilidades de dichas sociedades que se obtengan en 
cada ejercicio social, hasta alcanzar un monto equivalente a, por lo menos, el diez por ciento de su capital 
contable. 
 
(28) Artículo 14.- Derogado.  
 
(28) Artículo 15.- Derogado. 
 
(19) Artículo 16.- Derogado. 
 
(19) Artículo 17.- Derogado. 
 
(17) Artículo 18.- La administración de las Sociedades Financieras Populares estará encomendada a un 
Consejo de Administración y a un director o gerente general, en sus respectivas esferas de competencias. 
 
(26) El Consejo de Administración de las Sociedades Financieras Populares estará integrado por no menos 
de cinco personas ni más de quince de los cuales por lo menos el veinticinco por ciento deben ser 
independientes. Por cada consejero propietario se podrá designar un suplente. 
 
(17) Asimismo, el Consejo de Administración deberá contar con un comité de auditoría, el cual tendrá 
carácter consultivo. La Comisión establecerá mediante disposiciones de carácter general, las funciones 
mínimas que deberá realizar el comité de auditoría, así como las normas relativas a su integración, 
periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba considerar. 
 
(17) Para garantizar la continuidad en los procesos de toma de decisiones del Consejo de Administración, 
en los estatutos de las Sociedades Financieras Populares se deberá establecer un sistema de renovación 
cíclica y parcial de sus consejeros. 
 
(17) Artículo 19.- Las Sociedades Financieras Populares a través de su asamblea, podrán designar 
consejeros independientes para que participen en los trabajos del Consejo de Administración, en 
igualdad de circunstancias que el resto de los consejeros. 
 
(17) Se entenderá por consejero independiente a la persona que sea ajena a la administración de la 
Sociedad Financiera Popular, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión, 
mediante disposiciones de carácter general. 
 
(17) La Comisión, mediante disposiciones de carácter general, determinará los casos en los que las 
Sociedades Financieras Populares, atendiendo a su Nivel de Operaciones, deberán contar con al menos 
un consejero independiente. 
 
(17) Artículo 20.- Los consejeros de las Sociedades Financieras Populares deberán reunir los requisitos 
siguientes: 
 
(17) I. Acreditar conocimientos y experiencia en materia financiera y administrativa; 
 
(17) II. No tener alguno de los impedimentos señalados en el Artículo siguiente, y 
 
(17) III. Los demás que esta Ley, la asamblea o los estatutos de la Sociedad Financiera Popular determinen.  
 
(17) Artículo 21.- Los nombramientos de consejeros de las Sociedades Financieras Populares deberán 
recaer en personas que cuenten con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio, así 
como con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, legal o administrativa. 
 
(17) Los consejeros estarán obligados a abstenerse expresamente de participar en la deliberación y 
votación de cualquier asunto que implique para ellos un conflicto de interés. Asimismo, deberán 
mantener absoluta confidencialidad respecto de todos aquellos actos, hechos o acontecimientos 
relativos a la Sociedad Financiera Popular de que sea consejero, así como de toda deliberación que se 
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lleve a cabo en el consejo, sin perjuicio de la obligación que tendrá la Sociedad de proporcionar toda la 
información que les sea solicitada al amparo de la presente Ley. 
 
(17) En ningún caso podrán ser consejeros de Sociedades Financieras Populares: 
 
(17) I. Los funcionarios y empleados de la Sociedad Financiera Popular, con excepción del director o 

gerente general y de los funcionarios de la Sociedad que ocupen cargos con las dos jerarquías 
administrativas inmediatas inferiores a la de aquél, sin que éstos constituyan más de la tercera 
parte del Consejo de Administración; 

 
(17) II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera de las personas a que se refiere la fracción 

anterior. Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo 
grado, o civil, con más de dos consejeros; 

 
(17) III. Las personas que tengan litigio pendiente con la Sociedad de que se trate; 
 
(17) IV. Las personas sentenciadas por delitos patrimoniales; las inhabilitadas para ejercer el comercio o 

para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o en el sistema financiero 
mexicano; 

 
(17) V. Los quebrados y concursados que no hayan sido rehabilitados; 
 
(17) VI. Quienes realicen funciones de inspección y vigilancia de las Sociedades Financieras Populares; 
 
(17) VII. Quienes realicen funciones de regulación y supervisión de las Sociedades Financieras Populares, y 
 
(17) VIII.  Quienes participen en el Consejo de Administración de otra Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) La mayoría de los consejeros deberán ser mexicanos o extranjeros residentes en el territorio nacional. 
 
(17) La persona que vaya a ser designada como consejero de una Sociedad Financiera Popular y sea 
consejero de otra entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la asamblea de accionistas de 
dicha Sociedad para el acto de su designación. 
 
(17) Los mismos impedimentos se aplicarán, cuando corresponda, a los casos de las Federaciones.  
 
(19) Artículo 22.- Derogado. 
 
(17) Artículo 23.- Los nombramientos del director o gerente general de las Sociedades Financieras 
Populares y de los funcionarios que ocupen cargos con las dos jerarquías inmediatas inferiores a la de 
éste, deberán recaer en personas que cuenten con elegibilidad crediticia y honorabilidad, y que además 
reúnan los requisitos siguientes: 
 
(17) I. Ser residentes en territorio mexicano, en términos de lo dispuesto por el Código Fiscal de la 

Federación; 
 
(17) II. Haber prestado por lo menos cinco años sus servicios en puestos de alto nivel decisorio, cuyo 

desempeño requiera conocimiento y experiencia en materia financiera y administrativa, o bien, 
acreditar experiencia y conocimientos en materia financiera y administrativa en términos de lo 
que para tales efectos establezca la Comisión mediante disposiciones de carácter general; 

 
(17) III. No tener alguno de los impedimentos que para ser consejero señalan las fracciones III a VIII del 

Artículo 21 anterior, y 
 
(17) IV. No estar realizando funciones de regulación de las Sociedades Financieras Populares. 
 
(17) Los comisarios de las Sociedades Financieras Populares deberán contar con calidad técnica, 
honorabilidad e historial crediticio satisfactorio en términos de las disposiciones a que se refiere la 
fracción II del Artículo 10 de esta Ley, así como con amplios conocimientos y experiencia en materia 



 

  

Para uso interno 

Para uso interno 

financiera, contable, legal o administrativa y, además, deberán cumplir con el requisito establecido en la 
fracción I del presente Artículo. 
 
(17) Artículo 24.- El director o gerente general deberá elaborar y presentar al Consejo de Administración 
para su aprobación, las políticas para el adecuado empleo y aprovechamiento de los recursos humanos 
y materiales de la Sociedad Financiera Popular, las cuales deberán considerar el uso racional de los 
mismos, restricciones para el empleo de ciertos bienes, mecanismos de supervisión y control y, en 
general, la aplicación de los recursos a las actividades propias de la Sociedad y a la consecución de sus 
fines. 
 
(17) El director o gerente general deberá en todos los casos proporcionar datos e informes precisos para 
auxiliar al Consejo de Administración en la adecuada toma de decisiones.  
 
(19) Artículo 25.- Derogado.  
 
(17) Artículo 26.- Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con un Comité de Crédito. Dicho 
comité o las personas que éste autorice, serán los encargados de analizar y, en su caso, aprobar las 
solicitudes de crédito que se presenten a la Sociedad Financiera Popular los clientes, así como las 
condiciones en que éstas se otorguen de acuerdo a las políticas que apruebe el Consejo de 
Administración. 
 
(17) La Comisión, de acuerdo a los criterios que determine en reglas de carácter general, podrá exceptuar 
a las Sociedades Financieras Populares de contar con un Comité de Crédito, dependiendo del Nivel de 
Operaciones asignado y del índice de capitalización con el que cuenten. 
 
Artículo 27.- Los miembros del comité de crédito o su equivalente, en su caso, serán removidos de su 
cargo a propuesta del director o gerente general y/o por acuerdo del consejo de administración.  
 
El consejo de administración emitirá los reglamentos y manuales operativos a los cuales deberá ajustarse 
el comité de crédito o su equivalente. 
 
(19) Artículo 28.- Derogado. 
 
(19) Artículo 29.- Derogado.  
 
(19) Artículo 30.- Derogado.  
 
(17) Artículo 31.- Las Sociedades Financieras Populares deberán verificar el cumplimiento de los requisitos 
señalados en esta Ley, por parte de las personas que sean designadas como consejeros, miembros del 
comité de auditoría, comisario y director o gerente general, con anterioridad al inicio de sus gestiones. 
La Comisión podrá establecer, mediante disposiciones de carácter general, criterios relativos a los 
requisitos que las citadas personas estén obligadas a cumplir y lineamientos para su debido 
acreditamiento, así como para la integración de la documentación comprobatoria relativa. 
 
(17) En todo caso, las personas a que se refiere el párrafo anterior deberán manifestar por escrito a la 
Sociedad de que se trate y bajo protesta de decir verdad, que no se ubican en alguno de los supuestos a 
que se refiere el Artículo 21 de la presente Ley. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares deberán informar a la Comisión la designación de nuevos 
consejeros, miembros del comité de auditoría, comisario, director o gerente general, dentro de los quince 
días hábiles posteriores a su designación. 
 
(17) Tratándose de consejeros, miembros del comité de auditoría, comisario, director o gerente general, la 
Comisión tendrá la facultad de veto. 
 
(17) Artículo 32.- La Comisión expedirá las reglas de carácter general para el funcionamiento de las 
Sociedades Financieras Populares, las características de sus operaciones, sus límites y los requisitos para 
celebrarlas de acuerdo con el Artículo 36 de esta Ley. 
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(17) Asimismo, la Comisión expedirá las disposiciones de carácter general que establezcan los criterios para 
asignar los Niveles de Operación del I al IV de cada Sociedad Financiera Popular, las cuales deberán 
considerar el monto de activos, de conformidad con los límites siguientes: 
 
(17) I. Nivel de Operaciones I. 
 

(17) Sociedades Financieras Populares con un monto de activos totales iguales o inferiores a 15 
millones de UDIS; 

 
(17) II. Nivel de Operaciones II. 
 

(17) Sociedades Financieras Populares con un monto de activos totales superiores a 15 millones e 
iguales o inferiores a 50 millones de UDIS; 

 
(17) III. Nivel de Operaciones III. 
 

(17) Sociedades Financieras Populares con un monto de activos totales superiores a 50 millones e 
iguales o inferiores a 280 millones de UDIS, y 

 
(17) IV. Nivel de Operaciones IV. 
 

(17) Sociedades Financieras Populares con un monto de activos totales superiores a 280 millones de 
UDIS. 

 
(17) Las referidas disposiciones de carácter general que expida la Comisión, podrán establecer para la 
determinación del Nivel de Operaciones, criterios distintos a los señalados en las fracciones anteriores, 
que consideren la capacidad técnica y operativa de las Sociedades Financieras Populares. 
 
(18) Artículo 32 Bis.- La Comisión autorizará a las Sociedades Financieras Populares el inicio de 
operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan sido autorizadas, de entre las 
señaladas en el Artículo 36 de esta Ley, cuando acrediten el cumplimiento de lo siguiente: 
 
(18) I. Que las operaciones de que se trate se encuentren expresamente señaladas en sus estatutos 

sociales; 
 
(18) II. Que cuenten con el capital mínimo y cumplan con los requerimientos de capitalización por riesgos 

que les corresponda conforme a lo establecido en las fracciones I y VI del Artículo 116 de esta Ley; 
 
(18) III. Que cuenten con los órganos de gobierno y la estructura corporativa adecuados para realizar las 

operaciones que pretendan llevar a cabo, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en las 
disposiciones técnicas u operativas de carácter general emitidas por la Comisión tendientes a 
procurar el buen funcionamiento de las instituciones; 

 
(18) IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las operaciones 

que pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de seguridad, oficinas, así 
como los manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables, y 

 
(18) V. Que se encuentren al corriente en el pago de las sanciones impuestas por incumplimiento a esta 

Ley que hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de las observaciones y acciones 
correctivas que, en ejercicio de sus funciones, hubiere dictado la citada Comisión. 

 
(18) La Comisión practicará las visitas de inspección que considere necesarias a efecto de verificar el 
cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones I a IV de este Artículo. 
 
(18) La Sociedad Financiera Popular de que se trate deberá inscribir en el Registro Público de Comercio, 
para efectos declarativos, la autorización que se le haya otorgado para el inicio de operaciones en 
términos del presente Artículo, a más tardar a los treinta días posteriores a que le haya sido notificada. 
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(18) Hasta en tanto la Comisión no otorgue la autorización a que se refiere el presente Artículo, la Sociedad 
Financiera Popular correspondiente, solo podrá celebrar los actos necesarios para cumplir con los 
requisitos establecidos en este Artículo, sin que pueda celebrar las operaciones señaladas en el inciso a) 
de la fracción I del Artículo 36 de esta Ley en caso de que dichas operaciones le fuesen autorizadas en 
términos de lo dispuesto por el segundo párrafo del citado Artículo 36. Durante el periodo antes referido, 
la Sociedad de que se trate estará exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del 
Artículo 6 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 33.- Las Sociedades Financieras Populares en la celebración de operaciones activas y pasivas 
deberán apegarse a los términos y condiciones que al efecto aprueben los órganos de gobierno de la 
Sociedad de que se trate, de acuerdo con las facultades que tengan conferidas en sus estatutos sociales. 
 
(17) Dichos términos y condiciones deberán ser de aplicación general entre los Clientes que cumplan con 
los requisitos establecidos para la operación activa y pasiva de que se trate. El resultado de la 
implementación de lo anterior, en el conjunto de tales operaciones, no deberá causar un menoscabo en 
la situación financiera y viabilidad de la propia Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares no podrán celebrar operaciones en las que se pacten términos 
y condiciones que se aparten de lo previsto por este Artículo, ni tampoco podrán celebrar operaciones 
distintas de los que correspondan a su objeto social o al Nivel de Operaciones que les corresponda en 
términos de la presente Ley. 
 
(18) Artículo 33 Bis.- El principal y los intereses de los instrumentos de captación que no tengan fecha de 
vencimiento, o bien, que teniéndola se renueven de forma automática, así como las transferencias 
vencidas y no reclamadas, que al 31 de diciembre de cada año, no hayan tenido movimiento por depósitos 
o retiros durante los últimos diez años, contados a partir de dicha fecha, cuyo importe no sea superior al 
equivalente de doscientos días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, 
prescribirán a favor del patrimonio de la beneficencia pública. 
 
(18) En todo caso, dicha Sociedad deberá dar previo aviso por escrito al Cliente de que se trate, de manera 
fehaciente, en el domicilio que conste en el expediente respectivo, con ciento veinte días de antelación 
a la conclusión del plazo previsto por el párrafo anterior. 
 
(18) Las Sociedades Financieras Populares, estarán obligadas a notificar a la Comisión sobre el 
cumplimiento del presente Artículo dentro de los dos primeros meses de cada año. 
 
(18) Artículo 33 Bis 1.- Los contratos o los documentos en los que, en su caso, se hagan constar los créditos 
o préstamos que otorguen las Sociedades Financieras Populares, junto con los estados de cuenta 
certificados por el contador facultado por la Sociedad Financiera Popular acreedora, serán títulos 
ejecutivos, sin necesidad de reconocimiento de firma ni de otro requisito. 
 
(18) El estado de cuenta certificado por el contador a que se refiere este Artículo, hará fe, salvo prueba en 
contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los deudores. 
 
(17) Artículo 34.- La información y documentación relativa a las operaciones y servicios a que se refiere el 
Artículo 36 de la presente Ley, tendrá carácter confidencial, por lo que las Sociedades Financieras 
Populares, en protección del derecho a la privacidad de sus Clientes que en este Artículo se establece, en 
ningún caso podrán dar noticias o información de los depósitos, operaciones o servicios, sino al 
depositante, deudor, titular, beneficiario, a sus representantes legales o a quienes tengan otorgado poder 
para disponer de la cuenta o para intervenir en la operación o servicio. 
 
(17) Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las Sociedades Financieras Populares estarán 
obligadas a dar las noticias o información a que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad 
judicial en virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el depositante, deudor, 
titular o beneficiario sea parte o acusado. Para los efectos del presente párrafo, la autoridad judicial podrá 
formular su solicitud directamente a la Sociedad Financiera Popular con nivel de operaciones I a IV, o a 
través de la Comisión. 
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(17) Las Sociedades Financieras Populares también estarán exceptuadas de la prohibición prevista en el 
primer párrafo de este Artículo y, por tanto, obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en 
los casos en que sean solicitadas por las autoridades siguientes: 
 
(29) I. El Fiscal General de la República o el servidor público en quien delegue facultades para requerir 

información, para la comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad del 
indiciado; 

 
(29) II. Los procuradores o fiscales generales de justicia de los Estados de la Federación y de la Ciudad de 

México o subprocuradores, para la comprobación del cuerpo del delito y de la probable 
responsabilidad del indiciado; 

 
(17) III. El Procurador General de Justicia Militar, para la comprobación del cuerpo del delito y de la 

probable responsabilidad del indiciado; 
 
(17) IV. Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales; 
 
(17) V. La Secretaría, para efectos de lo dispuesto por el Artículo 124 de la presente Ley; 
 
(17) VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo amerite, para solicitar los estados de 

cuenta y cualquier otra información relativa a las cuentas personales de los servidores públicos, 
auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con la investigación de que se trate; 

 
(17) VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus facultades de revisión y fiscalización de 

la Cuenta Pública Federal y respecto a cuentas o contratos a través de los cuáles se administren o 
ejerzan recursos públicos federales; 

 
(17) VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función Pública, en ejercicio de sus facultades 

de investigación o auditoría para verificar la evolución del patrimonio de los servidores públicos 
federales. 

 
(17) La solicitud de información y documentación a que se refiere el párrafo anterior, deberá 
formularse en todo caso, dentro del procedimiento de verificación a que se refieren los Artículos 41 
y 42 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y 

 
(17) IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, órgano técnico del Consejo 

General del Instituto Federal Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones legales, en los términos 
establecidos en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Las autoridades 
electorales de las entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que resulte 
necesaria también para el ejercicio de sus atribuciones legales a través de la unidad primeramente 
mencionada. 

 
(17) Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las noticias o información a que 
se refiere este Artículo en el ejercicio de sus facultades y de conformidad con las disposiciones legales 
que les resulten aplicables. 
 
(17) Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este Artículo deberán formularse con la debida 
fundamentación y motivación, por conducto de la Comisión respecto de las Sociedades Financieras 
Populares. Los servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, y la unidad de 
fiscalización a que se refiere la fracción IX, podrán optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la 
orden correspondiente, a efecto de que la Sociedad Financiera Popular entregue la información 
requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la denominación de la Sociedad, el 
número de cuenta, nombre del cuentahabiente o Cliente y demás datos y elementos que permitan su 
identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate. 
 
(17) Los empleados y funcionarios de las Sociedades Financieras Populares serán responsables, en los 
términos de las disposiciones aplicables, por violación del secreto que se establece y las sociedades 
estarán obligadas en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y perjuicios que se 
causen. 
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(17) Lo anterior, no afecta en forma alguna la obligación que tienen las Sociedades Financieras Populares 
de proporcionar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de información y documentos 
que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solicite en relación con las operaciones 
que celebren y los servicios que presten. 
 
(17) Los documentos y los datos que proporcionen las Sociedades Financieras Populares como 
consecuencia de las excepciones del presente Artículo, sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que 
correspondan en términos de Ley y, respecto de aquéllos, se deberá observar la más estricta 
confidencialidad, aún cuando el servidor público que hubiere tenido conocimiento de la información de 
que se trate, se separe del servicio. Al servidor público que indebidamente quebrante la reserva de las 
actuaciones, proporcione copia de las mismas o de los documentos con ellas relacionados, o que de 
cualquier otra forma revele información en ellos contenida, quedará sujeto a las responsabilidades 
administrativas, civiles o penales correspondientes. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares deberán dar contestación a los requerimientos que la Comisión 
les formule en virtud de las peticiones de las autoridades indicadas en este Artículo, dentro de los plazos 
que la misma determine. La propia Comisión podrá sancionar a las sociedades que no cumplan con los 
plazos y condiciones que se establezcan, de conformidad con lo dispuesto por el Título Sexto de la 
presente Ley. 
 
(17) La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en las que establezca los requisitos que deberán 
reunir las solicitudes o requerimientos de información que formulen las autoridades a que se refiere este 
Artículo, a efecto de que las Sociedades Financieras Populares requeridas estén en aptitud de identificar, 
localizar y aportar las noticias o información solicitadas. 
 
(26) Artículo 35.- Las Sociedades Financieras Populares requerirán del acuerdo de, por lo menos, tres 
cuartas partes de los consejeros que estén presentes en las sesiones del consejo de administración, para 
aprobar la celebración de operaciones con personas relacionadas. 
 
(26) Serán operaciones con personas relacionadas, las celebradas por las Sociedades Financieras 
Populares, en las que resulten o puedan resultar deudores de las mismas, las personas que se indican a 
continuación: 
 
(26) I. Las personas físicas o morales que posean directa o indirectamente el control del uno por ciento o 

más de los títulos representativos del capital de una Sociedad Financiera Popular, de acuerdo al 
registro de socios más reciente; 

 
(26) II. Los miembros del Consejo de Administración de la Sociedad Financiera Popular, así como los 

auditores externos y comisarios, sus funcionarios o empleados o las personas distintas a éstos que 
con su firma puedan obligar a la Sociedad Financiera Popular de que se trate. 

 
(26) No se considerarán operaciones con personas relacionadas los créditos o préstamos de carácter 
laboral de las Sociedades Financieras Populares, en las que puedan resultar deudores de éstas, sus 
funcionarios o empleados o las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier 
otro título jurídico que las propias Sociedades Financieras Populares otorguen para la realización 
de las actividades que le son propias, siempre que se trate de alguna de las operaciones siguientes: 

 
(26) a) Créditos o préstamos que constituyan prestaciones de carácter laboral otorgadas de 

manera general, o 
 
(26) b) Créditos o préstamos denominados en moneda nacional documentados en tarjetas de 

crédito, para la adquisición de bienes de consumo duradero o destinados a la vivienda, 
siempre que en cualquiera de los casos señalados se celebren en las mismas condiciones 
que la Sociedad Financiera Popular tenga establecidas para el público en general; 

 
(26) III. Los cónyuges y las personas que tengan parentesco con las personas señaladas en las fracciones 

anteriores. 
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(26) IV. Las personas morales, así como los consejeros y funcionarios de éstas, en las que la Sociedad 
Financiera Popular posea directa o indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos 
representativos de su capital; 

 
(26) V. Las personas morales en las que cualesquiera de las personas señaladas en las fracciones 

anteriores, así como los funcionarios, empleados, auditores externos y comisarios de la Sociedad 
Financiera Popular, los ascendientes y descendientes en primer grado, así como sus cónyuges, 
posean directa o indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos 
de su capital, y 

 
(26) VI. Las personas morales en las que los funcionarios, auditores externos y comisarios de las Sociedades 

Financieras Populares sean consejeros o administradores u ocupen cualquiera de los tres primeros 
niveles jerárquicos en dichas personas morales. 

 
(26) Asimismo, se considerará una operación con persona relacionada, aquélla que se realice a través de 
cualquier persona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago de dicha operación dependa 
de una de las personas relacionadas a que se refiere este artículo. 
 
(26) No se considerarán operaciones con personas relacionadas, los créditos de carácter laboral que la 
Sociedad Financiera Popular otorgue a sus trabajadores, distintos a los señalados en las fracciones 
anteriores. 
 
(27) Artículo 35 Bis.- Las operaciones con personas relacionadas que deban ser sometidas a la aprobación 
del consejo de administración, se presentarán por conducto y con la opinión favorable del comité de 
crédito respectivo. De otorgarse la aprobación, la Sociedad Financiera Popular deberá presentar a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, copia certificada del acuerdo en el que conste la aprobación 
del consejo e informarle del otorgamiento y, en su caso, renovación, así como la forma de pago o 
extinción de estos créditos, en los términos que señale la propia Comisión. 
 
(27) No requerirán de la autorización a que se refiere el artículo anterior, las operaciones con personas 
relacionadas cuyo importe en su conjunto no exceda de cincuenta mil unidades de inversión o el cero 
punto veinticinco por ciento del capital neto de la Sociedad Financiera Popular, el que sea menor, a 
otorgarse en favor de una misma persona física o moral o grupo de personas físicas o morales que por 
sus nexos patrimoniales o de responsabilidad, constituyan riesgos comunes para una Sociedad 
Financiera Popular; sin embargo, deberán hacerse del conocimiento del Consejo de Administración y 
poner a su disposición toda la información relativa a las mismas. 
 
(27) El consejo de administración de las Sociedades Financieras Populares podrá delegar sus facultades a 
un comité de consejeros, cuya función será exclusivamente la aprobación de operaciones con personas 
relacionadas, en aquellas operaciones donde el importe no exceda de setenta y cinco mil unidades de 
inversión o el cero punto cincuenta por ciento del capital neto de la Sociedad, el que sea menor. Dicho 
comité se integrará por un mínimo de cuatro y un máximo de siete consejeros, de los cuales, por lo 
menos, una tercera parte deberán ser consejeros independientes, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 18 de la presente Ley. 
 
(27) En dicho comité no podrá haber más de un consejero que, a la vez, sea funcionario o empleado de la 
Sociedad Financiera Popular, de los integrantes del grupo financiero al que esta pertenezca, o de la 
propia sociedad controladora. 
 
(27) Las resoluciones del comité a que se refiere el párrafo anterior, requerirán del acuerdo de las tres 
cuartas partes de los miembros presentes en la sesión. 
 
(27) El citado comité deberá presentar un informe de su gestión al consejo de administración con la 
periodicidad que éste le indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días. 
 
(27) La suma total de las operaciones con personas relacionadas no podrá exceder del diez por ciento del 
capital neto de la Sociedad Financiera Popular, previsto por los lineamientos a que se refiere la fracción 
VI del artículo 116 de la presente Ley. Tratándose de préstamos o créditos revocables, computará para 
este límite únicamente la parte dispuesta. 
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(27) En todos los casos de operaciones con personas relacionadas, se informará al comité de crédito de la 
Sociedad de que se trate o al consejo de administración, según sea el caso, el monto agregado de otras 
operaciones de crédito otorgadas a personas que sean consideradas como relacionadas con el 
funcionario, consejero o accionista de que se trate. 
 
(27) Para los efectos de los párrafos anteriores, el capital neto que deberá utilizarse será la correspondiente 
al último día hábil del trimestre calendario inmediato anterior a la fecha en que se efectúen los cálculos. 
 
(27) Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dictará disposiciones de carácter general, 
tendientes a regular las operaciones con personas relacionadas señaladas en los artículos 35, 35 Bis y 35 
Bis 1 de esta Ley. 
 
(27) Las Sociedades Financieras Populares deberán solicitar la información correspondiente, a las personas 
a que se refieren las fracciones de la I a la VI del artículo 35, de conformidad con las reglas mencionadas 
en el párrafo anterior. 
 
(27) Artículo 35 Bis 1.- Para los efectos señalados en los artículos 35 y 35 Bis, se entenderá por: 
 
(27) I. Parentesco.- al que existe por consanguinidad y afinidad en línea recta en primer grado, y por 

consanguinidad y afinidad en línea colateral en segundo grado o civil. 
 
(27) II. Funcionarios.- al director general o el cargo equivalente y a los funcionarios que ocupen cargos 

con la jerarquía inmediata inferior a la de aquél. 
 
(27) III. Interés Directo.- cuando el carácter de deudor en la operación con personas relacionadas, lo tenga 

el cónyuge del consejero o funcionario, o las personas con las que tenga parentesco, o bien, una 
persona moral respecto de la cual alguna de las personas antes mencionadas, detente directa o 
indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos de su capital. 

 
(27) IV. Poder de mando.- La capacidad de hecho de influir de manera decisiva en los acuerdos adoptados 

en las asambleas de accionistas o sesiones del consejo de administración o en la gestión, 
conducción y ejecución de los negocios de la Sociedad Financiera Popular de que se trate. 

 
(27) Se presume que tienen poder de mando en una Sociedad Financiera Popular, salvo prueba en 
contrario, las personas que se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 

 
(27) a) Los accionistas que tengan el control de la administración. 
 
(27) b) Los individuos que tengan vínculos con la Sociedad Financiera Popular o las personas 

morales que integran el grupo empresarial o consorcio al que aquella pertenezca, a través 
de cargos vitalicios, honoríficos o con cualquier otro título análogo o semejante a los 
anteriores. 

 
(27) c) Las personas que hayan transmitido el control de la Sociedad Financiera Popular bajo 

cualquier título y de manera gratuita o a un valor inferior al de mercado o contable, en favor 
de individuos con los que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el 
cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el concubinario. 

 
(27) d) Quienes instruyan a consejeros o directivos relevantes de la Sociedad Financiera Popular, la 

toma de decisiones o la ejecución de operaciones en la propia Sociedad. 
 
(17) Artículo 36.- Las Sociedades Financieras Populares, dependiendo del Nivel de Operaciones que les 
sea asignado, podrán realizar las operaciones siguientes: 
 
(17) I. Sociedades Financieras Populares con Nivel de Operaciones I: 
 

(17) a) Recibir depósitos de dinero a la vista, de ahorro, a plazo, retirables en días preestablecidos y 
retirables con previo aviso. 
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(17) b) Las anteriores operaciones se podrán realizar con menores de edad en términos de la 

legislación común aplicable. 
 
(17) c) Recibir préstamos y créditos de instituciones de crédito nacionales o extranjeras, 

fideicomisos públicos y organismos e instituciones financieras internacionales, de sus 
proveedores nacionales y extranjeros, afianzadoras, aseguradoras y afores, así como de 
instituciones financieras extranjeras. 

 
(17) d) Expedir y operar tarjetas de débito y tarjetas recargables. 
 
(17) e) Otorgar su garantía en términos del artículo 92 de esta Ley. 
 
(17) f) Otorgar préstamos o créditos a sus Clientes. 
 
(17) g) Otorgar créditos o préstamos de carácter laboral a sus trabajadores. 
 
(17) h) Otorgar a Sociedades Financieras Populares afiliadas y no afiliadas que supervise de manera 

auxiliar su Federación, préstamos de liquidez, debiendo sujetarse a los límites y condiciones 
que mediante disposiciones de carácter general establezca la Comisión. 

 
(17) i) Descontar, dar en garantía o negociar títulos de crédito, y afectar los derechos provenientes 

de los contratos de financiamiento que realicen con sus Clientes, en términos de lo 
dispuesto por el Artículo 36 Bis 2 de la presente Ley. 

 
(17) j) Constituir depósitos a la vista o a plazo en instituciones de crédito y entidades financieras 

del exterior. 
 
(17) k) Realizar inversiones en valores. 
 
(17) l) Recibir o emitir órdenes de pago y transferencias. 
 
(17) m) Fungir como receptor de pago de servicios por cuenta de terceros, siempre que lo anterior 

no implique para la Sociedad Financiera Popular la aceptación de obligaciones directas o 
contingentes. 

 
(17) n) Realizar la compra venta de divisas en ventanilla por cuenta de terceros o propia. 
 
(17) o) Distribuir seguros que se formalicen a través de contratos de adhesión, por cuenta de alguna 

institución de seguros o Sociedad mutualista de seguros, debidamente autorizada de 
conformidad con la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y 
sujetándose a lo establecido en el Artículo 41 de la referida Ley. 

 
(17) p) Distribuir fianzas, en términos de las disposiciones aplicables a dichas operaciones. 
 
(17) q) Llevar a cabo la distribución y pago de productos, servicios y programas, todos ellos 

gubernamentales. 
 
(17) r) Celebrar como arrendatarias, contratos de arrendamiento financiero sobre equipos de 

cómputo, transporte y demás que sean necesarios para el cumplimiento de su objeto social, 
y adquirir los bienes que sean objeto de tales contratos. 

 
(17) s) Celebrar contratos de arrendamiento sobre bienes muebles e inmuebles para la 

consecución de su objeto. 
 
(17) t) Realizar inversiones permanentes en otras sociedades, siempre y cuando les presten 

servicios auxiliares, complementarios o de tipo inmobiliario. 
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(17) u) Adquirir los bienes muebles e inmuebles necesarios para la realización de su objeto y 
enajenarlos cuando corresponda. 

 
(17) v) Recibir donativos. 
 
(17) w) Aceptar mandatos y comisiones de entidades financieras, relacionados con su objeto. 
 
(17) x) Las demás operaciones necesarias para la realización de su objeto social. 

 
(17) II. Sociedades Financieras Populares con Nivel de Operaciones II: 
 

(17) a) Las operaciones señaladas en la fracción I anterior. 
 
(17) b) Realizar operaciones de factoraje financiero con sus Clientes o por cuenta de éstos. 
 
(17) c) Prestar servicios de caja de seguridad. 
 
(17) d) Ofrecer el servicio de abono y descuento en nómina. 

 
(17) III. Sociedades Financieras Populares con Nivel de Operaciones III: 
 

(17) a) Las operaciones señaladas en las fracciones I y II anteriores. 
 
(17) b) Celebrar contratos de arrendamiento financiero con sus Clientes. 
 
(17) c) Prestar servicios de caja y tesorería. 
 
(27) d) Actuar como Fiduciaria en los fideicomisos de garantía a que se refiere la Ley General de 

Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
(17) IV. Sociedades Financieras Populares con Nivel de Operaciones IV: 
 

(17) a) Las operaciones señaladas en las fracciones I, II y III anteriores. 
 
(26) b) Emitir títulos de crédito, en serie o en masa. 
 
(17) c) Emitir obligaciones subordinadas. 
 
(17) d) Asumir obligaciones por cuenta de terceros, con base en créditos concedidos, a través del 

otorgamiento de aceptaciones, endoso o aval de títulos de crédito. 
 
(17) e) Expedir tarjetas de crédito con base en contratos de apertura de crédito en cuenta corriente, 

a sus Clientes. 
 
(17) f) Otorgar descuentos de toda clase, reembolsables a plazos congruentes con los de las 

operaciones pasivas que celebren. 
 
(17) g) Actuar como representante común de los tenedores de títulos de crédito. 
 
(17) h) Realizar inversiones en acciones de Administradoras de Fondos para el Retiro, Sociedades 

de Inversión Especializadas en Fondos para el Retiro y Sociedades Operadoras de 
Sociedades de Inversión. Lo anterior, sin perjuicio de los términos y condiciones que para 
cada caso señalen las Leyes específicas correspondientes. 

 
(17) i) Ofrecer y distribuir, entre sus Socios las acciones de las sociedades de inversión operadas 

por las Sociedades Operadoras de Sociedades de Inversión a que hace referencia la fracción 
anterior o por aquellas en cuyo capital participen indirectamente, así como promocionar la 
afiliación de trabajadores a las Administradoras de Fondos para el Retiro en cuyo capital 
participen directa o indirectamente. 
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(28) Segundo párrafo.- Derogado. 
 
(17) Asimismo, la Comisión podrá autorizar a las Sociedades Financieras Populares la realización de 
operaciones análogas o conexas a las señaladas en este Artículo, incluyendo el otorgamiento de garantías 
a que se refiere el Artículo 92 de esta Ley. 
 
(17) La Comisión podrá autorizar a las Sociedades Financieras Populares la realización de operaciones 
adicionales a las del nivel de operaciones que tengan asignado, siempre y cuando acrediten a la Comisión 
que cumplen con los requisitos que al efecto establezca mediante disposiciones de carácter general. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares únicamente podrán recibir depósitos de los Gobiernos Federal, 
Estatales o Municipales, ya sea a través de sus sectores central o paraestatal, cuando se ubiquen en los 
Niveles de Operaciones III y IV, y obtengan autorización de la Comisión. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares tendrán prohibido recibir en garantía de los préstamos que 
otorguen a sus Clientes, títulos representativos de su propio capital social. 
 
(17) En ningún caso las Sociedades Financieras Populares podrán autorizar a sus Clientes la expedición de 
cheques a su cargo, en los términos que dispone el Título Primero, Capítulo IV de la Ley General de Títulos 
y Operaciones de Crédito. Asimismo, a las Sociedades Financieras Populares les estará prohibido realizar 
aquellas operaciones que no les estén expresamente autorizadas. 
 
(17) Artículo 36 Bis.- Los Clientes de las Sociedades Financieras Populares que mantengan cuentas de 
depósito o de inversión a las que se refiere el inciso a) de la fracción I del Artículo 36 de esta Ley, podrán 
autorizar a terceros para que hagan disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las 
Sociedades Financieras Populares deberán contar con la autorización del titular o titulares de la cuenta. 
 
(17) Asimismo, los Clientes de las Sociedades Financieras Populares podrán domiciliar el pago de bienes y 
servicios en las cuentas de depósito referidas en la fracción I del Artículo 36 de esta Ley. Los Clientes 
podrán autorizar los cargos directamente a la Sociedad Financiera Popular de que se trate o a los 
proveedores de los bienes o servicios. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes 
correspondientes, siempre y cuando: 
 
(17) I. Cuenten con la autorización del Cliente de que se trate, o 
 
(17) II. El Cliente autorice directamente al proveedor de bienes o servicios y éste a su vez instruya a la 

Sociedad Financiera Popular para realizar el cargo respectivo. En este caso, la autorización podrá 
quedar en poder del proveedor de los bienes o servicios. 

 
(17) En el evento de que el Cliente cuya cuenta hubiere sido cargada en términos del párrafo anterior, 
objete dicho cargo dentro de los noventa días naturales siguientes a la fecha en que este se haya 
realizado, la Sociedad Financiera Popular respectiva deberá abonarle en la cuenta de que se trate, a más 
tardar el día hábil inmediato siguiente a aquél en que se efectúe la objeción, la totalidad de los cargos. 
 
(17) Para efectos de cumplir con la obligación a que se refiere el párrafo anterior, la Sociedad Financiera 
Popular estará facultada para cargar a la cuenta que lleve al proveedor de los bienes o servicios, el 
importe correspondiente. Cuando la cuenta del proveedor de bienes o servicios la lleve una Sociedad 
Financiera Popular distinta, o una institución de crédito, esta última deberá devolver a la Sociedad 
Financiera Popular en que tenga su cuenta el Cliente los recursos de que se trate, pudiendo cargar a la 
cuenta del proveedor de los bienes o servicios respectivo el importe de la reclamación. Para estos efectos, 
la Sociedad Financiera Popular y el proveedor deberán pactar los términos y condiciones que serán 
aplicables. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares deberán pactar con los proveedores el procedimiento para 
efectuar los cargos a que se refiere el párrafo anterior, cuidando en todo momento que no causen daño 
al patrimonio de dichas Sociedades Financieras Populares. 
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(17) Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este Artículo podrán llevarse a 
cabo por escrito con firma autógrafa o a través de los medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología que previamente convengan las partes, debiendo contar las Sociedades Financieras 
Populares con los registros, archivos u otros medios que les permitan presentar ante la autoridad 
competente, la fecha y demás características principales de las reclamaciones que, en su caso, presenten 
los usuarios. 
 
(17) Artículo 36 Bis 1.- Las obligaciones subordinadas y sus cupones serán títulos de crédito a cargo de la 
Sociedad Financiera Popular emisora y producirán acción ejecutiva respecto a la misma, previo 
requerimiento de pago ante fedatario público. Las obligaciones subordinadas podrán ser no susceptibles 
de convertirse en acciones, de conversión voluntaria en acciones y de conversión obligatoria en acciones, 
según se trate. Asimismo, las obligaciones subordinadas según su orden de prelación, podrán ser 
preferentes o no preferentes. 
 
(2) Estos títulos podrán emitirse en moneda nacional, mediante declaración unilateral de voluntad de la 
emisora, que se hará constar ante la Comisión, previa autorización que otorgue ésta. Al efecto, las 
solicitudes de autorización deberán presentarse por escrito a la citada Comisión, acompañando el 
respectivo proyecto de acta de emisión e indicando las condiciones bajo las cuales se pretendan colocar 
dichos títulos. En todo caso, las obligaciones subordinadas deberán contener: 
 
(2) I.  La mención de ser obligaciones subordinadas y títulos al portador; 
 
(2) II. La expresión de lugar y fecha en que se suscriban; 
 
(2) III. El nombre y la firma de la emisora; 
 
(2) IV. El importe de la emisión, con especificación del número y el valor nominal de cada obligación; 
 
(2) V. El tipo de interés que en su caso devengarán; 
 
(2) VI. Los plazos para el pago de intereses y de capital; 
 
(2) VII. Las condiciones y las formas de amortización; 
 
(2) VIII. El lugar de pago único, y 
 
(2) IX. Los plazos o términos y condiciones del acta de emisión. 
 
(17) Las obligaciones subordinadas podrán tener anexos cupones para el pago de intereses y, en su caso, 
recibos para las amortizaciones parciales. Los títulos podrán amparar una o más obligaciones. Las 
Sociedades Financieras Populares emisoras tendrán la facultad de amortizar anticipadamente las 
obligaciones, siempre y cuando en el acta de emisión, en cualquier propaganda o publicidad dirigida al 
público y en los títulos que se expidan, se describan claramente los términos, fechas y condiciones de 
pago anticipado. 
 
(17) Cualquier modificación a los términos, fechas y condiciones de pago deberán realizarse con el acuerdo 
favorable de las tres cuartas partes, tanto del Consejo de Administración de la Sociedad Financiera 
Popular de que se trate, como de los tenedores de los títulos correspondientes. La convocatoria de la 
asamblea correspondiente deberá contener todos los asuntos a tratar en la asamblea, incluyendo 
cualquier modificación al acta de emisión y publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en algún 
periódico de amplia circulación nacional por lo menos con quince días de anticipación a la fecha en que 
la asamblea deba reunirse. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares, además de los requisitos a que se refiere el presente Artículo, 
requerirán la autorización de la Comisión para pagar anticipadamente las obligaciones subordinadas que 
emitan. Asimismo, la Sociedad Financiera Popular emisora podrá diferir el pago de intereses y de 
principal, cancelar el pago de intereses o convertir anticipadamente las obligaciones subordinadas. 
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(17) En caso de liquidación o concurso mercantil de la emisora, el pago de las obligaciones subordinadas 
preferentes se hará a prorrata, sin distinción de fechas de emisión, después de cubrir todas las demás 
deudas de la Sociedad Financiera Popular, pero antes de repartir a los titulares de las acciones, en su 
caso, el haber social. Las obligaciones subordinadas no preferentes se pagarán en los mismos términos 
señalados en este párrafo, pero después de haber pagado las obligaciones subordinadas preferentes. 
 
(2) En el acta de emisión relativa, en el prospecto informativo, en cualquier otra clase de publicidad y en 
los títulos que se expidan deberá constar en forma notoria, lo dispuesto en los párrafos anteriores. 
 
(2) En el acta de emisión podrá designarse un representante común de los tenedores de las obligaciones, 
en cuyo caso, se deberán indicar sus derechos y obligaciones, así como los términos y condiciones en 
que podrá procederse a su remoción y a la designación de nuevo representante. No será aplicable a estos 
representantes, lo previsto en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, para los representantes 
comunes de obligacionistas. 
 
(2) La emisora mantendrá las obligaciones subordinadas en custodia en alguna de las instituciones para 
el depósito de valores reguladas en la Ley del Mercado de Valores, entregando a los titulares de las 
mismas, constancia de sus tenencias. 
 
(2) La inversión de los pasivos captados a través de la colocación de obligaciones subordinadas, se hará de 
conformidad con las disposiciones que la Comisión, en su caso, dicte al efecto. 
 
(18) Artículo 36 Bis 2.- Las Sociedades Financieras Populares podrán ceder o descontar su cartera 
crediticia con cualquier persona. 
 
(18) Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia que se celebren con el Banco de México, 
instituciones de crédito, fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico o 
fideicomisos que tengan por objeto emitir valores, así como otras con Sociedades Financieras Populares, 
se llevarán a cabo sin restricción alguna. 
 
(18) Cuando las Sociedades Financieras Populares celebren cesiones o descuentos de cartera crediticia 
con personas distintas de las mencionadas en el párrafo anterior y pretendan responder por la solvencia 
del deudor, otorgar financiamiento al cesionario o descontatario, o convenir con estos últimos 
obligaciones o derechos que le permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, requerirán 
de la previa autorización de la Comisión, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera 
de las propias sociedades y la protección de los intereses de sus Clientes. Asimismo, quienes se 
subroguen en los derechos de dicha cartera, no podrán recibir financiamiento de la propia Sociedad 
Financiera Popular, respecto de dicha operación o los préstamos o créditos objeto de la misma, ni 
tampoco esta Sociedad podrá responder por la solvencia del deudor. A los cesionarios les será aplicable 
la normatividad que regula a las Sociedades Financieras Populares en esta materia. 
 
(18) Las Sociedades Financieras Populares no estarán sujetas a lo establecido en el primer párrafo del 
Artículo 34 de esta Ley por lo que hace a la información relacionada con los activos que se mencionan a 
continuación, cuando ésta sea proporcionada a personas con las que se negocien o celebren las 
siguientes operaciones: 
 
(18) I. Los préstamos o créditos que vayan a ser objeto de cesión o descuento, o 
 
(18) II. Su cartera u otros activos, tratándose de la transmisión o suscripción de un porcentaje significativo 

de su capital social. Para dar a conocer la información respectiva deberá obtenerse la autorización 
previa de la Comisión. 

 
(18) Durante los procesos de negociación a que se refiere este Artículo, los participantes deberán guardar 
la debida confidencialidad sobre la información a que tengan acceso con motivo de los mismos. 
 
(27) Artículo 36 Bis 3.- Las Sociedades Financieras Populares podrán contratar con terceros incluyendo a 
otras Sociedades Financieras Populares o entidades financieras, la prestación de los servicios necesarios 
para su operación, así como comisiones para realizar las operaciones a que se refiere el artículo 36 de esta 
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Ley, de conformidad con las disposiciones de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno. 
 
(27) Las operaciones que lleven a cabo los comisionistas deberán realizarse a nombre y por cuenta de las 
Sociedades Financieras Populares con las que celebren los actos jurídicos mencionados en el primer 
párrafo de este artículo. Asimismo, los instrumentos jurídicos que documenten las comisiones deberán 
prever que las Sociedades Financieras Populares responderán por las operaciones que los comisionistas 
celebren por cuenta de dichas Sociedades, aun cuando estas se lleven a cabo en términos distintos a los 
previstos en tales instrumentos jurídicos. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, deberán contener, entre otros, los siguientes elementos: 
 
(27) I. Los lineamientos técnicos y operativos que deberán observarse para la realización de tales 

operaciones, así como para salvaguardar la confidencialidad de la información de los usuarios de 
las Sociedades Financieras Populares y proveer que en la celebración de dichas operaciones se 
cumplan las disposiciones aplicables; 

 
(27) II. Las características de las personas físicas o morales que podrán ser contratadas por las Sociedades 

Financieras Populares como terceros en términos del presente artículo. Tratándose de entidades 
de la Administración Pública Federal o Estatal, las disposiciones solo podrán incluir aquellas 
facultadas expresamente por su ley o reglamento para prestar los servicios o comisiones de que 
se trate; 

 
(27) III. Los requisitos respecto de los procesos operativos y de control que las Sociedades Financieras 

Populares deberán exigir a los terceros contratados; 
 
(27) IV. El tipo de operaciones que podrán realizarse a través de terceros, quedando facultada la Comisión 

para señalar el tipo de operaciones en las que se requerirá de su autorización previa; 
 
(27) V. Los contratos de prestación de servicios o comisiones que las Sociedades Financieras Populares 

están obligadas a entregar a la Comisión, así como la forma, condiciones y plazos de dicha entrega; 
 
(27) VI. Los límites aplicables a las operaciones que podrán llevarse a cabo a través de terceros por cuenta 

de la propia Sociedad Financiera Popular, observando en todo caso, respecto de las operaciones 
previstas en el inciso a) de la fracción I del artículo 36 de esta Ley, lo siguiente: 

 
(27) a) Individuales, por tipo de operación y cliente, los cuales no excederán por comisionista de un 

monto diario equivalente en moneda nacional a 1,500 Unidades de Inversión, por cada tipo 
de inversión y cuenta, tratándose de retiros en efectivo, así como del equivalente en moneda 
nacional a 4,000 Unidades de Inversión respecto de depósitos en efectivo, y 

 
(27) b) Agregados, que no excederán por comisionista de un monto mensual equivalente al 

cincuenta por ciento del importe total de las operaciones realizadas en el período por la 
Sociedad de que se trate. El límite a que se refiere este inciso, será de sesenta y cinco por 
ciento, durante los primeros dieciocho meses de operación con el comisionista. Para efectos 
de lo anterior se entenderá como un solo comisionista a un Grupo empresarial. 

 
Para efectos del párrafo anterior, se entenderá como Grupo empresarial el conjunto de 
personas morales organizadas bajo esquemas de participación directa o indirecta del capital 
social, en las que una misma sociedad mantiene el control de dichas personas morales. 
Asimismo, se considerarán como Grupo empresarial a los grupos financieros constituidos 
conforme a la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras. 
 
(27) La celebración de las operaciones que podrán llevarse a cabo a través de terceros por 
cuenta de la propia Sociedad Financiera Popular a que se refiere el inciso a) de la fracción I 
del artículo 36 de esta Ley serán sujetas de la autorización a que se refiere la fracción IV de 
este artículo. 

 
(27) Los límites a que se refiere la presente fracción no serán aplicables cuando: 
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(27) i. El tercero sea una entidad de la Administración Pública Federal, Estatal o 
Municipal; 

 
(27) ii. Los terceros con los que se contrate sean instituciones de crédito, casas de 

bolsa, Sociedades Financieras Populares o Sociedades Cooperativas de Ahorro 
y Préstamo, en este último caso con excepción de aquellas que cuenten con 
nivel de operaciones básico: 

 
(27) VII. Las políticas y procedimientos con que deberán contar las Sociedades Financieras Populares para 

vigilar el desempeño de los terceros que sean contratados, así como el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales, entre las cuales deberá preverse la obligación de dichos terceros de 
proporcionar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y a los auditores externos de las 
Sociedades, a solicitud de estas, los registros, la información y el apoyo técnico relativos a los 
servicios prestados a la Sociedad Financiera Popular; 

 
(27) VIII. Las operaciones y servicios que las Sociedades Financieras Populares no podrán pactar que los 

terceros les proporcionen en forma exclusiva, y 
 
(27) IX. Las características del padrón que deberán constituir las Sociedades Financieras Populares 

respecto de los prestadores de servicios o comisionistas que contraten, mismo que deberá estar a 
disposición de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para su consulta. 

 
(27) Lo dispuesto en el artículo 34 de esta Ley le será también aplicable a los terceros a que se refiere el 
presente artículo, así como a los representantes, directivos y empleados de dichos terceros, aun cuando 
dejen de laborar o prestar sus servicios a tales terceros. 
 
(27) La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo derecho de audiencia que se otorgue a la Sociedad 
Financiera Popular, podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de 
los servicios o comisiones a través del tercero de que se trate, cuando se incumplan las disposiciones que 
se mencionan en este artículo o pueda verse afectada la continuidad operativa de la Sociedad Financiera 
Popular o en protección de los intereses del público. Lo anterior, salvo que la propia Comisión apruebe 
un programa de regularización que reúna los requisitos que al efecto se establezcan en las disposiciones 
de carácter general referidas. 
 
(27) La Comisión Nacional Bancaria y de Valores formulará directamente a las Sociedades Financieras 
Populares y a los prestadores de servicios o comisionistas a que se refiere el artículo 36 Bis 3 de esta Ley, 
por conducto de dichas Sociedades, los requerimientos de información, incluyendo libros, registros y 
documentos, así como, en su caso, las observaciones y medidas correctivas que deriven de la supervisión 
que realice con motivo de las actividades que las Sociedades lleven a cabo a través de prestadores de 
servicios o comisionistas conforme a lo previsto en el presente artículo, para asegurar la continuidad de 
los servicios que las Sociedades proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y el apego a 
lo establecido en esta Ley. 
 
(27) Asimismo, la Comisión estará facultada, en todo momento, para efectuar actos de supervisión, 
inspección y vigilancia respecto de los prestadores de servicios o comisionistas que las Sociedades 
Financieras Populares contraten en términos de este artículo, así como practicar inspecciones a los 
terceros que contraten las Sociedades con respecto de las actividades contratadas, o bien, ordenar a las 
Sociedades realizar auditorías a dichos terceros, quedando obligada la propia Sociedad a rendir un 
informe a la Comisión al respecto. Las facultades de supervisión, inspección y vigilancia a que se refiere 
el presente párrafo respecto de los prestadores de servicios o comisionistas, también podrán ser ejercidas 
de manera auxiliar por las Federaciones autorizadas conforme al Título Tercero de esta Ley. 
 
(27) La Comisión deberá especificar el objeto de las inspecciones o auditorías, las cuales deberán 
circunscribirse a la materia del servicio contratado y al cumplimiento de lo previsto en esta Ley y las 
disposiciones que de ella emanen. Al efecto, las Sociedades Financieras Populares deberán pactar en los 
contratos mediante los cuales se formalice la prestación de estos servicios o comisiones, la estipulación 
expresa del tercero contratado de que acepta apegarse a lo establecido en el presente artículo. 
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(27) Artículo 36 Bis 4.- La contratación de los servicios o comisiones a que se refiere el artículo 36 Bis 3 de 
esta Ley no eximirá a las Sociedades Financieras Populares, ni a sus directivos, delegados fiduciarios, 
empleados y demás personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en la Sociedad, de la obligación 
de observar lo establecido en el presente ordenamiento legal y en las disposiciones de carácter general 
que emanen de éste. 
 
(27) Artículo 36 Bis 5.- Cuando alguna persona auxilie a clientes de Sociedades Financieras Populares en 
la realización de operaciones propias de estas últimas, en ningún momento podrá: 
 
(27) I. Llevar a cabo tales operaciones por cuenta propia; 
 
(27) II. Determinar los plazos o tasas de las operaciones en las que intervenga; 
 
(27) III. Obtener diferenciales de precios o de tasas por las operaciones en las que intervenga, o 
 
(27) IV. En general, llevar a cabo actividades que requieran de autorización por parte del Gobierno Federal 

para operar con el carácter de entidad financiera de cualquier tipo. 
 
(27) Las operaciones invariablemente deberán quedar documentadas a nombre del cliente respectivo. 
 
(27) Las personas que ofrezcan auxilio a clientes de las Sociedades Financieras Populares al amparo de un 
mandato o comisión en términos del presente artículo deberán informar al cliente, al momento de 
proporcionarle el servicio, que no están autorizadas por el Gobierno Federal ni por las propias Sociedades 
Financieras Populares para asumir obligaciones a nombre y por cuenta de estas últimas y que no se 
encuentran supervisadas ni reguladas por las autoridades financieras, lo cual deberá constar en su 
publicidad o propaganda y en el contrato o en cualquier otro documento en que conste la encomienda 
respectiva. 
 
(27) Las Sociedades Financieras Populares que establezcan relaciones o vínculos de negocio, de hecho o 
de derecho, con algún tercero para la recepción masiva de recursos en efectivo, que impliquen la 
captación de recursos de los clientes de Sociedades Financieras Populares o pago de créditos a favor de 
estas últimas, deberán celebrar con dichos terceros, un contrato de comisión mercantil para que estos 
actúen en todo momento frente al público, como sus comisionistas conforme a lo señalado en el artículo 
36 Bis 3 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 37.- La Comisión, después de haber escuchado la opinión de la Federación respectiva y previa 
audiencia de la Sociedad Financiera Popular interesada, podrá declarar la revocación de la autorización 
otorgada de conformidad con el Artículo 9 de esta Ley, según corresponda, en los casos siguientes: 
 
(17) I. Si no presenta el testimonio de la escritura para su aprobación a que se refiere el Artículo 10, 

fracción I, de la presente Ley, dentro del término de noventa días hábiles a partir de que haya sido 
otorgada la autorización a que se refiere el Artículo 9 de esta Ley; si no solicita su inicio de 
operaciones en términos de lo dispuesto por el Artículo 32 Bis de la presente Ley dentro del 
término de ciento ochenta días hábiles a partir de que haya sido otorgada dicha autorización; si la 
Comisión le niega la autorización para el inicio de operaciones a que se refiere el Artículo 32 Bis 
anterior, o bien, si no inicia operaciones dentro de los treinta días hábiles siguientes a partir de la 
fecha en que se notifique la autorización a que se refiere el citado Artículo 32 Bis de esta Ley; 

 
(17) II. Si no acredita a la Comisión la celebración de un contrato de afiliación o de supervisión auxiliar con 

una Federación en los términos de esta Ley, así como si no mantiene vigentes dichos contratos; 
 
(17) III. Si no acredita a la Comisión su participación en Fondo de Protección en los términos de esta Ley; 
 
(17) IV. Si no estuviere íntegramente pagado el capital mínimo de la Sociedad Financiera Popular. 
 

(17) La Comisión podrá establecer un plazo que no será menor de sesenta días hábiles ni mayor de 
noventa días hábiles, para que se reintegre el capital en la cantidad necesaria para mantener la 
operación de la Sociedad Financiera Popular dentro de los límites legales; 
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(17) V. Si no cumple con los requerimientos de capitalización establecidos conforme a lo dispuesto por el 
Artículo 116, fracción VI, de esta Ley y las disposiciones a que dicho precepto se refiere; 

 
(17) VI. Si efectúa operaciones en contravención a lo dispuesto por esta Ley o por las disposiciones que de 

ella emanen, o si sus actividades se apartan de las sanas prácticas de los mercados en que opera, 
o si abandona o suspende sus actividades; 

 
(17) VII. Si reiteradamente, a pesar de las observaciones de la Federación respectiva, o en su caso de la 

Comisión, la Sociedad Financiera Popular ejecuta operaciones distintas a las permitidas, no 
mantiene las proporciones legales de activo, no se ajusta a la regulación prudencial aplicable, o 
bien, si a juicio de la Comisión no cumple adecuadamente con las funciones para las que fue 
autorizada, o por poner en peligro con su administración los intereses de sus Clientes, o de su 
objeto social, de conformidad con lo dispuesto por esta Ley; 

 
(17) VIII. Cuando por causas imputables a la Sociedad Financiera Popular, no aparezcan debida y 

oportunamente registradas en su contabilidad las operaciones que haya efectuado; 
 
(17) IX. Si la Sociedad Financiera Popular no cumple cualquiera de las medidas correctivas mínimas; no 

cumple con más de una medida correctiva especial adicional, o bien incumple de manera 
reiterada una medida correctiva especial adicional. Lo anterior en los términos, plazos y 
condiciones que haya determinado la Comisión mediante reglas de carácter general de 
conformidad con el Artículo 73 de la Ley; 

 
(17) X. Si la Sociedad Financiera Popular se niega reiteradamente a proporcionar información, o bien, de 

manera dolosa, presenta información falsa, imprecisa o incompleta a la Federación respectiva o a 
la Comisión; 

 
(17) XI. Si la Sociedad Financiera Popular obra sin autorización de la Comisión, en los casos en que la Ley 

así lo exija; 
 
(17) XII. Si se disuelve, liquida o quiebra; 
 
(17) XIII. En caso de que no realice 3 pagos correspondientes a las cuotas de supervisión auxiliar y de seguro 

de depósitos en un plazo de 1 año, y 
 
(17) XIV. En cualquier otro establecido por la Ley. 
 
(31) La Comisión otorgará el derecho de audiencia a la Sociedad Financiera Popular interesada, a fin de 
que dentro del plazo de diez días hábiles, contado a partir del día hábil siguiente a aquél en que surta 
efectos la notificación correspondiente, manifieste por escrito lo que a su interés convenga y ofrezca 
pruebas. La Comisión, a petición de parte, podrá ampliar por una sola ocasión el plazo a que se refiere 
esta fracción, hasta por el mismo lapso, atendiendo a las circunstancias particulares del caso. Las 
notificaciones surtirán efectos al día hábil siguiente a aquél en que se practiquen. 
 
(31) Concluido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, y en su caso el de su ampliación, la Comisión 
contará con un plazo de hasta sesenta días hábiles para el desahogo de las pruebas. Una vez 
desahogadas las pruebas admitidas al presunto infractor, la Comisión notificará la apertura del periodo 
de cinco días hábiles para formular alegatos. La Comisión podrá realizar dicha notificación por estrados 
o por cualquier otro medio, que determine. 
 
(31) Al día hábil siguiente al vencimiento del plazo para formular alegatos, se tendrá por cerrada la 
instrucción y la Comisión contará con un plazo no mayor a ciento ochenta días hábiles para emitir y 
notificar la resolución que ponga fin al procedimiento sancionador e imponer, en su caso, las sanciones 
que conforme a derecho procedan. 
 
(30) La declaración de revocación se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de 
amplia circulación del ámbito geográfico en que operaba, y deberá inscribirse en el Registro Público de 
Comercio que corresponda al domicilio social de la Sociedad Financiera Popular de que se trate, para lo 
cual el Registro únicamente requerirá previa notificación de la Comisión. 
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(30) La revocación incapacitará a la Sociedad Financiera Popular de que se trate para realizar sus 
operaciones a partir de la fecha en que se notifique la misma y la pondrá en estado de disolución y 
liquidación sin necesidad del acuerdo de la asamblea de socios. En todo caso, el cargo de liquidador 
deberá recaer en alguna de las personas a que se refiere la fracción IV del Artículo 96 de esta Ley. 
 
(17) La Comisión podrá promover ante la autoridad judicial para que designe al liquidador, si en el plazo 
de sesenta días hábiles de publicada la revocación no hubiere sido designado. Cuando la propia Comisión 
encuentre que existe imposibilidad de llevar a cabo la liquidación de la Sociedad Financiera Popular, 
podrá hacerlo del conocimiento del juez competente para que ordene la cancelación de su inscripción 
en el Registro Público de Comercio, la que surtirá sus efectos transcurridos ciento ochenta días hábiles a 
partir del mandamiento judicial. Los interesados podrán oponerse a esta cancelación dentro del citado 
plazo de sesenta días hábiles, ante la propia autoridad judicial. 

 
 

 (19) Capítulo II.- (Derogado) 
(19) De las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo. (Derogado) 

 
(19) Artículo 38.- Derogado. 
 
(19) Artículo 39.- Derogado. 
 
(19) Artículo 40.- Derogado.  
 
 

Capítulo III 
De las Sociedades Financieras Populares 

 
Artículo 41.- Las Sociedades Financieras Populares serán sociedades anónimas, tendrán duración 
indefinida y establecerán su domicilio en territorio nacional, pudiendo prestar servicios tanto a sus Socios 
como a sus Clientes, en los términos que esta Ley establece. Solo podrán utilizar esta denominación las 
sociedades autorizadas para operar en los términos de esta Ley. 
 
Cuando se trate de sociedades de capital variable, el capital mínimo obligatorio con arreglo a esta Ley, 
estará integrado por acciones sin derecho a retiro. El monto del capital variable en ningún caso podrá ser 
superior al del capital pagado sin derecho a retiro. 
 
Artículo 42.- El capital mínimo de las Sociedades Financieras Populares debe estar íntegramente 
suscrito y pagado al momento de iniciar operaciones, o a más tardar dentro de los noventa días hábiles 
siguientes a la aprobación por parte de la Comisión, del testimonio de su escritura o bases constitutivas, 
lo que ocurra primero. 
 
(2) Cuando una sociedad anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su capital pagado. 
 
(27) Artículo 42 Bis.- En ningún caso el capital neto de una Sociedad Financiera Popular podrá ser inferior 
al capital mínimo previsto para esas sociedades de acuerdo a su Nivel de Operaciones de conformidad 
con el artículo 36 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 43.- Las acciones representativas del capital social de las Sociedades Financieras Populares 
podrán ser adquiridas por cualquier persona, con excepción de las Instituciones Financieras a que se 
refiere la fracción IV del Artículo 2o. de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 
 
(17) Las acciones serán de igual valor, conferirán a sus tenedores los mismos derechos y obligaciones, y 
deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas. 
 
(18) Artículo 43 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares podrán emitir acciones sin valor nominal. 
 
(18) Adicionalmente las Sociedades Financieras Populares podrán emitir acciones de voto limitado, hasta 
por un equivalente al veinticinco por ciento de su capital social, las cuales otorgarán derecho de voto 
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únicamente en los asuntos relativos a cambio de objeto, fusión, escisión, transformación, disolución y 
liquidación. Dichas acciones de voto limitado podrán conferir derecho a recibir un dividendo preferente 
y acumulativo, así como un dividendo superior al de las acciones representativas del capital ordinario, 
siempre y cuando así se establezca en los estatutos sociales de la Sociedad Financiera Popular emisora. 
En ningún caso los dividendos de esta serie podrán ser inferiores a los de las otras series. 
 
(17) Artículo 44.- Cualquier persona física o moral podrá, mediante una o varias operaciones simultáneas 
o sucesivas, adquirir acciones representativas del capital social de una Sociedad Financiera Popular, 
siempre y cuando se sujete a lo dispuesto por este Artículo. 
 
(17) Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social 
ordinario pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, se 
deberá obtener previamente la autorización de la Comisión, la que podrá otorgarla discrecionalmente. 
En estos casos, las personas que pretendan realizar la adquisición o afectación mencionada deberán 
acreditar que cumplen con los requisitos establecidos en la fracción II del Artículo 10 de esta Ley, así como 
proporcionar a la propia Comisión la información que, para tal efecto y previo acuerdo de su Junta de 
Gobierno, establezca mediante disposiciones de carácter general. 
 
(17) En el supuesto de que una persona o un grupo de personas, accionistas o no, pretenda adquirir el 
veinte por ciento o más de las acciones representativas del capital social de una Sociedad Financiera 
Popular u obtener el control de la propia Sociedad, se deberá solicitar previamente autorización de la 
Comisión, la que podrá otorgarla discrecionalmente. 
 
(17) Dicha solicitud deberá contener lo siguiente: 
 
(17) I. Relación o información de la persona o personas que pretenden obtener el control de la Sociedad 

Financiera Popular de que se trate, a la que se deberá acompañar la información que acredite 
cumplir con los requisitos establecidos en la fracción II del Artículo 10 de esta Ley, así como aquélla 
otra prevista en las reglas de carácter general señaladas en el segundo párrafo del presente 
Artículo; 

 
(17) II. Relación de los consejeros y directivos que nombrarían en la Sociedad Financiera Popular de la 

que pretenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el control, a la que deberá adjuntarse la 
información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece 
para dichos cargos; 

 
(17) III. Plan general de funcionamiento de la Sociedad Financiera Popular de que se trate, el cual deberá 

contemplar los aspectos señalados en el Artículo 10, fracción IV, de esta Ley, y 
 
(17) IV. Programa estratégico para la organización, administración y control interno de la Sociedad de que 

se trate. 
 
(17) La demás documentación conexa que requiera la Comisión a efectos de evaluar la solicitud 
correspondiente. Asimismo, la Sociedad Financiera Popular deberá designar al menos un consejero 
independiente por cada persona o grupo de personas que adquiera el veinte por ciento o más de las 
acciones representativas del capital social de una Sociedad Financiera Popular u obtenga el control de 
la propia Sociedad. 
 
(17) Para efectos de lo descrito en este Artículo, se entenderá por control a la capacidad de imponer, directa 
o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de accionistas de la Sociedad; el mantener la 
titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente, ejercer el voto respecto de más del 
cincuenta por ciento del capital social de la Sociedad, dirigir, directa o indirectamente, la administración, 
la estrategia o las principales políticas de la Sociedad, ya sea a través de la propiedad de valores o por 
cualquier otro acto jurídico. 
 
(1) Artículo 45.- Las personas físicas y morales podrán adquirir o transmitir la propiedad de acciones de 
una Sociedad Financiera Popular hasta por un monto equivalente al diez por ciento del capital social de 
dicha Sociedad. En caso de que una persona pretenda adquirir o transmitir más del diez por ciento del 
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capital social de una Sociedad Financiera Popular, deberá solicitar la autorización de la Comisión, previo 
dictamen favorable de la Federación que la supervise de manera auxiliar. 
 
(27) Artículo 45 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares podrán pactar la celebración de sus 
operaciones y la prestación de servicios con sus clientes mediante el uso de equipos, medios electrónicos, 
ópticos o de cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de 
telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases 
para determinar lo siguiente: 
 
(27) I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 
 
(27) II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y 
 
 (27) III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de 

derechos y obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate. 
 
(27) Cuando así lo acuerden con su clientela, las Sociedades Financieras Populares podrán suspender o 
cancelar el trámite de operaciones que aquella pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a 
que se refiere el primer párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para 
presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. 
Lo anterior también resultará aplicable cuando dichas Sociedades detecten algún error en la instrucción 
respectiva. 
 
(27) Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán acordar con su clientela que, cuando ésta 
haya recibido recursos mediante alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y 
aquéllas cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de identificación pactados 
para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, podrán restringir hasta por quince días hábiles la 
disposición de tales recursos, a fin de llevar a cabo las investigaciones y las consultas que sean necesarias 
con otras Sociedades Financieras Populares relacionadas con la operación de que se trate. La Sociedad 
de que se trate podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días hábiles más, siempre que se 
haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos cometidos en virtud de la 
operación respectiva. 
 
(27) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las Sociedad Financiera Popular de que se 
trate así lo haya acordado con su clientela, en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes 
referidas, tengan evidencia de que la cuenta respectiva fue abierta con información o documentación 
falsa, o bien, que los medios de identificación pactados para la realización de la operación de que se trate 
fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el 
propósito de que se abone en la cuenta de la que procedieron los recursos correspondientes. 
 
(27) Las Sociedades Financieras Populares que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas 
que lleven a su clientela, podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito 
de corregir el error, siempre que así lo hayan pactado con ella. 
 
(27) En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las Sociedades Financieras Populares deberán 
notificar al cliente respectivo la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de 
conformidad con lo previsto en los mismos. 
 
(27) El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 
(27) La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se 
sujetarán a las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin 
perjuicio de las facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones relacionadas 
con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de su ley. 
 
(27) Las Sociedades Financieras Populares podrán intercambiar la información contemplada en las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 124 de esta Ley, con el fin de fortalecer las 
medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
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auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de 
la propia Sociedad. 
 
(27) El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 34 de esta Ley.  
 
 

(18) Capítulo IV 
(18) De las Sociedades Financieras Comunitarias y de los Organismos de Integración 

Financiera Rural 
 

(18) Sección Primera 
(18) Disposiciones Generales 

 
(17) Artículo 46.- Las Sociedades Financieras Comunitarias y los Organismos de Integración Financiera 
Rural se regirán por los principios de territorialidad, acción gremial, solidaridad y ayuda mutua. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Comunitarias y los Organismos de Integración Financiera Rural 
promoverán la educación financiera rural, la cual tendrá por objeto propiciar el ahorro y el apoyo 
crediticio para el desarrollo de las actividades productivas del sector rural, para lo cual podrán recibir 
donativos y apoyos de los gobiernos federal, estatales y municipales. 
 
(17) La admisión y retiro de los socios de las Sociedades Financieras Comunitarias y los Organismos de 
Integración Financiera Rural se realizará de conformidad con lo que al efecto establezcan sus estatutos 
sociales o bases constitutivas, según sea el caso. 
 
(18) Artículo 46 Bis.- Las Sociedades Financieras Comunitarias con niveles de operación I a IV, y los 
Organismos de Integración Financiera Rural para su organización y funcionamiento, se ajustarán a las 
disposiciones especiales que se señalan en este capítulo. Adicionalmente, les resultarán aplicables en lo 
que no se oponga a lo anterior, los artículos 9, 10 Bis, 12, 13, 14, 15, 18, 19, 24, 31, 32 Bis, 33, 33 Bis, 33 Bis 1, 34, 
36 Bis, 36 Bis 1, 36 Bis 2, 37, el Título Tercero, el Título Tercero Bis, el Capítulo II del Título Cuarto, así como 
los Títulos Quinto y Sexto de la presente Ley. La Comisión expedirá las reglas de carácter general que 
establezcan los criterios para determinar el nivel de operaciones que será asignado a las Sociedades 
Financieras Comunitarias, considerando, entre otros, el monto de activos con que cuenten. Asimismo, en 
las citadas reglas se señalarán las operaciones activas, pasivas y de servicios que las sociedades podrán 
realizar, de entre las contempladas en el artículo 36 de esta Ley, de acuerdo al nivel de operaciones con 
que cuenten, así como las características de dichas operaciones y los requisitos para celebrarlas. 
 
(27) A las Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV también le serán aplicables 
las disposiciones de los artículos 36 Bis 3, 36 Bis 4 y 36 Bis 5 de la presente Ley. 
 
(18) Los Organismos de Integración Financiera Rural podrán realizar las operaciones a que se refiere el 
artículo 46 Bis 20 de la presente ley. 
 
(18) La Comisión establecerá mediante disposiciones de carácter general los requisitos mínimos que 
deberán acompañar la solicitud de autorización de las Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 
de Operación I a IV y de los Organismos de Integración Financiera Rural, a que se refiere el artículo 10 de 
la presente Ley, así como de los requisitos mínimos que deberán cumplir los miembros del Consejo de 
Administración y director general, señalados en los artículos 20, 21 y 23 de la presente Ley. 
 
(18) Asimismo, la Comisión emitirá los lineamientos mínimos de regulación prudencial a los que deberán 
sujetarse las Sociedades Financieras Comunitarias y los Organismos de Integración Financiera Rural en 
las materias y términos señalados en el artículo 116 y 118 de esta Ley. 
 
(18) En todo caso, la Comisión al expedir las reglas a que se refiere este artículo deberá considerar las 
características particulares del sector rural. 
 
(18) Artículo 46 Bis 1.- Las Sociedades Financieras Comunitarias y los Organismos de Integración 
Financiera Rural requerirán del acuerdo de, por lo menos, las tres cuartas partes de los consejeros que 
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estén presentes en las sesiones del consejo de administración, para aprobar la celebración de 
operaciones con personas relacionadas. 
 
(18) Serán operaciones con personas relacionadas, las celebradas por las Sociedades Financieras 
Comunitarias y los Organismos de Integración Financiera Rural en las que resulten o puedan resultar 
deudoras de las mismas, las personas que se indican a continuación: 
 
(18) I. Los miembros del consejo de administración, del consejo de vigilancia y del comité de crédito o su 

equivalente, así como el comisario y los auditores externos de la Sociedades Financieras 
Comunitarias y de los Organismos de Integración Financiera Rural; 

 
(18) II. Los cónyuges y las personas que tengan parentesco con las personas señaladas en la fracción 

anterior. 
 

(18) Se entenderá por parentesco al que existe por consanguinidad y afinidad en línea recta en 
primer grado, y por consanguinidad y afinidad en línea colateral en primer grado o civil; 

 
(18) III. Los funcionarios de las Sociedades Financieras Comunitarias y de los Organismos de Integración 

Financiera Rural, así como las personas distintas a éstos que con su firma puedan obligar a la 
Sociedades Financieras Comunitarias y a los Organismos de Integración Financiera Rural; 

 
(18) IV. Tratándose de Organismos de Integración Financiera Rural, las personas físicas o morales que 

posean directa o indirectamente el control del dos por ciento o más de los títulos representativos 
del capital de un Organismo de Integración Financiera Rural, de acuerdo al registro de socios más 
reciente; 

 
(18) V. Las personas morales, así como los consejeros y funcionarios de éstas, en las que la Sociedad 

Financiera Comunitaria u Organismo de Integración Financiera Rural posea directa o 
indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos de su capital; 

 
(18) VI. Las personas morales en las que cualesquiera de las personas señaladas en las fracciones 

anteriores, así como los funcionarios, empleados, auditores externos y comisarios de la Sociedad 
Financiera Comunitaria u Organismo de Integración Financiera Rural, los ascendientes y 
descendientes en primer grado, así como sus cónyuges, posean directa o indirectamente el control 
del diez por ciento o más de los títulos representativos de su capital, y 

 
(18) VII. Las personas morales en las que los funcionarios, auditores externos y comisarios de las Sociedad 

Financiera Comunitaria u Organismo de Integración Financiera Rural sean consejeros o 
administradores u ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárquicos en dichas personas 
morales. 

 
(18) Se entenderá por funcionario al director o gerente general y a los funcionarios que ocupen cargos con 
la jerarquía inmediata inferior a la de aquéllos. 
 
(26) No requerirán de la aprobación del consejo de administración, las operaciones con personas a que se 
refiere este artículo cuyo importe en su conjunto no exceda del equivalente en moneda nacional a 100 
mil UDIs, o el uno por ciento del capital neto de la Sociedad Financiera Comunitaria y del Organismo de 
Integración Financiera Rural, el que sea menor, sin embargo, deberán hacerse de su conocimiento y 
poner a su disposición toda la información relativa a las mismas. 
 
(26) La suma total de los montos dispuestos y las líneas de crédito irrevocables contratadas de las 
operaciones con personas relacionadas, no podrá exceder del 10 por ciento del capital neto de la Sociedad 
Financiera Comunitaria u Organismo de Integración Financiera Rural. 
 
(18) Los consejeros y funcionarios deberán excusarse de participar en las discusiones y abstenerse de votar 
en los casos en que tengan un interés directo o un conflicto de interés. 
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(18) En ningún caso, las operaciones con personas relacionadas deberán celebrarse en términos y 
condiciones más favorables, que las operaciones de la misma naturaleza que se realicen con los Socios y 
Clientes, según sea el caso. 
 
(18) No se considerarán operaciones con personas relacionadas, los créditos de carácter laboral que la 
Sociedad Financiera Comunitaria u Organismo de Integración Financiera Rural otorgue a sus 
trabajadores. Asimismo, no se considerarán como operaciones con personas relacionadas, los préstamos 
o créditos que los Organismos de Integración Financiera Rural otorguen a las Sociedades Financieras 
Comunitarias que agrupen, así como a las organizaciones económicas de productores cuyos socios, 
miembros o integrantes tengan cuando menos 50 personas. 
 
(18) Artículo 46 Bis 2.- La Secretaría podrá elaborar los programas sectoriales para el desarrollo de las 
Sociedades Financieras Comunitarias, de las Federaciones y de los Organismos de Integración Financiera 
Rural, en el marco de la regulación aplicable, tomando en cuenta los objetivos y criterios establecidos en 
la presente Ley. 
 
(18) Al efecto, la Secretaría en el ámbito de su competencia, promoverá la participación del sector de las 
Sociedades Financieras Comunitarias y de los Organismos de Integración Financiera Rural para facilitar 
a éstas el acceso a los referidos programas. 
 

(18) Sección Segunda 
(18) De las Sociedades Financieras Comunitarias 

 
(18) Apartado A 

(18) De las disposiciones comunes de las Sociedades  
Financieras Comunitarias 

 
(18) Artículo 46 Bis 3.- Las Sociedades Financieras Comunitarias deberán registrarse ante una Federación 
en términos de lo dispuesto por el Artículo 46 Bis 4, inscribiendo al efecto los datos a que se refiere el 
Artículo 46 Bis 5 de esta Ley. 
 
(18) El registro se llevará mediante la asignación de folios electrónicos para cada Sociedad. 
 
(18) Asimismo, las Federaciones deberán proporcionar la información contenida en el citado registro a la 
Comisión, con la periodicidad y a través de los medios que la propia Comisión señale en disposiciones de 
carácter general. 
 
(18) De manera adicional, las Federaciones deberán poner a disposición del público en general, la 
información correspondiente al registro a que se refiere el presente Artículo en su página electrónica en 
la red mundial denominada “Internet”. 
 
(18) Artículo 46 Bis 4.- Las Sociedades Financieras Comunitarias deberán solicitar su inscripción en el 
registro a que se refiere el Artículo 46 Bis 3 anterior, dentro de los 30 días naturales siguientes a su 
inscripción en el Registro Público de Comercio. 
 
(18) Las Federaciones deberán informar a la Comisión haber efectuado la inscripción en el registro de las 
Sociedades Financieras Comunitarias, en la forma y términos que al efecto establezca la Comisión 
mediante disposiciones de carácter general. 
 
(18) Artículo 46 Bis 5.- En el folio electrónico del registro a que se refiere el Artículo 46 Bis 3 anterior, 
correspondiente a cada Sociedad Financiera, se anotarán los asientos registrales siguientes: 
 
(18) I. La denominación social; 
 
(18) II. El domicilio social; 
 
(18) III. Los datos relativos a su constitución; 
 
(18) IV. El número de socios y número de clientes; 



 

  

Para uso interno 

Para uso interno 

 
(18) V. El monto de activos; 
 
(18) VI. El lugar o lugares donde se llevan a cabo sus operaciones; 
 
(18) VII. El nombre de sus administradores, así como principales directivos y funcionarios; 
 
(18) VIII. El nivel de operaciones que corresponda. Tratándose de Sociedades Financieras Comunitarias 

con Niveles de Operación de I a IV, dicha información deberá proporcionarse una vez que aquéllos 
sean asignados por la Comisión conforme a esta Ley, y 

 
(18) IX. Otras anotaciones registrales. 
 
(18) Las Federaciones deberán actualizar la información del citado registro de manera trimestral, con base 
en la información que les proporcionen las Sociedades Financieras Comunitarias en términos de lo 
dispuesto por los Artículos 46 Bis 10 y 118 de la presente Ley. 
 
(18) Asimismo, las Federaciones deberán publicar en su página electrónica en la red mundial denominada 
“Internet”, un listado señalando las Sociedades Financieras Comunitarias que se encuentren 
supervisadas por la Comisión y participen en el Fondo de Protección que se constituya conforme lo 
previsto en esta Ley, así como aquéllas que por contar con un nivel de operaciones básico, no se 
encuentran en tales supuestos. 
 
(18) Artículo 46 Bis 6.- El patrimonio de las Sociedades Financieras Comunitarias estará formado por un 
capital social ordinario y un capital adicional que se denominará comunal. 
 
(18) El capital social ordinario estará compuesto por una parte fija y una parte variable y se estará integrado 
por acciones serie "O" que contendrán los requisitos establecidos en el artículo 125 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles. Las acciones de la serie "O" serán de igual valor y conferirán a sus tenedores los 
mismos derechos y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas, o bien, en 
especie, si así estuviese previsto en sus estatutos sociales. 
 
(18) Adicionalmente las Sociedades Financieras Comunitarias podrán emitir acciones de voto limitado, las 
cuales otorgarán derecho de voto únicamente en los asuntos relativos a cambio de objeto, fusión, 
escisión, transformación, disolución y liquidación. Dichas acciones de voto limitado podrán conferir 
derecho a recibir un dividendo preferente y acumulativo, así como un dividendo superior al de las 
acciones representativas del capital ordinario, siempre y cuando así se establezca en los estatutos 
sociales de la Sociedades Financieras Comunitarias emisora. En ningún caso los dividendos de esta serie 
podrán ser inferiores a los de las otras series. 
 
(18) El capital comunal se conformará con las aportaciones que efectúen sus Socios o cualquier tercero, y 
estará integrado por acciones de la serie "C", que serán inalienables y no tendrán derecho a retiro ni 
separación. Dichas acciones de la serie "C" no serán representativas del capital social ni conferirán a sus 
tenedores derecho de voto alguno o de reparto de las utilidades de las sociedades. Asimismo, las referidas 
acciones no podrán ser reembolsadas a sus tenedores, conservando estos últimos exclusivamente el 
derecho al reparto del haber social, una vez que se hubiese liquidado a los tenedores de las acciones serie 
"O" su parte social. 
 
(18) El capital comunal podrá ser fortalecido mediante fondos públicos o privados que tengan por objeto 
el fomento de la sustentabilidad financiera de las Sociedades Financieras Comunitarias. 
 
(18) La distribución de las utilidades de la sociedad se efectuará a prorrata respecto de la serie "O" y de la 
serie "C". Al respecto, el pago de dividendos a los tenedores de acciones de la serie "O" se efectuará en 
términos de lo establecido por el artículo 113 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. No podrán 
asignarse dividendos a los tenedores de las acciones de la serie "C", los cuales únicamente se podrán 
destinar al aumento del propio capital comunal. 
 
(18) En ningún caso podrá participar en el patrimonio de las Sociedades Financieras Comunitarias, 
agrupaciones de carácter político partidista. 
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(18) Artículo 46 Bis 7.- Ninguna persona física podrá contar con más del uno por ciento del capital social 
ordinario de una Sociedad Financiera Comunitaria. En caso de personas morales no lucrativas éstas 
podrán adquirir hasta el cincuenta y uno por ciento del capital social de las referidas sociedades. 
 
(18) Artículo 46 Bis 8.- Las Sociedades Financieras Comunitarias deberán contar con un fondo de reserva 
comunitario que se constituirá con las aportaciones que de forma anual determine su asamblea, el cual 
no podrá ser inferior al diez por ciento de las referidas utilidades, hasta alcanzar el veinticinco por ciento 
de su capital contable. 
 
(18) La reserva comunitaria se destinará a fortalecer la solvencia de las Sociedades Financieras 
Comunitarias en términos de lo que al efecto apruebe el Consejo de Administración. 
 
(18) La reserva comunitaria únicamente podrá ser objeto de capitalización cuando ésta tenga por objeto 
cubrir pérdidas y se efectúe hasta por el monto que dichas pérdidas representen. 
 
 
 
 

(18) Apartado B 
(18) De las Sociedades Financieras Comunitarias  

con Nivel de Operación Básico 
 
(18) Artículo 46 Bis 9.- Las Sociedades Financieras Comunitarias cuyo monto total de activos no rebase el 
límite equivalente en moneda nacional a 2’500,000 de UDIS, contarán con un nivel de operaciones básico 
y no requerirán de la autorización de la Comisión para desarrollar las operaciones propias de su objeto. 
Estas sociedades sólo podrán operar con Socios. 
 
(18) Las Sociedades Financieras Comunitarias con nivel de operaciones básico únicamente podrán realizar 
las operaciones siguientes: 
 
(18) I. Recibir depósitos de dinero a la vista, de ahorro, a plazo, retirables en días preestablecidos y 

retirables con previo aviso, de sus Socios. 
 

(18) Las anteriores operaciones se podrán realizar con menores de edad, en términos de la 
legislación común aplicable, siempre y cuando sus padres o tutores sean Socios. Tal requisito, no 
será exigible tratándose de operaciones celebradas en el marco de programas tendientes a 
fomentar el ahorro de menores y los saldos respectivos no rebasen del equivalente en moneda 
nacional a 1,000 UDIS por depositante. Dichos depósitos no conferirán a los menores el carácter de 
Socios. Una vez que los depositantes cuenten con capacidad para celebrar las citadas operaciones, 
podrán optar por convertirse en Socios de la Sociedad Financiera Comunitaria o solicitar la entrega 
de sus recursos, una vez que venzan los plazos correspondientes a los respectivos depósitos; 

 
(18) II. Otorgar préstamos o créditos a sus Socios; 
 
(18) III. Transmisión de dinero con sus Socios, siempre que en la realización de tales operaciones se sujeten 

a las disposiciones aplicables en dicha materia, así como que una de las partes, ya sea el ordenante 
o el beneficiario, sea Socio de la respectiva Sociedad Financiera Comunitaria; 

 
(18) IV. Recibir créditos de entidades financieras nacionales o extranjeras, organismos internacionales, 

Organismos de Integración Financiera Rural, así como instituciones integrantes de la 
Administración Pública y Federal o Estatal y fideicomisos públicos; 

 
(18) V. Efectuar la distribución y pago de productos, servicios y programas gubernamentales; 
 
(18) VI. Constituir depósitos a la vista o a plazo en instituciones de crédito, así como en, Organismos de 

Integración Financiera Rural, y 
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(18) VII. Las demás operaciones necesarias para la realización de las operaciones señaladas en las 
fracciones I a VI, anteriores. 

 
(18) Las Sociedades Financieras Comunitarias de nivel de operaciones básico tendrán prohibido recibir en 
garantía de los préstamos que otorguen a sus Socios, títulos representativos de su capital social. 
 
(18) En ningún caso las Sociedades Financieras Comunitarias de nivel de operaciones básico podrán 
autorizar a sus Socios la expedición de cheques a su cargo, en términos de lo que dispone el Título 
Primero Capítulo IV de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
(18) Artículo 46 Bis 10.- Las Sociedades Financieras Comunitarias con nivel de operaciones básico deberán 
presentar a la Federación ante la que hubieren llevado a cabo el registro a que se refiere el Artículo 46 
Bis 3 de la presente Ley sus estados financieros básicos, con base en los formatos establecidos por la 
propia Federación para tal efecto. 
 
(18) Los estados financieros citados aprobados por el Consejo de Administración de la Sociedad 
correspondiente, deberán presentarse de manera trimestral dentro de los meses de abril, julio, octubre 
y enero de cada ejercicio social, con cifras a los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre, según 
corresponda. 
 
(18) La formulación y presentación de tales estados financieros a la Federación, serán bajo la 
responsabilidad del Consejo de Administración de las Sociedades Financieras Comunitarias, el cual 
deberá cuidar que aquéllos revelen la verdadera situación financiera de la Sociedad. 
 
(18) Artículo 46 Bis 11.- Las Sociedades Financieras Comunitarias estarán obligadas a: 
 
(18) I. Proporcionar a la Federación ante la que hubieren llevado a cabo el registro a que se refiere el 

Artículo 46 de la presente Ley, todos los documentos, información y registros que sean solicitados, 
y 

 
(18) II. Permitir la revisión del cumplimiento de los requisitos del registro a que se refiere el Artículo 46 de 

la presente Ley, en las instalaciones de las propias Sociedades por parte de la Federación ante la 
que se hubiese llevado a cabo el citado registro. 

 
(18) Artículo 46 Bis 12.- Las Sociedades Financieras Comunitarias con nivel de operaciones básico que, con 
posterioridad a su constitución o registro, rebasen el límite de activos a que se refiere el Artículo 46 Bis 9 
anterior, podrán continuar realizando las operaciones a que se refiere dicho Artículo, siempre y cuando 
dentro de los 180 días siguientes a aquél en el que se verifique la situación antes referida, soliciten la 
autorización de la Comisión para operar con un nivel de operaciones distinto al básico en términos de 
esta Ley. 
 
(18) Al efecto, podrán continuar realizando las operaciones a que se refiere el Artículo 46 Bis 9 de esta Ley, 
hasta en tanto la Comisión resuelva su solicitud, siempre y cuando esta se acompañe de un dictamen 
favorable emitido por alguna Federación. 
 
(18) Artículo 46 Bis 13.- Las Sociedades Financieras Comunitarias con nivel de operaciones básico en las 
que exista coincidencia de 1 o más miembros que integran el Consejo de Administración, así como, con 
el director o gerente general, serán consideradas como una única Sociedad, para efectos del límite de 
activos previsto en el Artículo 46 Bis 9 de esta Ley. 
 
(18) Artículo 46 Bis 14.- La Comisión, podrá ordenar la disolución y liquidación de las Sociedades 
Financieras Comunitarias con nivel de operaciones básico, previa audiencia de la Sociedad de que se 
trate, en los casos siguientes: 
 
(18) I. Si la Sociedad Financiera Comunitaria no acredita contar con el registro a que se refiere el Artículo 

46 Bis 3 de la presente Ley; 
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(18) II. Si la Sociedad Financiera Comunitaria se niega reiteradamente a proporcionar información, o bien, 
de manera dolosa, presenta información falsa, imprecisa o incompleta a la Federación ante la cual 
haya llevado a cabo su registro, y 

 
(18) III. Si la Sociedad Financiera Comunitaria excediera el límite de activos a que se refiere el Artículo 46 

Bis 9 de la presente Ley y no obtuviera la autorización de la Comisión en términos del Artículo 46 
Bis 11 de esta Ley. 

 
(30) La Comisión deberá hacer del conocimiento de la Sociedad de que se trate y de manera previa a que 
ordene su disolución y liquidación, la actualización de cualquiera de los supuestos señalados en las 
fracciones anteriores, a fin de que dicha Sociedad en un plazo improrrogable de sesenta días hábiles 
siguientes a la notificación del escrito correspondiente, manifieste lo que a su derecho convenga y, 
ofrezca pruebas. 
 
(31) Una vez desahogadas las pruebas admitidas al presunto infractor, la Comisión notificará la apertura 
del periodo de cinco días hábiles para formular alegatos. La Comisión podrá realizar dicha notificación 
por estrados o por cualquier otro medio, que determine. 
 
(31) Al día hábil siguiente al vencimiento del plazo para formular alegatos, se tendrá por cerrada la 
instrucción y la Comisión respectiva contará con un plazo no mayor a ciento ochenta días hábiles para 
emitir y notificar la resolución que corresponda, y siempre que subsistan los incumplimientos 
detectados, la Comisión deberá emitir la orden de disolución y liquidación debidamente fundada y 
motivada.  
 
(30) La orden que emita la Comisión incapacitará a la Sociedad Financiera Comunitaria de que se trate 
para realizar sus operaciones a partir de la fecha en que se notifique la misma y la pondrá en estado de 
disolución y liquidación, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de Socios. Dicha orden de disolución 
y liquidación deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio que corresponda al domicilio social 
de la Sociedad Financiera Comunitaria de que se trate, para lo cual el Registro únicamente requerirá 
previa notificación de la Comisión. En todo caso, el cargo de liquidador deberá recaer en algunas de las 
personas a que se refiere la fracción IV del Artículo 96 de la presente Ley. 
 
(18) La Comisión podrá promover ante la autoridad judicial para que designe al liquidador, si en el plazo 
de 60 días hábiles siguientes a la inscripción de la orden a que se refiere el primer párrafo del presente 
Artículo, no hubiere sido designado. Cuando la propia Comisión encuentre que existe imposibilidad de 
llevar a cabo la liquidación de la Sociedad Financiera Comunitaria, podrá hacerlo del conocimiento del 
juez competente para que ordene la cancelación de su inscripción en el Registro Público de Comercio, 
la que surtirá sus efectos transcurridos 180 días hábiles a partir del mandamiento judicial. Los interesados 
podrán oponerse a esta cancelación dentro del citado plazo de 60 días hábiles, ante la propia autoridad 
judicial. 
 
 

(18) Apartado C 
(18) De las Sociedades Financieras Comunitarias  

con Niveles de Operación I a IV 
 
(18) Artículo 46 Bis 15.- Las Sociedades Financieras Comunitarias que tengan registrado un monto total 
de activos, igual o superior, al equivalente en moneda nacional a dos millones de UDIS, requerirán de la 
autorización que para realizar, o continuar realizando, sus operaciones, compete otorgar a la Comisión, 
previo dictamen favorable de una Federación, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 9 de la 
presente Ley. 
 
(18) Las Sociedades Financieras Comunitarias con activos inferiores al equivalente en moneda nacional de 
dos millones de UDIS podrán solicitar a la Comisión autorización para operar con un nivel de operaciones 
distinto al básico. La citada solicitud de autorización deberá presentarse a la Comisión en los mismos 
términos que establece el Artículo 9 de la presente Ley, y acompañarse de la información y 
documentación a que se refiere el Artículo 10 de esta Ley. 
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(18) Artículo 46 Bis 16.- En todo caso, a las Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación 
I a IV, les será aplicable lo señalado en el Artículo 46 Bis de esta Ley. 
 
 

(18) Sección Tercera 
(18) De los Organismos de Integración Financiera Rural 

 
(18) Artículo 46 Bis 17.- Los Organismos de Integración Financiera Rural se constituirán con la agrupación 
voluntaria de Sociedades Financieras Comunitarias, y deberán estar autorizados por la Comisión, para su 
constitución y funcionamiento. La Comisión para otorgar la referida autorización deberá considerar su 
ámbito geográfico de operación que pretendan atender. 
 
(18) Los Organismos de Integración Financiera Rural podrán adoptar cualquier naturaleza jurídica, siempre 
que no tenga fines lucrativos y podrán agrupar organismos o instituciones, nacionales o internacionales. 
 
(18) Asimismo, los Organismos de Integración Financiera Rural podrán contar con una institución 
fundadora sin fines de lucro, la cual tendrá como finalidad apoyarlos financieramente y la cual podrá 
participar de manera permanente en los órganos de gobierno de dichos Organismos. 
 
(18) No podrán participar, directa o indirectamente, en el capital social de los Organismos de Integración 
Financiera Rural personas o agrupaciones que realicen actividades políticas partidistas. 
 
(18) Adicionalmente, podrán contar con socios honorarios que auxilien en la toma de decisiones de los 
Organismos de Integración Financiera Rural. Dichos socios honorarios no participarán en el capital social, 
y tendrán exclusivamente derecho de voz en las sesiones del Consejo de Administración y en las 
asambleas generales. 
 
(18) Artículo 46 Bis 18.- El capital social de los Organismos de Integración Financiera Rural estará 
conformado por las aportaciones de las Sociedades Financieras Comunitarias. Asimismo los Organismos 
de Integración Financiera Rural, podrán contar con un patrimonio fundacional en términos de lo que al 
efecto establezcan sus estatutos sociales o bases constitutivas. Dicho patrimonio fundacional tendrá por 
objeto la integración financiera desde la que, tanto las Sociedades Financieras Comunitarias como los 
Organismos de Integración Financiera Rural, desarrollarán los servicios financieros hacia sus miembros 
y el medio rural. 
 
(18) Artículo 46 Bis 19.- Los Organismos de Integración Financiera Rural tendrán por objeto la integración 
financiera rural mediante la participación de las sociedades financieras comunitarias de conformidad 
con la composición de las zonas rurales en las que operen. 
 
(18) Artículo 46 Bis 20.- Los Organismos de Integración Financiera Rural para la realización de su objeto 
podrán realizar las operaciones siguientes: 
 
(18) I. Sistematizar y homologar el funcionamiento y operación de las Sociedades Financieras 

Comunitarias; 
 
(18) II. Otorgar créditos y préstamos a las Sociedades Financieras Comunitarias que agrupen; 
 
(18) III. Recibir préstamos de personas morales, instituciones financieras, nacionales o extranjeras, así 

como de fideicomisos públicos, con el objeto de canalizar dichos recursos a las Sociedades 
Financieras Comunitarias que agrupen, así como a sus Clientes que demuestren que su actividad 
y desarrollo coadyuvará a su vez, al desarrollo de las Sociedades Financieras Comunitarias y/o a los 
socios de estas últimas; 

 
(18) IV. Administrar los excedentes de liquidez de las Sociedades Financieras Comunitarias que agrupen; 
 
(18) V. Desarrollar productos especializados para fortalecer el sistema financiero rural; 
 
(18) VI. Crear instrumentos para garantizar obligaciones de las Sociedades Financieras Comunitarias que 

agrupen, frente a terceros, y 
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(18) VII. Prestar servicios de asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación a las Sociedades 

Financieras Comunitarias que agrupen en materia de integración financiera rural. 
 
(18) La Comisión, mediante disposiciones de carácter general señalará las operaciones activas, pasivas y 
de servicios que los Organismos de Integración Financiera Rural podrán realizar, de entre las 
contempladas en el artículo 36 de esta Ley, así como las características de dichas operaciones y los 
requisitos para celebrarlas. 
 
(18) Artículo 46 Bis 21.- En las asambleas generales de socios de los Organismos de Integración Financiera 
Rural sólo podrán participar con voz y voto las Sociedades Financieras Comunitarias que dichos 
organismos agrupen. 
 
(18) Dichas asambleas generales se podrán conformar a elección del Organismo de Integración Financiera 
Rural: 
 
(18) I. Por un representante de cada Sociedad Financiera Comunitaria agrupada, o 
 
(18) II. A través de un sistema de representación proporcional en el que se asignará a cada Sociedad 

Financiera Comunitaria agrupada el número de votos que le correspondan considerando el 
importe de sus respectivos activos totales. En ningún caso una Sociedad Financiera Comunitaria 
podrá representar más del veinte por ciento del total de votos. 

 
(18) No obstante lo anterior, en la Asamblea General de los Organismos de Integración Financiera Rural 
podrán participar, en su caso, los organismos o instituciones nacionales o internacionales que participen 
en su capital social, así como la institución fundadora, cada uno, con hasta el quince por ciento del total 
de los votos. 
 
(18) Artículo 46 Bis 22.- En adición a lo dispuesto en el Artículo 18 de la presente Ley, en el Consejo de 
Administración de los Organismos de Integración Financiera Rural podrá participar, en su caso, la 
institución fundadora con hasta el quince por ciento del total de los votos. 
 
(18) Artículo 46 Bis 23.- A los Organismos de Integración Financiera Rural no les resultará aplicable lo 
dispuesto por el Capítulo VI, del Título Tercero de la presente Ley. No obstante lo anterior, el Fondo de 
Protección, a través del Comité de Protección al Ahorro podrá, de manera excepcional, autorizar apoyos 
financieros a los Organismos de Integración Financiera Rural, siempre y cuando se compruebe de 
manera fehaciente el que de no otorgar dichos apoyos pudiese generar efectos negativos serios en una 
o más Sociedades Financieras Comunitarias de manera tal, que se ponga en peligro la estabilidad y 
solvencia de estas últimas y el apoyo a dichas sociedades resultase más oneroso que apoyar 
directamente al Organismo de Integración Financiera Rural. 
 
 

TITULO TERCERO 
(17) DE LAS FEDERACIONES, MEDIDAS CORRECTIVAS  

Y DEL FONDO DE PROTECCIÓN 
 

(17) Capítulo I 
(17) Disposiciones generales de las Federaciones 

 
(17) Artículo 47.- Las Sociedades Financieras Populares estarán sujetas a la supervisión de la Comisión, la 
que tendrá todas las facultades que en materia de inspección y vigilancia le confiere este ordenamiento 
y la Ley que rige a la propia Comisión. Dichas facultades podrán ser ejercidas directamente por la 
Comisión y de manera auxiliar por las Federaciones autorizadas conforme al presente Título. 
 
(17) La Comisión establecerá mediante disposiciones de carácter general la forma en que las Federaciones 
ejercerán las facultades de supervisión auxiliar de las Sociedades Financieras Populares. 
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(17) Artículo 48.- La Federación se constituirá exclusivamente con la agrupación voluntaria de Sociedades 
Financieras Populares, y deberá estar autorizada por la Comisión, para el desempeño de las facultades 
de supervisión auxiliar. Dichas facultades serán indelegables.  
 
(19) Artículo 49.- Derogado. 
 
(17) Artículo 50.- Las Federaciones serán instituciones de interés público, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, podrán adoptar cualquier naturaleza jurídica, siempre que no tenga fines lucrativos. 
Las actividades de las Federaciones serán las propias de su objeto y se abstendrán de realizar actividades 
políticas partidistas. 
 
(17) Artículo 51.- La solicitud de autorización para operar como Federación, deberá presentarse ante la 
Comisión, acompañando la documentación e información que dicha Comisión establezca mediante 
disposiciones de carácter general. Las autorizaciones que, en su caso, otorgue la Comisión serán por su 
propia naturaleza intransmisibles. 
 
(17) La Comisión contará con un plazo de noventa días naturales para emitir resolución respecto de las 
solicitudes de autorización que le hayan sido presentadas. Se entenderá que la Comisión resuelve en 
sentido negativo la solicitud de autorización, si no comunica lo contrario dentro del periodo mencionado. 
 
(17) Cualquier requerimiento de información o documentación que realice la Comisión a la Federación, 
suspenderá el cómputo del plazo con el que cuenta la Comisión para emitir su resolución. Dicho plazo 
comenzará a computarse nuevamente a partir de que se reciba la información o documentación 
requerida. 
 
(17) Las autorizaciones de Federaciones deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 
 
(17) Artículo 52.- Las Federaciones, en adición a desempeñar las funciones de supervisión auxiliar, podrán 
realizar las actividades siguientes: 
 
(17) I. Formular observaciones y recomendaciones a las Sociedades Financieras Populares; 
 
(17) II. Fungir como representantes legales de sus afiliadas ante personas, organismos, autoridades e 

instituciones tanto nacionales como extranjeras; 
 
(17) III. Prestar entre otros, los servicios de asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación a las 

Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias y Organismos de 
Integración Financiera Rural, así como a otras personas morales con actividades financieras; 

 
(17) IV. Promover la superación y capacidad técnica y operativa de sus afiliadas, así como de sus 

empleados; 
 
(17) V. Homologar, en lo procedente, reglamentos, trámites y procedimientos operativos, así como 

sistemas contables e informáticos de las Sociedades Financieras Populares, Sociedades 
Financieras Comunitarias y Organismos de Integración Financiera Rural; 

 
(17) VI. Efectuar la revisión del cumplimiento de los requisitos del registro, mediante la evaluación de los 

estados financieros de las Sociedades Financieras Comunitarias, lo que podrá realizarse en las 
instalaciones de éstas en caso de que dichas Federaciones presuman la existencia de 
irregularidades. 

 
(17) Asimismo, derivado de la revisión del cumplimiento de los requisitos del registro, las 
Federaciones podrán formular recomendaciones a las Sociedades Financieras Comunitarias. 
 
(17) Las Federaciones podrán apoyarse para el desempeño de la función a que se refiere la presente 
fracción, en su área de asistencia técnica, y 
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(17) VII. Proponer a la Comisión la remoción del director general y consejeros de las Sociedades Financieras 
Populares, Sociedades Financieras Comunitarias y Organismos de Integración Financiera Rural 
cuando compruebe la existencia de omisiones o faltas administrativas. 

 
(17) Para efectos de lo anterior, las Federaciones deberán incluir lo dispuesto en la presente fracción, en 
los respectivos contratos de supervisión auxiliar y de afiliación, que celebren con las Sociedades 
Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias y Organismos de Integración Financiera 
Rural. Asimismo, las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias y 
Organismos de Integración Financiera Rural, deberán prever lo dispuesto en esta fracción en sus 
respectivos estatutos sociales o bases constitutivas. 
 
(17) En ningún caso, las Federaciones podrán invertir en el capital de otras Federaciones o en el de 
Sociedades Financieras Populares o Sociedades Financieras Comunitarias. 
 
(17) Artículo 53.- Los requisitos mínimos que deberá cumplir una Federación para ser autorizada, serán: 
 
(17) I. Tener cuando menos la solicitud de ocho Sociedades Financieras Populares que deseen afiliarse. 

 
(17) Para efectos del cómputo mínimo requerido conforme a lo señalado en la presente fracción, 
cuando los socios de una Sociedad Financiera Popular que forme parte de una Federación, 
adquieran directa o indirectamente acciones con derecho a voto de otra Sociedad Financiera 
Popular, que representen por lo menos el cincuenta y uno por ciento del capital pagado, tengan 
el control de las asambleas generales, estén en posibilidad de nombrar a la mayoría de los 
miembros del Consejo de Administración, o por cualquier otro medio controlen a las mencionadas 
Sociedades Financieras Populares, se considerarán como una sola Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) En caso de que el número de Sociedades Financieras Populares no sea el señalado conforme al 
primer párrafo de esta fracción, la Comisión evaluando el caso, podrá otorgar la autorización sin 
que se cumpla con el número de afiliados requerido. 
 
(17) En cualquier caso, al término de dos años contados a partir de la fecha en que sean autorizadas, 
las Federaciones deberán tener afiliadas el número mínimo de Sociedades Financieras Populares 
a que esta fracción se refiere. 
 
(17) Asimismo, para el caso en que la Comisión revoque la autorización otorgada a una Sociedad 
Financiera Popular, las Federaciones contarán con un plazo de doscientos cuarenta días naturales 
contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación de la revocación de que se trate, 
para tener afiliadas al número mínimo de Sociedades Financieras Populares a que se refiere esta 
fracción. Dicho plazo podrá prorrogarse a juicio de la Comisión; 

 
(17) II. El proyecto de estatutos, en el que deberá indicarse su objeto y organización interna, entre otros. 

Los estatutos que deberán ser acordes con los principios de la presente Ley y demás disposiciones 
aplicables; 

 
(17) III. El ámbito geográfico en el que operará; 
 
(17) IV. El programa general de operación, que permita a la Comisión evaluar si la Federación podrá 

cumplir adecuadamente con su objeto. Dicho programa deberá contener, por lo menos: 
 

(17) a) Los planes de trabajo; 
 
(17) b) Las políticas de afiliación; 
 
(17) c) La información y documentación que acredite que cuenta con la infraestructura necesaria 

para llevar a cabo su objeto; 
 
(17) d) La relación de sus principales administradores y directivos, incluyendo al contralor 

normativo, debiendo acompañar el curriculum vitae de los mismos; 
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(17) V. El proyecto de reglamento interior, conforme al cual ejercerá sus facultades de conformidad con 
esta Ley y las reglas que al efecto haya emitido la Comisión, y 

 
(17) VI. La demás documentación que la Comisión considere necesaria para otorgar su autorización. 
 
(17) Las modificaciones que se pretendan efectuar a los estatutos, así como al reglamento interior de la 
Federación, deberán someterse a la previa aprobación de la Comisión, la cual contará con un plazo de 
cuarenta y cinco días hábiles para emitir su resolución al respecto. Dicho plazo comenzará a contar, a 
partir de la fecha en que sean presentados los documentos a la Comisión. Se entenderá que la Comisión 
resuelve en sentido negativo si no comunica lo contrario a la solicitante, dentro del periodo mencionado. 
 
(17) Artículo 54.- Las Federaciones no podrán afiliar a personas físicas, ni realizar operaciones con el 
público directamente o por interpósita persona. 
 
(17) Artículo 55.- Cada Federación formulará su reglamento interior, que deberá contener, entre otras, las 
normas aplicables a: 
 
(17) I. La admisión, suspensión y exclusión de las afiliadas; 
 
(17) II. La forma y metodología en que ejercerá las funciones de supervisión auxiliar sujetándose a las 

reglas de carácter general que emita la Comisión; 
 
(17) III. Los derechos y obligaciones de las afiliadas, así como de las Sociedades Financieras Populares no 

afiliadas sobre las que se ejerzan las funciones de supervisión auxiliar, y 
 
(17) IV. La forma de determinar las cuotas que le deberán aportar las Sociedades Financieras Populares. 
 
(17) La Comisión podrá, en todo momento, ordenar adecuaciones al reglamento interior de las 
Federaciones, así como objetar las resoluciones o determinaciones adoptados por los órganos sociales 
de estas, incluyendo la designación de funcionarios o miembros de sus órganos colegiados internos, 
cuando derivado del ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia la Comisión determine la 
existencia de algún conflicto de interés o uso indebido de información, o bien cuando las personas 
designadas para el ejercicio de un determinado cargo o comisión, no cumplan, a juicio de la Comisión, 
con los requisitos de independencia, capacidad técnica o solvencia moral o económica que, en su caso, 
deban observar en términos de esta Ley y las disposiciones que de ella emanen. 
 
(17) Artículo 56.- Las Federaciones deberán agrupar el importe de los servicios que presten en los 
conceptos siguientes: cuotas de estudio y trámite respecto de solicitudes de autorización como 
Sociedades Financieras Populares, cuotas de afiliación, cuotas de supervisión auxiliar, cuotas por el 
servicio de asistencia técnica y cuotas por servicios complementarios y notificar a la Comisión el importe 
desglosado de cada uno de los conceptos referidos, así como sus modificaciones, dentro de los treinta 
días posteriores a cada modificación, con el fin de que esta publique dicha información a través de su 
página electrónica de la red mundial “Internet”. De igual forma, las Federaciones deberán poner a 
disposición del público en general de manera permanente y a través de medios electrónicos, el importe 
desglosado de cada uno de los conceptos antes referidos que se encuentren vigentes, debiendo 
actualizar esta información a más tardar treinta días después de cada modificación. La Comisión podrá 
solicitar a las Federaciones, de considerarlo necesario, que efectúen aclaraciones a la información que 
pongan a disposición del público respecto de la agrupación que en términos de este Artículo realicen, 
así como que proporcionen información más detallada respecto de cada concepto de cobro. 
 
(19) Artículo 57.- Derogado. 
 
(17) Artículo 58.- Las Sociedades Financieras Populares, en su relación con las Federaciones, tendrán las 
obligaciones siguientes: 
 
(17) I. Aportar las cuotas periódicas correspondientes; 
 
(17) II. Proporcionar a la Federación la información y documentación que le requiera para efectos de la 

supervisión auxiliar; 
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(17) III. En general cumplir con las estipulaciones contenidas en el contrato de afiliación o de supervisión 
auxiliar, según se trate, así como con la regulación prudencial que establezca la Comisión; 

 
(17) IV. Informar tanto a la Comisión como a la Federación respectiva, por conducto de cualquiera de los 

órganos de administración, director o gerente general de la propia Sociedad Financiera Popular, 
cuando se presuma fundadamente que se están llevando a cabo cualquiera de las conductas que 
señala el Artículo 400 Bis del Código Penal Federal, en términos de lo dispuesto en el Artículo 124 
de esta Ley. En todo caso, la información a que se refiere la presente fracción deberá ser hecha del 
conocimiento de la Comisión de manera directa; 

 
(17) V. Tratándose de Sociedades Financieras Popular afiliadas, asistir, a través de sus representantes, a 

las sesiones de la Asamblea General de afiliados de la Federación correspondiente y/o reuniones 
convocadas por la misma; 

 
(17) VI. Cumplir con las resoluciones adoptadas por la Asamblea General de afiliados de la Federación 

correspondiente, tratándose de Sociedades Financieras Popular afiliadas, y 
 
(17) VII. Las demás que le señale esta Ley y demás disposiciones aplicables. 
 
(17) Artículo 59.- Las Federaciones estarán sujetas a la supervisión de la Comisión, la que tendrá en lo que 
no se oponga a esta Ley, todas las facultades que en materia de inspección y vigilancia le confiere el 
presente ordenamiento y la Ley que rige a dicha Comisión. 
 
(17) Artículo 60.- La Comisión, previa audiencia de la Federación de que se trate, podrá revocar, a su juicio, 
la autorización otorgada, en los casos siguientes: 
 
(17) I. Si no presenta el testimonio de la escritura para su aprobación a que se refiere el Artículo 53, 

fracción II, de la esta Ley dentro del término de noventa días hábiles a partir de que haya sido 
otorgada la autorización, o bien, si no inicia operaciones dentro de los treinta días hábiles 
siguientes a la fecha del otorgamiento de la autorización; 

 
(17) II. Si no cumple diligentemente la labor de supervisión auxiliar que le fue encomendada; 
 
(17) III. Si conforme a lo señalado en la fracción I del Artículo 53 de esta Ley, no cumplen con el número 

mínimo de Sociedades Financieras Populares afiliadas, o si el número de Sociedades Financieras 
Populares afiliadas fuera menor a aquél que la Comisión autorizó, en términos de la misma; 

 
(17) IV. Si efectúan operaciones en contravención a lo dispuesto por esta Ley o por las disposiciones que 

de ella emanen, o si sus actividades se apartan de las sanas prácticas, o si abandona o suspende 
sus actividades; 

 
(17) V. Si a pesar de las observaciones de la Comisión, reiteradamente incumplen con las actividades 

objeto de la autorización; 
 
(17) VI. Si no proporcionan a la Comisión la información requerida, o bien presentan de manera dolosa, 

información falsa o incompleta, que no permita conocer la situación real de las Sociedades 
Financieras Populares; 

 
(17) VII. Si obran sin autorización de la Comisión, en los casos en que la Ley así lo exija; 
 
(17) VIII. Si la Federación no acredita a la Comisión, que sus Sociedades Financieras Populares afiliadas, así 

como aquéllas no afiliadas que supervise auxiliarmente, participan en el Fondo de Protección, y 
 
(17) IX. Si se disuelve, liquida o quiebra. 
 
(31) La Comisión otorgará el derecho de audiencia a la Federación interesada, a fin de que dentro del plazo 
de diez días hábiles, contado a partir del día hábil siguiente a aquél en que surta efectos la notificación 
correspondiente, manifieste por escrito lo que a su interés convenga y ofrezca pruebas. La Comisión, a 
petición de parte, podrá ampliar por una sola ocasión el plazo a que se refiere esta fracción, hasta por el 
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mismo lapso, atendiendo a las circunstancias particulares del caso. Las notificaciones surtirán efectos al 
día hábil siguiente a aquél en que se practiquen. 

 
(31) Concluido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, y en su caso el de su ampliación, la Comisión 
contará con un plazo de hasta sesenta días hábiles para el desahogo de las pruebas. Una vez 
desahogadas las pruebas, la Comisión notificará a la Federación la apertura del periodo de cinco días 
hábiles para formular alegatos. La Comisión podrá realizar dicha notificación por estrados o por cualquier 
otro medio, que determine. 
 
(31) Al día hábil siguiente al vencimiento del plazo para formular alegatos, se tendrá por cerrada la 
instrucción y la Comisión contará con un plazo no mayor a ciento ochenta días hábiles para emitir y 
notificar la resolución que ponga fin al procedimiento a que se refiere el presente artículo. 
 
(30) Las declaraciones de revocación se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y deberán 
inscribirse en el Registro Público de Comercio que corresponda al domicilio social de la Federación de 
que se trate, para lo cual el Registro únicamente requerirá previa notificación de la Comisión. La 
revocación incapacitará a la Federación para realizar sus operaciones a partir de la fecha en que se 
notifique la misma, y la pondrá en estado de disolución y liquidación sin necesidad del acuerdo de la 
asamblea de socios. 
 
(17) Artículo 61.- Las Sociedades Financieras Populares afiliadas y no afiliadas supervisadas auxiliarmente 
por una Federación cuya autorización hubiere sido revocada por la Comisión, deberán solicitar su 
afiliación a una Federación distinta o sujetarse al régimen de Sociedad Financiera Popular no afiliada en 
un término no mayor a diez días hábiles a partir de la fecha en que surta sus efectos la revocación antes 
citada. 

 
 

Capítulo II 
(17) De la organización y objeto de las Federaciones 

 
(17) Artículo 62.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 47 de esta Ley, la supervisión auxiliar de las 
Sociedades Financieras Populares a cargo de las Federaciones tendrá por objeto revisar, verificar, 
comprobar y evaluar los recursos, obligaciones y patrimonio, así como las operaciones, funcionamiento, 
sistemas de control y en general, todo lo que pudiendo afectar la posición financiera y legal de las 
Sociedades Financieras Populares, conste o deba constar en los registros, a fin de que se ajusten al 
cumplimiento de las disposiciones que las rigen y a las sanas prácticas de la materia, en los términos que 
indique la Comisión en disposiciones de carácter general. 
 
(17) La supervisión consistirá en verificar que las Sociedades Financieras Populares cumplan con las 
disposiciones de esta Ley, con las reglas prudenciales emitidas por la Comisión, con los contratos de 
afiliación o de supervisión auxiliar, según se trate y con las demás disposiciones aplicables. 
 
(17) Las Federaciones se encontrarán obligadas a detallar los servicios complementarios que pueden 
prestar y sus costos a sus Sociedades Financieras Populares afiliadas, así como a las Sociedades 
Financieras Populares no afiliadas que supervisen de manera auxiliar. Asimismo, las Federaciones 
tendrán prohibido condicionar la prestación del servicio de supervisión auxiliar a la contratación de 
servicios complementarios. 
 
(17) Artículo 63.- Las Federaciones deberán contar con una Asamblea General de afiliados que será el 
órgano supremo de la Federación y estará integrado por los representantes de las Sociedades 
Financieras Populares afiliadas. Además contarán con un Consejo de Administración, un gerente general, 
un comité de auditoría o un contralor normativo, un Comité de Supervisión y un auditor legal. 
 
La Comisión, de acuerdo a los criterios que determine en reglas de carácter general, podrá exceptuar a 
las Federaciones de alguno de los órganos o personas antes indicados. 
 
Estos órganos, el gerente general y el contralor normativo, así como el auditor legal, tendrán las 
atribuciones que se señalen en esta Ley, en los estatutos sociales, en las reglas que emita la Comisión y 
demás disposiciones aplicables.  
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A las asambleas deberá acudir con voz pero sin voto un representante de la Confederación a la que se 
encuentre afiliada. 
 
(17) Artículo 64.- La Asamblea General de afiliados de la Federación podrá estar integrada, a elección de 
las Sociedades Financieras Populares: 
 
(17) I. Por un representante de cada Sociedad Financiera Popular afiliada, o 
 
(17) II. A través de un sistema de representación proporcional, en el que se asignará a cada Sociedad 

Financiera Popular afiliada el número de votos que le correspondan, considerando el importe de 
los activos totales de cada Sociedad Financiera Popular. En ningún caso, una Sociedad Financiera 
Popular podrá representar más del veinte por ciento del total de votos. 

 
(17) Artículo 65.- El Consejo de Administración de la Federación estará integrado por consejeros electos 
por la Asamblea General de afiliados de la Federación, cuyo número no será menor de cinco ni mayor de 
quince, quienes deberán cumplir con los requisitos que para ser consejero de una Sociedad Financiera 
Popular señala el Artículo 20 de esta Ley. Los consejeros fungirán por un periodo máximo de hasta cinco 
años con posibilidad de una sola reelección. 
 
(17) Dicho Consejo de Administración podrá estar conformado hasta en un treinta por ciento del total de 
sus miembros, por consejeros o funcionarios de una misma Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) Los consejeros tendrán la obligación de comunicar al presidente del consejo sobre cualquier situación 
en la que se pueda derivar un conflicto de interés y abstenerse de participar en la deliberación y 
resolución correspondiente. 
 
(14) Artículo 65 Bis.- Las Federaciones a través de su asamblea general de afiliados, deberán designar, al 
menos, un consejero independiente para que participe en los trabajos del consejo de administración, en 
igualdad de circunstancias que el resto de los consejeros. 
 
(2) Se entenderá por consejero independiente a la persona que sea ajena a la administración de la 
Federación de que se trate, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión, 
mediante disposiciones de carácter general.  
 
(17) Artículo 66.- El Consejo de Administración podrá nombrar gerente general de la Federación a la 
persona que reúna los requisitos siguientes: 
 
(17) I. Haber prestado por lo menos cinco años sus servicios en puestos cuyo desempeño requiera 

conocimientos y experiencia en materias financiera y administrativa, y 
 
(17) II. No tener alguno de los impedimentos que para ser consejero de una Sociedad Financiera Popular 

señala el Artículo 21 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 67.- El Comité de Supervisión será el encargado de ejercer la supervisión auxiliar de las 
Sociedades Financieras Populares afiliadas y de las no afiliadas que hayan celebrado el contrato 
respectivo, conforme a lo señalado en los Artículos 82 y 87 de la presente Ley. 
 
(17) Este comité estará formado por un número impar de personas que no será menor a tres y que serán 
designadas por el Consejo de Administración de la Federación respectiva, de entre los cuales se elegirá 
un presidente, el que deberá reportar los resultados de su gestión al Consejo de Administración y a la 
Comisión. 
 
(17) El Comité de Supervisión tendrá facultades de contratar y remover al personal de su estructura 
operativa, debiendo observar en todo momento lo dispuesto por el Artículo 48 de esta Ley. 
 
(17) Los miembros del Comité de Supervisión únicamente podrán ser removidos de su cargo, contando 
con la aprobación de la Comisión, quien escuchará al interesado. 
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(17) Para ser miembro del Comité de Supervisión será necesario: 
 
(17) I. Tener reconocida experiencia en materias financiera y administrativa; 
 
(17) II. No ser asesor o consultor de alguna Sociedad Financiera Popular; 
 
(17) III. No tener litigio pendiente o adeudos vencidos con alguna Sociedad Financiera Popular, 

Federación o con el Fondo de Protección; 
 
(17) IV. No ser empleado, funcionario o miembro del Consejo de Administración o comisario de alguna 

Sociedad Financiera Popular, o funcionario o miembro del Consejo de Administración de la 
Federación; 

 
(17) V. No haber sido sentenciado por delitos intencionales patrimoniales o inhabilitado para ejercer el 

comercio, o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el sector público Federal, Estatal o 
Municipal, en el Sistema Financiero Mexicano o en el Sistema de Ahorro y Crédito Popular; 

 
(17) VI. No estar sujeto a concurso o declarado en quiebra, o encontrarse inhabilitado para ejercer el 

comercio; 
 
(17) VII. No tener parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado o civil con algún 

miembro del Consejo de Administración, comisario o con el director o gerente general de alguna 
Sociedad Financiera Popular; 

 
(17) VIII. No ejercer algún cargo público, de elección popular o de dirigencia partidista, y 
 
(17) IX. Contar con una certificación expedida por una institución especializada reconocida por la 

Comisión. 
 
(17) Las Federaciones, contando con la autorización de la Comisión, podrán acordar entre ellas el 
establecimiento de comités de supervisión comunes. Esta autorización estará sujeta, a la capacidad de 
dicho comité para llevar a cabo sus funciones. 
 
(17) En el caso de comités de supervisión comunes, éstos estarán integrados por un número impar de 
personas, no pudiendo ser menor a cinco, quienes serán nombradas y removidas de manera equitativa 
por los consejos de administración de las Federaciones participantes. 
 
Artículo 68.- Son facultades del Comité de Supervisión, además de las conferidas en esta Ley y en las 
reglas que al efecto establezca la Comisión, las siguientes: 
 
(17) I. Solicitar a los órganos de la Sociedad Financiera Popular, la información necesaria para la 

supervisión auxiliar; 
 
II.  Proponer las políticas y los lineamientos respecto a la supervisión auxiliar, contando con la 

aprobación del consejo de administración, y  
 
III.  Las demás que la asamblea general o los estatutos de la Federación determinen.  
 
(17) Artículo 69.- Son obligaciones del Comité de Supervisión, Además de las conferidas en esta Ley y en 
las reglas que al efecto establezca la Comisión, las siguientes: 
 
(17) I. Expedir a las sociedades, un dictamen respecto del cumplimiento de los requisitos para 

constituirse como Sociedades Financieras Populares; 
 
(17) II. Llevar a cabo las tareas de supervisión auxiliar de las Sociedades Financieras Populares afiliadas a 

la Federación que corresponda, así como de las Sociedades Financieras Populares no afiliadas 
sobre las cuales ejerza las funciones de supervisión auxiliar, y emitir los reportes que correspondan; 

 
(17) III. Evaluar y vigilar el cumplimiento de la regulación prudencial; 
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(17) IV. Realizar visitas de inspección a las Sociedades Financieras Populares; 
 
(17) V. Determinar la aplicación del programa de medidas correctivas mínimas y supervisar su 

cumplimiento; 
 
(17) VI. Informar a la Federación y a la Comisión que procederá en términos del Artículo 75, así como 

cuando haya procedido conforme a lo señalado en el Artículo 77 de esta Ley; 
 
(17) VII. Informar al Comité de Protección al Ahorro y a la Comisión respecto de la situación financiera, 

operativa y legal de la Sociedad Financiera Popular, que a su juicio, fuera susceptible de ser 
intervenida gerencialmente por la Comisión; 

 
(17) VIII. Reportar al Consejo de Administración de la Federación sobre su gestión, así como las 

irregularidades detectadas a las Sociedades Financieras Populares en el desempeño de sus 
actividades de supervisión auxiliar, y 

 
(17) IX. Las demás que los Estatutos de la Federación determinen. 
 
(14) Artículo 70.- La vigilancia interna de la Federación estará a cargo de un consejo de vigilancia, o su 
equivalente, o del contralor normativo, cuyas responsabilidades y obligaciones deberán determinarse en 
los estatutos de la Federación correspondiente. 
 
(14) El consejo de vigilancia o el contralor normativo serán elegidos por la asamblea general, y serán los 
responsables de vigilar que los funcionarios y empleados de la Federación, cumplan con la normatividad 
aplicable. 
 
(14) El consejo de vigilancia o el contralor normativo realizarán las siguientes funciones: 
 
I.  Verificar que las Federaciones cumplan con la regulación aplicable;  
 
II.  Recibir los informes del Comité de Supervisión y los dictámenes de los auditores externos para su 

conocimiento y análisis;  
 
III.  Informar a la Comisión, al consejo de administración y a la asamblea general del cumplimiento de 

sus obligaciones y responsabilidades, así como en cualquier momento de los hallazgos e 
irregularidades de que tenga conocimiento en el ejercicio de sus funciones, y  

 
IV.  Proponer al consejo de administración el programa de control y corrección interno de la 

Federación y sus modificaciones, a efecto de prevenir conflictos de interés y el uso indebido de la 
información.  

 
El contralor normativo asistirá con voz pero sin voto a las sesiones del consejo de administración de la 
Federación.  
 
(17) Los miembros del Consejo de Vigilancia y el contralor normativo deberán cumplir con los requisitos 
que para ser consejero de una Sociedad Financiera Popular señala el Artículo 20 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 71.- Las Federaciones deberán verificar el cumplimiento de los requisitos señalados en esta 
Ley, por parte de las personas que sean designadas como consejeros, gerente general, miembros del 
Comité de Supervisión, miembros del consejo de vigilancia y contralor normativo, con anterioridad al 
inicio de sus gestiones. La Comisión podrá establecer, mediante disposiciones de carácter general, 
criterios relativos a los requisitos que las citadas personas estén obligadas a cumplir y lineamientos para 
su debido acreditamiento, así como para la integración de la documentación comprobatoria relativa. 
 
(17) En todo caso, las personas a que se refiere el párrafo anterior deberán manifestar por escrito a la 
Federación de que se trate y bajo protesta de decir verdad que no se ubican en alguno de los supuestos 
a que se refieren los artículos 21, tratándose de consejeros, gerente general, miembros del consejo de 
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vigilancia y contralor normativo; y 67 incisos c), d), e), f), g) y h), para los miembros del Comité de 
Supervisión. 
 
(17) Las Federaciones deberán informar a la Comisión la designación de nuevos consejeros, gerente 
general, miembros del Comité de Supervisión, miembros del Consejo de Vigilancia y el contralor 
normativo, dentro de los quince días hábiles posteriores a su designación.  
 
(17) Artículo 72.- Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas a: 
 
I.  Proporcionar a la Federación que ejerza sobre ellas la supervisión auxiliar, todos los documentos, 

información, registros, correspondencia y sistemas de almacenamiento de datos necesarios para la 
verificación, en los términos del contrato de afiliación o de supervisión auxiliar que corresponda, y  

 
II.  Cumplir con las medidas correctivas a que se refiere este Capítulo, permitir la práctica de visitas y 

auditorias para la comprobación del cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley, de las 
disposiciones que de ella emanen y de los contratos citados.  

 
 

(17) Capítulo III 
(17) De las medidas correctivas 

 
(17) Artículo 73.- En el ejercicio de sus funciones de supervisión auxiliar, el Comité de Supervisión clasificará 
a las Sociedades Financieras Populares en alguna de las cuatro categorías a que se refiere el Artículo 74 
de esta Ley, según su adecuación a los Niveles de Capitalización. La Comisión establecerá mediante 
disposiciones de carácter general los rangos de capitalización que determinarán cada una de tales 
categorías. 
 
(17) Adicionalmente, la Comisión, mediante disposiciones de carácter general, establecerá las medidas 
correctivas mínimas y especiales adicionales que deberán cumplir las Sociedades Financieras Populares, 
así como sus características y plazos para su cumplimiento de acuerdo con la categoría en que hubiesen 
sido clasificadas. 
 
(17) La Comisión estará facultada para ordenar la aplicación de medidas correctivas especiales adicionales, 
para lo cual podrá considerar, entre otros elementos, la categoría en que la Sociedad de que se trate haya 
sido clasificada, su situación financiera integral, el cumplimiento al marco regulatorio, la tendencia del 
Nivel de Capitalización y de los principales indicadores que reflejen el grado de estabilidad y solvencia, la 
calidad de la información contable y financiera y el cumplimiento en la entrega de dicha información. 
 
(17) Asimismo, el Comité de Supervisión deberá verificar que las Sociedades Financieras Populares 
cumplan con las medidas correctivas que les correspondan. 
 
(17) Estas medidas tendrán por objeto prevenir y, en su caso, normalizar oportunamente las anomalías 
financieras o de cualquier otra índole, que las Sociedades Financieras Populares presenten, derivadas de 
las operaciones que realicen y que puedan afectar su estabilidad o solvencia, o pongan en riesgo los 
intereses de los ahorradores. 
 
(17) La adopción de cualquiera de las medidas correctivas que imponga la Comisión con base en este 
precepto y en el Artículo 74 siguiente, así como en las disposiciones que deriven de ellos y, en su caso, las 
sanciones o procedimientos de revocación que deriven de su incumplimiento, se considerarán de orden 
público e interés social, por lo que no procederá en su contra suspensión alguna, todo ello en protección 
de los intereses de los ahorradores. 
 
(17) Artículo 74.- De manera enunciativa y no limitativa, las Sociedades Financieras Populares deberán 
cumplir con las medidas que se indican a continuación, dependiendo del Nivel de Capitalización en que 
se encuentren clasificadas: 
 
(17) I. A las Sociedades Financieras Populares que se clasifiquen dentro de la categoría uno, no se les 

aplicarán medidas correctivas mínimas ni medidas correctivas especiales. 
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(17) II. Las Sociedades Financieras Populares que se clasifiquen dentro de la categoría dos, deberán: 
 

(17) a) Informar a su Consejo de Administración su clasificación, así como las causas que la 
motivaron, para lo cual deberán presentar un informe detallado de evaluación integral sobre 
su situación financiera, que señale el cumplimiento al marco regulatorio e incluya los 
principales indicadores que reflejen el grado de estabilidad y solvencia de la Sociedad. 

 
(17) b) Abstenerse de celebrar operaciones que las lleven a ser clasificadas dentro de un Nivel de 

Capitalización inferior. 
 
(17) III. Las Sociedades Financieras Populares que se clasifiquen dentro de la categoría tres deberán, en 

adición a las obligaciones que se presentan para las sociedades clasificadas con nivel II, entre otras, 
llevar a cabo las siguientes acciones: 

 
(17) a) Suspender el pago de dividendos o cualquier otro mecanismo que implique una 

transferencia de beneficios patrimoniales a los socios. 
 
(17) b) En un plazo no mayor a quince días hábiles, presentar para la aprobación del Comité de 

Supervisión, un plan de restauración de capital que tenga como resultado un incremento 
en el Nivel de Capitalización, el cual podrá contemplar un programa de mejora en eficiencia 
operativa, racionalización de gastos e incremento en la rentabilidad, la realización de 
aportaciones al capital social y límites a las operaciones que la Sociedad de que se trate 
pueda realizar en cumplimiento a su objeto social o a los riesgos derivados de dichas 
operaciones. El plan de restauración de capital deberá ser aprobado por el Consejo de 
Administración de la Sociedad de que se trate antes de ser presentado al Comité de 
Supervisión. 

 
(17) La Sociedad Financiera Popular deberá determinar en el plan de restauración de capital 
que conforme a este inciso deba presentar, metas periódicas, así como el plazo en el que 
dicha Sociedad obtendrá el Nivel de Capitalización requerido conforme a las disposiciones 
aplicables. 
 
(17) El Comité de Supervisión deberá resolver lo que corresponda sobre el plan de 
restauración de capital que le haya sido presentado, en un plazo máximo de treinta días 
naturales contados a partir de la fecha de presentación del plan. 
 
(17) Lo anterior, sin perjuicio de que, dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, el Comité 
de Supervisión podrá solicitar a la Sociedad las modificaciones que estime convenientes 
respecto del mismo, siendo necesario para su aprobación que la Sociedad presente la 
ratificación del Consejo de Administración en un plazo no mayor a 15 días naturales. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares a las que resulte aplicable lo previsto en este inciso, 
deberán cumplir con el plan de restauración de capital en un plazo que no podrá exceder 
de 270 días naturales contados a partir del día siguiente al que se notifique a la Sociedad la 
aprobación respectiva. La Comisión podrá prorrogar este plazo considerando las mejoras 
observadas en la Sociedad y las razones que hayan justificado el retraso en el cumplimiento 
del plan. 

 
(17) c) Suspender el pago de las compensaciones y bonos extraordinarios adicionales al salario del 

director o gerente general y de los funcionarios del nivel inmediato inferior a éste, hasta en 
tanto la Sociedad cumpla con los Niveles de Capitalización requeridos de conformidad con 
la regulación aplicable. Esta previsión deberá contenerse en los contratos y demás 
documentación que regule las condiciones de trabajo con estas personas. 

 
(17) d) Diferir el pago del principal de las obligaciones subordinadas que hayan emitido o, en su 

caso, convertirlas anticipadamente en acciones. 
 
(17) IV. Las Sociedades Financieras Populares clasificadas dentro de la categoría cuatro, les será aplicable 

lo dispuesto en el Artículo 75 de esta Ley. 
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(17) Las Sociedades Financieras Populares deberán prever lo relativo a la implementación de medidas 
correctivas dentro de sus estatutos sociales. 
 
(17) Artículo 75.- En caso de que una Sociedad Financiera Popular fuese clasificada en la categoría cuatro, 
la Comisión solicitará la remoción del director o gerente general y del Consejo de Administración, 
debiendo informarlo al Comité de Protección al Ahorro. 
 
(17) Dicho Comité de Protección al Ahorro procederá a ordenar a la Sociedad en cuestión, que se convoque 
a una Asamblea General extraordinaria de socios para informarles de la situación en la que se encuentra 
la Sociedad Financiera Popular y, en su caso, proceder al nombramiento de las personas que se 
encargarán de la administración de la Sociedad, así como a efectuar la selección de alguno de los 
mecanismos señalados en el Artículo 90 de esta Ley. 
 
(17) En caso de que la Sociedad de que se trate se niegue a convocar a la asamblea antes mencionada, 
dentro de los quince días siguientes a la fecha en que la Comisión hubiese notificado la orden a que se 
refiere el párrafo anterior, esta última estará facultada para emitir la convocatoria respectiva. 
 
(17) No obstante lo anterior, la Comisión atendiendo a las situación de la Sociedad de que se trate, podrá 
en todo momento proceder en términos del Artículo 78 de la presente Ley. 
 
(17) Artículo 76.- Cuando de los dictámenes del Comité de Supervisión se desprenda alguna operación 
que se considere irregular, que no afecte la estabilidad o de manera significativa, la solvencia, de la 
Sociedad Financiera Popular y no ponga en riesgo los intereses de los ahorradores, dicho Comité 
informará a la Comisión a efecto de que ésta ordene a la Sociedad Financiera Popular de que se trate la 
aplicación de las medidas que considere necesarias, sin perjuicio de las sanciones que procedan 
conforme a lo dispuesto en el Título Sexto de este ordenamiento. 
 
(19) Artículo 77.- Derogado. 
 
(17) Artículo 78.- Cuando a juicio de la Comisión existan irregularidades de cualquier género en la Sociedad 
Financiera Popular y se determine que se encuentran en riesgo los intereses de los ahorradores, o bien, 
se ponga en peligro su estabilidad o de manera significativa su solvencia, el presidente de la Comisión 
podrá de inmediato declarar la intervención con carácter de gerencia y designar a la persona física que 
se haga cargo de la Sociedad Financiera Popular respectiva, con el carácter de interventor-gerente. 
 
(17) El interventor-gerente deberá informar al Comité de Protección al Ahorro, del estado en que se 
encuentre la Sociedad Financiera Popular, a fin de que éste adopte alguno o varios de los mecanismos a 
que se refiere el Artículo 90 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 79.- El interventor-gerente tendrá todas las facultades que correspondan al Consejo de 
Administración y al director o gerente general de la Sociedad Financiera Popular, estando obligados 
éstos a proporcionarle toda la información y otorgarle las facilidades que requiera para el cumplimiento 
de sus funciones. 
 
(17) También tendrá plenos poderes generales para actos de dominio, de administración, de pleitos y 
cobranzas, con las facultades que requieran cláusula especial conforme a la Ley, para otorgar y suscribir 
títulos de crédito, para presentar denuncias y querellas y desistirse de estas últimas, previo acuerdo con 
el presidente de la Comisión y para otorgar los poderes generales o especiales que juzgue convenientes, 
y revocar los que estuvieren otorgados por la Sociedad Financiera Popular intervenida y los que él mismo 
hubiere conferido. 
 
(17) El interventor-gerente no quedará supeditado en su actuación a la asamblea de socios ni al Consejo 
de Administración, pero la asamblea de socios podrá continuar reuniéndose regularmente para conocer 
de los asuntos que le compete y lo mismo podrá hacer el consejo para estar informado por el interventor-
gerente sobre el funcionamiento y las operaciones que realice la Sociedad Financiera Popular y para 
opinar sobre los asuntos que el mismo interventor-gerente someta a su consideración. El interventor-
gerente podrá citar a asamblea de socios y reuniones del Consejo de Administración con los propósitos 
que considere necesarios o convenientes. 
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(17) En caso de no encontrarse presente el director o gerente general al momento de la intervención, el 
interventor-gerente se entenderá con cualquier funcionario de la Sociedad Financiera Popular que se 
encuentre presente. 
 
(17) En el caso que señala el párrafo anterior, el director o gerente general será responsable de los actos y 
operaciones que hubiere realizado contraviniendo lo dispuesto en ésta u otras Leyes aplicables. 
 
(17) El oficio que contenga el nombramiento de interventor-gerente deberá inscribirse en el Registro 
Público de Comercio que corresponda al domicilio social de la Sociedad Financiera Popular intervenida, 
sin más requisitos que el oficio respectivo de la Comisión. Cuando ésta acuerde levantar la intervención, 
lo comunicará así al encargado del Registro Público de Comercio, a efecto de que se cancele la 
inscripción respectiva. 
 
(17) Artículo 80.- En aquellos casos previstos en los Artículos 75, 78 y 90 de esta Ley, las personas que 
tengan a su cargo la administración, podrán determinar la suspensión parcial de sus operaciones o el 
cierre de oficinas y sucursales, con aprobación del Comité de Protección al Ahorro, debiendo tomar las 
medidas necesarias para que la Sociedad no celebre nuevas operaciones de ahorro y crédito y no se 
cubran las obligaciones a su cargo hasta en tanto se adopte algún mecanismo de los previstos en el 
Capítulo V del Título Tercero de esta Ley. 
 
(17) Lo anterior, con excepción del pago a los ahorradores que podrá ser hasta por el cincuenta por ciento 
del monto garantizado por el Fondo de Protección para la Sociedad Financiera Popular de que se trate, 
de conformidad con lo que determine el Comité de Protección al Ahorro, siempre que los depósitos sean 
líquidos y exigibles. Dichos pagos se descontarán del monto garantizado a que se refiere el Artículo 105 
de esta Ley. 
 
(17) El monto de los depósitos que no hubieran sido pagados conforme a lo anterior, se renovarán a las 
mismas tasas de interés pactadas originalmente y hasta la fecha en que se adopte el procedimiento 
correspondiente. 
 
 

(18) Capítulo IV 
(18) De los contratos de afiliación y de supervisión auxiliar 

 
(18) Sección Primera 

(18) De las Sociedades Financieras Populares afiliadas 
 
(17) Artículo 81.- Las Sociedades Financieras Populares podrán afiliarse a una Federación autorizada por 
la Comisión para supervisarlas de manera auxiliar. 
 
(17) La Federación publicará semestralmente en el Diario Oficial de la Federación, durante los meses de 
enero y julio, un listado en el que se exprese de manera diferenciada, a las Sociedades Financieras 
Populares afiliadas, así como a aquéllas respecto de las cuales ejerza funciones de supervisión auxiliar sin 
que le estén afiliadas. 
 
(17) Artículo 82.- Para efectos de lo señalado en el Artículo 81 anterior, la Sociedad Financiera Popular 
celebrará un contrato de afiliación con la Federación, en el que se establecerá, entre otras estipulaciones, 
la conformidad por parte de la Sociedad Financiera Popular con los términos y condiciones en que se 
ejercerá la facultad de supervisión auxiliar, previstos en esta Ley, en las disposiciones que de ella emanen, 
así como en el reglamento interior de la Federación, y el reconocimiento de la Sociedad para sujetarse a 
las medidas correctivas y mecanismos previstos en el Capítulo III del Título Tercero de esta Ley, que 
instrumente la Federación. 
 
(17) Artículo 83.- Para formalizar el contrato de afiliación deberá cumplirse cuando menos con lo siguiente: 
 
(17) I. Exhibir acta del acuerdo de asamblea de la Sociedad Financiera Popular en la que se haya 

acordado la afiliación correspondiente; 
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(17) II. Contar con el dictamen favorable de la Federación, y 
 
(17) III.  Contar con la autorización de la Comisión, para operar como Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) La formalización de dicho convenio deberá efectuarse a más tardar dentro de los diez días hábiles 
siguientes a la fecha en que haya quedado inscrito en el Registro Público de Comercio el acta constitutiva 
de la Sociedad Financiera Popular y deberán enviar un ejemplar del mismo a la Comisión a través de la 
Federación respectiva. 
 
(26) Artículo 84.- La Sociedad Financiera Popular podrá solicitar en cualquier momento a la Federación 
correspondiente su desafiliación, la cual únicamente será reconocida previo dictamen de un auditor 
externo designado por el Fondo de Protección y con cargo a la Sociedad Financiera Popular, que 
determine la viabilidad financiera de la misma. 
 
(26) La Sociedad Financiera Popular que solicite la desafiliación a que se refiere el párrafo anterior deberá 
solicitar su afiliación inmediata a otra Federación una vez obtenido el dictamen del auditor externo 
designado por el Fondo de Protección. 
 
(17) Artículo 85.- La Federación a través del Comité de Supervisión, podrá dictaminar la desafiliación de 
una Sociedad Financiera Popular cuando ésta incumpla con las obligaciones a que se refiere el Artículo 
58, fracción VI, de esta Ley, así como en los casos previstos en su reglamento interior. 
 
(17) Artículo 86.- Para los efectos de los Artículos 84 y 85 de esta Ley, la Federación continuará ejerciendo 
sobre la Sociedad Financiera Popular desafiliada, las labores de supervisión auxiliar, debiendo esta última 
cubrir el costo de esa supervisión en términos del Artículo 88 de esta Ley, hasta en tanto celebre un nuevo 
contrato de afiliación con una Federación distinta, o se sujete al régimen de Sociedad Financiera Popular 
no afiliada, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. Tratándose de Sociedades Financieras 
Populares que celebren un nuevo contrato de afiliación con una Federación distinta, la formalización de 
dicho contrato deberá efectuarse a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de 
celebración de dicho contrato y deberán enviar un ejemplar del mismo a la Comisión a través de la nueva 
Federación. 
 
 

(17) Sección Segunda 
(17) De las Sociedades Financieras Populares no afiliadas 

 
(17) Artículo 87.- Las sociedades que, habiéndose organizado con arreglo a esta Ley para operar como 
Sociedades Financieras Populares, no celebren contrato de afiliación con una Federación, serán 
consideradas como Sociedades Financieras Populares no afiliadas. 
 
(17) La Comisión, conforme a lo dispuesto en el Artículo 9, asignará a las Sociedades Financieras Populares 
no afiliadas una Federación para que las supervise de manera auxiliar, debiendo celebrarse al efecto, un 
contrato de supervisión auxiliar entre dicha Federación y la Sociedad Financiera Popular no afiliada. 
 
(17) La formalización del contrato a que se refiere el párrafo anterior, deberá efectuarse a más tardar dentro 
de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que haya quedado inscrito en el Registro Público de 
Comercio el acta constitutiva de la Sociedad, la cual deberá enviar un ejemplar del mismo a la Comisión 
a través de la Federación respectiva. 
 
(17) Artículo 88.- En el contrato de supervisión auxiliar que celebre la Sociedad Financiera Popular no 
afiliada, deberá establecerse, entre otras estipulaciones, la conformidad por parte de la Sociedad 
Financiera Popular con los términos y condiciones en que se ejercerá la facultad de supervisión auxiliar, 
previstos en esta Ley, en las disposiciones que de ella emanen, así como en el reglamento interior de la 
Federación, y el reconocimiento de la Sociedad para sujetarse a las medidas correctivas y mecanismos 
previstos en el Capítulo III del Título Tercero de esta Ley, que instrumente la Federación. 
 
(17) La Sociedad Financiera Popular no afiliada tendrá todas las obligaciones de las Sociedades Financieras 
Populares afiliadas inherentes a la supervisión auxiliar, incluyendo la de cubrir el costo de la supervisión 
auxiliar. 
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(17) La Federación a través del Comité de Supervisión, podrá dictaminar la rescisión del contrato de 
supervisión auxiliar de una Sociedad Financiera Popular en los casos previstos en su reglamento interior, 
así como por los previstos en el propio contrato de supervisión auxiliar. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares no afiliadas podrán solicitar en cualquier momento a la 
Federación correspondiente la rescisión de su contrato de supervisión auxiliar, la cual únicamente será 
reconocida previo dictamen de un auditor externo designado por la Federación y con cargo a la Sociedad 
Financiera Popular, que determine la viabilidad financiera de la misma. 
 
(17) Para los efectos de lo previsto por el presente Artículo, la Federación continuará ejerciendo sobre la 
Sociedad Financiera Popular no afiliada que rescinda su contrato de supervisión auxiliar, las labores de 
supervisión auxiliar, debiendo esta última cubrir el costo de esa supervisión, hasta en tanto celebre un 
contrato de afiliación o celebre un nuevo contrato de supervisión auxiliar con una Federación distinta. 
Tratándose de Sociedades Financieras Populares que celebren un nuevo contrato de supervisión auxiliar 
con una Federación distinta, la formalización de dicho contrato deberá efectuarse a más tardar dentro 
de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de celebración de dicho contrato y deberán enviar un 
ejemplar del mismo a la Comisión a través de la nueva Federación. 
 
(17) Artículo 89.- Las Federaciones podrán prestar servicios complementarios a las Sociedades Financieras 
Populares no afiliadas, a un costo que no podrá ser inferior al que corresponda a una Sociedad Financiera 
Popular afiliada.  
 
 

(18) Capítulo V 
(18) De la Escisión, Fusión, Venta, Disolución y Liquidación 

 
(17) Artículo 90.- El Comité de Protección al Ahorro podrá determinar la implementación por parte de las 
Sociedades Financieras Populares de alguno de los mecanismos siguientes: 
 
(17) I. La escisión; 
 
(17) II. La fusión; 
 
(17) III. La venta; 
 
(17) IV. Otras que contribuya a disminuir el riesgo de insolvencia o quebranto, y 
 
(17) V. La disolución y liquidación, así como concurso mercantil. 
 
(17) Artículo 91.- El Comité de Protección al Ahorro dispondrá de un término que no excederá de ciento 
ochenta días naturales contados a partir de la aplicación de las medidas a que se refieren los Artículos 75 
y 78 de esta Ley, para determinar de entre los mecanismos señalados en el Artículo 90 anterior, aquél 
que resulte en un menor costo para el Fondo de Protección. En este sentido, dicho comité fijará los plazos 
que considere adecuados para dar cumplimiento a cada una de las acciones que formen parte del 
mecanismo seleccionado. 
 
(17) La selección del mecanismo que se adopte deberá realizarse con base en un estudio técnico, 
elaborado por un auditor externo y aprobado por el Comité de Protección al Ahorro, que justifique la 
idoneidad de dicho mecanismo. 
 
(17) Artículo 92.- Cuando el Comité de Protección al Ahorro determine la aplicación de alguno de los 
mecanismos previstos por las fracciones I a IV del Artículo 90 de la presente Ley, en ningún caso, en los 
documentos en que se implementen los actos necesarios para llevar a cabo alguno de los mecanismos 
citados, podrá establecerse a cargo del Fondo de Protección, el pago de cantidades que excedan del 
importe que se tendría que cubrir por los depósitos de dinero de los ahorradores en términos del Artículo 
105 de esta Ley, salvo que se trate del supuesto previsto por el segundo párrafo de la fracción II del Artículo 
106 de la presente Ley. 
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(17) Tales apoyos financieros deberán quedar garantizados con los títulos representativos del capital social 
de la Sociedad Financiera Popular, para lo cual la persona que tenga a su cargo la administración podrá 
efectuar la afectación en garantía correspondiente. 
 
(17) La garantía a favor del Fondo de Protección se considerará de interés público y preferente a cualquier 
derecho constituido sobre los títulos y el ejercicio de los derechos patrimoniales y corporativos inherentes 
a los títulos representativos del capital social de la Sociedad Financiera Popular, corresponderán al 
Comité de Protección al Ahorro. El producto que se derive del ejercicio de los derechos patrimoniales, 
será a favor del Fondo de Protección. 
 
(17) Artículo 93.- Si la Sociedad Financiera Popular requiere ser capitalizada para implementar los 
mecanismos de escisión, fusión o venta, el Comité de Protección al Ahorro, en ejercicio de los derechos 
corporativos de los títulos representativos del capital social de las Sociedades Financieras Populares 
conforme al Artículo 92 anterior, podrá efectuar las aportaciones de capital necesarias de acuerdo a lo 
siguiente: 
 
(17) I. Deberá realizar los actos tendientes a aplicar las partidas positivas del capital contable de la 

Sociedad Financiera Popular a la absorción de pérdidas que tenga la misma; 
 
(17) II. Efectuada la aplicación a que se refiere la fracción anterior, procederá a reducir el capital social y a 

realizar un aumento que suscribirá y pagará el Fondo de Protección, y 
 
(17) III. Una vez hechas las aportaciones por parte del Comité de Protección al Ahorro, este deberá otorgar 

a los anteriores socios el derecho a adquirir títulos representativos del capital social de la Sociedad 
Financiera Popular conforme a los porcentajes de que eran titulares hasta la fecha en que el propio 
Comité de Protección al Ahorro haya suscrito y pagado los nuevos títulos, previo pago de la 
proporción de pérdidas que les corresponda. 

 
(17) Para efectos de lo anterior, el Comité de Protección al Ahorro publicará el aumento de capital que se 
realice. Los socios a que se refiere la fracción III del presente artículo, contarán con un plazo de treinta 
días hábiles a partir de la publicación mencionada, para adquirir del Fondo de Protección los títulos que 
correspondan. 
 
(17) En beneficio del interés público, en los estatutos y en los títulos representativos del capital social de 
las Sociedades Financieras Populares, deberá preverse expresamente lo dispuesto en el Artículo 92 
anterior, así como el consentimiento de los socios a las condiciones previstas en el mismo. 
 
(17) Artículo 94.- Para el caso de que el Comité de Protección al Ahorro determine como mecanismo a 
seguir la disolución y liquidación de la Sociedad Financiera Popular y el consecuente pago de los 
depósitos de dinero, los pasivos a cargo de la Sociedad Financiera Popular serán cubiertos de 
conformidad con lo señalado en los Artículos 105 y 112 de la presente Ley. 
 
(17) Artículo 95.- Las Sociedades Financieras Populares se disolverán por las causas siguientes: 
 
(17) I. Por el consentimiento de la asamblea de Socios; 
 
(17) II. Por imposibilidad de seguir realizando el objeto de la Sociedad Financiera Popular; 
 
(17) III. Porque se le revoque la autorización para operar; 
 
(17) IV. Por resolución del Comité de Protección al Ahorro en términos de esta Sección, y 
 
(17) V. Por resolución judicial. 
 
(17) Artículo 96.- La disolución, liquidación y, en su caso, concurso mercantil de las Sociedades Financieras 
Populares, se regirán por lo dispuesto en la legislación aplicable, según corresponda a su naturaleza 
jurídica, en lo que no se oponga a lo establecido por esta Ley, y por el Título Octavo, Capítulo II de la Ley 
de Concursos Mercantiles, con las excepciones siguientes: 
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(17) I. El Comité de Protección al Ahorro, será el encargado de adoptar las decisiones relativas a las 
facultades del liquidador y síndico. Dicho cargo podrá recaer en el interventor-gerente, en caso de 
que la Sociedad Financiera Popular se encuentre intervenida por la Comisión, a partir de que la 
misma se encuentre en estado de liquidación o se declare el concurso mercantil, según se trate, o 
en quien el propio Comité de Protección al Ahorro decida. No obstante lo anterior, la Comisión 
podrá, en todo momento, proceder en términos de lo dispuesto por el último párrafo del Artículo 
37 de la presente Ley. 

 
(17) II. A partir de la fecha en que entre en liquidación una Sociedad Financiera Popular o se le declare en 

concurso mercantil, los pagos derivados de sus operaciones se suspenderán hasta en tanto el 
Comité de Protección al Ahorro citado resuelva lo conducente. 

 
(17) III. Podrán demandar la declaración de concurso mercantil de una Sociedad Financiera Popular, 

solicitando que inicie en la etapa de quiebra, el Comité de Protección al Ahorro o la Comisión, en 
términos de las disposiciones aplicables. 

 
(17) IV. El cargo del liquidador podrá recaer en instituciones de crédito, en el Servicio de Administración y 

Enajenación de Bienes, o bien, en personas físicas o morales que cuenten con experiencia en 
liquidación de sociedades. 

 
(17) Cuando se trate de personas físicas, el nombramiento deberá recaer en una persona que reúna 
los requisitos siguientes: 

 
(17) a) Ser residente en territorio nacional en términos de lo dispuesto por el Código Fiscal de la 

Federación. 
 
(17) b) Estar inscrita en el registro que lleva el Instituto Federal de Especialistas de Concursos 

Mercantiles. 
 
(17) c) Presentar un reporte de crédito especial, conforme a la Ley para regular las Sociedades de 

Información Crediticia, proporcionado por sociedades de información crediticia que 
contenga sus antecedentes de por lo menos cinco años anteriores a la fecha en que se 
pretende iniciar el cargo. 

 
(17) d) No tener litigio pendiente en contra de la Sociedad de que se trate. 
 
(17) e) No haber sido sentenciada por delitos patrimoniales, ni inhabilitada para ejercer el comercio 

o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o en el Sistema 
Financiero Mexicano. 

 
(17) f) No estar declarado quebrado ni concursado. 
 
(17) g) No haber desempeñado el cargo de auditor externo de la Sociedad de que se trate, durante 

los doce meses inmediatos anteriores a la fecha del nombramiento. 
 
(17) Tratándose de personas morales, las personas físicas designadas para desempeñar las actividades 
vinculadas a esta función, deberán cumplir con los requisitos a que hace referencia esta fracción. 
 
(17) Artículo 97.- A partir de la fecha en que se admita la demanda de concurso mercantil de alguna 
Sociedad Financiera Popular, en los términos del Artículo 96, fracción III, ésta deberá suspender la 
realización de cualquier tipo de operaciones. 
 
(17) El Comité de Protección al Ahorro o la Comisión, podrá solicitar al juez la implementación de las 
medidas cautelares o de apremio necesarias. Corresponderá al Comité de Protección al Ahorro o a la 
Comisión proponer al juez la designación, remoción o sustitución, en su caso, del síndico del concurso 
mercantil de una Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) Las propuestas de enajenación que presente el síndico, con la aprobación del Comité de Protección al 
Ahorro, no podrán ser objetadas por la Sociedad Financiera Popular. 
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(17) Cuando se declare el concurso mercantil de una Sociedad Financiera Popular, el procedimiento se 
iniciará en todos los casos en la etapa de quiebra. 
 
 

(18) Capítulo VI 
(18) Del Fondo de Protección 

 
(18) Sección Primera 

 (18) De la constitución 
 
(17) Artículo 98.- Las Sociedades Financieras Populares deberán participar en el sistema de protección a 
ahorradores denominado Fondo de Protección, en los términos de esta Ley. 
 
(17) El Fondo de Protección publicará semestralmente en el Diario Oficial de la Federación, la lista de 
Sociedades Financieras Populares que participen en dicho fondo. 
 
(17) Artículo 99.- El Gobierno Federal, a través de la Secretaría, constituirá un fideicomiso que se 
denominará Fondo de Protección de Sociedades Financieras Populares y de Protección a sus 
Ahorradores, que para efectos de esta Ley se denomina como Fondo de Protección. 
 
(17) El Fondo de Protección tendrá como finalidad realizar operaciones preventivas tendientes a evitar 
problemas financieros que puedan presentar dichas sociedades, así como procurar el cumplimiento de 
obligaciones relativas a los depósitos de ahorro de sus Clientes, en los términos y condiciones que esta 
Ley establece. 
 
(17) La constitución del fideicomiso por el Gobierno Federal deberá efectuarse en una institución de banca 
de desarrollo, quien actuará como institución fiduciaria. Dicho fideicomiso no tendrá el carácter de 
entidad de la administración pública federal ni de fideicomiso público y, por lo tanto, no estará sujeto a 
las disposiciones aplicables a dichas entidades. 
 
(17) Artículo 100.- El Fondo de Protección, para el cumplimiento de sus fines se apoyará en un Comité 
Técnico, así como en un Comité de Protección al Ahorro. Dichos comités se organizarán y contarán con 
las funciones que esta Ley señala. 
 
(17) El Fondo de Protección contará además con un gerente general y un contralor normativo, quienes 
tendrán las atribuciones que se señalen en esta Ley. 
 
(17) Artículo 101.- El patrimonio del Fondo de Protección se integrará con los recursos siguientes: 
 
(17) I. Las aportaciones que el Gobierno Federal efectúe; 
 
(17) II. Las cuotas mensuales ordinarias que deberán cubrir las Sociedades Financieras Populares, las 

cuales se determinarán tomando en consideración el riesgo a que se encuentren expuestas, con 
base en el Nivel de Capitalización y de los pasivos totales de cada Sociedad Financiera Popular. 

 
(17) Dichas cuotas ordinarias serán de entre uno y tres al millar anual sobre el monto de pasivos de 
la Sociedad Financiera Popular que sea objeto de protección, conforme a lo dispuesto por el 
Artículo 105 de esta Ley. 

 
(17) El rango dentro del cual se ubicarán las aportaciones y la forma para calcular y pagar 
mensualmente la aportación respectiva, serán determinados por el Comité Técnico con base en lo 
que para tales efectos establezca la Comisión mediante disposiciones de carácter general; 

 
(17) III. Las cuotas extraordinarias a cargo de las Sociedades Financieras Populares que determine el 

Comité Técnico, previa autorización de la Comisión, y 
 
(17) IV. Los demás bienes, derechos y obligaciones que el propio fondo adquiera por cualquier título legal. 
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(17) Los recursos a que se refieren las fracciones I, II y III, que integren el Fondo de Protección, deberán 
invertirse en valores gubernamentales de amplia liquidez o en títulos representativos del capital social 
de sociedades de inversión en instrumentos de deuda, de conformidad con lo que determine la Comisión 
a través de disposiciones de carácter general. 
 
(17) Los Comités de Supervisión deberán entregar al Comité de Protección al Ahorro, la información que 
este requiera para determinar las cuotas, de conformidad con el Artículo 109, fracción I, de esta Ley. 
 
(17) El Comité de Protección al Ahorro podrá acordar la suspensión temporal de las cuotas al Fondo de 
Protección, cuando los recursos que integren el mismo representen cuando menos el cinco por ciento 
del total de depósitos de ahorros de todas las Sociedades Financieras Populares que estén protegidos 
por dicho Fondo de Protección. 
 
(14) Artículo 101 Bis.- Las Confederaciones a través de su asamblea general, deberán designar, al menos, 
un consejero independiente para que participe en los trabajos del consejo de administración, en igualdad 
de circunstancias que el resto de los consejeros. 
 
(2) Se entenderá por consejero independiente a la persona que sea ajena a la administración de la 
Confederación de que se trate, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión, 
mediante disposiciones de carácter general. 
 
 

 (18) Sección Segunda 
(18) Del Comité Técnico 

 
(17) Artículo 102.- El Comité Técnico del Fondo de Protección estará integrado por seis representantes del 
sector de las Sociedades Financieras Populares que deberán cumplir con los requisitos señalados en el 
Artículo 103 siguiente. El contrato constitutivo del Fondo de Protección deberá prever que las 
designaciones de los integrantes del Comité Técnico se efectúen previa opinión favorable de la Comisión. 
 
(17) Para asegurar que dichas designaciones promuevan una adecuada representatividad del sector, el 
Comité Técnico deberá integrarse con la proporcionalidad siguiente: 
 
(17) I. Las Sociedades Financieras Populares que en lo individual o en su conjunto, administren la mitad 

o más de los activos del sector de Sociedades Financieras Populares, podrán elegir a dos de los 
integrantes y sus suplentes; 

 
(17) II. Las Sociedades Financieras Populares que en lo individual o en su conjunto, administren más de 

la cuarta parte pero menos de la mitad de los activos del sector de Sociedades Financieras 
Populares, podrán elegir a dos de los integrantes y sus suplentes; 

 
(17) III. Las Sociedades Financieras Populares que en lo individual o en su conjunto, administren menos 

de la cuarta parte restante de los activos del sector de Sociedades Financieras Populares, podrán 
elegir a dos de los integrantes y sus suplentes, y 

 
(17) IV. Las Sociedades Financieras Populares que se hubieren agrupado o hubieren formado alianzas 

para elegir candidatos conforme a los incisos a), b) o c) anteriores, no podrán acumular el derecho 
a elegir candidatos en otro segmento. 

 
(17) La Comisión podrá efectuar las designaciones de los integrantes que correspondan en términos de la 
presente fracción, cuando éstas no se efectúen dentro de los tres meses siguientes a que se verifique 
una vacante. Las designaciones de la Comisión tendrán carácter provisional, hasta en tanto se efectué la 
designación en términos de la presente fracción. 
 
(17) Artículo 103.- Para ser miembro del Comité Técnico será necesario: 
 
(17) I. Acreditar contar con historial crediticio satisfactorio y honorabilidad, así como tener reconocida 

experiencia en materia jurídica, financiera o administrativa; 
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(17) II. No ser asesor o consultor de alguna Sociedad Financiera Popular; 
 
(17) III. No tener litigio pendiente o adeudos vencidos en el sistema financiero mexicano; 
 
(17) IV. No ser empleado o funcionario de alguna Sociedad Financiera Popular; 
 
(17) V. No haber sido sentenciado por delitos intencionales patrimoniales o inhabilitado para ejercer el 

comercio, o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el sector público Federal, Estatal o 
Municipal o en el sistema financiero mexicano; 

 
(17) VI. No estar sujeto a concurso o declarado en quiebra, o encontrarse inhabilitado para ejercer el 

comercio; 
 
(17) VII. No tener parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado o civil con algún 

miembro del Consejo de Administración, comité de auditoría o con el director o gerente general 
de alguna Sociedad Financiera Popular; 

 
(17) VIII. No ejercer algún cargo público de elección popular o de dirigencia partidista o sindical; 
 
(17) IX. No ser funcionario de las dependencias gubernamentales o Federaciones encargadas de la 

supervisión y vigilancia de las Sociedades Financieras Populares, y 
 
(17) X. Cumplir con los demás requisitos que establezca la Comisión mediante disposiciones de carácter 

general. 
 
(17) Artículo 104.- El Comité Técnico ejercerá las funciones siguientes: 
 
(17) I. Establecer los objetivos, lineamientos y políticas para regular el funcionamiento del Fondo de 

Protección; 
 
(17) II. Aprobar el reglamento interior del Fondo de Protección a propuesta del Comité de Protección  al 

Ahorro; 
 
(17) III. Designar a los miembros del Comité de Protección al Ahorro; 
 
(17) IV. Nombrar al gerente general y contralor normativo, los cuales deberán reunir los requisitos 

siguientes: 
 

(17) a) Acreditar contar con historial crediticio satisfactorio y honorabilidad. 
 
(17) b) Haber prestado por lo menos cinco años sus servicios en puestos cuyo desempeño requiera 

conocimientos y experiencia en materia jurídica, financiera o administrativa. 
 
(17) c) No ser empleado, funcionario o miembro del Consejo de Administración o comisario de 

alguna Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) d) No estar sujeto a concurso o declarado en quiebra, o encontrarse inhabilitado para ejercer 

el comercio. 
 
(17) e) No haber sido sentenciado por delitos intencionales patrimoniales o inhabilitado para 

ejercer el comercio, o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el sector público 
Federal, Estatal o Municipal, o en el sistema financiero mexicano. 

 
(17) f) No tener litigio pendiente o adeudos vencidos en el sistema financiero mexicano. 
 
(17) g) No tener parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado o civil con algún 

miembro del Consejo de Administración, comisario o con el director o gerente general de 
alguna Sociedad Financiera Popular. 
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(17) h) No tener celebrado con alguna Sociedad Financiera Popular contratos personales de 
prestación de servicios. 

 
(17) i) No ejercer algún cargo público de elección popular o de dirigencia partidista o sindical. 
 
(17) j) No ser funcionario de las dependencias gubernamentales o Federaciones encargadas de la 

supervisión y vigilancia de las Sociedades Financieras Populares; 
 
(17) V. Determinar la forma de efectuar el cálculo de las cuotas periódicas correspondientes al seguro de 

depósitos, previa aprobación de la Comisión. 
 
(17) El Comité Técnico, en la determinación de las cuotas periódicas correspondientes al seguro de 
depósitos deberá tomar en cuenta los gastos necesarios para el adecuado funcionamiento y 
sostenimiento del Fondo de Protección. 
 
(17) El Fondo de Protección deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación la forma de efectuar 
el cálculo de las cuotas periódicas a que se refiere la presente fracción, así como de los intereses 
moratorios en caso de incumplimiento en su pago; y 

 
(17) VI. Las demás que ésta y otras Leyes prevean para el cumplimiento de su objeto, así como las que se 

prevean en el contrato constitutivo del Fondo de Protección.  
 
 

(18) Sección Tercera 
(18) Otras disposiciones 

 
(18) Artículo 104 Bis.- El reglamento interior del Fondo de Protección deberá contener, entre otras, las 
normas aplicables a: 
 
(18) I. Las políticas y criterios con los que el Comité de Protección al Ahorro administrará el Fondo de 

Protección; 
 
(18) II. Los lineamientos para determinar el importe de las aportaciones y cuotas ordinarias y 

extraordinarias, que deberán efectuar las Sociedades Financieras Populares; 
 
(18) III. El programa de control y corrección interno para prevenir conflictos de interés y uso indebido de 

la información; 
 
(18) IV. Los procedimientos para efectuar los préstamos que el Comité de Protección al Ahorro podrá 

otorgar a las Sociedades Financieras Populares conforme a lo señalado en el Artículo 106 de esta 
Ley; 

 
(18) V. El procedimiento para el pago de obligaciones garantizadas, y 
 
(18) VI. La temporalidad del encargo como integrante del Comité Técnico. 
 
(18) La Comisión podrá, en todo momento, ordenar adecuaciones al reglamento interior del Fondo de 
Protección, así como objetar las resoluciones o determinaciones adoptadas por los órganos sociales de 
éstos. 
 
(18) Artículo 104 Bis 1.- El Comité de Protección al Ahorro proporcionará a las Sociedades Financieras 
Populares, la información sobre los servicios que ofrece y las características del Fondo de Protección. 
 
(18) El Comité de Protección al Ahorro deberá poner a disposición del público en general, de manera 
permanente y a través de medios electrónicos, los ingresos correspondientes a las cuotas de seguro de 
depósitos, así como los principales egresos, detallando los conceptos con cifras al cierre de cada ejercicio 
anual. La Comisión podrá solicitar al Comité de Protección al Ahorro, de considerarlo necesario, que 
efectúe las aclaraciones a la información que ponga a disposición del público. 
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(18) Artículo 104 Bis 2.- El Fondo de Protección y sus respectivos comités, estarán sujetos a la supervisión 
de la Comisión, la que tendrá todas las facultades que en materia de inspección y vigilancia le confiere 
este ordenamiento y su propia Ley. 
 
 

(18) Sección Cuarta 
(18) Del objeto del Fondo de Protección 

 
(17) Artículo 105.- Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas a pagar al Fondo de Protección, 
las cuotas mensuales que determine el Comité de Protección al Ahorro. 
 
(17) El Fondo de Protección tendrá como fin primordial, procurar cubrir los depósitos de dinero de cada 
ahorrador a que se refiere el inciso a) de la fracción I del Artículo 36 de la presente Ley, en los términos 
establecidos por el Artículo 112 de la misma, hasta por una cantidad equivalente a veinticinco mil UDIS, 
por persona física o moral, cualquiera que sea el número y clase de operaciones a su favor y a cargo de 
una misma Sociedad Financiera Popular, en caso de que se declare su disolución y liquidación, o se 
decrete su concurso mercantil. 
 
(17) El Fondo de Protección no garantizará las operaciones siguientes: 
 
(17) I. Las obligaciones o depósitos a favor de los miembros del Consejo de Administración y comisario, 

así como de funcionarios de los dos primeros niveles jerárquicos de la Sociedad Financiera Popular 
de que se trate. 

 
(17) II Las operaciones que no se hayan sujetado a las disposiciones legales, reglamentarias, 

administrativas, así como a las sanas prácticas y usos entre las Sociedades Financieras Populares, 
en las que exista mala fe del titular y las relacionadas con actos u operaciones ilícitas que se 
ubiquen en los supuestos del Artículo 400 Bis del Código Penal para el Distrito Federal en Materia 
de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal. 

 
(17) Las Sociedades Financieras Populares tendrán la obligación de informar a sus Clientes, así como al 
público en general, sobre los términos y condiciones del Fondo de Protección. 
 
(17) Artículo 106.- El Fondo de Protección, a través del Comité de Protección al Ahorro, podrá aprobar el 
otorgamiento de los apoyos siguientes: 
 
(17) I. Apoyos preventivos de liquidez a las Sociedades Financieras Populares, siempre y cuando se 

cuente para ello con lo siguiente: 
 
(17) a) Un estudio técnico elaborado por un auditor externo y aprobado por el Comité de 

Protección al Ahorro, que justifique la viabilidad de la Sociedad Financiera Popular, la 
idoneidad del apoyo y que con el otorgamiento de dicho apoyo resulte en un menor costo 
para el Fondo de Protección. 

 
(17) b) El otorgamiento de garantías a satisfacción del Comité de Protección al Ahorro constituidas 

a favor del mismo. 
 
(17) c) Un programa de restauración de capital, en su caso. 

 
(17) En su caso, la Sociedad Financiera Popular deberá estar cumpliendo, o debió cumplir con las 
medidas correctivas que le hubieren resultado aplicables, de conformidad con lo dispuesto por 
esta Ley, incluidas las referidas en el Artículo 76 de la misma. 
 
(17) La suma de los montos de los apoyos preventivos de liquidez que otorgue el Fondo de 
Protección, en ningún momento podrá exceder del quince por ciento del patrimonio de dicho 
Fondo de Protección. De manera excepcional, y atendiendo a la situación financiera de las 
Sociedades Financieras Populares, en su conjunto, el Comité Técnico podrá autorizar que la suma 
de los montos de los apoyos preventivos de liquidez sea de hasta el treinta por ciento del 
patrimonio del Fondo de Protección. 
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(17) Una vez cubierto el pago por parte de la Sociedad Financiera Popular de los apoyos otorgados, 
la Comisión podrá, en su caso, levantar las medidas correctivas que le hubieren sido impuestas a 
la citada Sociedad, incluidas las referidas en el Artículo 76 de esta Ley. 

 
(17) II. Apoyos financieros a las Sociedades Financieras Populares siempre que, adicionalmente dicha 

Sociedad se escinda, fusione, venda, o realice cualquier otra transacción que contribuya a 
disminuir el riesgo de insolvencia o quebranto, acorde con lo señalado en el Capítulo V del Título 
Tercero de esta Ley, siempre y cuando esta opción se considere razonablemente menos costosa 
que el pago de los depósitos de dinero de los ahorradores. 

 
(17) Excepcionalmente, el Comité de Protección al Ahorro podrá autorizar apoyos financieros en los 
supuestos o en casos distintos a los señalados en el párrafo anterior, incluso cuando su costo sea 
mayor que el pago de los depósitos de dinero de los ahorradores de una Sociedad Financiera 
Popular, siempre que de no hacerlo pudieran generarse efectos negativos serios en otra u otras 
Sociedades Financieras Populares o instituciones financieras de manera que peligre su estabilidad 
o solvencia. 
 
(17) En todo caso, el Comité de Protección al Ahorro otorgará los apoyos financieros a que se refiere 
esta fracción, siempre y cuando se cuente para ello con los elementos referidos por los incisos a) a 
c) de la fracción I anterior. 

 
(19) Artículo 107.- Derogado. 
 
 

(18) Sección Quinta 
(18) Del Comité de Protección al Ahorro 

 
(17) Artículo 108.- El Comité de Protección al Ahorro deberá estar integrado por cinco miembros 
propietarios y sus respectivos suplentes, que serán designados por el Comité Técnico. 
 
(17) El nombramiento de los miembros del Comité de Protección al Ahorro solo podrá recaer en personas 
que cumplan con lo siguiente: 
 
(17) I. Contar con historial crediticio satisfactorio y honorabilidad, así como tener conocimientos y 

experiencia en materia financiera y administrativa; 
 
(17) II. No actualicen alguno de los impedimentos siguientes: 
 

(17) a) Estar inhabilitadas para ejercer el comercio. 
 
(17) b) Hayan sido condenadas por sentencia irrevocable por delito intencional que les imponga 

pena por más de 1 año de prisión y, tratándose de delitos patrimoniales cometidos 
intencionalmente, cualquiera que haya sido la pena. 

 
(17) c) Tengan litigio pendiente con alguna Sociedad Financiera Popular, con las Federaciones y 

con el Fondo de Protección. 
 
(17) d) Hayan sido inhabilitadas para ejercer cualquier cargo, comisión o empleo en el servicio 

público Federal, Estatal o Municipal, o en el sistema financiero mexicano. 
 
(17) e) Realicen funciones de regulación, inspección o vigilancia de las Sociedades Financieras 

Populares o del Fondo de Protección; así como los cónyuges, concubinas o concubinarios y 
los parientes por consanguinidad, afinidad o civil hasta el tercer grado respecto de dichas 
personas. 

 
(17) f) Desempeñe un cargo público de elección popular o dirigencia partidista o sindical. 
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(17) g) Presentar un conflicto de interés en su desempeño como miembros del Comité de 
Protección al Ahorro, por sus relaciones patrimoniales o de responsabilidad respecto de la 
Sociedades Financieras Populares, a juicio del Comité Técnico, y 

 
(17) III. Los demás requisitos que determine la Comisión mediante disposiciones de carácter general. 
 
(17) El Comité Técnico deberá evaluar y verificar en forma previa a la designación de los miembros del 
Comité de Protección al Ahorro, el cumplimiento de los requisitos señalados por el presente Artículo. 
 
(17) Artículo 109.- El Comité de Protección al Ahorro ejercerá las funciones siguientes: 
 
(17) I. Calcular el monto de las cuotas que las Sociedades Financieras Populares pagarán al Fondo de 

Protección. Asimismo, cuando así corresponda, determinar el importe de las aportaciones 
extraordinarias que al efecto determine el Comité Técnico, previa autorización de la Comisión; 

 
(25) II. Instruir al fiduciario, sobre los valores gubernamentales de amplia liquidez o los títulos 

representativos del capital social de sociedades de inversión en instrumentos de deuda, en los que 
deberá invertir los recursos del Fondo de Protección en términos del Artículo 101, segundo párrafo, 
de esta Ley; 

 
(17) III. Evaluar periódicamente los aspectos operativos del Fondo de Protección; 
 
(17) IV. Rendir informes al Comité Técnico sobre el manejo del Fondo de Protección; 
 
(17) V. Comunicar a la Comisión y a los Comités de Supervisión de las Federaciones encargadas de la 

supervisión auxiliar, las irregularidades que por razón de sus competencias les corresponda 
conocer; 

 
(17) VI. Hacer públicas las bases conforme a las cuales se procederá a pagar a los ahorradores, en los casos 

en que sea procedente dicho pago de obligaciones garantizadas. 
 

(17) Al efecto, el pago de obligaciones garantizadas se hará con cargo al Fondo de Protección, hasta 
donde alcancen los recursos de dicha cuenta, en forma subsidiaria, con los límites y condiciones a 
que se refiere esta Ley y los que se establezcan en las disposiciones de carácter general que emita 
la Comisión; 

 
(17) VII. Aprobar los casos en que proceda otorgar apoyos financieros a las Sociedades Financieras 

Populares en los términos de los Artículos 92 y 106 de esta Ley; 
 
(17) VIII. Seleccionar alguno de los mecanismos a que se refiere el Capítulo V del Título Tercero de esta Ley, 

que corresponda, en su caso, a la Sociedad Financiera Popular, para lo cual, al Fondo de Protección, 
en su caso, se deberán restar los costos que se deriven de la aplicación de alguno de los 
mecanismos citados; 

 
(17) IX. Determinar la forma y términos en que se ejercerán, en su caso, los derechos corporativos y 

patrimoniales inherentes a los títulos a que se refiere el Artículo 92 de esta Ley; 
 
(17) X. Efectuar la designación del liquidador o síndico, en caso de que una Sociedad Financiera Popular 

se encuentre en estado de liquidación o concurso mercantil. 
 
(17) XI. Realizar las operaciones y contratos de carácter mercantil o civil que sean necesarios para el 

cumplimiento del objeto del Fondo de Protección; y 
 
(17) XII. Las demás que esta y otras Leyes prevean para el cumplimiento de su objeto. 
 
(17) Artículo 110.- El Comité de Protección al Ahorro, deberá informar mensualmente a la Comisión el 
estado que guarde el Fondo de Protección. 
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(17) El comité administrador citado, una vez que se actualicen los supuestos a que se refiere el Artículo 112 
de la presente Ley, deberá informar a los ahorradores mediante avisos colocados en un lugar visible de 
las oficinas de atención al público de la Sociedad de que se trate, así como en la página electrónica en la 
red mundial “Internet” del Fondo de Protección, sobre el procedimiento de pago ajustándose a las 
disposiciones de carácter general que en dicha materia emita la Comisión. 
 
(17) Artículo 111.- El Comité de Protección al Ahorro podrá solicitar al Comité de Supervisión de la 
Federación encargada de su supervisión, que realice las visitas de inspección necesarias, a efecto de 
constatar la situación financiera, contable y legal de la o las Sociedades Financieras Populares 
participantes en los mecanismos a que se refiere el Artículo 90 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 112.- El Comité de Protección al Ahorro, para efectos de lo dispuesto en el Artículo 105 de la 
presente Ley, cubrirá el principal y los accesorios de los depósitos de dinero objeto de cobertura conforme 
a esta Ley, cuando una Sociedad Financiera Popular entre en estado de disolución y liquidación, o bien, 
sea declarada en concurso mercantil, descontando el saldo insoluto de los préstamos o créditos con 
respecto de los cuales sea deudor el propio ahorrador y hasta por el límite que la presente Ley establece, 
por lo que para efectos de la compensación, dichos préstamos o créditos vencerán de manera anticipada. 
 
(17) El monto a ser pagado a cada depositante de acuerdo a lo establecido en este Artículo quedará fijado 
en UDIS a partir de la fecha en que se declare la disolución y liquidación de la Sociedad Financiera Popular 
respectiva, o se decrete su concurso mercantil. El pago de los depósitos se realizará en moneda nacional, 
por lo que la conversión del monto denominado en UDIS se efectuará utilizando el valor vigente de la 
citada unidad en la fecha en que se cubra el pago correspondiente. 
 
(17) En caso de que un ahorrador tenga más de una cuenta en una misma Sociedad Financiera Popular y 
la suma de los saldos de aquéllas excediera la cantidad señalada en el Artículo 105 de esta Ley, el Comité 
de Protección al Ahorro únicamente procurará cubrir dicho monto de cobertura, dividiéndolo a prorrata 
entre el número de cuentas. 
 
(17) La forma y términos en que se cubrirán las cantidades que correspondan, se establecerán en las 
disposiciones de carácter general que al efecto emita la Comisión. 
 
 

(18) TÍTULO TERCERO BIS 
(18) DE LOS ORGANISMOS AUTORREGULATORIOS 

 
(17) Artículo 113.- Los organismos autorregulatorios de las Sociedades Financieras Populares tendrán por 
objeto implementar estándares de conducta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al sano 
desarrollo de las Sociedades Financieras Populares. Dichos organismos podrán ser de diverso tipo acorde 
con las actividades que realicen. 
 
(17) Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios de las Sociedades Financieras Populares las 
asociaciones o sociedades gremiales de Sociedades Financieras Populares que, a solicitud de aquellas, 
sean reconocidas con tal carácter por la Comisión, previo acuerdo de su Junta de Gobierno. 
 
(17) Artículo 114.- Los organismos autorregulatorios de las Sociedades Financieras Populares podrán, en 
términos de sus estatutos y sujetándose a lo previsto en el Artículo 115 de esta Ley, emitir normas relativas 
a: 
 
(17) I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de sus agremiados; 
 
(17) II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus agremiados en la contratación con los Clientes 

a los cuales presten sus servicios; 
 
(17) III. La revelación al público de información distinta o adicional a la que derive de esta Ley; 
 
(17) IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a que sus agremiados y otras personas 

vinculadas a éstos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos, conozcan y se apeguen a 
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la normativa aplicable, así como a los sanos usos y prácticas imperantes entre las Sociedades 
Financieras Populares; 

 
(17) V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio aplicables al 

personal de sus agremiados; 
 
(17) VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en las actividades de las Sociedades Financieras 

Populares; 
 
(17) VII. El proceso para la adopción de normas y la verificación de su cumplimiento; 
 
(17) VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán a sus agremiados en caso de 

incumplimiento, así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y 
 
(17) IX. Los usos y prácticas mercantiles imperantes entre las Sociedades Financieras Populares. 
 
(17) Además, las asociaciones o sociedades gremiales de Sociedades Financieras Populares que obtengan 
el reconocimiento de organismo autorregulatorio por parte de la Comisión podrán llevar a cabo 
certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcionarios y directivos de las Sociedades 
Financieras Populares, así como de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que se refiere 
este Artículo. 
 
(17) Los organismos autorregulatorios de las Sociedades Financieras Populares deberán llevar a cabo 
evaluaciones periódicas a sus agremiados, sobre el cumplimiento de las normas que expidan dichos 
organismos para el otorgamiento de las certificaciones a que se refiere el párrafo anterior. Cuando de los 
resultados de dichas evaluaciones puedan derivar infracciones administrativas o delitos, a juicio del 
organismo de que se trate, éste deberá informar de ello a la Comisión, sin perjuicio de las facultades de 
supervisión que corresponda ejercer a la propia Comisión. Asimismo, dichos organismos deberán llevar 
un registro de las medidas correctivas y disciplinarias que apliquen a las personas certificadas por ellos, 
el cual estará a disposición de la propia Comisión. 
 
(17) Las normas autorregulatorias que se expidan en términos de lo previsto en este Artículo no podrán 
contravenir o exceptuar lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 
 
(17) Artículo 115.- La Comisión expedirá disposiciones de carácter general en las que establezca los 
requisitos que deberán cumplir las asociaciones o sociedades gremiales de Sociedades Financieras 
Populares para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de organismo autorregulatorio a que se 
refiere el Artículo 113 de esta Ley, así como para regular su funcionamiento. 
 
(17) Las referidas disposiciones de carácter general preverán requisitos relacionados con la organización y 
funcionamiento interno de las asociaciones y sociedades gremiales que quieran ser reconocidos como 
organismos de autorregulación, a fin de propiciar que sus órganos sociales se integren en forma 
equitativa, por personas con honorabilidad y capacidad técnica, se conduzcan con independencia y 
cuenten con la representativa del gremio para el ejercicio de sus actividades, así como cualquier otro que 
contribuya a su sano desarrollo. 
 
(18) Artículo 115 Bis.- La Comisión tendrá facultades para: 
 
(18) I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los organismos autorregulatorios de las 

Sociedades Financieras Populares, cuando la propia Comisión considere que éstas puedan afectar 
el sano y equilibrado desarrollo del sector, en protección de los intereses del público, en cuyo caso 
tales normas no iniciarán su vigencia o quedarán sin efectos; 

 
(18) II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los consejeros y directivos de los organismos 

autorregulatorios de las Sociedades Financieras Populares, así como imponer veto de tres meses 
hasta cinco años, a las personas antes mencionadas, cuando cometan infracciones graves o 
reiteradas a esta Ley y demás disposiciones de carácter general que emanen de ella, con 
independencia de las sanciones económicas que correspondan conforme a esta u otras Leyes, y 
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(18) III. Revocar el reconocimiento de organismos autorregulatorios de las Sociedades Financieras 
Populares cuando cometan infracciones graves o reiteradas a lo previsto en esta u otras Leyes y 
demás disposiciones de carácter general que emanen de las mismas. 

 
(18) Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones II y III de este Artículo, la Comisión deberá 
contar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar la resolución correspondiente, 
dicha Comisión deberá escuchar al interesado y al organismo de que se trate. 
 
Las resoluciones a que se refiere este Artículo podrán ser recurridas ante la Comisión dentro de los quince 
días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia Comisión, con aprobación de 
su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución recurrida, previa audiencia del 
afectado. 
 
 

TÍTULO CUARTO 
DE LA REGULACIÓN PRUDENCIAL Y DE LA CONTABILIDAD 

 
Capítulo I 

De la Regulación Prudencial 
 
(17) Artículo 116.- La Comisión emitirá lineamientos mínimos de regulación prudencial a los que deberán 
sujetarse las Sociedades Financieras Populares en las materias siguientes: 
 
(17) I. Capital mínimo; 
 
(17) II. Controles internos; 
 
(17) III. Proceso crediticio; 
 
(17) IV. Integración de expedientes de crédito; 
 
(17) V. Administración integral de riesgos; 
 
(17) VI. Requerimientos de capitalización aplicables en función de los riesgos de crédito y, en su caso, de 

mercado; 
 
(17) VII. Calificación de cartera crediticia y constitución de reservas o estimaciones preventivas por riesgo 

crediticio; 
 
(17) VIII. Coeficientes de liquidez; 
 
(17) IX. Diversificación de riesgos en las operaciones; 
 
(17) X. Régimen de inversión de capital, y 
 
(17) XI. Aquellos otros que juzgue convenientes para proveer la liquidez, solvencia y estabilidad financiera, 

así como la adecuada operación de las Sociedades Financieras Populares. 
 
(17) La Comisión requerirá del previo acuerdo de su Junta de Gobierno para emitir las disposiciones de 
carácter general a que se refieren las fracciones I y VI anteriores. 
 
(17) En la emisión de las disposiciones a que se refieren las fracciones III, IV y VIII, tratándose de operaciones 
que realicen las Sociedades Financieras Populares en Zonas Rurales, la Comisión deberá considerar las 
restricciones y limitaciones que pudieran existir en dichas zonas, así como mecanismos de control que 
compensen dicha situación. 
 
(17) Asimismo, cuando para el mejor cumplimiento de las atribuciones que le confiere el presente Artículo, 
lo estime conveniente, dicha Comisión podrá solicitar la opinión de la Secretaría y del Banco de México. 
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Capítulo II 

(17) De la Contabilidad y auditoría externa 
 
(17) Artículo 117.- Todo acto o contrato que signifique variación en el activo, en el pasivo, en resultados o 
capital de una Sociedad Financiera Popular, o implique obligación directa o contingente, deberá ser 
registrado en la contabilidad. La contabilidad, los libros, y demás documentos correspondientes, así como 
el plazo que deberán conservarse, se regirán por las reglas de carácter prudencial que al efecto expida la 
Comisión. 
 
(18) Artículo 117 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares podrán microfilmar o grabar en discos ópticos, 
o en cualquier otro medio que les autorice la Comisión, todos aquellos libros, registros y documentos en 
general, que obren en su poder, relacionados con los actos de la propia Sociedad, que mediante 
disposiciones de carácter general señale la Comisión, de acuerdo a las bases técnicas que para la 
microfilmación o la grabación en discos ópticos, su manejo y conservación establezca la misma. 
 
(18) Los negativos originales de cámara obtenidos por el sistema de microfilmación y las imágenes 
grabadas por el sistema de discos ópticos o cualquier otro medio autorizado por la Comisión, a que se 
refiere el párrafo anterior, así como las impresiones obtenidas de dichos sistemas o medios, debidamente 
certificadas por el funcionario autorizado de la Sociedad Financiera Popular, tendrán en juicio el mismo 
valor probatorio que los libros, registros y documentos microfilmados o grabados en discos ópticos, o 
conservados a través de cualquier otro medio autorizado. 
 
(18) Transcurrido el plazo en el que las Sociedades Financieras Populares se encuentran obligadas a 
conservar la contabilidad, libros y demás documentos de conformidad con el Artículo 117 de esta Ley y 
las disposiciones que haya emitido la Comisión, los registros que figuren en la contabilidad de la Sociedad 
harán fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes de 
las operaciones a que se refiere el inciso a) de la fracción I del Artículo 36 de esta Ley. 
 
(17) Artículo 118.- La Comisión, mediante disposiciones de carácter general que procuren la transparencia 
y confiabilidad de la información financiera de las Sociedades Financieras Populares, señalará los 
requisitos a que se sujetará la aprobación de los estados financieros por parte de los administradores de 
dichas sociedades; su difusión a través de cualquier medio de comunicación, incluyendo a los medios 
electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como el procedimiento a que se ajustará la 
revisión que de los mismos efectúe la propia Comisión. 
 
(17) La Comisión establecerá, mediante disposiciones de carácter general que faciliten la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las Sociedades Financieras Populares, la forma y el 
contenido que deberán presentar los estados financieros de éstas; de igual forma, podrá ordenar que los 
estados financieros se difundan con las modificaciones pertinentes y en los plazos que al efecto 
establezca la Comisión. 
 
(17) Adicionalmente, la Federación o, en su caso la Comisión, podrán ordenar que se efectúen las 
correcciones a los estados financieros que consideren necesarias. 
 
(17) Los estados financieros anuales deberán estar dictaminados por un auditor externo independiente, 
quien será designado directamente por el Consejo de Administración de la Sociedad de que se trate. La 
Comisión en disposiciones de carácter general podrá eximir de dicho dictamen a las Sociedades 
Financieras Populares que tengan asignado el Nivel de Operaciones I. 
 
(17) La propia Comisión, mediante disposiciones de carácter general que procuren la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las Sociedades Financieras Populares, podrá establecer las 
características y requisitos que deberán cumplir los auditores externos independientes, determinar el 
contenido de sus dictámenes y otros informes, dictar medidas para asegurar una adecuada alternancia 
de dichos auditores en las sociedades, así como señalar la información que deberán revelar en sus 
dictámenes, acerca de otros servicios, y en general, de las relaciones profesionales o de negocios que 
presten o mantengan con las sociedades que auditen. 
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(17) Artículo 119.- La Comisión contará con facultades de inspección y vigilancia, respecto de las personas 
morales que presten servicios de auditoría externa en términos de esta Ley, incluyendo los socios o 
empleados de aquéllas que formen parte del equipo de auditoría, a fin de verificar el cumplimiento de 
esta Ley y la observancia de las disposiciones de carácter general que de ella emanen. 
 
Para tal efecto, la citada Comisión podrá: 
 
(17) I. Requerir toda clase de información y documentación relacionada con la prestación de este tipo de 

servicios; 
 
(17) II. Practicar visitas de inspección; 
 
(17) III. Requerir la comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las personas morales 

que presten servicios de auditoría externa, y 
 
(17) IV. Emitir o reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar las personas 

morales que presten servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opiniones relativas a los 
estados financieros de las Sociedades Financieras Populares. 

 
(17) El ejercicio de las facultades a que se refiere este Artículo estará circunscrito a los dictámenes, 
opiniones y prácticas de auditoría que, en términos de esta Ley, practiquen las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa, así como sus socios o empleados.  
 
(18) Artículo 119 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares deberán observar lo dispuesto en los Artículos 
118 y 119 Bis 1 de esta Ley, respecto de los requisitos que debe cumplir la persona moral que les 
proporcione los servicios de auditoría externa, así como el auditor externo que suscriba el dictamen y 
otros informes correspondientes a los estados financieros. 
 
(18) Artículo 119 Bis 1.- Los auditores externos que suscriban el dictamen a los estados financieros en 
representación de las personas morales que proporcionen los servicios de auditoría externa deberán 
reunir los requisitos personales y profesionales que establezca la Comisión mediante disposiciones de 
carácter general, y ser socios de una persona moral que preste servicios profesionales de auditoría de 
estados financieros y que cumpla con los requisitos de control de calidad que al efecto establezca la 
propia Comisión en las citadas disposiciones. 
 
(18) Además, los citados auditores externos, la persona moral de la cual sean socios y los socios o personas 
que formen parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en alguno de los supuestos de falta de 
independencia que al efecto establezca la Comisión, mediante disposiciones de carácter general, en las 
que se consideren, entre otros aspectos, vínculos financieros o de dependencia económica, prestación 
de servicios adicionales al de auditoría y plazos máximos durante los cuales los auditores externos 
puedan prestar los servicios de auditoría externa a las Sociedades Financieras Populares. 
 
(18) Artículo 119 Bis 2.- El auditor externo, así como la persona moral de la cual sea socio, estarán obligados 
a conservar la documentación, información y demás elementos utilizados para elaborar su dictamen, 
informe u opinión, por un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se podrán utilizar medios 
automatizados o digitalizados. 
 
(18) Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la Federación y a la Comisión los informes y 
demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la práctica o 
como resultado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten la liquidez, estabilidad o solvencia 
de alguna de las sociedades a las que presten sus servicios de auditoría, deberán presentar a la 
Federación, y en todo caso a la Comisión, un informe detallado sobre la situación observada. 
 
(18) Las personas que proporcionen servicios de auditoría externa responderán por los daños y perjuicios 
que ocasionen a la Sociedad Financiera Popular que los contrate, cuando: 
 
(18) I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión que proporcionen contenga vicios u omisiones 

que, en razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del análisis, evaluación o estudio que 
dio origen al dictamen u opinión, e 
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(18) II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión: 
 

(18) a) Omitan información relevante de la que tengan conocimiento, cuando deba contenerse en 
su dictamen u opinión. 

 
(18) b) Incorporen información falsa o que induzca a error, o bien, adecuen el resultado con el fin 

de aparentar una situación distinta de la que corresponda a la realidad. 
 
(18) c) Recomienden la celebración de alguna operación, optando dentro de las alternativas 

existentes, por aquélla que genere efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales para la 
Sociedad. 

 
(18) d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una determinada transacción se registre en 

contravención de los criterios de contabilidad emitidos por la Comisión. 
 
(18) Artículo 119 Bis 3.- Las personas a que se refiere el Artículo 119 Bis 1 de esta Ley no incurrirán en 
responsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u opiniones que 
emitan, cuando actuando de buena fe y sin dolo se actualice lo siguiente: 
 
(18) I. Rindan su dictamen u opinión con base en información proporcionada por la persona a la que 

otorguen sus servicios, y 
 
(18) II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las normas, procedimientos y metodologías que 

deban ser aplicadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que corresponda a su profesión 
u oficio. 

 
(18) Artículo 119 Bis 4.- La Comisión fijará las reglas para la estimación máxima de los activos de las 
Sociedades Financieras Populares y las reglas para la estimación mínima de sus obligaciones y 
responsabilidades, en aras de procurar la adecuada valuación de dichos conceptos en la contabilidad de 
las Sociedades Financieras Populares. 
 
 

TITULO QUINTO 
DE LAS FACULTADES DE LAS AUTORIDADES 

 
Capítulo Único 

 
(17) Artículo 120.- La supervisión de las Sociedades Financieras Populares, Federaciones y del Fondo de 
Protección estará a cargo de la Comisión, quien la llevará a cabo sujetándose a lo previsto en esta Ley, en 
la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y en el reglamento de supervisión expedido al 
amparo de esta última Ley. 
 
(17) La citada Comisión podrá efectuar visitas a las Sociedades Financieras Populares, así como a las 
Federaciones y al Fondo de Protección y sus Comités Técnico y de Protección al Ahorro, que tendrán por 
objeto revisar, verificar, comprobar y evaluar las actividades, operaciones, organización, funcionamiento, 
los procesos, los sistemas de control interno, de administración de riesgos y de información, así como el 
patrimonio, la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los activos y, en general, todo lo que 
pudiendo afectar la posición financiera, económica, contable, administrativa y legal, conste o deba 
constar en los registros, a fin de que las sociedades, las Federaciones y el citado fondo, se ajusten al 
cumplimiento de las disposiciones que los rigen y a las sanas prácticas de la materia, según sea el caso. 
 
(17) Asimismo, la Comisión podrá investigar hechos, actos u omisiones de los cuales pueda presumirse la 
violación a esta Ley y demás disposiciones que de ella deriven. 
 
(17) Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investigación, las primeras se llevarán a cabo de 
conformidad con el programa anual que se establezca al efecto; las segundas serán aquellas que sin estar 
incluidas en el programa anual referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 
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(17) I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones especiales operativas; 
 
(17) II.  Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en una visita de inspección; 
 
(17) III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la situación contable, jurídica, económica, 

financiera o administrativa de una Sociedad o de las Federaciones y del Fondo de Protección; 
 
(17) IV. Cuando una Sociedad haya sido autorizada por la Comisión después de la elaboración del 

programa anual a que se refiere el cuarto párrafo de este Artículo; 
 
(17) V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en una Sociedad que no hayan sido originalmente 

contempladas en el programa anual a que se refiere el cuarto párrafo de este Artículo, que motiven 
la realización de la visita, y 

 
(17) VI. Cuando deriven de la cooperación internacional. 
 
(17) Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la Comisión tenga indicios de los cuales pueda 
desprenderse la realización de alguna conducta que presuntamente contravenga lo previsto en esta Ley 
y demás disposiciones de carácter general que emanen de ella. 
 
(17) Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este Artículo, la Comisión así lo requiera, podrá 
contratar los servicios de auditores y de otros profesionistas que le auxilien en dicha función. 
 
(17) La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, 
administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la Comisión con base en las disposiciones 
que resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normativa que rige a las Federaciones, 
al Fondo de Protección, y a las Sociedades Financieras Populares, así como la estabilidad y correcto 
funcionamiento de aquéllas. 
 
(17) Sin perjuicio de la información y documentación que las Federaciones, el Fondo de Protección y las 
Sociedades Financieras Populares deban proporcionarle periódicamente a la Comisión, esta, dentro del 
ámbito de las disposiciones aplicables, podrá solicitarles la información y documentación que requiera 
para dar cumplimiento a su función de vigilancia. 
 
(17) La Comisión como resultado de sus facultades de supervisión, podrá formular observaciones y ordenar 
la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos, actos u omisiones irregulares que haya 
detectado con motivo de dichas funciones, en términos de esta Ley. 
 
(17) Artículo 121.- La vigilancia e inspección consistirá en cuidar que las Sociedades Financieras Populares, 
las Federaciones y el Fondo de Protección cumplan con las disposiciones de esta Ley y las que deriven 
de la misma, y atiendan las observaciones e indicaciones de la Comisión. 
 
(17) Las medidas adoptadas en ejercicio de esta facultad serán preventivas y correctivas para preservar la 
estabilidad y solvencia de las Sociedades Financieras Populares, las Federaciones y el Fondo de 
Protección y normativas para definir criterios y establecer reglas y procedimientos a los que deban 
ajustar su funcionamiento, conforme a lo previsto en esta Ley. 
 
(18) Artículo 121 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares, para ofrecer al público una nueva operación, 
producto o servicio, o bien, para modificar los ya existentes, deberán observar, al menos, lo que a 
continuación se indica: 
 
(18) I. Establecer los controles y procesos internos para ofrecer al público la operación, producto o servicio 

de que se trate, y 
 
(18) II. Contar con las metodologías para la identificación, valuación, medición y control de los riesgos de 

las operaciones, productos y servicios señalados. 
 
(18) Las Sociedades Financieras Populares al efecto, deberán observar las disposiciones de carácter general 
a que se refieren el Artículo 116 de esta Ley. 
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(18) La Comisión podrá vetar las operaciones, productos y servicios a que se refiere este Artículo cuando a 
su juicio, pudieran tener efectos ruinosos para la Sociedad Financiera Popular, o bien, afectar de manera 
significativa su solvencia, liquidez o estabilidad. Sin perjuicio de lo anterior, aquellas transacciones que la 
Sociedad hubiere celebrado con anterioridad al ejercicio del veto, se regirán conforme a lo pactado por 
las partes. 
 
(18) Los consejeros, funcionarios y empleados de la Sociedad Financiera Popular o quienes intervengan 
directamente en la autorización o realización de las operaciones, productos y servicios a que se refiere 
este Artículo, a sabiendas de que éstas fueron vetadas por la Comisión en los términos descritos, podrán 
ser suspendidos, removidos o inhabilitados en los términos de esta Ley. 
 
(26) Artículo 122.- La Comisión previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá ordenar que se proceda a 
la remoción de los miembros del Consejo de Administración y del comité de auditoría, comisarios, 
directores, gerentes generales, auditores externos, así como miembros del Comité de Crédito, de las 
Sociedades Financieras Populares; miembros del Comité de Supervisión, contralor normativo o gerente 
de las Federaciones; miembros de los Comités Técnico y de Protección al Ahorro, o quienes ejerzan sus 
funciones en los términos de esta Ley, así como las demás personas que con sus actos puedan obligar a 
las Sociedades Financieras Populares, a las Federaciones y al Sistema de Protección del Ahorro, o bien, 
acordar la suspensión de todos ellos en sus funciones, de tres meses hasta cinco años, cuando dicha 
Comisión considere que tales personas no cuentan con la calidad técnica u honorabilidad para el 
desempeño de sus funciones, no reúnan los requisitos al efecto establecidos o incurran de manera grave 
o reiterada en infracciones a la presente Ley y a las disposiciones de carácter general que de ella deriven. 
 
(17) La propia Comisión podrá además, con acuerdo de su Junta de Gobierno, en los casos señalados en el 
párrafo anterior, inhabilitar a las personas citadas para desempeñar un empleo, cargo, mandato o 
comisión en cualquiera de las Sociedades Financieras Populares, Federaciones y en el Fondo de 
Protección, así como en el sistema financiero mexicano, sin perjuicio de las sanciones que conforme a 
este u otros ordenamientos legales fueren aplicables. 
 
(17) Para imponer la inhabilitación la Comisión deberá tomar en cuenta: 
 
(17) I. La gravedad de la infracción y la conveniencia de evitar estas prácticas; 
 
(17) II. El nivel jerárquico, los antecedentes, la antigüedad y las condiciones del infractor; 
 
(17) III. El monto del beneficio, daño o perjuicio económicos derivados de la infracción, y 
 
(17) IV. La reincidencia. 
 
(17) Para la suspensión, remoción e inhabilitación, la Comisión deberá oír previamente al interesado y al 
representante de la Sociedad Financiera Popular, Federación o Fondo de Protección, según se trate. 
 
(26) Asimismo, tratándose de los miembros del Consejo de Administración, directores o gerentes 
generales, comisario, auditores externos y miembros del Comité de Crédito, de las Sociedades 
Financieras Populares, la Comisión procederá en términos de este artículo a petición de las Federaciones, 
siempre que dichas Federaciones acrediten que las personas antes mencionadas no reúnan los 
requisitos al efecto establecidos o incurran de manera grave o reiterada en infracciones a la presente Ley 
y a las disposiciones de carácter general que de ella deriven. 
 
(26) Artículo 122 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares, así como las Federaciones y los Comités 
Técnico y el Administrador del Sistema de Protección del Ahorro, deberán proporcionar a la Comisión 
toda la información que les requiera para el adecuado cumplimiento de su tarea de supervisión. 
 
(26) Asimismo, las Sociedades Financieras Populares, así como las Federaciones y los Comités Técnico y el 
Administrador del Sistema de Protección del Ahorro deberán presentar la información y documentación 
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría, el Banco de México, la 
Comisión y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, 
dentro de los plazos y a través de los medios que las mismas establezcan. 
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(26) La Comisión podrá emitir disposiciones de carácter general que establezcan los plazos y medios para 
la entrega de la información que las Sociedades Financieras Populares, así como las Federaciones, el 
Fondo de Protección y sus respectivos comités deberán presentar a la Comisión. 
 
(26) Con el objeto de preservar la estabilidad financiera, evitar interrupciones o alteraciones en el 
funcionamiento del sistema financiero o del sistema de pagos, así como para facilitar el adecuado 
cumplimiento de sus funciones, la Secretaría, la Comisión, el Banco de México y la Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros deberán, a petición de parte 
interesada y en términos de los convenios a que se refiere el sexto párrafo de este artículo, intercambiar 
entre sí la información que tengan en su poder por haberla obtenido: 
 
(26) I. En el ejercicio de sus facultades; 
 
(26) II. Como resultado de su actuación en coordinación con otras entidades, personas o autoridades o 

bien, 
 
(26) III. Directamente de otras autoridades. 
 
(26) A la facultad mencionada en el párrafo anterior, no le serán oponibles las restricciones relativas a la 
información reservada o confidencial en términos de las disposiciones legales aplicables. Quien reciba la 
información a que se refiere este artículo será responsable administrativa y penalmente, en términos de 
la legislación aplicable, por la difusión a terceros de información confidencial o reservada. 
 
(26) Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, las autoridades señaladas deberán celebrar 
convenios de intercambio de información en los que especifiquen la información objeto de intercambio 
y determinen los términos y condiciones a los que deberán sujetarse para ello. Asimismo, dichos 
convenios deberán definir el grado de confidencialidad o reserva de la información, así como las 
instancias de control respectivas a las que se informarán los casos en que se niegue la entrega de 
información o su entrega se haga fuera de los plazos establecidos. 
 
(26) La Secretaría, la Comisión, el Banco de México y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros, en el ámbito de su competencia, estarán facultados para 
proporcionar a las autoridades financieras del exterior toda clase de información que estimen 
procedente para atender los requerimientos que les formulen, tales como documentos, constancias, 
registros, declaraciones y demás evidencias que tales autoridades tengan en su poder por haberla 
obtenido en el ejercicio de sus facultades. 
 
(26) Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, las autoridades deberán tener suscrito un acuerdo 
de intercambio de información con las autoridades financieras del exterior de que se trate, en el que se 
contemple el principio de reciprocidad. 
 
(26) La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada para entregar a las autoridades 
financieras del exterior la información protegida por disposiciones de confidencialidad que obre en su 
poder por haberla obtenido en el ejercicio de sus facultades, actuando en coordinación con otras 
entidades, personas o autoridades o bien directamente de otras autoridades. 
 
(26) El Banco de México estará facultado para entregar a las autoridades financieras del exterior la 
información protegida por disposiciones de confidencialidad que obre en su poder por haberla obtenido 
directamente en el ejercicio de sus facultades. Asimismo, el Banco de México estará facultado para 
entregar a las autoridades financieras del exterior información protegida o no por disposiciones de 
confidencialidad que obtenga de otras autoridades del país, únicamente en los casos en los que lo tenga 
expresamente autorizado en el convenio de intercambio de información por virtud del cual hubiere 
recibido dicha información. 
 
(26) En todo caso, la Comisión y el Banco de México podrán abstenerse de proporcionar la información a 
que se refieren los dos párrafos anteriores, cuando el uso que se le pretenda dar a la misma sea distinto 
a aquel para el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público, a la seguridad nacional o a los 
términos convenidos en el acuerdo de intercambio de información respectivo. 
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(26) La Secretaría, la Comisión, el Banco de México y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros deberán establecer mecanismos de coordinación para efectos de la 
entrega de la información a que se refiere este artículo a las autoridades financieras del exterior. 
 
(26) La entrega de información que se efectúe en términos del presente artículo no implicará transgresión 
alguna a las obligaciones de reserva, confidencialidad, secrecía o análogas que se deban observar 
conforme a las disposiciones legales aplicables. 
 
Artículo 123.- En los términos de la fracción VIl del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría y de la Comisión, celebrará 
convenios con las Entidades Federativas, a efecto de que éstas ejerzan las funciones que se acuerde para 
el cumplimiento de esta Ley. 
 
(17) Artículo 124.- Las Sociedades Financieras Populares, en términos de las disposiciones de carácter 
general que emita la Secretaría, escuchando la previa opinión de la Comisión, estarán obligadas, en 
adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 
 
(17) I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 

pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de 
los delitos previstos en los Artículos 139 ó 148 Bis del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse 
en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

 
(17) II. Presentar a la Secretaría, por conducto de la Comisión, reportes sobre: 
 

(17) a) Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus Clientes, relativos a la fracción 
anterior, y 

 
(17) b) Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción 

I de este artículo o que, en su caso pudiese contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de 
las disposiciones señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro 
del Consejo de Administración, administrador, comisario, directivo, funcionario, empleado, 
apoderado o algún miembro del Comité de Supervisión. 

 
(26) Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que 
deban reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo 
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se 
realicen, y las prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así 
como la periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. Los 
reportes deberán referirse cuando menos a operaciones que se definan por las disposiciones de carácter 
general como relevantes, internas preocupantes e inusuales. 
 
(26) Asimismo, la Secretaría en las citadas disposiciones de carácter general emitirá los lineamientos sobre 
el procedimiento y criterios que las Sociedades Financieras Populares deberán observar respecto de: 
 

(26) a) El adecuado conocimiento de sus Clientes, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que 
operen; 

 
(26) b) La información y documentación que dichas Sociedades Financieras Populares deban 

recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y 
servicios que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus Clientes; 

 
(26) c) La forma en que las mismas Sociedades Financieras Populares deberán resguardar y 

garantizar la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de 
sus Clientes o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios 
reportados conforme al presente artículo; 
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(26) d) Los términos para proporcionar capacitación al interior de las Sociedades Financieras 

Populares sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a 
que se refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento; 

 
(27) e) El uso de sistemas automatizados que coadyuven al cumplimiento de las medidas y 

procedimientos que se establezcan en las propias disposiciones de carácter general a que 
se refiere este artículo, y 

 
(26) f) El establecimiento de aquellas estructuras internas que deban funcionar como áreas de 

cumplimiento en la materia, al interior de cada Sociedad Financiera Popular. 
 
(17) Las Sociedades Financieras Populares deberán conservar, por al menos diez años, la información y 
documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u 
otros ordenamientos aplicables. 
 
(17) La Secretaría estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión, información y 
documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este 
Artículo. Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas a proporcionar dicha información y 
documentación. 
 
(27) Las Sociedades Financieras Populares deberán suspender de forma inmediata la realización de actos, 
operaciones o servicios con los clientes o usuarios que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público les 
informe mediante una lista de personas bloqueadas que tendrá el carácter de confidencial. La lista de 
personas bloqueadas tendrá la finalidad de prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran ubicarse en los supuestos previstos en los artículos referidos en la fracción I de este artículo. 
 
(27) La obligación de suspensión a que se refiere el párrafo anterior dejará de surtir sus efectos cuando la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público elimine de la lista de personas bloqueadas al cliente o usuario 
en cuestión. 
 
(27) La Secretaría de Hacienda y Crédito Público establecerá, en las disposiciones de carácter general a 
que se refiere este artículo, los parámetros para la determinación de la introducción o eliminación de 
personas en la lista de personas bloqueadas. 
 
(17) El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el Artículo 34 de esta Ley. 
 
(17) Las reglas y los lineamientos que de ellas deriven a que se refiere este Artículo deberán ser observadas 
por las Sociedades Financieras Populares, así como por los miembros del Consejo de Administración, 
administradores, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así como por 
los miembros del Comité de Supervisión, por lo cual, tanto las Sociedades Financieras Populares como 
las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que 
mediante dichas disposiciones se establezcan. 
 
(26) La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión conforme 
al procedimiento previsto en el artículo 131 de esta Ley, con multa equivalente del 10% al 100% del monto 
del acto, operación o servicio que se realice con un cliente o usuario que se haya informado que se 
encuentra en la lista de personas bloqueadas a que se refiere este artículo; con multa equivalente del 10% 
al 100% del monto de la operación inusual no reportada o, en su caso, de la serie de operaciones 
relacionadas entre sí del mismo cliente o usuario, que debieron haber sido reportadas como operaciones 
inusuales; tratándose de operaciones relevantes, internas preocupantes no reportadas, así como los 
incumplimientos a cualquiera de los incisos a), b), c), e) del tercer párrafo de este artículo, se sancionará 
con multa de 10,000 a 100,000 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal y en los demás 
casos de incumplimiento a este precepto y a las disposiciones que de él emanen multa de 1,000 a 30,000 
días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. 
 
(17) Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las Sociedades Financieras Populares, como a los 
miembros del Consejo de Administración, administradores, miembros del Comité de Supervisión, 
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comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así como a las personas físicas 
y morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades 
financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, 
la Comisión, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en el 
artículo 122 de esta Ley. 
 
(17) Los servidores públicos de la Secretaría y de la Comisión, las Sociedades Financieras Populares, los 
miembros de sus consejos de administración, administradores, comisarios, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados, así como los miembros del Comité de Supervisión, deberán abstenerse de dar 
noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este Artículo, a personas 
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, 
recibir o conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada 
en los términos de las Leyes correspondientes. 
 
(10) Artículo 124 bis.- Salvo que en las disposiciones específicas se establezca otro plazo, éste no podrá 
exceder de tres meses para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda. 
Transcurrido el plazo aplicable se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a 
menos que en las disposiciones aplicables se prevea lo contrario o bien que la solicitud correspondiente 
se acompañe de dictamen u opinión favorable de una Federación siempre que así se requiera en esta 
Ley o en las disposiciones que de ésta emanen. A petición del interesado, se deberá expedir constancia 
de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva 
ante la autoridad competente que deba resolver, conforme al Reglamento Interior respectivo. Igual 
constancia deberá expedirse cuando las disposiciones específicas prevean que transcurrido el plazo 
aplicable la resolución deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la constancia mencionada 
dentro del plazo citado, se fincará en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable. 
 
(17) Los requisitos de presentación y plazos, así como otra información relevante aplicables a las 
promociones que realicen las Sociedades Financieras Populares, Federaciones y Fondo de Protección 
deberán precisarse en disposiciones de carácter general. 
 
(10) Cuando el escrito inicial no contenga los datos o no cumpla con los requisitos previstos en las 
disposiciones aplicables, la autoridad deberá prevenir al interesado, por escrito y por una sola vez, para 
que dentro de un término que no podrá ser menor de diez días hábiles subsane la omisión. Salvo que en 
las disposiciones específicas se establezca otro plazo, dicha prevención deberá hacerse a más tardar 
dentro de la mitad del plazo de respuesta de la autoridad y, cuando éste no sea expreso, dentro de los 
veinte días hábiles siguientes a la presentación del escrito inicial. 
 
(10) Notificada la prevención, se suspenderá el plazo para que las autoridades administrativas resuelvan y 
se reanudará a partir del día hábil inmediato siguiente a aquel en que el interesado conteste. En el 
supuesto de que no se desahogue la prevención en el término señalado las autoridades desecharán el 
escrito inicial. 
 
Si las autoridades no hacen el requerimiento de información dentro del plazo correspondiente, no 
podrán rechazar el escrito inicial por incompleto. 
 
(10) Salvo disposición expresa en contrario, los plazos para que las autoridades contesten empezarán a 
correr el día hábil inmediato siguiente a la presentación del escrito correspondiente. 
 
(10) Artículo 124 bis 1.- Las autoridades administrativas competentes, a solicitud de la parte interesada 
podrán ampliar los plazos establecidos en la presente Ley, sin que dicha ampliación exceda, en ningún 
caso, de la mitad del plazo previsto originalmente en las disposiciones aplicables, cuando así lo exija el 
asunto y no tengan conocimiento de que se perjudica a terceros en sus derechos. 
 
(10) Artículo 124 bis 2.- No se les aplicará lo establecido en los Artículos 124 bis y 124 bis 1 a las autoridades 
administrativas en el ejercicio de sus atribuciones de supervisión, inspección y vigilancia. 
 
(18) Artículo 124 Bis 3.- Las Sociedades Financieras Populares deberán cerrar sus puertas y suspender 
operaciones en los días que señale la Comisión mediante disposiciones de carácter general. 
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(18) Los días señalados en los citados términos se podrán considerar inhábiles para todos los efectos 
legales, cuando así lo determine la propia Comisión. 
 
 

(18) TÍTULO SEXTO 
(18) DE LAS SANCIONES, DELITOS Y NOTIFICACIONES 

 
(18) Capítulo I 

(18) De las Sanciones 
 
(17) Artículo 125.- El incumplimiento o la violación a las normas de la presente Ley y a las disposiciones que 
emanen de ella, serán sancionados con multa que impondrá administrativamente la Comisión y se hará 
efectiva por la Secretaría. 
 
(17) Corresponderá a la Junta de Gobierno de la Comisión la imposición de sanciones, la que podrá delegar 
esta atribución en el presidente y los demás servidores públicos de la misma, en razón de la naturaleza 
de la infracción o del monto de las multas y tendrá asimismo la facultad indelegable de condonar, en su 
caso, total o parcialmente las multas impuestas. 
 
(17) Para efectos de las multas establecidas en el presente Capítulo se entenderá por días de salario, el 
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de cometerse la infracción. 
 
(28) Último párrafo.- Derogado. 
 
(26) Artículo 126.- Las infracciones a esta Ley o a las disposiciones que sean emitidas con base en ésta por 
la Secretaría o la Comisión serán sancionadas con multa administrativa que impondrá la citada Comisión, 
a razón de días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, conforme a lo siguiente: 
 
(26) I. Multa de 200 a 2,000 días de salario: 
 

(26) a) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 
de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no proporcionen 
dentro de los plazos establecidos para tal efecto, la información o documentación a que se 
refiere esta Ley o las disposiciones que emanan de ella, así como por omitir proporcionar la 
requerida por la Secretaría o por la Comisión; 

 
(26) b) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, por no proporcionar los 
estados financieros mensuales, trimestrales o anuales, dentro de los plazos establecidos en 
esta Ley o en las disposiciones que emanen de ella para tales efectos. Asimismo, a las citadas 
Sociedades por no publicar los estados financieros trimestrales o anuales, dentro de los 
plazos establecidos en esta Ley o en las disposiciones que de ella emanen para tales efectos; 

 
(26) c) A los auditores externos independientes y demás profesionistas o expertos que rindan o 

proporcionen dictámenes u opiniones a las Sociedades Financieras Populares, Sociedades 
Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV y Organismos de Integración 
Financiera Rural, que incurran en infracciones a la presente Ley o a las disposiciones que 
emanen de ella para tales efectos; 

 
(26) d) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no cumplan con lo 
señalado por el artículo 118 de esta Ley o por las disposiciones a que se refiere dicho precepto; 

 
(26) e) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no cumplan con lo 
previsto por el artículo 124 Bis 3 de esta Ley, así como las disposiciones que emanen de este; 

 
(26) f) A los socios de las Sociedades Financieras Populares que, en contravención a lo preceptuado 

por el artículo 42 de esta Ley, omitan pagar en efectivo las acciones que suscriban, y 
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(26) g) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que incumplan con 
cualquiera de las disposiciones a que se refieren las fracciones II, V, VIII y X del artículo 116 de 
esta Ley; 

 
(26) II. Multa de 1,000 a 5,000 días de salario, a las Sociedades Financieras Populares, Sociedades 

Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera 
Rural, que no cumplan con lo señalado por los artículos 117 o 119 de esta Ley o por las disposiciones 
a que se refieren dichos preceptos; 

 
(26) III. Multa de 3,000 a 15,000 días de salario: 
 

(26) a) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 
de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no cumplan con lo 
señalado por el artículo 13 de la presente Ley, y 

 
(26) b) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que se opongan u 
obstaculicen el ejercicio de las facultades que ésta y otras disposiciones aplicables le 
confieren a la Secretaría o a la Comisión. No se entenderá como obstaculización el hacer 
valer los recursos de defensa que la Ley prevé y en cualquier caso, previo a la sanción, se 
deberá oír al infractor; 

 
(26) IV. Multa de 5,000 a 20,000 días de salarios: 
 

(26) a) A las Sociedades Financieras Populares que den noticias o información de los depósitos, 
servicios o cualquier tipo de operaciones en contravención a lo dispuesto por el artículo 34 
de esta Ley, así como a las disposiciones de carácter general que emanen de este; 

 
(26) b) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no den cumplimiento 
a las acciones preventivas y correctivas ordenadas por la Comisión, en el ejercicio de sus 
atribuciones en materia de inspección y vigilancia, excepto aquellas previstas en la fracción 
V de este artículo; 

 
(26) c) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que incumplan con 
cualquiera de las disposiciones a que se refieren las fracciones III, IV, VI y VII del artículo 116 
de esta Ley; 

 
(26) d) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no cumplan con las 
obligaciones previstas en el artículo 33 de esta Ley, y 

 
(26) e) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no cumplan con los 
lineamientos y requisitos previstos en los artículos 35 y 46 Bis 1, según sea el caso, de la 
presente Ley, y 

 
(26) V. Multa de 20,000 a 100,000 días de salario: 
 

(26) a) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 
de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que proporcionen, en 
forma dolosa, información falsa, imprecisa o incompleta a las autoridades financieras, que 
tenga como consecuencia que no se refleje su verdadera situación financiera, 
administrativa, económica o jurídica, siempre y cuando se compruebe que el director 
general o algún miembro del Consejo de Administración de la Sociedad correspondiente 
tuvo conocimiento de tal acto, y 
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(26) b) A las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles 

de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, que no cumplan con 
cualquiera de las medidas correctivas a que se refiere el artículo 73 de esta Ley o las 
disposiciones que de él emanen. 

 
(26) En caso de que alguna de las infracciones contenidas en este artículo generen un daño 
patrimonial o un beneficio, se podrá imponer la sanción que corresponda adicionando a la 
misma hasta una y media veces el equivalente a dicho daño o al beneficio obtenido por el 
infractor, lo que resulte mayor. Se entenderá por beneficio la ganancia obtenida o la pérdida 
evitada para sí o para un tercero. 
 
(26) La Comisión podrá abstenerse de sancionar a las Sociedades Financieras Populares, 
Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV y Organismos de 
Integración Financiera Rural, siempre y cuando se justifique la causa de tal abstención de 
acuerdo con los lineamientos que para tales efectos emita la Junta de Gobierno de la propia 
Comisión, y se refieran a hechos, actos u omisiones que no revistan gravedad, no exista 
reincidencia, no se cuente con elementos que permitan demostrar que se afecten los 
intereses de terceros o del propio sistema financiero y no constituyan delito. 
 
(26) Se considerarán infracciones graves la violación a lo previsto por los artículos 34; 35; 73; 74; 
116, fracciones III y IV, cuando se produzca un daño, perjuicio o quebranto a la Sociedad por 
la operación de crédito objeto del incumplimiento a las disposiciones a que hace referencia 
dicho precepto; 116, fracción VI, cuando se incumplan los requerimientos de capital y con ello 
se actualice el régimen previsto en la fracción III del artículo 74 de esta Ley; 117, cuando se 
trate de omisiones o alteraciones de registros contables; 119 Bis 4, cuando se produzca un 
daño, perjuicio o quebranto a la Sociedad; 122 Bis, primer y segundo párrafos y 124, fracciones 
I por lo que hace a la falta de presentación a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, del 
documento de políticas de identificación y conocimiento del socio o cliente y II, primer 
párrafo, inciso a) por operaciones no reportadas, tercer párrafo de la fracción II, incisos e) y f), 
de esta Ley. En todo caso, se considerará grave cuando se proporcione a la Comisión 
información falsa o que dolosamente induzca al error, por ocultamiento u omisión. 

 
(18) Artículo 126 Bis.- A las Federaciones que no cumplan con lo señalado en la presente Ley, se les 
impondrán las sanciones siguientes: 
 
(18) I. De 500 a 3,000 días de salario a las Federaciones que no cumplan con los servicios pactados con 

las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de 
Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural, así como a otras personas morales 
con actividades financieras, en los términos de la fracción III del Artículo 52 de la presente Ley; 

 
(18) II. De 1,000 a 5,000 días de salario a las Federaciones que no cumplan con lo dispuesto en el Artículo 

43 Bis; 
 
(18) III. De 3,000 a 6,000 días de salario a las Federaciones que oculten u omitan informar a la autoridad 

de problemas de insolvencia o liquidez por parte de las Sociedades Financieras Populares, 
Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV y Organismos de Integración 
Financiera Rural; 

 
(18) IV. De 5,000 a 10,000 días de salario a las Federaciones que emitan dictamen favorable a favor de 

Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación 
I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural que no cumplen con los requisitos de esta Ley; 

 
(18) V. De 5,000 a 10,000 días de salario a las Federaciones que no presenten los informes periódicos que 

la Comisión establezca en las disposiciones de carácter general respecto de las Sociedades 
Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV y 
Organismos de Integración Financiera Rural que supervisa, y 
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(18) VI. De 5,000 a 10,000 días de salario a las Federaciones que no lleven a cabo las auditorías a los estados 
financieros de las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con 
Niveles de Operación I a IV y Organismos de Integración Financiera Rural en los términos 
señalados por esta Ley y las disposiciones que de ella emanen. 

 
(17) Artículo 127.- Las personas que realicen actividades, servicios u operaciones para las que esta Ley 
prevé que se requiere una autorización, sin tenerla, serán sancionadas con multa de 1,000 a 5,000 días de 
salario, de acuerdo a lo siguiente: 
 
(17) I. A las personas morales y establecimientos distintos a los autorizados que en su nombre usen las 

palabras Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias, Organismos de 
Integración Financiera Rural, u otras que expresen ideas semejantes en cualquier idioma, salvo 
aquellas exceptuadas por el segundo párrafo del Artículo 6 de esta Ley, y 

 
(17) II. A las personas morales y establecimientos distintos a los regulados por la presente Ley que en su 

nombre expresen ideas en cualquier idioma, por las que pueda inferirse que se trata de Sociedades 
Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias u Organismos de Integración 
Financiera Rural. 

 
(17) Artículo 128.- La infracción a cualquier otro precepto de esta Ley o de las disposiciones que de ella 
deriven, distinta de las señaladas expresamente en algún otro Artículo de esta Ley y que no tenga sanción 
especialmente señalada en este ordenamiento será sancionada con multa de 1,000 a 5,000 días de 
salario, o del 0.1% hasta el 1% de su capital mínimo pagado y reservas de capital, dependiendo de la 
naturaleza de la infracción. 
 
(27) Artículo 128 Bis.- La Comisión podrá, atendiendo a las circunstancias de cada caso, además de la 
imposición de la sanción que corresponda, amonestar al infractor, o bien, solamente amonestarlo, 
considerando sus antecedentes personales, la gravedad de la conducta, que no se cuente con elementos 
que permitan demostrar que se afecten intereses de terceros o del propio sistema financiero, que 
habiéndose causado un daño este haya sido reparado así como la existencia de atenuantes. 
 
(26) Artículo 129.- En los procedimientos administrativos previstos en esta Ley se admitirán las pruebas 
conducentes con los actos sujetos al procedimiento siempre y cuando las mismas sean ofrecidas en el 
plazo del desahogo de la garantía de audiencia. En el caso de la confesional a cargo de autoridades, esta 
deberá ser desahogada por escrito. 
 
(26) Una vez desahogado el derecho de audiencia a que se refiere el artículo 131 de esta Ley o bien, 
presentado el escrito mediante el cual se interponga recurso de revisión, previsto en el artículo 136 Bis, 
únicamente se admitirán pruebas supervenientes, siempre y cuando no se haya emitido la resolución 
correspondiente. 
 
(31) Concluido el plazo a que se refiere la fracción I del artículo 131, y en su caso el de su ampliación, la 
Comisión contará con un plazo de hasta sesenta días hábiles para el desahogo de las pruebas. Una vez 
desahogadas las pruebas, la Comisión notificará la apertura del periodo de cinco días hábiles para 
formular alegatos. La Comisión respectiva podrá realizar dicha notificación por estrados o por cualquier 
otro medio, que determine. 
(31) Al día hábil siguiente al vencimiento del plazo para formular alegatos, se tendrá por cerrada la 
instrucción y la Comisión contará con un plazo no mayor a ciento ochenta días hábiles para emitir y 
notificar la resolución que ponga fin al procedimiento a que se refiere el presente artículo. 
 
(17) La Comisión podrá allegarse de los medios de prueba que considere necesarios, así como acordar 
sobre la admisibilidad de las pruebas ofrecidas. Sólo podrán rechazarse las pruebas aportadas por los 
interesados cuando no fuesen ofrecidas conforme a derecho, no tengan relación con el fondo del asunto, 
sean improcedentes, innecesarias o contrarias a la moral o al derecho. La valoración de las pruebas se 
hará conforme a lo establecido por el Código Federal de Procedimientos Civiles. 
 
(17) Artículo 130.- La facultad de la Comisión para imponer las sanciones de carácter administrativo 
previstas en esta Ley, así como en las disposiciones que de ella emanen, caducará en un plazo de cinco 
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años, contado a partir del día hábil siguiente al que se realizó la conducta o se actualizó el supuesto de 
infracción. 
(17) El plazo de caducidad señalado en el párrafo inmediato anterior se interrumpirá al iniciarse los 
procedimientos relativos. Se entenderá que el procedimiento de que se trata ha iniciado, a partir de la 
notificación al presunto infractor del oficio mediante el cual se le concede el derecho de audiencia a que 
hace referencia la fracción I del Artículo 131 de esta Ley. 
 
(17) Para calcular el importe de las multas en aquellos supuestos contemplados por esta Ley a razón de 
días de salario, se tendrá como base el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal el día 
en que se realice la conducta sancionada o se actualice el supuesto que dé motivo a la sanción 
correspondiente. 
 
(17) Las multas que la citada Comisión imponga deberán ser pagadas dentro de los quince días hábiles 
siguientes al de su notificación. Cuando las multas no se paguen dentro del plazo señalado en este 
párrafo, su monto se actualizará desde el mes en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se 
efectúe, en los mismos términos que establece el Código Fiscal de la Federación para este tipo de 
supuestos. 
 
(17) En caso de que el infractor pague las multas impuestas por la mencionada Comisión dentro de los 
quince días referidos en el párrafo anterior, se aplicará una reducción en un veinte por ciento de su 
monto, siempre y cuando no se hubiere interpuesto medio de defensa alguno en contra de dicha multa. 
 
(26) Artículo 131.- La Comisión, en la imposición de sanciones de carácter administrativo a que se refiere 
esta Ley, se sujetará a lo siguiente: 
 
(30) I. Se otorgará audiencia al presunto infractor, quien, en un plazo de diez días hábiles contado a partir 

del día hábil siguiente a aquel en que surta efectos la notificación correspondiente, deberá 
manifestar por escrito lo que a su interés convenga y ofrecer pruebas. La Comisión, a petición de 
parte, podrá ampliar por una sola ocasión el plazo a que se refiere esta fracción, hasta por el mismo 
lapso, para lo cual considerará las circunstancias particulares del caso. La notificación surtirá 
efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; 

 
(26) II. En caso de que el presunto infractor no hiciere uso del derecho de audiencia a que se refiere la 

fracción anterior, dentro del plazo concedido o bien, habiéndolo ejercido no lograre desvanecer las 
imputaciones vertidas en su contra, se tendrán por acreditadas las infracciones imputadas y se 
procederá a la imposición de la sanción administrativa correspondiente; 

 
(26) III. Para la imposición de la sanción se tomará en cuenta, en su caso, lo siguiente: 
 

(26) a) El impacto a terceros o al sistema financiero que haya producido o pueda producir la 
infracción; 

 
(26) b) La reincidencia, las causas que la originaron y, en su caso, las acciones correctivas aplicadas 

por el presunto infractor. Se considerará reincidente al que haya incurrido en una infracción 
que haya sido sancionada y, en adición a aquella, cometa la misma infracción, dentro de los 
dos años inmediatos siguientes a la fecha en que haya quedado firme la resolución 
correspondiente. 

 
(26) La reincidencia se podrá sancionar con multa cuyo importe sea equivalente hasta el doble 
de la prevista originalmente; 

 
(26) c) La cuantía de la operación; 
 
(26) d) La condición económica del infractor a efecto de que la sanción no sea excesiva, y 
 
(26) e) La naturaleza de la infracción cometida. 

 
(26) IV. Tratándose de conductas calificadas por esta Ley como graves, en adición a lo establecido en la 

fracción III de este artículo, podrá tomar en cuenta cualquiera de los aspectos siguientes: 
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(26) a) El monto del quebranto o perjuicio patrimonial causado; 
 
(26) b) El lucro obtenido; 
 
(26) c) La falta de honorabilidad por parte del infractor, conforme a lo dispuesto por esta Ley y las 

disposiciones de carácter general que de ella emanen; 
 
(26) d) La negligencia inexcusable o dolo con que se hubiere actuado; 
 
(26) e) Que la conducta infractora a que se refiere el proceso administrativo pueda ser constitutiva 

de un delito, o 
 
(26) f) Las demás circunstancias que la Comisión estime aplicables para tales efectos. 

 
(17) Artículo 132.- Las sanciones serán impuestas por la Junta de Gobierno de la Comisión, la que podrá 
delegar esa facultad, en razón de la naturaleza de la infracción o del monto de la multa, al presidente o a 
los demás servidores públicos de esa Comisión. 
 
(19) Artículo 132 Bis.- Derogado. 
 
(17) Artículo 133.- Las multas a que se refiere el presente capítulo podrán ser impuestas a las Sociedades 
Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV, Organismos 
de Integración Financiera Rural y Federaciones, así como a los miembros del Consejo de Administración, 
directores generales, directivos, funcionarios, empleados o personas que ostenten un cargo, mandato, 
comisión o cualquier otro título jurídico que las citadas sociedades u organismos otorguen a terceros 
para la realización de sus operaciones, que hayan incurrido directamente o hayan ordenado la realización 
de la conducta materia de la infracción. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, atendiendo a las 
circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en el Artículo 122 de esta Ley. 
 
(26) Las multas impuestas por la Comisión a las Sociedades Financieras Populares, Sociedades Financieras 
Comunitarias con Niveles de Operación I a IV, Organismos de Integración Financiera Rural y 
Federaciones se harán efectivas por la Secretaría, una vez que hayan quedado firmes. 
 
(26) Artículo 134.- La Comisión considerará como atenuante en la imposición de sanciones 
administrativas, cuando el presunto infractor acredite ante la Comisión haber resarcido el daño causado, 
así como el hecho de que aporte información que coadyuve en el ejercicio de las atribuciones de la 
Comisión en materia de inspección y vigilancia, a efecto de deslindar responsabilidades. 
 
(26) Artículo 135.- Los procedimientos para la imposición de las sanciones administrativas a que se refiere 
esta Ley se iniciarán con independencia de la opinión de delito que, en su caso, emita la Comisión en 
términos del artículo 136 Bis 7 del presente ordenamiento legal. 
 
(26) Artículo 136.- Para tutelar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública gubernamental, 
la Comisión ajustándose a los lineamientos que apruebe su Junta de Gobierno, deberá hacer del 
conocimiento del público en general, a través de su portal de Internet las sanciones que al efecto 
imponga por infracciones a esta Ley o a las disposiciones que emanen de ella, para lo cual deberá señalar: 
 
(26) I. El nombre, denominación o razón social del infractor; 
 
(26) II. El precepto infringido, el tipo de sanción impuesta, monto o plazo, según corresponda y la 

conducta infractora, y 
 
(26) III. El estado que guarda la resolución, indicando si se encuentra firme o bien, si es susceptible de ser 

impugnada y en este último caso si se ha interpuesto algún medio de defensa y su tipo, cuando se 
tenga conocimiento de tal circunstancia por haber sido debidamente notificada por autoridad 
competente. 
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(26) En todo caso, si la sanción impuesta se deja sin efectos por alguna autoridad competente, deberá 
igualmente publicarse tal circunstancia. 
 
(26) La información antes señalada no será considerada como reservada o confidencial. 
 
(17) Artículo 136 Bis.- Los afectados con motivo de los actos de la Comisión que pongan fin a los 
procedimientos de autorizaciones o de la imposición de sanciones administrativas, podrán acudir en 
defensa de sus intereses interponiendo recurso de revisión, cuya interposición será optativa. 
 
(17) El recurso de revisión deberá interponerse por escrito dentro de los quince días hábiles siguientes a la 
fecha en que surta efectos la notificación del acto respectivo y deberá presentarse ante la Junta de 
Gobierno de la Comisión, cuando el acto haya sido emitido por dicha Junta o por el presidente de esa 
misma Comisión, o ante este último cuando se trate de actos realizados por otros servidores públicos. 
 
(17) El escrito mediante el cual se interponga el recurso de revisión deberá contener: 
 
(17) I. El nombre, denominación o razón social del recurrente; 
 
(17) II. Domicilio para oír y recibir toda clase de citas y notificaciones; 
 
(17) III. Los documentos con los que se acredita la personalidad de quien promueve; 
 
(17) IV. El acto que se recurre y la fecha de su notificación; 
 
(17) V. Los agravios que se le causen con motivo del acto señalado en la fracción IV anterior, y 
 
(17) VI. Las pruebas que se ofrezcan, las cuales deberán tener relación inmediata y directa con el acto 

impugnado. 
 
(17) Cuando el recurrente no cumpla con alguno de los requisitos a que se refieren las fracciones I a VI de 
este Artículo, la Comisión lo prevendrá, por escrito y por única ocasión, para que subsane la omisión 
prevenida dentro de los tres días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación de dicha 
prevención y, en caso, que la omisión no sea subsanada en el plazo indicado en este párrafo, dicha 
Comisión lo tendrá por no interpuesto. Si se omitieran las pruebas, se tendrán por no ofrecidas. 
 
(17) Artículo 136 Bis 1.- La interposición del recurso de revisión suspenderá los efectos del acto impugnado 
cuando se trate de multas. 
 
(17) Artículo 136 Bis 2.- El órgano encargado de resolver el recurso de revisión podrá: 
 
(17) I. Desecharlo por improcedente; 
 
(17) II. Sobreseerlo en los casos siguientes. 
 

(17) a) Por desistimiento expreso del recurrente. 
 
(17) b) Por sobrevenir una causal de improcedencia. 
 
(17) c) Por haber cesado los efectos del acto impugnado. 
 
(17) d) Las demás que conforme a la Ley procedan; 

 
(17) III. Confirmar el acto impugnado; 
 
(17) IV. Revocar total o parcialmente el acto impugnado, y 
 
(17) V. Modificar o mandar reponer el acto impugnado o dictar u ordenar expedir uno nuevo que lo 

sustituya. 
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(17) No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en la parte no impugnada por el recurrente. 
 
(17) El órgano encargado de resolver el recurso de revisión deberá atenderlo sin la intervención del servidor 
público de la Comisión que haya dictaminado la sanción administrativa que haya dado origen a la 
imposición del recurso correspondiente. 
 
(17) La resolución de los recursos de revisión deberá ser emitida en un plazo que no exceda a los noventa 
días hábiles posteriores a la fecha en que se interpuso el recurso, cuando deba ser resuelto por el 
presidente de la Comisión, ni a los ciento veinte días hábiles cuando se trate de recursos que sean 
competencia de su Junta de Gobierno. 
 
(17) La Comisión deberá prever los mecanismos que eviten conflictos de interés entre el área que emite la 
resolución objeto del recurso y aquella que lo resuelve. 
 
 

(27) Capítulo I BIS 
(27) De los programas de Autocorrección 

 
(26) Artículo 136 Bis 3.- Las Sociedades Financieras Populares, las Sociedades Financieras Comunitarias 
con Niveles de Operación I a IV, los Organismos de Integración Financiera Rural o las Federaciones, por 
conducto de su director general o equivalente y con la opinión del comité de auditoría, podrán someter 
a la autorización de la Comisión un programa de autocorrección cuando la Sociedad u Organismo de 
que se trate, en la realización de sus actividades, o el comité de auditoría como resultado de las funciones 
que tiene conferidas, detecten irregularidades o incumplimientos a lo previsto en esta Ley y demás 
disposiciones aplicables. 
 
(26) No podrán ser materia de un programa de autocorrección en los términos del presente artículo: 
 
(26) I. Las irregularidades o incumplimientos que sean detectados por la Comisión en ejercicio de sus 

facultades de inspección y vigilancia, antes de la presentación por parte de la Sociedad Financiera 
Popular, Sociedad Financiera Comunitaria con Niveles de Operación I a IV, Organismo de 
Integración Financiera Rural o Federación, del programa de autocorrección respectivo. 

 
(26) Se entenderá que la irregularidad fue detectada previamente por la Comisión, en el caso de las 
facultades de vigilancia, cuando se haya notificado a la Sociedad Financiera Popular, Sociedad 
Financiera Comunitaria con Niveles de Operación I a IV, Organismo de Integración Financiera 
Rural o Federación la irregularidad; en el caso de las facultades de inspección, cuando haya sido 
detectada en el transcurso de la visita de inspección, o bien, corregida con posterioridad a que 
haya mediado requerimiento en el transcurso de la visita; 

 
(26) II. Cuando la contravención a la norma de que se trate, corresponda a alguno de los delitos 

contemplados en esta Ley, o 
 
(26) III. Cuando se trate de alguna de las infracciones consideradas como graves en términos de esta Ley. 
 
(26) Artículo 136 Bis 4.- Los programas de autocorrección a que se refiere el artículo 136 Bis 3 de esta Ley, 
se sujetarán a las disposiciones de carácter general que emita la Comisión. Adicionalmente, deberán ser 
firmados por el presidente del comité de auditoría de la Sociedad Financiera Popular, Sociedad 
Financiera Comunitaria con Niveles de Operación I a IV, Organismo de Integración Financiera Rural o 
Federación, y ser presentados al Consejo de Administración u órgano equivalente en la sesión inmediata 
posterior a la solicitud de autorización presentada a la Comisión. Igualmente, deberá contener las 
irregularidades o incumplimientos cometidos indicando al efecto las disposiciones que se hayan 
considerado contravenidas; las circunstancias que originaron la irregularidad o incumplimiento 
cometido, así como señalar las acciones adoptadas o que se pretendan adoptar por parte de la Sociedad, 
Organismo o Federación para corregir la irregularidad o incumplimiento que motivó el programa. 
 
(26) En caso de que la Sociedad Financiera Popular, Sociedad Financiera Comunitaria con Niveles de 
Operación I a IV, Organismo de Integración Financiera Rural o Federación requiera de un plazo para 
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subsanar la irregularidad o incumplimiento cometido, el programa de autocorrección deberá incluir un 
calendario detallado de actividades a realizar para ese efecto. 
 
(26) Si la Comisión no ordena a la Sociedad Financiera Popular, Sociedad Financiera Comunitaria con 
Niveles de Operación I a IV, Organismo de Integración Financiera Rural o Federación de que se trate 
modificaciones o correcciones al programa de autocorrección dentro de los veinte días hábiles siguientes 
a su presentación, el programa se tendrá por autorizado en todos sus términos. 
 
(26) Cuando la Comisión ordene a la Sociedad Financiera Popular, Sociedad Financiera Comunitaria con 
Niveles de Operación I a IV, Organismo de Integración Financiera Rural o Federación modificaciones o 
correcciones con el propósito de que el programa se apegue a lo establecido en el presente artículo y 
demás disposiciones aplicables, la Sociedad, Organismo o Federación correspondiente contará con un 
plazo de cinco días hábiles contados a partir de la notificación respectiva para subsanar tales deficiencias. 
Dicho plazo podrá prorrogarse por única ocasión hasta por cinco días hábiles adicionales, previa 
autorización de la Comisión. 
 
(26) De no subsanarse las deficiencias a las que se refiere el párrafo anterior, el programa de autocorrección 
se tendrá por no presentado y, en consecuencia, las irregularidades o incumplimientos cometidos no 
podrán ser objeto de otro programa de autocorrección. 
 
(27) Artículo 136 Bis 5.- Durante la vigencia de los programas de autocorrección que hubiere autorizado 
la Comisión en términos de los artículos 136 Bis 3 y 136 Bis 4 de este ordenamiento, esta se abstendrá de 
imponer a las Sociedades Financieras Populares, las Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de 
Operación I a IV, los Organismos de Integración Financiera Rural o las Federaciones las sanciones 
previstas en esta Ley, por las irregularidades o incumplimientos cuya corrección contemplen dichos 
programas. Asimismo, durante tal periodo se interrumpirá el plazo de caducidad para imponer las 
sanciones, reanudándose hasta que se determine que no se subsanaron las irregularidades o 
incumplimientos objeto del programa de autocorrección. 
 
(27) El comité de auditoría en las Sociedades Financieras Populares, las Sociedades Financieras 
Comunitarias con Niveles de Operación I a IV, los Organismos de Integración Financiera Rural o las 
Federaciones estará obligado a dar seguimiento a la instrumentación del programa de autocorrección 
autorizado e informar de su avance tanto al Consejo de Administración y al director general o los órganos 
o personas equivalentes de la Sociedad, Organismo o Federación correspondiente como a la Comisión 
en la forma y términos que esta establezca en las disposiciones de carácter general a que se refiere el 
artículo 136 Bis 4 de esta Ley. Lo anterior, con independencia de la facultad de la Comisión para supervisar, 
en cualquier momento, el grado de avance y cumplimiento del programa de autocorrección. 
 
(27) Si como resultado de los informes del comité de auditoría o de las labores de inspección y vigilancia 
de la Comisión, ésta determina que no se subsanaron las irregularidades o incumplimientos objeto del 
programa de autocorrección en el plazo previsto, impondrá la sanción correspondiente aumentando el 
monto de ésta hasta en un 40 por ciento; siendo actualizable dicho monto en términos de disposiciones 
fiscales aplicables. 
 
(27) Artículo 136 Bis 6.- Las personas físicas y demás personas morales sujetas a la supervisión de la 
Comisión podrán someter a la autorización de la propia Comisión un programa de autocorrección 
cuando en la realización de sus actividades detecten irregularidades o incumplimientos a lo previsto en 
esta Ley y demás disposiciones aplicables, sujetándose a lo previsto por los artículos 136 Bis 3 a 136 Bis 5 
de esta Ley, según resulte aplicable. 
 
 
 
 
 

(27) Capítulo II 
 (27) De los delitos 
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(27) Artículo 136 Bis 7.- En los casos previstos en los artículos 136 Bis 8 a 143 de esta Ley, se procederá 
indistintamente a petición de la Secretaría, previa opinión de la Comisión, o bien a petición de la Sociedad 
de que se trate, o de quien tenga interés jurídico. 
 
(27) Para determinar el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial previstos en este 
Capítulo, se considerarán como días de salario, el salario mínimo general diario vigente en el Distrito 
Federal, en el momento de cometerse el delito de que se trate. 
 
(27) Lo dispuesto en los artículos citados, no excluye la imposición de las sanciones que conforme a otras 
leyes fueren aplicables, por la comisión de otro u otros delitos. 
 
(27) Artículo 136 Bis 8.- Serán sancionados con prisión de dos a diez años y multa de quinientos a cincuenta 
mil días de salario, los consejeros, directores o gerentes generales y demás directivos o empleados, 
comisarios o auditores externos de las Sociedades u Organismos o quienes intervengan directamente 
en la operación: 
 
(27) I. Que omitan u ordenen omitir registrar en los términos del artículo 117 de esta Ley, las operaciones 

efectuadas por la Sociedad u Organismo de que se trate, o que alteren u ordenen alterar los 
registros para ocultar la verdadera naturaleza de las operaciones realizadas, afectando la 
composición de activos, pasivos, cuentas contingentes o resultados; 

 
(27) II. Presenten a la Comisión datos, informes o documentos falsos o alterados sobre la solvencia del 

deudor o sobre el valor de las garantías que protegen los créditos; 
 
(27) III. Destruyan u ordenen que se destruyan total o parcialmente, los sistemas o registros contables o la 

documentación soporte que dé origen a los asientos contables respectivos, con anterioridad al 
vencimiento de los plazos legales de conservación; 

 
(27) IV. Destruyan u ordenen que se destruyan total o parcialmente, información, documentos o archivos, 

incluso electrónicos, con el propósito de impedir u obstruir los actos de inspección y vigilancia de 
la Comisión, así como la supervisión de la Federación; 

 
(27) V. Que proporcionen o permitan que se incluyan datos falsos en los documentos, informes, 

dictámenes, opiniones, estudios o calificación crediticia, que deban presentarse a la Comisión o a 
la Federación en cumplimiento de lo previsto en esta Ley; 

 
(27) VI. Que conociendo la falsedad sobre el monto de los activos o pasivos, concedan el préstamo o 

crédito, y 
 
(27) VII. Que, conociendo los vicios que señala la fracción III del artículo 137 de esta Ley, concedan el 

préstamo o crédito, si el monto de la alteración hubiere sido determinante para concederlo. 
 
(17) Artículo 137.- Se sancionará con prisión de tres meses a dos años y multa de treinta a dos mil días de 
salario cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, no 
exceda del equivalente a dos mil días de salario. 
 
(17) Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, exceda de 
dos mil y no de cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de dos a cinco años y multa de 
dos mil a cincuenta mil días de salario. 
 
(17) Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, exceda de 
cincuenta mil, pero no de trescientos cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de cinco a 
ocho años y multa de cincuenta mil a doscientos cincuenta mil días de salario. 
 
(17) Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, exceda de 
trescientos cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de ocho a quince años y multa de 
doscientos cincuenta mil a trescientos cincuenta mil días de salario. 
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(17) Considerando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, las sanciones previstas en 
este Artículo se impondrán a: 
 
(17) I. Las personas que con el propósito de obtener un préstamo o crédito, o de celebrar un contrato de 

arrendamiento financiero o de factoraje financiero proporcionen a una Sociedad u organismos, 
datos falsos sobre el monto de activos o pasivos de una entidad o persona física o moral, si como 
consecuencia de ello resulta quebranto o perjuicio patrimonial para la Sociedad; 

 
(26) II. Serán sancionados hasta en una mitad más de las penas previstas en este artículo, aquellos 

funcionarios, empleados, prestadores de servicios, comisionistas o comisionistas de terceros que 
participen en la solicitud o trámite para el otorgamiento del crédito, y conozcan la falsedad de los 
datos sobre los montos de los activos o pasivos de los acreditados, o que directa o indirectamente 
alteren o sustituyan la información mencionada, para ocultar los datos reales sobre dichos activos 
o pasivos; 

 
(17) III. Los consejeros, directivos, funcionarios, empleados o quienes intervengan directamente en la 

operación que, falsifiquen, alteren, simulen o a sabiendas realicen operaciones que resulten en 
quebranto o perjuicio al patrimonio de la Sociedad u organismo. 

 
(17) Se considerarán comprendidos dentro de lo dispuesto en el párrafo anterior y, 
consecuentemente, sujetos a iguales sanciones, los consejeros, directivos, funcionarios o 
empleados de las sociedades y organismos o quienes intervengan directamente en las 
operaciones que: 

 
(17) a) Realicen operaciones propias del objeto social de las sociedades y organismos con personas 

físicas o morales cuyo estado de insolvencia les sea conocido, si resulta previsible al realizar 
la operación que carecen de capacidad económica para pagar o responder por el importe 
de las operaciones realizadas que resulten en quebranto o perjuicio al patrimonio de las 
sociedades y organismos de que se trate. 

 
(17) b) Renueven préstamos, créditos o contratos de arrendamiento financiero, vencidos parcial o 

totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el inciso anterior. 
 
(17) c) Que renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que 

se refiere el inciso a) anterior si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de 
capacidad económica para pagar o responder por el importe de las sumas acreditadas, 
produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la Sociedad u organismo. 

 
(17) d) Que a sabiendas, permitan a un deudor desviar el importe del crédito, préstamo o bien 

arrendado en beneficio de terceros, reduciendo notoriamente su capacidad para pagar o 
responder por el importe de su obligación y, como consecuencia de ello, resulte quebranto 
o perjuicio patrimonial a la Sociedad u organismo. 

 
(17) Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera que 
causen un quebranto o perjuicio al patrimonio de la Sociedad u organismo, las operaciones que se 
celebren como parte de procesos de reestructuración de operaciones de pago que se realicen en 
términos del Artículo 33 de esta Ley; 

 
(17) IV. Las personas que para obtener préstamos o créditos o con el fin de celebrar contratos de 

arrendamiento financiero o de factoraje financiero, presenten avalúos que no correspondan a la 
realidad, de manera que el valor real de los bienes que se ofrecen en garantía sea inferior al importe 
del crédito o préstamo, bienes en arrendamiento o derechos del crédito, resultando quebranto o 
perjuicio patrimonial para la Sociedad u organismo; 

 
(17) V. Los acreditados que desvíen un crédito concedido o un bien dado en arrendamiento financiero 

por alguna Sociedad a fines distintos para los que se otorgó, si la fuente de recursos utilizada por 
la Sociedad u organismo proviene de fondos de fomento, fideicomisos públicos constituidos por 
el gobierno federal para el fomento económico u organismos internacionales, y 
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(17) VI. Los deudores que no destinen el importe del préstamo o crédito a los fines pactados, y como 
consecuencia de ello resulte quebranto o perjuicio patrimonial a la Sociedad u organismo. 

 
(17) Artículo 138.- Los consejeros, directores o gerentes generales y demás directivos, funcionarios y 
empleados de las sociedades y organismos, o quienes intervengan directamente en la operación, que 
con independencia de los cargos o intereses fijados por la Sociedad u organismo respectivo, por sí o por 
interpósita persona hayan obtenido de los sujetos de préstamo o crédito o de operaciones con divisas, 
beneficios por su participación en el trámite u otorgamiento del crédito, de los bienes objeto del 
arrendamiento, del contrato de factoraje o de operaciones con divisas, serán sancionados con pena de 
prisión de tres meses a tres años y con multa de treinta a quinientos días de salario cuando el beneficio 
no sea valuable, o el monto del beneficio no exceda de quinientos días de salario, en el momento de 
cometerse el delito; cuando el beneficio exceda de dicho monto serán sancionados con prisión de dos a 
diez años y multa de quinientos a cincuenta mil días de salario. 
 
(26) Artículo 139.- Los consejeros, directores o gerentes generales y demás directivos, funcionarios, 
comisarios, empleados, socios, prestadores de servicios o comisionistas que inciten u ordenen a 
directivos, empleados o a quien ostente un cargo o comisión de la Sociedad u Organismo a la comisión 
de los delitos que se refieren en los artículos 136 Bis 8 y 137, fracción II de esta Ley, serán sancionados 
hasta en una mitad más de las penas previstas en los artículos respectivos. 
 
(17) Artículo 140.- Serán sancionados con penas de prisión de tres a quince años y multa hasta de cien mil 
días de salario, las personas físicas, consejeros, directivos, funcionarios o administradores de personas 
morales que lleven a cabo operaciones de las reservadas para las Sociedades Financieras Populares, 
Sociedades Financieras Comunitarias y Organismos de Integración Financiera Rural, sin contar con las 
autorizaciones previstas en la Ley. 
 
(17) Asimismo, serán sancionados con prisión de uno a seis años las personas que por sí o a través de otra 
persona o por medio de nombres comerciales, por cualquier medio de publicidad se ostenten frente al 
público como Sociedad Financiera Popular, Sociedad Financiera Comunitaria y Organismo de 
Integración Financiera Rural, sin contar con la autorización para organizarse y funcionar con tal carácter, 
emitida por la Comisión. 
 
(26) Artículo 141.- Serán sancionados los servidores públicos de la Comisión, con la pena establecida para 
los delitos correspondientes más una mitad, según se trate de los delitos previstos en los artículos 136 Bis 
8 a 140 de esta Ley, cuando: 
 
(17) I. Oculten al conocimiento de sus superiores hechos que probablemente puedan constituir delito; 
 
(17) II. Permitan que los directivos o empleados de la Sociedad u organismo, alteren o modifiquen 

registros con el propósito de ocultar hechos que probablemente puedan constituir delito; 
 
(17) III. Obtengan o pretendan obtener un beneficio a cambio de abstenerse de informar a sus superiores 

hechos que probablemente puedan constituir delito; 
 
(17) IV. Ordenen o inciten a sus inferiores a alterar informes con el fin de ocultar hechos que 

probablemente puedan constituir delito; y 
 
(26) V. Inciten u ordenen no presentar la petición a que se refiere el Artículo 136 Bis 7 de esta Ley a quien 

esté facultado para ello. 
 
(18) Artículo 142.- Se sancionará con prisión de tres a quince años al miembro del Consejo de 
Administración, director general y cualquier otro directivo, funcionario o empleado de una Sociedad u 
organismo, que por sí o por interpósita persona, dé u ofrezca dinero o cualquier otra cosa a un servidor 
público de la Comisión, para que haga u omita un determinado acto relacionado con sus funciones. 
 
(18) Igual sanción se impondrá al servidor público de la Comisión, que por sí o por interpósita persona 
solicite u obtenga para sí o para otro, dinero o cualquier otra cosa, para hacer o dejar de hacer algún acto 
relacionado con sus funciones. 
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(27) Artículo 142 Bis.- Las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título 
jurídico que, para el desempeño de las actividades y operaciones que correspondan a las Sociedades 
Financieras Populares, Sociedades Financieras Comunitarias con Niveles de Operación I a IV y 
Organismos de Integración Financiera Rural, estas les hubieren otorgado, serán consideradas como 
funcionarios o empleados de dichas Sociedades u Organismo, para efectos de las responsabilidades 
administrativas y penales establecidas en el presente Título. 
 
(18) Artículo 143.- Los delitos previstos en esta Ley sólo admitirán comisión dolosa. La acción penal en los 
delitos previstos en esta Ley, perseguibles por petición de la Secretaría, por la Sociedad u organismo 
ofendido, o por quien tenga interés jurídico, prescribirá en tres años contados a partir del día en que 
dicha Secretaría, o la Sociedad u organismo, o quien tenga interés jurídico tengan conocimiento del 
delito y del probable responsable, y si no tienen ese conocimiento, en cinco años los cuales se 
computarán, conforme a las reglas establecidas en el Artículo 102 del Código Penal Federal. Una vez 
cubierto el requisito de procedibilidad, la prescripción seguirá corriendo según las reglas del Código 
Penal Federal. 
 
(18) Artículo 144.- Serán sancionados con prisión de dos a siete años todo aquél que habiendo sido 
removido, suspendido o inhabilitado, por resolución firme de la Comisión, en términos de lo previsto en 
el Artículo 122 de esta Ley, continúe desempeñando las funciones respecto de las cuales fue removido o 
suspendido o bien, ocupe un empleo, cargo o comisión, dentro del sistema financiero mexicano, a pesar 
de encontrarse suspendido o inhabilitado para ello. 
 
(18) Artículo 145.- Las penas previstas en esta Ley, se reducirán en un tercio cuando se acredite haber 
reparado el daño o haber resarcido el perjuicio ocasionado. 
 
(27) Artículo 145 Bis.- Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores presuma que una persona física 
o moral está realizando operaciones en contravención a lo dispuesto por el artículo 7 de esta Ley, o actúa 
como fiduciario sin estar autorizado para ello en ley, podrá nombrar un inspector y los auxiliares 
necesarios para que revisen la contabilidad y demás documentación de la negociación, empresa o 
establecimiento de la persona física o moral, a fin de verificar si efectivamente está realizando las 
operaciones mencionadas, en cuyo caso, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ordenar la 
suspensión inmediata de operaciones o proceder a la clausura de la negociación, empresa o 
establecimiento de la persona física o moral de que se trate. 
 
(27) El procedimiento de inspección, suspensión de operaciones y clausura a que se refiere el párrafo 
anterior es de interés público. Será aplicable en lo conducente lo dispuesto en el Capítulo Único, Título 
Quinto de esta Ley. 
 
 

(18) Capítulo III 
(18) De las Notificaciones 

 
(18) Artículo 146.- Las notificaciones de los requerimientos, visitas de inspección ordinarias y especiales, 
medidas cautelares, solicitudes de información y documentación, citatorios, emplazamientos, 
resoluciones de imposición de sanciones administrativas o de cualquier acto que ponga fin a los 
procedimientos de suspensión, revocación de autorizaciones a que se refiere la presente Ley, así como 
los actos que nieguen las autorizaciones a que se refiere la presente Ley y las resoluciones administrativas 
que le recaigan a los recursos de revisión y a las solicitudes de condonación interpuestos conforme a las 
Leyes aplicables, se podrán realizar de las siguientes maneras: 
 
(18) I. Personalmente, conforme a lo siguiente: 
 

(18) a) En las oficinas de las autoridades financieras, de acuerdo a lo previsto en el Artículo 149 de 
esta Ley. 

 
(18) b) En el domicilio del interesado o de su representante, en términos de lo previsto en los 

Artículos 150 y 153 de esta Ley. 
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(18) c) En cualquier lugar en el que se encuentre el interesado o su representante, en los supuestos 
establecidos en el Artículo 151 de esta Ley; 

 
(18) II. Mediante oficio entregado por mensajero o por correo certificado, ambos con acuse de recibo; 
 
(18) III. Por edictos, en los supuestos señalados en el Artículo 154 de esta Ley, y 
 
(18) IV. Por medio electrónico, en el supuesto previsto en el Artículo 155 de esta Ley. 
 
(18) Respecto a la información y documentación que deba exhibirse a los inspectores de la Comisión al 
amparo de una visita de inspección, se deberá observar lo previsto en el reglamento expedido por el 
Ejecutivo Federal, en materia de supervisión, al amparo de lo establecido en el Artículo 5, primer párrafo 
de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
 
(18) Para efectos de este capítulo, se entenderá por autoridades financieras a la Secretaría y a la Comisión. 
 
(18) Artículo 147.- Las autorizaciones, revocaciones de autorizaciones solicitadas por el interesado o su 
representante, los actos que provengan de trámites promovidos a petición del interesado y demás actos 
distintos a los señalados en el artículo 146 de esta Ley, podrán notificarse mediante la entrega del oficio 
en el que conste el acto correspondiente, en las oficinas de la autoridad que realice la notificación, 
recabando en copia de dicho oficio la firma y nombre de la persona que la reciba. 
 
(18) Asimismo, las autoridades financieras podrán efectuar dichas notificaciones por correo ordinario, 
telegrama, fax, correo electrónico o mensajería cuando el interesado o su representante se lo soliciten 
por escrito señalando los datos necesarios para recibir la notificación, dejando constancia en el 
expediente respectivo, de la fecha y hora en que se realizó. 
 
(18) También, se podrán notificar los actos a que se refiere el primer párrafo del presente Artículo por 
cualquiera de las formas de notificación señaladas en el Artículo 146 de esta Ley. 
 
(18) Artículo 148.- Las notificaciones de visitas de investigación y de la declaración de intervención a que 
se refiere esta Ley se realizarán en un solo acto y conforme a lo previsto en el reglamento a que hace 
referencia el penúltimo párrafo del Artículo 146 de esta Ley. 
 
(18) Artículo 149.- Las notificaciones personales podrán efectuarse en las oficinas de las autoridades 
financieras solamente cuando el interesado o su representante acuda a las mismas y manifieste su 
conformidad en recibir las notificaciones, para lo cual quien realice la notificación levantará por duplicado 
un acta que cumpla con la regulación aplicable a este tipo de actos. 
 
(18) Artículo 150.- Las notificaciones personales también podrán practicarse con el interesado o con su 
representante, en el último domicilio que hubiere proporcionado a la autoridad financiera 
correspondiente o en el último domicilio que haya señalado ante la propia autoridad en el procedimiento 
administrativo de que se trate, para lo cual se levantará acta en los términos a que se refiere el penúltimo 
párrafo de este Artículo. 
 
(18) En el supuesto de que el interesado o su representante no se encuentre en el domicilio mencionado, 
quien lleve a cabo la notificación entregará citatorio a la persona que atienda la diligencia, a fin de que el 
interesado o su representante lo espere a una hora fija del día hábil siguiente y en tal citatorio apercibirá 
al citado que de no comparecer a la hora y el día que se fije, la notificación la practicará con quien lo 
atienda o que en caso de encontrar cerrado dicho domicilio o que se nieguen a recibir la notificación 
respectiva, la hará mediante instructivo conforme a lo previsto en el Artículo 153 de esta Ley. Quien realice 
la notificación levantará acta en los términos previstos en el penúltimo párrafo de este Artículo. 
 
(18) El citatorio de referencia deberá elaborarse por duplicado y dirigirse al interesado o a su representante, 
señalando lugar y fecha de expedición, fecha y hora fija en que deberá esperar al notificador, quien 
deberá asentar su nombre, cargo y firma en dicho citatorio, el objeto de la comparecencia y el 
apercibimiento respectivo, así como el nombre y firma de quien lo recibe. En caso de que esta última no 
quisiera firmar, se asentará tal circunstancia en el citatorio, sin que ello afecte su validez. 
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(18) El día y hora fijados para la práctica de la diligencia motivo del citatorio, el encargado de realizar la 
diligencia se apersonará en el domicilio que corresponda, y encontrando presente al citado, procederá a 
levantar acta en los términos a que se refiere el penúltimo párrafo de este Artículo. 
 
(18) En el caso de que no comparezca el citado, la notificación se entenderá con cualquier persona que se 
encuentre en el domicilio en el que se realiza la diligencia; para tales efectos se levantará acta en los 
términos de este Artículo. 
 
(18) En todo caso, quien lleve a cabo la notificación levantará por duplicado un acta en la que hará constar, 
además de las circunstancias antes señaladas, su nombre, cargo y firma, que se cercioró que se 
constituyó y se apersonó en el domicilio buscado, que notificó al interesado, a su representante o persona 
que atendió la diligencia, previa identificación de tales personas, el oficio en el que conste el acto 
administrativo que deba notificarse, asimismo hará constar la designación de los testigos, el lugar, hora 
y fecha en que se levante, datos de identificación del oficio mencionado, los medios de identificación 
exhibidos, nombre del interesado, representante legal o persona que atienda la diligencia y de los 
testigos designados. Si las personas que intervienen se niegan a firmar o a recibir el acta de notificación, 
se hará constar dicha circunstancia en el acta, sin que esto afecte su validez. 
 
(18) Para la designación de los testigos, quien efectúe la notificación requerirá al interesado, a su 
representante o persona que atienda la diligencia para que los designe; en caso de negativa o que los 
testigos designados no aceptaran la designación, la hará el propio notificador. 
 
(18) Artículo 151.- En el supuesto de que la persona encargada de realizar la notificación hiciere la 
búsqueda del interesado o su representante en el domicilio a que se refiere el primer párrafo del Artículo 
150 de esta Ley, y la persona con quien se entienda la diligencia niegue que es el domicilio de dicho 
interesado o su representante, quien realice la diligencia levantará acta para hacer constar tal 
circunstancia. Dicha acta deberá reunir, en lo conducente, los requisitos previstos en el penúltimo párrafo 
del Artículo 150 del presente ordenamiento legal. 
 
(18) En el caso previsto en este precepto, quien efectúe la notificación podrá realizar la notificación 
personal en cualquier lugar en que se encuentre el interesado o su representante. Para los efectos de 
esta notificación, quien la realice levantará acta en la que haga constar que la persona notificada es de 
su conocimiento personal o haberle sido identificada por dos testigos, además de asentar, en lo 
conducente, lo previsto en el penúltimo párrafo del citado Artículo 150, o bien hacer constar la diligencia 
ante fedatario público. 
 
(18) Artículo 152.- Las notificaciones que se efectúen mediante oficio entregado por mensajería o por 
correo certificado, con acuse de recibo, surtirán sus efectos al día hábil siguiente a aquél que como fecha 
recepción conste en dicho acuse. 
 
(18) Artículo 153.- En el supuesto de que el día y hora señalados en el citatorio que se hubiere dejado en 
términos del Artículo 150 de esta Ley, quien realice la notificación encontrare cerrado el domicilio que 
corresponda o bien el interesado, su representante o quien atienda la diligencia, se nieguen a recibir el 
oficio motivo de la notificación, hará efectivo el apercibimiento señalado en el mencionado citatorio. Para 
tales efectos llevará a cabo la notificación, mediante instructivo que fijará en lugar visible del domicilio, 
anexando el oficio en el que conste el acto a notificar, ante la presencia de dos testigos que al efecto 
designe. 
 
(18) El instructivo de referencia se elaborará por duplicado y se dirigirá al interesado o a su representante. 
En dicho instructivo se harán constar las circunstancias por las cuales resultó necesario practicar la 
notificación por ese medio, lugar y fecha de expedición; el nombre, cargo y firma de quien levante el 
instructivo; el nombre, datos de identificación y firma de los testigos; la mención de que quien realice la 
notificación se cercioró de que se constituyó y se apersonó en el domicilio buscado, y los datos de 
identificación del oficio en el que conste el acto administrativo que deba notificarse. 
 
(18) El instructivo hará prueba de la existencia de los actos, hechos u omisiones que en él se consignen. 
 
(18) Artículo 154.- Las notificaciones por edictos se efectuarán en el supuesto de que el interesado haya 
desaparecido, hubiere fallecido, se desconozca su domicilio o exista imposibilidad de acceder a él, y no 
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tenga representante conocido o domicilio en territorio nacional o se encuentre en el extranjero sin haber 
dejado representante. 
 
(18) Para tales efectos, se publicará por tres veces consecutivas un resumen del oficio respectivo, en un 
periódico de circulación nacional, sin perjuicio de que la autoridad financiera que notifique difunda el 
edicto en la página electrónica de la red mundial denominada “Internet” que corresponda a la autoridad 
financiera que notifique; indicando que el oficio original se encuentra a su disposición en el domicilio que 
también se señalará en dicho edicto. 
 
(18) Artículo 155.- Las notificaciones por medios electrónicos, con acuse de recibo, podrán realizarse 
siempre y cuando el interesado o su representante así lo haya aceptado o solicitado expresamente por 
escrito a las autoridades financieras a través de los sistemas automatizados y mecanismos de seguridad 
que las mismas establezcan. 
 
(18) Artículo 156.- Las notificaciones que no fueren efectuadas conforme a este capítulo, se entenderán 
legalmente hechas y surtirán sus efectos el día hábil siguiente a aquél en el que el interesado o su 
representante se manifiesten sabedores de su contenido. 
 
(18) Artículo 157.- Para los efectos de esta Ley se tendrá por domicilio para oír y recibir notificaciones 
relacionadas con los actos relativos al desempeño de su encargo como miembros del Consejo de 
Administración, directores generales, comisarios, directores, gerentes, funcionarios, directivos que 
ocupen la jerarquía inmediata inferior a la del director general, y demás personas que puedan obligar 
con su firma a las sociedades y organismos regulados por esta Ley, el del lugar en donde se encuentre 
ubicada la Sociedad u organismo a la cual presten sus servicios, salvo que dichas personas señalen por 
escrito a la Comisión un domicilio distinto, el cual deberá ubicarse dentro del territorio nacional. 
 
(18) En los supuestos señalados en el párrafo anterior, la notificación se podrá realizar con cualquier 
persona que se encuentre en el citado domicilio. 
 
(18) Para lo previsto en este Artículo, se considerará como domicilio de la Sociedad u organismo el último 
que hubiere proporcionado ante la propia Comisión o en el procedimiento administrativo de que se trate. 
 
(18) Artículo 158.- Las notificaciones a que se refiere este capítulo surtirán sus efectos al día hábil siguiente 
al que: 
 
(18) I. Se hubieren efectuado personalmente; 
 
(18) II. Se hubiere entregado el oficio respectivo en los supuestos previstos en los Artículos 146 y 155 de la 

presente Ley; 
 
(18) III. Se hubiere efectuado la última publicación a que se refiere el Artículo 154 de esta Ley, y 
 
(18) IV. Se hubiere efectuado por correo ordinario, telegrama, fax, medio electrónico o mensajería. 
 
 

TRANSITORIOS 
 
PRIMERO.- El artículo Primero del presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación, con excepción de lo señalado en los artículos Transitorios siguientes. 
 
El artículo Segundo del presente Decreto entrará en vigor a los dos años de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
El artículo Tercero del presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, con excepción del artículo 26 contenido en el mismo, el cual entrará en vigor a 
los dos años de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Las Sociedades de Ahorro y Préstamo, las Uniones de Crédito y las Sociedades Cooperativas 
que tengan intención de sujetarse a los términos establecidos en la Ley de Ahorro y Crédito Popular, 
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deberán registrarse ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en un término no mayor a seis 
meses contados a partir de la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación, 
manifestando al efecto su nombre, denominación, domicilio, número de socios y demás datos que sobre 
su actividad solicite dicho organismo. 
 
TERCERO.- Las Sociedades de Ahorro y Préstamo, las Uniones de Crédito que capten depósitos de 
ahorro, así como las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo y aquéllas que cuenten con 
secciones de ahorro y préstamo, constituidas con anterioridad al inicio de la vigencia de la Ley de Ahorro 
y Crédito Popular, contarán con un plazo de dos años a partir de la fecha que establece el primer párrafo 
del artículo PRIMERO Transitorio anterior para solicitar de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la 
autorización para operar como Entidad, sujetándose a lo dispuesto por el artículo OCTAVO Transitorio y 
debiendo obtener el dictamen favorable de alguna Federación, con arreglo a lo dispuesto por la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular. 
 
Concluido el plazo anterior, las sociedades y las Uniones de Crédito que no hubieren obtenido la 
autorización referida deberán abstenerse de captar recursos, en caso contrario se ubicarán en los 
supuestos de infracción previstos por la Ley de Ahorro y Crédito Popular y por las disposiciones que 
resulten aplicables. 
 
CUARTO.- Las sociedades de ahorro y préstamo y las Uniones de Crédito que capten depósitos de ahorro 
continuarán sujetas a la supervisión y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en 
términos de lo establecido en la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, hasta 
en tanto no se sujeten a lo señalado en el artículo TERCERO Transitorio. 
 
QUINTO.- Los Organismos de Integración que sean autorizados conforme a la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular dentro del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la misma, contarán con un plazo de 
dos años a partir de su autorización, para cumplir con el número mínimo de diez Entidades y cinco 
Federaciones afiliadas, en términos del artículo 53 de la misma ley, según se trate. 
 
(20) SEXTO.- Derogado. 
 
(3) SEPTIMO.- Derogado. 
 
(6) OCTAVO.- Para efectos de la fracción I del artículo 53 de la misma Ley, las Federaciones que soliciten 
su autorización dentro de un plazo de cuatro años contados a partir de la entrada en vigor de la Ley, 
deberán presentar los documentos en que, a juicio de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se 
manifieste la intención de cuando menos ocho sociedades para afiliarse a dicha Federación, en el 
entendido de que al menos dos de las sociedades deberán cumplir los requisitos del artículo 10 de esta 
Ley, con excepción de las fracciones VIII y IX. 
 
(7) Las Federaciones que obtengan la autorización de la Comisión en términos de este artículo, contarán 
con el plazo a que se refiere el cuarto párrafo de la fracción I del artículo 53 de esta Ley, para reunir el 
número mínimo de Entidades afiliadas. 
 
NOVENO.- A partir de la fecha de inicio de vigencia establecida en el primer párrafo del artículo PRIMERO 
Transitorio, las Federaciones autorizadas administrarán de forma provisional los Fondos de Protección, 
hasta que dichas Federaciones formen parte de alguna Confederación autorizada o convengan con 
alguna de ellas el traspaso de los recursos que integran dichos fondos en los términos del Capítulo IV del 
Título Tercero de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
Concluido un plazo de dos años a partir del inicio de vigencia de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, las 
Federaciones que no se encuentren en los supuestos contemplados en el párrafo anterior, podrán 
solicitar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores una prórroga que no podrá exceder de dos años 
para continuar administrando el Fondo de Protección de sus Entidades, de lo contrario se ubicarán en la 
causal de revocación prevista por la fracción IX del artículo 60 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. En 
este último caso, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con arreglo a las disposiciones de carácter 
general que emita al efecto, determinará el destino de los recursos que integran los Fondos de 
Protección respectivos. 
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(20) DECIMO.- Derogado. 
 
(20) DECIMO PRIMERO.- Derogado.  
 
DECIMO SEGUNDO.- El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
tomará las medidas pertinentes y proveerá lo necesario en términos de las disposiciones aplicables, para 
que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros estén en posibilidad de cumplir con las funciones conferidas en la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
DECIMO TERCERO.- Las solicitudes de autorización presentadas a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público para constituir y operar Sociedades de Ahorro y Préstamo, y que no hayan sido resueltas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, se entenderán resueltas en 
sentido negativo, por lo que los interesados correspondientes podrán iniciar el procedimiento para 
obtener la autorización a que se refiere el artículo 9º. de la misma Ley. 
 
Las solicitudes a que hace referencia el párrafo anterior serán devueltas a los interesados por la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, dentro de un plazo que no excederá de cuarenta y cinco días naturales 
contados a partir de la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 
 
DECIMO CUARTO.- Durante los dos años siguientes a la entrada en vigor de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con un plazo de ciento ochenta días 
naturales para emitir la resolución a que se refiere el artículo 9° de la Ley citada, respecto de las solicitudes 
de autorización para operar como Entidad que le sean remitidas por las Federaciones. 
 
DECIMO QUINTO.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con un plazo de 180 días 
naturales contados a partir de la publicación de este Decreto para emitir todas las reglas y disposiciones 
de carácter general que deban ser formuladas según se señala en la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
DECIMO SEXTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a esta Ley. 
 
México, D.F., a 30 de abril de 2001.- Dip. Ricardo García Cervantes, Presidente.- Sen. Enrique Jackson 
Ramírez, Presidente.- Dip. Manuel Medellín Milán, Secretario.- Sen. Yolanda González Hernández, 
Secretaria.- Rúbricas. 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los treinta y un días del 
mes de mayo de dos mil uno.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
 
 

TRANSITORIOS 
(Del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 

Ley de Ahorro y Crédito Popular, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 27 de 
enero de 2003) 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación.  
 
(9) SEGUNDO.- El plazo a que se refiere el segundo párrafo del Artículo Primero Transitorio del Decreto 
del 4 de junio de 2001 por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será hasta el 31 de diciembre 
de 2005. 
 
(9) TERCERO.- El plazo a que se refiere el tercer párrafo del Artículo Primero Transitorio del Decreto del 4 
de junio de 2001 por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será hasta el 31 de diciembre de 
2005. 
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CUARTO.- El plazo a que se refiere el artículo Segundo Transitorio del Decreto del 4 de junio de 2001 por 
el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será de dos años.  
 
(9) QUINTO.- El plazo a que se refiere el primer párrafo del Artículo Tercero Transitorio del Decreto del 4 
de junio de 2001 por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será hasta el 31 de diciembre de 
2005. 
 
(9) SEXTO.- Los grupos de personas a que se refiere el Artículo 38-P de la Ley General de Organizaciones 
y Actividades Auxiliares del Crédito deberán sujetarse a lo establecido por el Artículo 4 bis de esta Ley, a 
más tardar el 31 de diciembre de 2005. 
 
(9) Concluido el plazo anterior, las asociaciones, sociedades civiles y sociedades cooperativas, así como los 
grupos de personas físicas que no se sujeten a lo establecido por el Artículo 4 bis de esta Ley, deberán 
abstenerse de captar recursos, en caso contrario se ubicarán en los supuestos de infracción previstos por 
la Ley de Ahorro y Crédito Popular y por las disposiciones que resulten aplicables. 
 
(8) Tercer párrafo.- Derogado. 
 
(8) Cuarto párrafo.- Derogado. 
 
(8) Quinto párrafo.- Derogado. 
 
(8) Sexto párrafo.- Derogado. 
 
SEPTIMO.- El plazo a que se refiere el artículo Quinto Transitorio del Decreto del 4 de junio de 2001 por el 
que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular para que sean autorizados los Organismos de 
Integración será de tres años.  
 
OCTAVO.- Se deroga el artículo Séptimo Transitorio del Decreto del 4 de junio de 2001 por el que se 
expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular.  
 
(9) NOVENO.- El plazo a que se refiere el Artículo Octavo Transitorio del Decreto del 4 de junio de 2001 por 
el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será hasta el 31 de diciembre de 2005. 
 
(9) DECIMO.- El plazo a que se refiere el segundo párrafo del Artículo Noveno Transitorio del Decreto del 
4 de junio de 2001 por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será hasta el 31 de diciembre 
de 2005. En este último caso, el destino de los recursos que integren los Fondos de Protección 
respectivos, se determinará observando lo dispuesto en el Artículo 105 de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular. 
 
(9) DECIMO PRIMERO.- El plazo a que se refiere el Artículo Décimo Cuarto Transitorio del Decreto del 4 
de junio de 2001 por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será hasta el 31 de diciembre de 
2005. 
 
DECIMO SEGUNDO.- El plazo a que se refiere el artículo Décimo Quinto Transitorio del Decreto del 4 de 
junio de 2001 por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular será de dos años. 
 
México, D.F., a 10 de diciembre de 2002.- Dip. Beatríz Elena Paredes Rangel, Presidenta.- Sen. Enrique 
Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Adrián Rivera Pérez, Secretario.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés 
Secretaria.- Rúbricas. 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del 
mes de enero de dos mil tres.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
 
 

TRANSITORIO 
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(Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito; de la Ley de Ahorro y Crédito Popular; de la Ley de los Sistemas 
de Ahorro para el Retiro; de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas; de la Ley General 
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros; de la Ley del Mercado de Valores; 

de la Ley de Sociedades de Inversión, y de la Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, publicado en el Diario  Oficial de la Federación del 28 

de enero de 2004). 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
México, D.F., a 28 de diciembre de 2003.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Juan de Dios 
Castro Lozano, Presidente.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretario.- Dip. Ma. de Jesús Aguirre 
Maldonado, Secretario.- Rúbricas". 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del 
mes de enero de dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
 
 

TRANSITORIOS 
(Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, así como de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios 

Financieros, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de febrero de 2005). 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones legales y administrativas que se opongan al 
presente Decreto. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las Federaciones a que se refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular podrán afiliar 
y prestar servicios de asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación a sociedades o asociaciones que, 
sin haber obtenido autorización para constituirse y organizarse como Entidades, puedan captar recursos 
de sus socios o clientes para su colocación entre éstos en los términos de esa Ley. 
 
Las sociedades o asociaciones que se afilien a una Federación en términos de lo dispuesto por este 
artículo, no podrán participar en las sesiones de los órganos sociales de la Federación cuando se traten 
asuntos que estén relacionados, directa o indirectamente, con la organización, integración, 
funcionamiento y desempeño del Comité de Supervisión correspondiente, o con cualquier otro aspecto 
relacionado con la supervisión auxiliar que ejerza la Federación. No podrán formar parte del Comité de 
Supervisión de la Federación, personas que tengan vínculos laborales o económicos con las sociedades 
o asociaciones que la propia Federación tenga afiliadas en términos de este artículo. 
 
Las restricciones previstas en el párrafo anterior, deberán hacerse constar expresamente en los estatutos 
sociales o bases constitutivas de las Federaciones, así como en su reglamento interior. 
 
México, D.F., a 14 de diciembre de 2004.- Sen. Diego Fernández de Cevallos Ramos, Presidente.- 
Dip. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretaria.- Dip. Antonio 
Morales de la Peña, Secretario.- Rúbricas". 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del 
mes de febrero de dos mil cinco.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
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TRANSITORIOS 

(Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005) 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- Salvo por lo previsto en el segundo párrafo de este artículo, el presente Decreto 
entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
El Artículo Quinto Transitorio del presente Decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2006. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones legales y administrativas que se opongan al 
presente Decreto. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las sociedades o asociaciones que capten recursos de sus socios o asociados para 
su colocación entre éstos, y que hayan solicitado la autorización de la Comisión para operar como 
Entidades antes del 31 de diciembre de 2005, podrán seguir captando recursos hasta en tanto reciban 
una respuesta de la Comisión a su solicitud de autorización. 
 
Lo anterior no será aplicable a aquellas sociedades que presenten su solicitud de autorización 
acompañada de un dictamen desfavorable de alguna Federación. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las sociedades o asociaciones 
que tengan por objeto la captación de recursos entre sus socios o asociados para su colocación entre 
éstos, así como las uniones de crédito que capten depósitos de ahorro, las sociedades de ahorro y 
préstamo y las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y aquellas con secciones de ahorro y 
préstamo, deberán obtener, a más tardar el 31 de diciembre de 2005, la autorización de la Comisión para 
operar como Entidades.  
 
En caso que no obtengan la autorización correspondiente de la Comisión, las personas a que se refiere 
este precepto deberán abstenerse de realizar actividades que impliquen la captación de recursos, salvo 
que, al 31 de diciembre de 2005, cumplan con los requisitos siguientes: 
 
I.  La asamblea general de socios o asociados de la sociedad o asociación de que se trate, acuerde llevar 

a cabo los actos necesarios para obtener la autorización de la Comisión para constituirse y operar 
como Entidad y sujetarse a los términos y condiciones previstos en este artículo. El acuerdo de la 
asamblea deberá incluir la conformidad de ésta para que la sociedad o asociación asuma las 
obligaciones que se originen de los programas a que se refiere la fracción III de este artículo. 

 
De igual forma, la asamblea, en su carácter de órgano supremo de la sociedad o asociación 
correspondiente, deberá aprobar su afiliación a una Federación autorizada por la Comisión, y/o la 
celebración de un contrato de prestación de servicios, en términos de lo señalado en la fracción II de 
este artículo, manifestando que dichos actos quedarán sujetos al cumplimiento de los programas a 
que se refiere la fracción III de este precepto. 

 
Asimismo, la asamblea general de socios o asociados, deberá expresar su consentimiento para que 
la sociedad o asociación sea evaluada y clasificada de conformidad con lo establecido en la fracción 
IV de este artículo, manifestando además que conoce y está de acuerdo con el contenido de la 
metodología y criterios que se utilicen para efectos de su evaluación y clasificación. 

 
Los órganos de administración de las sociedades o asociaciones deberán adoptar los acuerdos 
mencionados en los párrafos anteriores; 

 
II.  Se afilie a una Federación autorizada por la Comisión, o en su defecto, celebre con alguna de ellas, 

un contrato de prestación de servicios que prevea, entre otros aspectos, que la Federación le 
proporcione asesoría técnica, legal, financiera y/o de capacitación, y que permita a la Federación 
evaluar el cumplimiento de la sociedad o asociación a lo previsto en este artículo. 

 
Dicho contrato deberá tener como anexo los programas a que se refiere la fracción III de este 
precepto. 
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La Federación deberá verificar, previamente a la celebración de los actos referidos en el párrafo 
anterior, que la sociedad o asociación haya dado cumplimiento a lo previsto en la fracción I de este 
artículo; 

 
III.  Participar, en programas de asesoría, capacitación y seguimiento con la Federación a la que se 

hayan afiliado y/o con la que, en su caso, hayan celebrado el contrato de prestación de servicios a 
que se refiere la fracción anterior. Dichos programas deberán ser llevados a cabo por la referida 
Federación con la opinión de un consultor con experiencia en finanzas populares contratado por el 
Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo. 

 
Los programas a que hace referencia el párrafo anterior deberán considerar, en su caso, los Trabajos 
de Consolidación definidos en el Artículo 2, fracción XI, de la Ley que crea el Fideicomiso que 
Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo 
y de Apoyo a sus Ahorradores; 

 
IV.  Haber sido clasificadas por la Federación a que se refiere la fracción II anterior con la opinión del 

consultor correspondiente, en las categorías a que se refieren los incisos a) a c) de esta fracción. Para 
efectos de lo anterior, las Federaciones con la opinión del consultor, deberán evaluar a las sociedades 
o asociaciones correspondientes, con base en la metodología y criterios que formulen de manera 
conjunta con los consultores y que se den a conocer por conducto del Banco del Ahorro Nacional y 
Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo. 

 
La metodología y criterios, conforme a los cuales la Federación evaluará a las sociedades o asociaciones, 
deberán prever como mínimo que la clasificación de las sociedades o asociaciones se efectúe 
considerando principalmente su estabilidad financiera, así como otros aspectos relacionados con su 
organización y funcionamiento tales como, control interno, gobierno corporativo, contabilidad y otras 
características. 
 
Para efectos de lo previsto en esta fracción, la Federación con la opinión de los consultores, clasificará a 
las sociedades o asociaciones en alguna de las categorías siguientes: 
 

a)  Categoría A. Aquellas sociedades o asociaciones que estén en posibilidades de cumplir con los 
requisitos mínimos para solicitar la autorización de la Comisión para constituirse y operar como 
Entidades en términos de esta Ley; 

 
b)  Categoría B. Aquellas sociedades o asociaciones que requieran de un plan de estabilización 

financiera y operativa, así como de un programa de ajuste para estar en posibilidades de 
cumplir con los requisitos mínimos para solicitar la autorización de la Comisión para 
constituirse y operar como Entidades; 

 
c)  Categoría C. Aquellas sociedades o asociaciones que requieran llevar a cabo un proceso de 

reestructuración que pueda implicar, entre otros aspectos, su fusión con otra sociedad, su 
escisión o la transmisión de activos y pasivos, entre otros, y que además puedan necesitar 
apoyos financieros, a fin de estar en posibilidad de cumplir los requisitos mínimos para solicitar 
la autorización a la Comisión para constituirse y operar como Entidades, o 

 
d)  Categoría D. Aquellas sociedades o asociaciones que no estén en posibilidad de cumplir con los 

requisitos mínimos para poder solicitar la autorización para constituirse y operar como 
Entidades. 

 
No se considerará dentro de los requisitos que las sociedades o asociaciones deban cumplir para obtener 
la autorización de la Comisión en términos de lo previsto en esta fracción, al dictamen a que se refiere el 
Artículo 9 de esta Ley, y 
 
V.  Den cumplimiento a todas y cada una de las obligaciones, términos y condiciones contenidas en los 

programas establecidos con base en la fracción III de este artículo. 
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Para tales efectos, la Federación con la opinión del consultor, deberá evaluar periódicamente el 
cumplimiento de los programas de asesoría, capacitación y seguimiento referidos en el segundo párrafo 
de la fracción III anterior. 
 
En el evento de que la Federación detecte algún posible incumplimiento a las obligaciones consignadas 
en los programas establecidos con base en la fracción III de este artículo, deberá notificar este hecho a la 
sociedad o asociación de que se trate, a fin de que ésta en un plazo de quince días hábiles contados a 
partir de la fecha de la notificación, subsane las observaciones respectivas a satisfacción de la Federación 
con la opinión del consultor. En caso contrario, o bien de no atenderse la notificación en el plazo 
correspondiente, la Federación deberá dar por terminada la afiliación o el contrato de prestación de 
servicios celebrado con la sociedad o asociación de que se trate, e informará de este hecho a la Comisión, 
a efecto de que dicho órgano desconcentrado tome las acciones que conforme a derecho correspondan. 
La terminación anticipada a que se refiere este párrafo, no generará responsabilidad alguna a cargo de 
la Federación. 
 
La Federación de igual forma, y para efectos de lo dispuesto en el penúltimo párrafo del artículo Quinto 
Transitorio de este Decreto, deberá dar aviso de lo anterior al Banco del Ahorro Nacional y Servicios 
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo. 
 
(14) Las sociedades o asociaciones que cumplan con todos y cada uno de los requisitos previstos en este 
precepto, podrán continuar realizando las operaciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo 
hasta el 31 de diciembre de 2008. Lo anterior, en el entendido de que a más tardar en esa fecha, deberán 
presentar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores su solicitud de autorización para organizarse y 
funcionar como Entidades. 
 
Las Federaciones publicarán semestralmente en el Diario Oficial de la Federación y en cuando menos un 
periódico de amplia circulación en el ámbito geográfico en el que operen, un listado en el que se 
mencionen las sociedades o asociaciones que hayan afiliado o asesoren en términos de lo previsto en la 
fracción II del presente artículo y que cumplan con los requisitos señalados en este precepto. 
 
(14) Las sociedades o asociaciones a que se refiere este artículo que al 31 de diciembre de 2008 no 
presenten su solicitud de autorización a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para organizarse y 
funcionar como Entidades o que se ubiquen en el supuesto de incumplimiento señalado en el tercer 
párrafo de la fracción V de este artículo, deberán abstenerse de realizar operaciones que impliquen 
captación. En caso contrario, se ubicarán en los supuestos de infracción previstos por la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular y por las disposiciones que resulten aplicables. 
 
Las sociedades o asociaciones a que se refiere este precepto que incumplan alguno de los requisitos 
previstos en este artículo, o bien no obtengan la autorización de la Comisión para operar como Entidades 
en la fecha a que se refiere el párrafo anterior, deberán hacer esta situación del conocimiento de sus 
socios o asociados, mediante publicación en un periódico de amplia circulación en las plazas en las que 
operen, así como mediante la colocación de avisos en sus oficinas o sucursales. Lo anterior sin perjuicio 
de que la Federación respectiva deberá hacer este hecho del conocimiento público mediante las Citadas 
publicaciones. 
 
(14) Para efectos de lo previsto en este precepto, la fracción III del artículo 3, los párrafos primero, tercero y 
quinto del Artículo 5, el segundo párrafo del Artículo 6, el párrafo primero del Artículo 7, el párrafo primero 
del Artículo 8, los Artículos 38-A a 38-Q, el párrafo primero del Artículo 45 bis-3, el Artículo 51, el párrafo 
sexto del Artículo 53 y el párrafo segundo del Artículo 78 de la Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, seguirán aplicando en los términos vigentes para aquellas Sociedades 
de Ahorro y Préstamo que cumplan con los requisitos contenidos en este artículo, hasta en tanto la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores resuelva su solicitud de autorización para operar como 
Entidades de Ahorro y Crédito Popular. 
 
ARTÍCULO QUINTO.- Las sociedades o asociaciones a que se refiere el primer párrafo del artículo anterior, 
podrán distribuir productos, servicios y programas gubernamentales, actuar como agentes de pago de 
los mencionados programas y otorgar créditos o prestar servicios relacionados con éstos, cuando 
cumplan con los requisitos siguientes: 
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I.  Se hayan sujetado al régimen previsto en el Artículo Cuarto Transitorio de este Decreto; 
 
II.  Hayan sido clasificadas en las categorías a que se refieren los incisos a) y b) de la fracción IV del 

Artículo Cuarto Transitorio anterior, y 
 
III.  Se sujeten en todo momento a las reglas de operación de los apoyos, programas o servicios 

gubernamentales correspondientes, así como a las demás normas o disposiciones o acuerdos que 
resulten aplicables. 

 
El Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, deberá 
enviar a la Secretaría de la Función Pública un listado de las sociedades o asociaciones que al 31 de 
diciembre de 2005 estén en posibilidades de realizar las operaciones referidas en el primer párrafo de 
este artículo, dentro de los treinta días naturales siguientes a la citada fecha. 
 
En caso de que en términos de lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción V del artículo anterior, 
el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, tenga 
conocimiento de que una sociedad o asociación que realice operaciones de las previstas en este artículo, 
incumpla con los requisitos establecidos en las fracciones I y II de este precepto, deberá informarlo a la 
Secretaría de la Función Pública, a fin de que dicha Secretaría, por conducto de los Órganos Internos de 
Control correspondientes, lo haga del conocimiento de las dependencias, entidades u organismos de la 
Administración Pública Federal encargadas de la administración y distribución de programas, productos 
o apoyos gubernamentales. 
 
Las sociedades o asociaciones que a la entrada en vigor del presente artículo, realicen las operaciones a 
que se refiere este artículo y que no cumplan con los requisitos que en él se señalan, deberán abstenerse 
de continuar realizando dichas operaciones contando con un plazo de hasta ciento veinte días naturales 
contados a partir de la entrada en vigor de este Decreto, para pagar, liquidar, finiquitar o dar por 
terminadas las operaciones vigentes a esa fecha. 
 
ARTÍCULO SEXTO.- Las Federaciones podrán afiliar hasta el 31 de diciembre de 2005, así como prestar 
servicios de asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación, a sociedades o asociaciones de las 
referidas en el primer párrafo del Artículo Cuarto Transitorio anterior que tengan intención de sujetarse 
a los términos de esta Ley. A partir de la fecha anteriormente indicada, las Federaciones solamente 
podrán mantener afiliadas a Entidades o a sociedades o asociaciones que cumplan con lo previsto en el 
Artículo Cuarto Transitorio de este Decreto. 
 
Las sociedades o asociaciones que se afilien a una Federación en términos de lo dispuesto por este 
artículo, no podrán participar en las sesiones de los órganos sociales de la Federación cuando se traten 
asuntos que estén relacionados, directa o indirectamente, con el régimen previsto en el artículo Cuarto 
Transitorio de este Decreto; con la organización, integración, funcionamiento y desempeño del Comité 
de Supervisión correspondiente, o con cualquier otro aspecto relacionado con la supervisión auxiliar que 
ejerza la Federación. No podrán formar parte del Comité de Supervisión de la Federación, personas que 
tengan vínculos laborales o económicos con las sociedades o asociaciones que la propia Federación 
tenga afiliadas en términos de este artículo. 
 
Las restricciones previstas en el párrafo anterior, deberán hacerse constar expresamente en los estatutos 
sociales o bases constitutivas de las Federaciones, así como en su reglamento interior. 
 
(22) ARTÍCULO SÉPTIMO.- Derogado. 
 
ARTÍCULO OCTAVO.- Las sociedades de ahorro y préstamo y las uniones de crédito que cumplan con lo 
previsto en el Artículo Cuarto Transitorio de este Decreto y que hayan sido clasificadas en las categorías 
a que se refieren los incisos a) y b) de la fracción IV del citado artículo, podrán llevar a cabo, hasta el 31 de 
diciembre de 2005 o, en su caso, hasta el vencimiento del plazo a que se refiere el propio Artículo Cuarto 
Transitorio de este Decreto, las operaciones siguientes: 
 
I.  La recepción y emisión de órdenes de pago, transferencias y remesas de dinero, todas ellas en 

moneda nacional, mediante abono en cuenta o para pago en ventanilla; 
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II.  La distribución y pago de productos, servicios y programas gubernamentales, mediante abono en 
cuenta o pago en ventanilla; 

 
III. El otorgamiento de créditos y la prestación de otros servicios relacionados con programas 

gubernamentales; 
 
IV.  La recepción de créditos de fideicomisos públicos o de fomento, de conformidad con los 

lineamientos, programas o reglas que esos fideicomisos expidan para tales efectos, y 
 
V.  La recepción de créditos de la Financiera Rural, en calidad de Intermediarios Financieros Rurales 

conforme a la Ley que regula al citado organismo descentralizado, y en general, de otras 
dependencias, entidades y organismos de la Administración Pública Federal, sujetándose a los 
lineamientos, programas o reglas que la misma Financiera Rural o demás entidades expidan para 
tales efectos. 

 
Las operaciones previstas en este artículo, podrán llevarse a cabo en beneficio de socios o terceros, 
siempre que, en este último caso se permita a los terceros de que se trate su participación como socios 
en un plazo que no deberá exceder de doce meses. 
 
En la realización de las operaciones previstas en las fracciones II y III de este precepto, las sociedades de 
ahorro y préstamo y las uniones de crédito, deberán someterse a lo dispuesto en el Artículo Quinto 
Transitorio de este Decreto. 
 
Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, en la realización de las operaciones previstas en las 
fracciones I, II, y IV del presente artículo, las uniones de crédito deberán someterse a las Reglas de 
Carácter General mediante las que se autoriza a las uniones de crédito a llevar a cabo, de manera 
temporal, la distribución y pago de remesas de dinero, la distribución y pago de productos, servicios y 
programas todos ellos gubernamentales y la recepción de créditos de fideicomisos públicos, como 
actividades análogas y conexas a las establecidas por el Artículo 40 de la Ley General de Organizaciones 
y Actividades Auxiliares del Crédito, publicadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el 
Diario Oficial de la Federación de fecha 19 de noviembre de 2003. 
 
No será aplicable en la realización de las operaciones contenidas en este artículo lo previsto en el artículo 
38-K de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 
 
A las Sociedades de Ahorro y Préstamo y Uniones de Crédito que de conformidad con lo establecido en 
la Ley de Ahorro y Crédito Popular sean autorizadas por la Comisión como Entidades de Ahorro y Crédito 
Popular, les será revocada la autorización que les hubiere sido otorgada en términos de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito a partir de la fecha en que surta efectos la 
autorización para operar como Entidad de Ahorro y Crédito Popular, sin que se ubiquen en estado de 
disolución y liquidación. 
 
(21) ARTÍCULO NOVENO.- Las sociedades, asociaciones civiles y sociedades de solidaridad social, que 
capten recursos de sus Socios o asociados para su colocación entre éstos, distintas a Sociedades 
Cooperativas de cualquier tipo, que tengan la intención de solicitar la autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para constituirse y operar como Entidades de Ahorro y Crédito Popular, 
podrán transformarse en Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo o en sociedades anónimas 
mediante acuerdo de la mayoría de los Socios o asociados con derecho a voto. Las sociedades de 
solidaridad social que se transformen en términos de este Artículo, perderán dicho carácter a partir de la 
fecha en que surta efectos a terceros el acuerdo de transformación, por lo que quedarán sin efectos por 
ministerio de Ley, las autorizaciones o permisos que la autoridad competente hubiere otorgado para que 
se constituyeran con el carácter de Sociedad de solidaridad social. Lo anterior no implicará que se 
ubiquen en estado de disolución y liquidación. 
 
El acuerdo de transformación adoptado de conformidad con lo señalado en el párrafo anterior deberá 
protocolizarse ante Fedatario Público. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO.- Se modifican las fechas de 1 de septiembre de 2004 y 30 de junio de 2004 a que 
hace referencia el primer párrafo de la fracción V del artículo 8 de la Ley que crea el Fideicomiso que 
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administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de 
Apoyo a sus Ahorradores, para quedar en 31 de diciembre de 2005 y 1 de enero de 2006, respectivamente. 
 
Asimismo, se modifica la fecha a que hace referencia la fracción VI del artículo 8 de la misma ley, para 
quedar en 31 de diciembre de 2005. 
 
Se prorroga el periodo durante el cual operará el Fideicomiso que administrará el fondo para el 
Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores a que 
hace referencia el Artículo Tercero Transitorio del Decreto por el que se expidió la referida Ley, publicado 
el 29 de diciembre del 2000, para que concluya doce meses después de la fecha a que hace referencia el 
cuarto párrafo del Artículo Cuarto Transitorio del presente Decreto o cuando se extinga su patrimonio, lo 
que suceda primero. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Las asociaciones y sociedades que tengan por objeto la captación de 
recursos entre sus socios o asociados para su colocación entre éstos y que se hayan constituido con 
posterioridad al 4 de junio de 2001 y hasta la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, excepto 
aquellas a que se refiere el Artículo 4 bis de esta Ley, deberán abstenerse de realizar nuevas operaciones 
a partir del día hábil siguiente a la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación 
y deberán llevar a cabo los actos necesarios para la liquidación de las operaciones que impliquen 
captación de recursos que a dicha fecha tengan concertadas. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en protección de los intereses del público ahorrador 
así como del interés público, las asociaciones o sociedades a que se refiere este precepto podrán 
continuar realizando las operaciones referidas, siempre y cuando cumplan con lo siguiente: 
 
I.  Se registren ante una Federación a más tardar el 5 de junio de 2005; 
 
II.  Declaren, bajo protesta de decir verdad, a la Federación ante la cual se registren, que sus socios, 

asociados, consejeros y administradores, según sea el caso: (i) no han sido condenados por sentencia 
irrevocable por la comisión de delitos considerados como financieros o patrimoniales y (ii) no están 
sujetas a algún procedimiento penal tendiente al fincamiento de responsabilidades legales por 
cualquiera de los delitos considerados como financieros o patrimoniales; 

 
III.  Acrediten a la Federación ante la cual se registren que, al momento de su constitución, el número 

de sus socios o asociados no era superior a 250 personas y que el monto total de sus activos era 
inferior al equivalente a 350,000 unidades de inversión en ese mismo momento, y 

 
IV.  A más tardar el 31 de diciembre de 2005, se sujeten a lo dispuesto por el Artículo Cuarto Transitorio 

del presente Decreto. 
 
México, D.F., a 26 de abril de 2005.- Dip. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Sen. Diego Fernández 
de Cevallos Ramos, Presidente.- Dip. Marcos Morales Torres, Secretario.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, 
Secretaria.- Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintiséis días del 
mes de mayo de dos mil cinco.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
 
 
 
 

TRANSITORIO 
(Decreto por el que se reforma el artículo 46 de la Ley de Ahorro y  

Crédito Popular, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 28 de junio de 2005) 
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ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
México, D.F., a 27 de abril de 2005.- Dip. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Sen. Diego Fernández 
de Cevallos Ramos, Presidente.- Dip. Marcos Morales Torres, Secretario.- Sen. Yolanda E. González 
Hernández, Secretaria.- Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los treinta y un días 
del mes de mayo de dos mil cinco.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Santiago Creel Miranda.- Rúbrica. 
 
 

TRANSITORIOS 
(Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Ley 

General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de 

Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, 
Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor 

Agregado y del Código Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006) 

 
PRIMERO.- Entrarán en vigor el día siguiente de la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la 
Federación: 
 
I.  El artículo Primero del presente Decreto; 
 
II.  Las reformas a los artículos 4; 7 y 95 Bis, así como a la identificación del Capítulo Único del Título 

Quinto y las adiciones al Título Quinto con el Capítulo II, que incluye los artículos 87-B a 87-Ñ, y al 
artículo 89 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, contenidas en 
el artículo Segundo de este Decreto; 

 
III.  Las reformas a los artículos 46 y 89, así como la adición al artículo 73 Bis de la Ley de Instituciones 

de Crédito, contenidas en el artículo Tercero de este Decreto, y 
 
IV.  Los artículos Noveno, Décimo y Décimo Primero del Presente Decreto. 
 
A partir de la entrada en vigor a que se refiere este artículo, las operaciones de arrendamiento financiero 
y factoraje financiero no se considerarán reservadas para las arrendadoras financieras y empresas de 
factoraje financiero, por lo que cualquier persona podrá celebrarlas en su carácter de arrendador o 
factorante, respectivamente, sin contar con la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
referida en el artículo 5 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 
 
Las sociedades financieras de objeto limitado podrán seguir actuando con el carácter de fiduciarias en 
los fideicomisos a los que se refiere el artículo 395 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 
hasta que queden sin efectos las autorizaciones que les haya otorgado la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, en términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito, salvo 
que adopten la modalidad de sociedad financiera de objeto múltiple, en cuyo caso podrán continuar en 
el desempeño de su encomienda fiduciaria. 
 
SEGUNDO.- Las personas que, a partir de la fecha de entrada en vigor de las disposiciones a que se refiere 
el artículo primero transitorio de este Decreto, realicen operaciones de arrendamiento financiero y 
factoraje financiero, en su carácter de arrendador o factorante, respectivamente, sin contar con la 
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público referida en el artículo 5 de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, se sujetarán a las disposiciones aplicables a dichas 
operaciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. A dichas personas no les será aplicable 
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el régimen que la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito prevé para las 
arrendadoras financieras y empresas de factoraje. 
 
En los contratos de arrendamiento financiero y factoraje financiero que celebren las personas a que se 
refiere este artículo, ellas deberán señalar expresamente que no cuentan con la autorización de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público prevista en el artículo 5 de la Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito y que, excepto tratándose de sociedades financieras de objeto múltiple 
reguladas, no están sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención 
deberá señalarse en cualquier tipo de información que, con fines de promoción de sus servicios, utilicen 
las personas señaladas. 
 
TERCERO.- Entrarán en vigor a los siete años de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial 
de la Federación, las reformas a los artículos 5, 8, 40, 45 Bis 3, 47, 48, 48-A, 48-B, 78, 96, 97, 98 y 99, así 
como la derogación a los artículos 3 y 48 y del Capítulo II del Título Segundo, que incluye los artículos 24 
a 38, del Capítulo II Bis del Título Segundo, que incluye los artículos 45-A a 45-T, de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito contenidas en el artículo Segundo de este Decreto. 
 
A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas y derogaciones señaladas en el párrafo anterior, 
las autorizaciones que haya otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para la constitución y 
operación de arrendadoras financieras y empresas de factoraje financiero quedarán sin efecto por 
ministerio de ley, por lo que las sociedades que tengan dicho carácter dejarán de ser organizaciones 
auxiliares del crédito. 
 
Las sociedades señaladas en el párrafo anterior no estarán obligadas a disolverse y liquidarse por el hecho 
de que, conforme a lo dispuesto por el párrafo anterior, queden sin efecto las autorizaciones respectivas, 
aunque, para que puedan continuar operando, deberán: 
 
I.  Reformar sus estatutos sociales a efecto de eliminar cualquier referencia expresa o de la cual se 

pueda inferir que son organizaciones auxiliares del crédito y que se encuentran autorizadas por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para constituirse y funcionar con tal carácter. 

 
II.  Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar en la fecha en que entren en 

vigor las reformas y derogaciones señalada en el primer párrafo de este artículo, el instrumento 
público en el que conste la reforma estatutaria referida en la fracción anterior, con los datos de la 
respectiva inscripción en el Registro Público de Comercio. 

 
Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, 
en estado de disolución y liquidación, sin necesidad de acuerdo de asamblea general de accionistas. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con independencia de que se cumpla o no con los requisitos 
señalados en las fracciones anteriores, publicará en el Diario Oficial de la Federación que las 
autorizaciones a que se refiere este artículo han quedado sin efecto. 
 
La entrada en vigor de las reformas y derogación a que este artículo transitorio se refiere no afectará la 
existencia y validez de los contratos que, con anterioridad a la misma, hayan suscrito aquellas sociedades 
que tenían el carácter de arrendadoras financieras y empresas de factoraje financiero, ni será causa de 
ratificación o convalidación de esos contratos. Sin perjuicio de lo anterior, a partir de la entrada en vigor 
señalada en este artículo, los contratos de arrendamiento y factoraje financiero a que se refiere este 
párrafo se regirán por las disposiciones correlativas de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
En los contratos de arrendamiento financiero y factoraje financiero que las sociedades celebren con 
posterioridad a la fecha en que, conforme a lo dispuesto por este artículo, queden sin efecto las 
respectivas autorizaciones que les haya otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, aquellas 
deberán señalar expresamente que no cuentan con autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público y que, excepto tratándose de sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, no están 
sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención deberá señalarse 
en cualquier tipo de información que, con fines de promoción de sus servicios, utilicen las sociedades 
señaladas. 
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CUARTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público solo dará trámite a las solicitudes de autorización 
que, para la constitución y operación de arrendadoras financieras y empresas de factoraje financiero, en 
términos de lo dispuesto por la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, hayan 
sido presentadas antes de la fecha en que se publique en el Diario Oficial de la Federación el presente 
Decreto. Las autorizaciones que, en su caso se otorguen solo estarán vigentes hasta la fecha en que se 
cumplan siete años de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación y 
quedarán sujetas a lo dispuesto por el artículo que antecede. 
 
QUINTO.- Entrarán en vigor a los siete años de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de 
la Federación, las reformas, adiciones y derogaciones a los artículos 45-A, 45-B, 45-D, 45-I, 45-K, 45-N, 49, 
85 BIS, 103, 108, 115 y 116 de la Ley de Instituciones de Crédito contenidas en el artículo Tercero de este 
Decreto. 
 
A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas y derogaciones señaladas en el párrafo anterior, 
las autorizaciones que hayan sido otorgadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en términos 
del artículo 103, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito, a las sociedades financieras de objeto 
limitado, quedarán sin efecto por ministerio de ley, sin que por ello estén obligadas a disolverse y 
liquidarse, aunque, para que puedan continuar operando, deberán: 
 
I.  Reformar sus estatutos sociales, a afecto de eliminar cualquier referencia expresa o de la cual se 

pueda inferir que son sociedades financieras de objeto limitado y que se encuentran autorizadas 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para ello. 

 
II.  Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar en la fecha en que entren en 

vigor las reformas y derogaciones señaladas en el primer párrafo de este artículo, el instrumento 
público en el que conste la reforma estatutaria referida en la fracción anterior, con los datos de la 
respectiva inscripción en el Registro Público de Comercio. 

 
Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, 
en estado de disolución y liquidación, sin necesidad de acuerdo de asamblea general de accionistas. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con independencia de que se cumpla o no con los requisitos 
señalados en las fracciones anteriores, publicará en el Diario Oficial de la Federación que las 
autorizaciones a que se refiere este artículo han quedado sin efecto. 
 
La entrada en vigor de las reformas, adiciones y derogaciones a los artículos de la Ley de Instituciones de 
Crédito señalados en este artículo transitorio no afectará la existencia y validez de los contratos que, con 
anterioridad a la misma, hayan suscrito las sociedades que tenían el carácter de sociedades financieras 
de objeto limitado, ni será causa de ratificación o convalidación de esos contratos. 
 
En los contratos de crédito que las sociedades celebren con posterioridad a la fecha en que, conforme a 
lo dispuesto por este artículo, queden sin efecto las respectivas autorizaciones que les haya otorgado la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, aquellas deberán señalar expresamente que no cuentan con 
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Igual mención deberá señalarse en cualquier 
tipo de información que, con fines de promoción de sus servicios, utilicen las sociedades señaladas. 
 
SEXTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público solo dará trámite a las solicitudes que, para obtener 
la autorización señalada en el artículo 103, fracción IV, de la Ley de Instituciones Crédito y en términos de 
lo dispuesto por la misma ley, hayan sido presentadas antes de la fecha en que se publique en el Diario 
Oficial de la Federación el presente Decreto. Las autorizaciones que, en su caso se otorguen solo estarán 
vigentes hasta la fecha en que se cumplan siete años de la publicación del presente Decreto en el Diario 
Oficial de la Federación y quedarán sujetas a lo dispuesto por el artículo que antecede. 
 
SÉPTIMO.- Las arrendadoras financieras, empresas de factoraje financiero y sociedades financieras de 
objeto limitado que, antes de la fecha en que se cumplan siete años de la publicación del presente 
Decreto en el Diario Oficial de la Federación, pretendan celebrar operaciones de arrendamiento 
financiero, factoraje financiero y otorgamiento de crédito sin sujetarse al régimen de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y de la Ley de Instituciones de Crédito que, según sea 
el caso, les sean aplicables, deberán: 
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I.  Acordar en asamblea de accionistas que las operaciones de arrendamiento financiero, factoraje 

financiero y crédito que realicen dichas sociedades con el carácter de arrendador, factorante o 
acreditante se sujetarán al régimen de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y, en su 
caso, al de sociedades financieras de objeto múltiple previsto en la General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito; 

 
II.  Reformar sus estatutos sociales, a efecto de eliminar, según corresponda, cualquier referencia 

expresa o de la cual se pueda inferir que son organizaciones auxiliares del crédito o sociedades 
financieras de objeto limitado; que se encuentran autorizadas por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público; que, excepto que se ubiquen en el supuesto del penúltimo párrafo del artículo 87-
B de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, están sujetas a la 
supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y que su organización, funcionamiento y 
operación se rigen por dicha Ley o por la Ley de Instituciones de Crédito, y 

 
III.  Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el instrumento público en el que conste la 

celebración de la asamblea de accionistas señalada en la fracción I y la reforma estatutaria referida 
en la fracción II anterior, con los datos de la respectiva inscripción en el Registro Público de 
Comercio. 

 
La autorización que haya otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, según corresponda, para 
la constitución, operación, organización y funcionamiento de la arrendadora financiera, empresa de 
factoraje financiero o sociedad financiera de objeto limitado de que se trate, quedará sin efecto a partir 
del día siguiente a la fecha en que se inscriba en el Registro Público de Comercio la reforma estatutaria 
señalada en la fracción II de este artículo, sin que, por ello, la sociedad deba entrar en estado de disolución 
y liquidación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario Oficial de la Federación 
que la autorización ha quedado sin efecto. 
 
Los contratos que hayan suscrito las arrendadoras financieras, empresas de factoraje financiero o 
sociedades financieras de objeto limitado con anterioridad a la fecha en que, conforme a lo dispuesto por 
este artículo, queden sin efectos las autorizaciones referidas, no quedarán afectados en su existencia o 
validez ni deberán ser ratificados o convalidados por esa causa. 
 
En los contratos de arrendamiento financiero, factoraje financiero y crédito que las sociedades a que se 
refiere este artículo celebren con posterioridad a la fecha en que la autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público haya quedado sin efecto, aquellas deberán señalar expresamente que no 
cuentan autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, excepto tratándose de 
sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, no están sujetas a la supervisión de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención deberá señalarse en cualquier tipo de información que, 
con fines de promoción de sus servicios, utilicen las sociedades señaladas en el primer párrafo de este 
artículo. 
 
OCTAVO.- En tanto las autorizaciones otorgadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público no 
queden sin efecto o sean revocadas, las arrendadoras financieras, empresas de factoraje y sociedades 
financieras de objeto limitado seguirán, según corresponda, sujetas al régimen de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, de la Ley de Instituciones de Crédito y demás 
disposiciones que conforme a las mismas les resulten aplicables, así como a las demás que emitan la 
citada Secretaría para preservar la liquidez, solvencia y estabilidad de las entidades señaladas. 
 
NOVENO.- Los artículos Cuarto y Quinto de este Decreto entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
DÉCIMO.- El artículo Sexto de este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Las arrendadoras financieras, empresas de factoraje financiero y sociedades financieras de objeto 
limitado cuyas acciones con derecho a voto que representen, cuando menos, el cincuenta y uno por 
ciento de su capital social sean propiedad de sociedades controladoras de grupos financieros con 
anterioridad a la fecha en que se cumplan siete años de la publicación del presente Decreto en el Diario 
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Oficial de la Federación, serán consideradas como integrantes de dichos grupos financieros en tanto 
continúe vigente la autorización que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público les haya otorgado a 
dichas entidades para constituirse, operar, organizarse y funcionar, según sea el caso, con tal carácter. En 
este supuesto, seguirá siendo aplicable en lo conducente la Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras. 
 
En caso que, conforme a lo dispuesto por el presente Decreto, las arrendadoras financieras, empresas de 
factoraje financiero y sociedades financieras de objeto limitado referidas en el párrafo anterior adopten 
la modalidad de sociedades financieras de objeto múltiple y las acciones con derecho a voto 
representativas de, cuando menos, el cincuenta y uno por ciento de su capital social permanezca bajo la 
propiedad de la sociedad controladora de que se trate, dichas sociedades serán consideradas como 
integrantes del grupo financiero respectivo en términos del artículo 7 de la Ley para Regular las 
Agrupaciones Financieras, reformado por este Decreto, siempre y cuando se inscriban en el Registro 
Público de Comercio las reformas correspondientes a los estatutos sociales de la sociedad controladora, 
se modifique el convenio de responsabilidades a que se refiere el artículo 28 de la misma Ley y la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público apruebe la modificación a la autorización otorgada al grupo 
financiero de que se trate para constituirse y funcionar con tal carácter. Las responsabilidades de la 
controladora subsistirán en tanto no queden totalmente cumplidas todas las obligaciones contraídas por 
las sociedades que dejan de tener el carácter de arrendadoras financieras, empresas de factoraje 
financiero y sociedades financieras de objeto limitado, antes de la inscripción señalada. 
 
DÉCIMO PRIMERO.- Los artículos Séptimo y Octavo del presente Decreto entrarán en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
DÉCIMO SEGUNDO.- Las instituciones de crédito y casas de bolsa que sean propietarias de acciones 
representativas del capital social de arrendadoras financieras y empresas de factoraje financiero, cuya 
autorización haya quedado sin efecto por virtud de este Decreto, podrán conservar dichas acciones 
siempre que esas sociedades adopten el carácter de sociedades financieras de objeto múltiple. 
 
Las instituciones de crédito que sean propietarias de acciones representativas del capital social de 
sociedades financieras de objeto limitado, cuya autorización haya quedado sin efecto por virtud de este 
Decreto, podrán conservar dichas acciones siempre que esas sociedades adopten el carácter de 
sociedades financieras de objeto múltiple. 
 
DÉCIMO TERCERO.- Los procesos de conciliación y arbitraje seguidos conforme Ley de Protección y 
Defensa al Usuario de Servicios Financieros, que a la fecha de publicación del Presente Decreto se 
encuentren pendientes de resolver, seguirán rigiéndose por dicha Ley, hasta su conclusión. 
 
DÉCIMO CUARTO.- Por lo que se refiere a las sociedades de ahorro y préstamo, se estará al régimen 
transitorio que para las mismas se prevé en el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de enero de 2003, así como en el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publicadas en el mismo Diario el 27 de mayo de 2005. 
 
DÉCIMO QUINTO.- Las sociedades financieras de objeto múltiple se reputan intermediarios financieros 
rurales para los efectos de la Ley Orgánica de la Financiera Rural. 
 
DECIMO SEXTO.- Posterior a la fecha en que entre en vigor el presente Decreto, la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público podrá autorizar objetos sociales amplios que incluyan todas la operaciones de crédito 
del artículo 46 de la Ley de Instituciones de Crédito, de arrendamiento y de factoraje financiero a las 
Sociedades Financieras de Objeto Limitado que así lo soliciten y mantener la regulación de la propia 
Secretaría y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como la denominación correspondiente. 
 
Para estos efectos, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá otorgar la autorización para la 
transformación a Sociedad Financiera de Objeto Limitado a las empresas de arrendamiento y factoraje 
financiero que los soliciten, las cuales continuarán reguladas. 
 
La regulación y la autorización otorgada de acuerdo a los párrafos anteriores quedará sin efecto por 
ministerio de Ley a los tres años siguientes a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto y las 
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sociedades que hayan obtenido dicha autorización a partir de esta fecha, quedarán sujetas a lo dispuesto 
a los artículos tercero y quinto transitorio de este Decreto. 
 
México, D.F., a 27 de abril de 2006.- Dip. Marcela González Salas P., Presidenta.- Sen. Enrique Jackson 
Ramírez, Presidente.- Dip. Ma. Sara Rocha Medina, Secretaria.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretaria.- 
Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los doce días del mes 
de julio de dos mil seis.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Carlos María 
Abascal Carranza.- Rúbrica. 
 

TRANSITORIOS 
(Decreto por el que se reforman diversas disposiciones del Código Penal Federal; del 
Código Federal de Procedimientos Penales; de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada; de la Ley de Instituciones de Crédito; de la Ley de Ahorro y Crédito Popular; 
de la Ley de los Sistemas de  Ahorro para el Retiro; de la Ley de Sociedades de Inversión; 
de la Ley del Mercado de Valores; de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas; de la Ley 

General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros; y de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 28 de junio de 2007) 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el presente Decreto 
con anterioridad a su entrada en vigor, les serán aplicables las disposiciones del Código Penal Federal 
vigentes en el momento de su comisión. 
 
México, D.F., a 26 de abril de 2007.- Dip. Jorge Zermeño Infante, Presidente.- Sen. Manlio Fabio Beltrones 
Rivera, Presidente.- Dip. Antonio Xavier Lopez Adame, Secretario.- Sen. Renán Cleominio Zoreda Novelo, 
Secretario.- Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintiséis de junio de 
dos mil siete.- Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Francisco Javier 
Ramírez Acuña.- Rúbrica. 
 
 

TRANSITORIOS 
(Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular y de la Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo 
para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo 

a sus Ahorradores, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de agosto de 
2007) 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- Las sociedades o asociaciones que a la fecha de entrada en vigor de este Decreto realicen 
operaciones que impliquen la captación de recursos de sus socios o asociados para su colocación entre 
éstos, que no hubiesen dado cumplimiento a los requisitos previstos en el artículo Cuarto Transitorio del 
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005, en la fecha prevista para tales 
efectos en el primer párrafo del artículo transitorio antes citado, deberán abstenerse de realizar 
actividades que impliquen captación de recursos, salvo que a más tardar el 31 de diciembre de 2007, o a 
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los ciento ochenta días naturales contados a partir de la fecha en que entre en vigor el presente Decreto, 
lo que suceda después, cumplan con los requisitos siguientes: 
 
I.  La asamblea general de socios o asociados de la sociedad o asociación de que se trate, acuerde llevar 

a cabo los actos necesarios para obtener la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores para constituirse y operar como Entidad y sujetarse a los términos y condiciones previstos 
en este artículo. El acuerdo de la asamblea deberá incluir la conformidad de ésta para que la 
sociedad o asociación asuma las obligaciones que se originen de los programas a que se refiere el 
artículo Cuarto Transitorio del presente Decreto. 

 
De igual forma, la asamblea, en su carácter de órgano supremo de la sociedad o asociación 
correspondiente, deberá aprobar su afiliación a una Federación autorizada por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, o la celebración de un contrato de prestación de servicios, en términos de lo 
señalado en la fracción II de este artículo, manifestando que dichos actos quedarán sujetos al 
cumplimiento de los programas a que se refiere el artículo Cuarto Transitorio del presente Decreto. 

  
Asimismo, la asamblea general de socios o asociados, deberá expresar su consentimiento para que 
la sociedad o asociación sea evaluada y clasificada de conformidad con lo establecido en el artículo 
Tercero Transitorio del presente Decreto, manifestando además que conoce y está de acuerdo con 
el contenido de la metodología y criterios que se utilicen para efectos de su evaluación y 
clasificación. 

  
Los órganos de administración de las sociedades o asociaciones deberán adoptar los acuerdos 
mencionados en los párrafos anteriores, y 

 
II.  Se afilie a una Federación autorizada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, o en su defecto, 

celebre con alguna de ellas, un contrato de prestación de servicios que prevea, entre otros aspectos, 
que la Federación le proporcione asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación, y que permita 
a la Federación evaluar el cumplimiento de la sociedad o asociación al artículo Cuarto Transitorio del 
presente Decreto. 

  
La Federación deberá verificar, previamente a la celebración de los actos referidos en el párrafo 
anterior, que la sociedad o asociación haya dado cumplimiento a lo previsto en la fracción I de este 
artículo. 

 
Las Federaciones podrán afiliar hasta el último día del plazo a que se refiere el primer párrafo de este 
artículo, así como prestar servicios de asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación, a sociedades o 
asociaciones que tengan intención de sujetarse a los términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. A 
partir de la fecha anteriormente indicada, las Federaciones solamente podrán mantener afiliadas y 
prestar los servicios antes mencionados, a Entidades o a sociedades o asociaciones que cumplan con lo 
previsto en el artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 
de mayo de 2005, así como en lo dispuesto por el presente Decreto. 
 
Las sociedades o asociaciones que se afilien a una Federación en términos de lo dispuesto por este 
artículo, no podrán participar en las sesiones de los órganos sociales de la Federación cuando se traten 
asuntos que estén relacionados, directa o indirectamente, con el régimen previsto en el presente 
Decreto; con la organización, integración, funcionamiento y desempeño del Comité de Supervisión 
correspondiente, o con cualquier otro aspecto relacionado con la supervisión auxiliar que ejerza la 
Federación. No podrán formar parte del Comité de Supervisión de la Federación, personas que tengan 
vínculos laborales o económicos con las sociedades o asociaciones que la propia Federación tenga 
afiliadas en términos de este artículo. 
 
Las restricciones previstas en el párrafo anterior, deberán hacerse constar expresamente en los estatutos 
sociales o bases constitutivas de las Federaciones, así como en su reglamento interior. 
 
Las sociedades y asociaciones que en términos de lo previsto en el artículo Cuarto Transitorio del Decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005, fueron clasificadas en la categoría D, prevista 
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en el inciso d) de la fracción IV del referido artículo transitorio, podrán sujetarse al régimen previsto en 
este Decreto, siempre y cuando acrediten ante la Federación previamente a su afiliación o a la 
celebración del contrato de prestación de servicios a que se refiere este artículo, que cumplen con los 
requisitos de solvencia señalados en la metodología y criterios a que se refiere el artículo Cuarto 
Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005. 
 
TERCERO.- Las sociedades o asociaciones que hayan dado cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 
Segundo Transitorio anterior, deberán someterse a una evaluación por parte de la Federación con la que 
se hayan afiliado o celebrado un contrato de prestación de servicios, a fin de que ésta las clasifique, con 
la opinión de un consultor con experiencia en finanzas populares contratado por el Banco del Ahorro 
Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, en las categorías previstas en 
este precepto. Para efectos de lo anterior, las Federaciones deberán evaluar a las sociedades o 
asociaciones correspondientes, con base en la metodología y criterios que las Federaciones de manera 
conjunta con los consultores, hayan formulado en términos de lo dispuesto en el artículo Cuarto 
Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005. 
 
La Federación con la opinión de los consultores, clasificará a las sociedades o asociaciones en alguna de 
las categorías siguientes: 
 
(23) I. Categoría A. Aquellas sociedades o asociaciones que estén en posibilidad de cumplir con los 

requisitos mínimos para solicitar la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
constituirse y operar como Sociedades Financieras Populares en términos de esta Ley; 

 
(23) II. Categoría B. Aquellas sociedades o asociaciones que requieran de un plan de estabilización 

financiera y operativa, así como de un programa de ajuste para estar en posibilidades de cumplir 
con los requisitos mínimos para solicitar la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores para constituirse y operar como Sociedades Financieras Populares; 

 
(23) III. Categoría C. Aquellas sociedades o asociaciones que requieran llevar a cabo un proceso de 

reestructuración que pueda implicar, entre otros aspectos, su fusión con otra Sociedad, su escisión 
o la transmisión de activos y pasivos, entre otros, y que además puedan necesitar apoyos financieros, 
a fin de estar en posibilidad de cumplir los requisitos mínimos para solicitar la autorización a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores para constituirse y operar como Sociedades Financieras 
Populares, o 

 
(23) IV. Categoría D. Aquellas sociedades o asociaciones que no estén en posibilidad de cumplir con los 

requisitos mínimos para poder solicitar la autorización para constituirse y operar como Sociedades 
Financieras Populares. 

 
Para efecto de la clasificación a que se refieren las fracciones anteriores, no se considerará dentro de los 
requisitos que las sociedades o asociaciones deban cumplir para obtener la autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores en términos de lo previsto en este artículo, al dictamen a que se refiere el 
artículo 9 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
Las Federaciones y los consultores deberán clasificar a las asociaciones o sociedades a que se refiere este 
artículo, en las categorías antes mencionadas, a más tardar el 30 de junio de 2008. Las asociaciones o 
sociedades que en términos de lo previsto en este artículo, hubiesen sido clasificadas en la categoría D 
referida en la fracción IV anterior, no podrán participar en los programas de asesoría, capacitación y 
seguimiento contemplados en el artículo Cuarto Transitorio de este Decreto por lo que deberán 
abstenerse de realizar operaciones que impliquen captación de recursos. 
 
Las asociaciones o sociedades que se encuentren en el supuesto referido en el párrafo anterior, podrán 
someter por una única ocasión a la Federación la solicitud de ser clasificadas nuevamente, aun con 
posterioridad a la fecha a que se refiere este precepto, siempre y cuando no hayan transcurrido más de 
90 días desde que recibieron el resultado de su clasificación, y hayan efectivamente suspendido las 
operaciones que implican captación de recursos. En caso de que como resultado de la nueva clasificación 
hubiesen sido clasificadas en cualquiera de las categorías a que se refieren las fracciones I, II ó III de este 
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artículo, podrán participar en los programas de asesoría, capacitación y seguimiento contemplados en el 
artículo Cuarto Transitorio de este Decreto. En caso contrario, la Federación deberá dar por terminada la 
afiliación o el contrato de prestación de servicios celebrado con la asociación o sociedad de que se trate, 
e informará de este hecho a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La terminación anticipada a que 
se refiere este párrafo, no generará responsabilidad alguna a cargo de la Federación. 
 
CUARTO.- Las sociedades o asociaciones que al 1 de julio de 2008 hubieren dado cumplimiento a los 
requisitos previstos en los artículos Segundo y Tercero Transitorios de este Decreto, deberán sujetarse a 
programas de asesoría, capacitación y seguimiento con la Federación a la que se hayan afiliado o con la 
que hayan celebrado el contrato de prestación de servicios. Dichos programas deberán desarrollarse por 
la referida Federación con la opinión de un consultor con experiencia en finanzas populares contratado 
por el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo y 
deberán considerar, en su caso, los Trabajos de Consolidación definidos en el artículo 2, fracción XI, de la 
Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores. 
 
Las Federaciones, así como los consultores referidos en el párrafo anterior, deberán desarrollar los 
programas de asesoría, capacitación y seguimiento que resultarán aplicables a cada una de las 
sociedades o asociaciones a que se refiere este artículo, a más tardar el 31 de diciembre de 2008. 
 
(23) QUINTO.- Las sociedades o asociaciones que cumplan con todos los requisitos previstos en los 
Artículos Segundo, Tercero y Cuarto Transitorios de este Decreto dentro de los plazos previstos para ello, 
y que además hayan sido clasificadas por alguna Federación en cualquiera de las Categorías previstas en 
las fracciones I, II y III del Artículo Tercero Transitorio anterior, podrán continuar realizando operaciones 
que impliquen la captación de recursos de sus Socios o asociados para su colocación entre éstos hasta el 
31 de diciembre de 2010, en los términos y bajo las condiciones previstos por el Artículo Octavo Transitorio 
del presente Decreto. Lo anterior, siempre y cuando den cumplimiento a todas y cada una de las 
obligaciones, términos y condiciones contenidas en los programas establecidos en el Artículo Cuarto 
Transitorio anterior, y en el entendido de que a más tardar el 31 de diciembre de 2010 deberán presentar 
a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores su solicitud de autorización para organizarse y funcionar 
como Sociedad Financiera Popular en términos de la Ley de la materia. 
 
(23) Las sociedades o asociaciones que de conformidad con lo dispuesto en este Artículo, hayan solicitado 
a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la autorización para organizarse y funcionar como 
Sociedades Financieras Populares, podrán seguir captando recursos hasta en tanto reciban una 
respuesta por parte de la referida Comisión a su solicitud de autorización, siempre y cuando dicha 
solicitud haya sido acompañada del dictamen favorable de una Federación. 
 
SEXTO.- Las Federaciones con la opinión de los consultores con experiencia en finanzas populares 
contratados por el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de 
Desarrollo, deberán evaluar periódicamente el cumplimiento de los programas de asesoría, capacitación 
y seguimiento referidos en el artículo Cuarto Transitorio de este Decreto, pudiendo modificar la 
clasificación originalmente asignada, como consecuencia de la evaluación periódica antes referida. 
 
En el evento de que la Federación detecte algún posible incumplimiento a las obligaciones consignadas 
en los programas mencionados en el párrafo anterior, deberá notificar este hecho a la sociedad o 
asociación de que se trate, a fin de que ésta en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la 
fecha de la notificación, subsane las observaciones respectivas a satisfacción de la Federación con la 
opinión del consultor. En caso contrario, o bien de no atenderse la notificación en el plazo 
correspondiente, la Federación deberá dar por terminada la afiliación o el contrato de prestación de 
servicios celebrado con la sociedad o asociación de que se trate, e informará de este hecho a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. La terminación anticipada a que se refiere este párrafo, no generará 
responsabilidad alguna a cargo de la Federación. 
 
La Federación de igual forma, y para efectos de lo dispuesto en el último párrafo del artículo Noveno 
Transitorio de este Decreto, deberá dar aviso de lo anterior al Banco del Ahorro Nacional y Servicios 
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo. 
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Las asociaciones o sociedades que en términos de lo previsto en este artículo, hubiesen sido clasificadas 
en la categoría D referida en la fracción IV del artículo Tercero Transitorio anterior, deberán abstenerse 
de realizar operaciones que impliquen captación de recursos. 
 
Las asociaciones o sociedades que se encuentren en el supuesto referido en el párrafo anterior, podrán 
someter por una única ocasión a la Federación la solicitud de ser clasificadas nuevamente, dentro de un 
plazo de 90 días contado a partir de la fecha en que se les hubiese notificado que fueron clasificadas en 
la citada categoría D, siempre y cuando hayan efectivamente suspendido las operaciones que implican 
captación de recursos. En caso de que se hubieren subsanado, a satisfacción de la Federación con la 
opinión del consultor, las circunstancias que las ubicaron en dicha categoría, podrán continuar con el 
programa de asesoría, capacitación y seguimiento al cual originalmente estaban sujetas, con 
adecuaciones que resulten pertinentes. 
 
(23) SÉPTIMO.- Las sociedades o asociaciones a que se refiere el Artículo Cuarto Transitorio del "Decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular" 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005, que al 31 de diciembre de 2008 no 
estén en posibilidad de solicitar la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
organizarse y funcionar como Sociedades Financieras Populares, deberán abstenerse de realizar 
operaciones que impliquen captación de recursos entre sus Socios o asociados para su colocación entre 
éstos. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, excepcionalmente podrán continuar llevando a cabo 
las referidas operaciones hasta el 31 de diciembre de 2010, aquellas sociedades o asociaciones que 
obtengan una prórroga a su programa de asesoría, capacitación y seguimiento de la Federación a la que 
se hubieren afiliado o con la que hubieren celebrado contrato de prestación de servicios, con la opinión 
favorable del consultor con experiencia en finanzas populares contratado por el Banco del Ahorro 
Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo. 
 
Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, las asociaciones o sociedades deberán obtener la 
prórroga en cuestión a más tardar el 31 de diciembre de 2008, siempre que a dicha fecha se encuentren 
clasificadas en alguna de las Categorías referidas en los incisos a), b) y c) de la fracción IV del artículo 
Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005. 
 
(23) Las sociedades y asociaciones a que hace referencia este Artículo, deberán acordar con la Federación 
a la que se hubiesen afiliado o con la que hayan celebrado contrato de prestación de servicios y con el 
consultor correspondiente, metas y compromisos periódicos encaminados a la presentación de su 
solicitud de autorización para organizarse y funcionar como Sociedad Financiera Popular. Dichos 
acuerdos deberán ajustarse a lo dispuesto por la Ley de Ahorro y Crédito Popular y la regulación 
secundaria que de ella derive, en particular a lo relativo a criterios contables, capital mínimo, 
requerimientos de capitalización, provisionamiento de cartera, control interno y proceso crediticio. 
 
Las Federaciones deberán incluir en las publicaciones semestrales que deben efectuar en términos del 
artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005, un 
listado en el que se mencionen las sociedades o asociaciones que se hubiesen acogido a la prórroga a la 
que se refiere el presente artículo. 
 
OCTAVO.- Las sociedades o asociaciones referidas en los artículos Quinto y Séptimo anterior, a partir del 
1 de enero de 2009 deberán sujetarse a lo siguiente: 
 
(23) I. No podrán incrementar sus activos crediticios en un porcentaje superior al veinte por ciento anual 

de su valor al 31 de diciembre de 2008, valuados de conformidad con las disposiciones que emita la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores para Sociedades Financieras Populares con activos por un 
monto equivalente a los de la Sociedad o asociación de que se trate, durante todo el período en el 
que se sujeten a este régimen; 

 
II.  No podrán abrir nuevas sucursales, y 
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(23) III. No podrán celebrar operaciones distintas a las que les correspondería realizar de acuerdo al Nivel 
de Operaciones que, en su caso, les podría ser asignado como Sociedades Financieras Populares de 
acuerdo a su número de activos, ámbito geográfico y número de Socios o asociados. 

 
(23) Las asociaciones o sociedades que al 31 de diciembre de 2010 no hubieran solicitado la autorización 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para organizarse y funcionar como Sociedad Financiera 
Popular en términos de la Ley de la materia, deberán abstenerse de realizar operaciones que impliquen 
captación de recursos. 
 
(24) NOVENO.- Derogado. 
 
DÉCIMO.- Para efectos de las evaluaciones que las Federaciones deben llevar a cabo de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos Tercero, Cuarto y Sexto Transitorios de este Decreto, así como en el Cuarto 
Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005, las Federaciones, 
con la previa opinión favorable de los consultores a que se hace referencia en los citados preceptos, 
podrán efectuar modificaciones a la metodología y criterios que en términos de dichos artículos 
hubiesen formulado, la cual deberá considerar la regulación de carácter prudencial aplicable a Entidades 
de Ahorro y Crédito Popular que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emita en términos de la Ley 
de Ahorro y Crédito Popular. Las modificaciones que, en su caso, se efectúen deberán aplicar de forma 
general y no implicar reducción alguna a los requisitos o estándares originalmente establecidos. 
 
Las Federaciones, con la opinión del consultor referido en el párrafo anterior, podrán modificar la 
clasificación originalmente asignada a las sociedades o asociaciones que se hubieren sujetado al 
régimen previsto en el artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 
de mayo de 2005, con motivo de la evaluación periódica que en términos del referido precepto deben 
llevar a cabo. 
 
Las Federaciones deberán incluir en las publicaciones semestrales que deben efectuar en términos del 
artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005, un 
listado en el que se mencionen las sociedades o asociaciones que hayan afiliado o asesoren en términos 
de lo previsto en la fracción II del artículo Segundo Transitorio de este Decreto y que cumplan con los 
requisitos señalados tanto en dicho precepto como en los artículos Tercero y Cuarto Transitorios del 
presente Decreto. 
 
(23) DÉCIMO PRIMERO.- Las asociaciones o sociedades referidas en los Artículos Quinto y Séptimo 
anteriores, que al 31 de diciembre de 2010 no estén en condiciones de presentar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores su solicitud de autorización para organizarse y funcionar como Sociedad Financiera 
Popular, deberán abstenerse de realizar operaciones que impliquen captación de recursos entre sus 
asociados o Socios. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, podrán continuar llevando a cabo las referidas 
operaciones hasta el 31 de diciembre de 2012, aquellas asociaciones o sociedades que obtengan una 
prórroga a su programa de asesoría, capacitación y seguimiento de la Federación a la que se hubieren 
afiliado o con la que hubieren celebrado contrato de prestación de servicios. 
 
Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, las asociaciones o sociedades deberán obtener la 
prórroga en cuestión a más tardar el 31 de diciembre de 2010, sujetándose a lo siguiente: 
 
I.  Exclusivamente podrán captar recursos de sus asociados o socios mediante préstamos que éstos 

les otorguen y solamente podrán dar créditos a tales personas; 
 
(23) II. No podrán llevar a cabo las operaciones reservadas para Sociedades Financieras Populares en 

términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, ni para cualquier otra entidad financiera que 
requiera autorización del Gobierno Federal, ni podrán recibir préstamos o créditos de entidades 
financieras nacionales o extranjeras, fideicomisos públicos u Organismos de Integración; recibir o 
emitir órdenes de pago en moneda nacional o extranjera; emitir títulos de crédito, en serie o en 
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masa, así como descontar, dar en garantía o negociar dichos títulos; afectar o enajenar los derechos 
provenientes de los financiamientos que realicen con sus asociados o Socios; realizar operaciones 
por cuenta de sus asociados o Socios incluyendo la compra y venta de divisas y operaciones de 
factoraje financiero; expedir y operar tarjetas de débito, recargables o de crédito, y realizar 
inversiones en acciones de entidades financieras. Asimismo, no podrán participar en la distribución 
de productos, servicios y programas gubernamentales, actuar como agentes de pago de los 
mencionados programas y otorgar créditos o prestar servicios relacionados con aquéllos; 

 
III.  Deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo Octavo Transitorio del presente Decreto, y 
 
(23) IV. Presenten a la Comisión su solicitud para organizarse y funcionar como Sociedades Financieras 

Populares, a más tardar el 31 de diciembre de 2012. 
 
DÉCIMO SEGUNDO.- Las asociaciones o sociedades que tengan por objeto la captación de recursos de 
sus asociados o socios para su colocación entre éstos, que no se hayan ajustado a lo previsto en los 
artículos Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Décimo Primero Transitorios de este Decreto, en los 
términos, plazos y condiciones en ellos señalados, deberán abstenerse de realizar operaciones que 
impliquen captación de recursos a partir del día siguiente a aquél en el que se verifique algún 
incumplimiento a lo dispuesto en los citados artículos Transitorios. En caso contrario, se ubicarán en los 
supuestos de infracción previstos por la ley y por las disposiciones que resulten aplicables. 
 
Las asociaciones o sociedades mencionadas en el párrafo anterior, deberán hacer del conocimiento de 
sus asociados o socios esta situación, mediante publicación en un periódico de amplia circulación en las 
plazas en las que operen, así como mediante la colocación de avisos en sus oficinas o sucursales. Lo 
anterior, sin perjuicio de que la Federación respectiva deberá hacer este hecho del conocimiento público 
por los mismos medios. 
 
Las instituciones de crédito y casas de bolsa tendrán prohibido celebrar operaciones activas, pasivas o de 
servicios con las asociaciones o sociedades que se ubiquen en los supuestos de incumplimiento a que se 
refiere este artículo. Asimismo, dichas instituciones y casas de bolsa, deberán realizar los actos necesarios 
para rescindir las operaciones que tuvieren contratadas con las referidas asociaciones o sociedades, de 
conformidad con las disposiciones legales aplicables y acorde a la naturaleza de tales operaciones. La 
prohibición a que se refiere este párrafo, así como la prohibición a que se refiere el artículo 132 Bis, por lo 
que respecta a las operaciones de depósito bancario de dinero a la vista, entrará en vigor el 1 de enero de 
2010. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, las Federaciones proveerán al adecuado cumplimiento y observancia de la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular, cuando detecten que se verifique algún incumplimiento a lo dispuesto 
en los artículos Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Décimo Primero Transitorios de este Decreto, 
para lo cual incluirán en las publicaciones a que se refiere el Artículo Décimo Transitorio anterior a las 
asociaciones y sociedades que se ubiquen en los supuestos de incumplimiento mencionados. 
 
DÉCIMO TERCERO.- No podrán sujetarse al régimen previsto por el artículo Segundo Transitorio del 
presente Decreto, aquellas sociedades o asociaciones cuyos administradores, consejeros, funcionarios, 
directivos, gerentes y en general sus representantes, a la entrada en vigor del presente Decreto que: i) se 
encuentren sujetos a un proceso penal por algún delito patrimonial ya sea del fuero común o del fuero 
federal relacionado con las actividades realizadas por la sociedad, asociación, unión de crédito, sociedad 
cooperativa y sociedades de ahorro y préstamo de que se trate, o ii) hayan sido condenados por sentencia 
irrevocable por la comisión de delito patrimonial ya sea del fuero común o del fuero federal. 
 
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los administradores, consejeros, funcionarios, 
directivos, gerentes y en general los representantes que formen parte de las personas morales que hayan 
decidido acogerse a este beneficio, deberán declarar bajo protesta de decir verdad ante la Federación, 
dentro del plazo de treinta días hábiles a que se refiere el artículo Segundo Transitorio del presente 
Decreto, que: (i) no han sido condenados por sentencia irrevocable por la comisión de los delitos 
señalados en el párrafo anterior y (ii) no están sujetas a algún proceso penal tendiente al fincamiento de 
responsabilidades legales por cualquiera de los delitos señalados en el párrafo anterior. 
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DÉCIMO CUARTO.- Las Federaciones autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores antes 
de la entrada en vigor del presente Decreto, contarán con un plazo que vencerá el 31 de diciembre de 
2010 para tener afiliadas el número mínimo de entidades a que hace referencia el primer párrafo de la 
fracción I del artículo 53 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
(23) DÉCIMO QUINTO.- No resultará aplicable el plazo previsto en el artículo 9 de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular para que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores resuelva las solicitudes de autorización para 
la organización y funcionamiento de Sociedades Financieras Populares, que la citada Comisión reciba en 
cumplimiento a lo dispuesto en los Artículos Cuarto Transitorio del "Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular" publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 27 de mayo de 2005, Quinto y Décimo Primero Transitorios del presente Decreto. 
 
(23) DÉCIMO SEXTO.- Las Federaciones que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto no hayan 
constituido los Fondos de Protección en términos de lo dispuesto en el Artículo Noveno Transitorio del 
"Decreto por el que se expide la Ley de Ahorro y Crédito Popular" publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 4 de junio de 2001, deberán constituir los citados Fondos a más tardar el 31 de diciembre 
de 2008, por lo que podrán administrar temporalmente los Fondos de Protección hasta dicha fecha. La 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a solicitud de la Federación y por única ocasión, podrá otorgar 
discrecionalmente una prórroga de hasta doce meses para constituir los referidos Fondos de Protección. 
 
(24) Párrafo Segundo.- Derogado. 
 
(24) Párrafo Tercero.- Derogado. 
 
(24) DÉCIMO SÉPTIMO.- Derogado. 
 
(23) DÉCIMO OCTAVO.- Las autorizaciones otorgadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a las 
uniones de crédito, quedarán sin efecto por ministerio de Ley, tratándose de uniones de crédito que 
hubieren obtenido la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para organizarse y 
funcionar como Sociedad Financiera Popular e iniciado operaciones con tal carácter. 
 
DÉCIMO NOVENO.- Los procedimientos de revocación de las autorizaciones para la constitución y 
operación de sociedades de ahorro y préstamo que se encuentren llevando a cabo, y que hasta la fecha 
de entrada en vigor de este Decreto estén en curso, serán concluidos de manera definitiva por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con las disposiciones que se encontraban 
vigentes al momento de iniciarse el procedimiento respectivo. 
 
VIGÉSIMO.- El período durante el cual operará el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el 
Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores, será 
hasta que cumpla totalmente con sus fines o se extinga su patrimonio, lo que ocurra primero. 
 
VIGÉSIMO PRIMERO.- El Ejecutivo Federal realizará sus mejores esfuerzos para difundir los beneficios de 
la presente reforma entre los ahorradores y las cajas que conforman al Sector de Ahorro y Crédito Popular 
como parte de una campaña de cultura financiera. 
 
VIGÉSIMO SEGUNDO.- Las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Fomento Cooperativo 
y Economía Social de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión realizarán las consultas y estudios 
necesarios a fin de lograr la actualización de la regulación de las sociedades cooperativas que no realizan 
intermediación financiera, de acuerdo a su naturaleza, a más tardar el 30 de noviembre de 2007. 
 
México, D.F., a 26 de abril de 2007.- Dip. Maria Elena Alvarez Bernal, Vicepresidenta.- Sen. Manlio Fabio 
Beltrones Rivera, Presidente.- Dip. José Gildardo Guerrero Torres, Secretario.- Sen. Renán Cleominio 
Zoreda Novelo, Secretario.- Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a treinta de agosto de 
dos mil siete.- Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Francisco Javier 
Ramírez Acuña.- Rúbrica. 
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TRANSITORIOS DEL ARTÍCULO SEGUNDO 
(Decreto por el que se expide la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades 

Cooperativas de Ahorro y Préstamo y se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley General de Sociedades Cooperativas, de la Ley de Ahorro y 

Crédito Popular, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y de la Ley de 
Instituciones de Crédito, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de agosto de 

2009) 
 
PRIMERO.- Las sociedades y asociaciones que hubiesen dado cumplimiento a lo previsto en los Artículos 
Cuarto Transitorio del "Decreto por el que se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular" publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005 y 
Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto y Séptimo Transitorios del "Decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y de la Ley que Crea el Fideicomiso 
que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo 
y de Apoyo a sus Ahorradores" publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de agosto de 2007, de 
manera temporal y hasta la conclusión de los plazos previstos por los Decretos antes referidos, podrán 
transformarse dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto en Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo mediante acuerdo de la mayoría de los socios o asociados con 
derecho a voto, sin que dicho acuerdo las ubique en estado de disolución y liquidación. Una vez 
constituidas como Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, dichas sociedades deberán apegarse 
a los términos y condiciones a que se refiere el Artículo Tercero Transitorio de la Ley para Regular las 
Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 
 
Asimismo, las Sociedades Cooperativas de cualquier tipo que capten recursos de sus socios para su 
colocación entre éstos y cuyas asambleas generales, con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto hubiesen acordado solicitar la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
constituirse y operar como entidades de ahorro y crédito popular, bajo el tipo de Sociedades Financieras 
Populares, podrán transformarse en sociedades anónimas, a efecto de presentar su solicitud de 
autorización como Sociedad financiera popular en los plazos establecidos por la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular. 
 
Las sociedades de solidaridad social podrán transformarse en Sociedades Cooperativas de Ahorro y 
Préstamo, en términos de lo dispuesto por el primer párrafo del presente Artículo, o en sociedades 
anónimas, mediante acuerdo de la mayoría de los socios o asociados con derecho a voto. Las sociedades 
de solidaridad social que se transformen en términos de este Artículo, perderán dicho carácter a partir 
de la fecha en que surta efectos a terceros el acuerdo de transformación, por lo que quedarán sin efectos 
por ministerio de Ley, las autorizaciones o permisos que la autoridad competente hubiere otorgado para 
que se constituyeran con el carácter de Sociedad de solidaridad social. La transformación efectuada en 
términos de este Artículo no implicará que se ubiquen en estado de disolución y liquidación. 
 
Los acuerdos de transformación adoptados de conformidad con lo señalado en este Artículo deberán 
protocolizarse ante Fedatario Público. Hasta en tanto las sociedades a que se refiere el presente Artículo, 
una vez autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, no inscriban en el Registro Público 
de Comercio su transformación como Sociedades Financieras Populares, solamente podrán captar 
recursos de sus socios o asociados. 
 
SEGUNDO.- Las Federaciones autorizadas para operar como tales por la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores en términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, tendrán un plazo no mayor a 540 días 
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto para ajustarse a lo dispuesto por el 
Artículo 48 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, las referidas Federaciones podrán mantener como afiliadas a aquellas 
sociedades y asociaciones distintas de Sociedades Cooperativas de cualquier tipo con las que hubiese 
celebrado un contrato de afiliación en términos de lo previsto en los Artículos Cuarto Transitorio del 
"Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular" 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2005 y Segundo Transitorio del "Decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
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y de la Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores" publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de agosto de 2007, de manera temporal y hasta la conclusión de los plazos previstos por 
los Decretos antes referidos. 
 
Las sociedades o asociaciones que se afilien a una Federación en términos de lo dispuesto por este 
Artículo, no podrán participar en las sesiones de los órganos sociales de la Federación cuando se traten 
asuntos que estén relacionados, directa o indirectamente, con su organización, integración y 
funcionamiento, así como con el desempeño del comité de supervisión correspondiente, o con cualquier 
otro aspecto relacionado con la supervisión auxiliar que ejerza la Federación a dicha Sociedad. No podrán 
formar parte del comité de supervisión de la Federación, personas que tengan vínculos laborales o 
económicos con las sociedades o asociaciones que la propia Federación tenga afiliadas en términos de 
este Artículo. 
 
Asimismo, las Federaciones autorizadas para operar como tales por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores en términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, tendrán un plazo no mayor a 180 días naturales 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto para dar por terminadas las afiliaciones o contrato 
de afiliación celebrados con cualquier asociación o Sociedad distintas a las señaladas en el párrafo 
anterior, así como por el Artículo 48 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. La terminación anticipada a 
que se refiere este párrafo, no generará responsabilidad alguna a cargo de la Federación. 
 
Las autorizaciones otorgadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para operar como 
Confederación quedaran sin efectos por ministerio de Ley una vez concluido el plazo a que se refiere el 
primer párrafo del presente Artículo transitorio. 
 
TERCERO.- El Fondo de Protección a que se refiere el Artículo 99 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
deberá constituirse a más tardar dentro de los 120 días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto. 
 
Para tales efectos, el Gobierno Federal podrá aportar recursos al Fondo de Protección a través de los 
mecanismos que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
CUARTO.- Las Federaciones autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos de 
la Ley de Ahorro y Crédito Popular deberán traspasar a la cuenta especial que lleve el Fondo de 
Protección a que se refiere el Artículo 105 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, en un plazo no mayor a 
60 días naturales posteriores a la fecha en que dicho fondo deba ser constituido conforme a lo previsto 
en los Artículos transitorios del presente Decreto, las aportaciones que hubieren realizado las Sociedades 
Financieras Populares en términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. Una vez concluido el citado 
plazo, las Sociedades Financieras Populares deberán efectuar el pago de las cuotas de seguro de 
depósito en la cuenta a que se refiere el Artículo 105 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
Hasta en tanto no deba realizarse el traspaso referido en el párrafo anterior, las Sociedades Financieras 
Populares que hubieren sido autorizadas para organizarse y funcionar como tales por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores de conformidad con la Ley de Ahorro y Crédito Popular, continuarán 
efectuando sus aportaciones en los términos y condiciones aplicables antes de la entrada en vigor del 
presente Decreto. 
 
Una vez efectuado el traspaso referido en el primer párrafo del presente Artículo, los contratos de 
fideicomisos y demás instrumentos mediante los cuales las Federaciones autorizadas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores administraban de forma provisional los recursos del Fondo de Protección, 
se extinguirán sin que para ello se requiera de la celebración de convenio alguno. 
 
QUINTO.- Las Uniones de Crédito que capten depósitos de ahorro continuarán sujetas a la supervisión y 
vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en términos de lo establecido en la Ley de 
Uniones de Crédito, hasta en tanto sus autorizaciones queden sin efectos en términos de lo dispuesto 
por el Artículo Décimo Octavo Transitorio del "Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y de la Ley que Crea el Fideicomiso que 
Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de 
Apoyo a sus Ahorradores" publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de agosto de 2007. 
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SEXTO.- Las Federaciones podrán contratar auditores externos a efecto de realizar las evaluaciones y 
reclasificaciones periódicas de los programas de asesoría, capacitación y seguimiento a que se refieren 
los Artículos Sexto y Décimo Transitorios del "Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y de la Ley que Crea el Fideicomiso que 
Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de 
Apoyo a sus Ahorradores" publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de agosto de 2007, así como 
para, en su caso, prorrogar los citados programas en términos de los Artículos Séptimo y Décimo Primero 
Transitorios del Decreto antes señalado. 
 
SÉPTIMO.- Los plazos y montos a que refiere el Artículo 33 Bis de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, 
comenzarán a computarse a la entrada en vigor del presente Decreto, quedando sin efectos los plazos 
computados y montos determinados en términos de lo dispuesto por el Artículo 33 de la Ley de Ahorro 
y Crédito Popular, con anterioridad a la entrada en vigor de este. 
 
OCTAVO.- Las infracciones y delitos cometidos con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto, se sancionarán conforme a la Ley vigente al momento de cometerse las citadas 
infracciones o delitos. 
 
En los procedimientos administrativos y judiciales que se encuentren en trámite, el interesado podrá 
optar por su continuación conforme al procedimiento vigente durante su iniciación o por la aplicación 
de las disposiciones aplicables a los procedimientos administrativos o judiciales que se estipulan 
mediante el presente Decreto. 
 
ARTÍCULO NOVENO.- Las Sociedades Financieras Populares que se hayan constituido y autorizado 
conforme a la Ley de Ahorro y Crédito Popular con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto, podrán transformarse en Sociedades Financieras Comunitarias mediante acuerdo de la mayoría 
de los socios o asociados con derecho a voto. La transformación efectuada en términos de este Artículo 
no implicará que se ubiquen en estado de disolución y liquidación. 
 
Los acuerdos de transformación adoptados de conformidad con lo señalado en este Artículo deberán 
protocolizarse ante Fedatario Público y someterse a la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores en términos de lo dispuesto por el Artículo 10 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
 

TRANSITORIOS DEL DECRETO 
(Decreto por el que se expide la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades 

Cooperativas de Ahorro y Préstamo y se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley General de Sociedades Cooperativas, de la Ley de Ahorro y 

Crédito Popular, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y de la Ley de 
Instituciones de Crédito, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de agosto de 

2009) 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, salvo lo dispuesto por el Artículo Segundo siguiente. 
 
SEGUNDO.- Las derogaciones efectuadas por el Artículo TERCERO del presente Decreto a los Artículos 4 
Bis, 4 Bis 1, 4 Bis 2 y 4 Bis 3 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, así como por el Artículo SEXTO del 
presente Decreto al Artículo Séptimo Transitorio del “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 
de mayo de 2005, entrarán en vigor a los 180 días naturales siguientes a la publicación del presente 
Decreto. 
 
TERCERO.- En tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emite las disposiciones de carácter 
general a que se refiere la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y 
Préstamo, seguirán aplicándose las emitidas por dicha Comisión en términos de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular. 
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CUARTO.- Las referencias que otras Leyes, reglamentos o disposiciones hagan respecto de las Entidades 
de Ahorro y Crédito Popular, se entenderán efectuadas a las Sociedades Financieras Populares y 
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo con Niveles de Operación I a IV. 
 
QUINTO.- El Ejecutivo Federal realizará sus mejores esfuerzos para difundir los beneficios de la presente 
reforma entre los ahorradores y las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 
 
SEXTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
México, D.F., a 30 de abril de 2009.- Sen. Gustavo Enrique Madero Muñoz, Presidente.- Dip. César Horacio 
Duarte Jáquez, Presidente.- Sen. Adrian Rivera Perez, Secretario.- Dip. Margarita Arenas Guzman, 
Secretaria.- Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a once de agosto de dos 
mil nueve.- Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Fernando 
Francisco Gómez Mont Urueta.- Rúbrica. 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
(Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia 
financiera y se expide la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, publicado en el 

Diario oficial de la Federación el 10 de enero de 2014) 
 
ARTÍCULO OCTAVO.- En relación con las modificaciones a que se refieren los Artículos Sexto y Séptimo, 
se estará a lo siguiente: 
 
I.  Las infracciones o delitos cometidos con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente 

Decreto, se sancionarán conforme a la ley vigente al momento de cometerse las citadas infracciones 
o delitos. 

 
En los procedimientos administrativos que se encuentren en trámite, el interesado podrá optar por 
su continuación conforme al procedimiento vigente durante su iniciación o por la aplicación de las 
disposiciones aplicables a los procedimientos administrativos que se estipulan mediante el presente 
Decreto. 

 
II.  Los recursos del Fondo de Obra Social que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto ya se 

hubieren comprometido para la realización de obras sociales se mantendrán destinados a dicho fin 
hasta su terminación. Por lo que se refiere a los recursos que se encontraren en dicho fondo y que 
aún no hubieren sido comprometidos, deberán transferirse al Fondo Social de Reserva previsto por 
el artículo 12 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

 
III.  La Comisión Nacional Bancaria y de Valores diseñará medidas para evitar la operación de cajas de 

ahorro irregulares y en general de personas que capten irregularmente recursos, al margen de la 
legislación financiera aplicable, dentro del plazo de ciento ochenta días naturales contados a partir 
de la entrada en vigor del presente Decreto. 

 
 
 

TRANSITORIO DEL DECRETO 
(Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia 
financiera y se expide la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, publicado en el 

Diario oficial de la Federación el 10 de enero de 2014) 
 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación, salvo lo dispuesto en los ARTÍCULOS VIGÉSIMO QUINTO, fracción I; TRIGÉSIMO, fracciones 
IV y VI; CUADRAGÉSIMO, fracciones I y II y; QUINCUAGÉSIMO, fracciones I y II, las cuales entrarán en vigor 
en las fechas que en dichas disposiciones se establecen. 
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México, D.F., a 26 de noviembre de 2013.- Dip. Ricardo Anaya Cortes, Presidente.- Sen. Raúl Cervantes 
Andrade, Presidente.- Dip. Javier Orozco Gomez, Secretario.- Sen. María Elena Barrera Tapia, 
Secretaria.- Rúbricas." 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a nueve de enero de dos 
mil catorce.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- 
Rúbrica. 
 
 

TRANSITORIO DEL DECRETO 
(Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas leyes financieras en 

materia de procedimiento administrativo publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 de enero de 2024) 

 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
Segundo.- Los procedimientos administrativos sancionadores que, a la fecha de entrada del presente 
Decreto, se hubieren iniciado deberán continuarse hasta su conclusión, conforme al procedimiento 
vigente al momento de su notificación al presunto infractor. 
 
Tercero.- Las resoluciones que pongan fin a los procedimientos administrativos de revocación que se 
hubieren iniciado mediante la notificación del acto a través del cual se concede el derecho de audiencia, 
antes de la entrada en vigor del presente Decreto, deberán continuarse hasta su conclusión, conforme 
al procedimiento vigente al momento de su notificación a la institución o entidad correspondiente. 
 
Cuarto.- La sustanciación y resolución de los procedimientos sancionadores que, a la fecha de entrada 
del presente Decreto, hubiere iniciado el Banco de México se regirán por lo dispuesto en las Reglas de 
Supervisión, Programas de Autocorrección y del Procedimiento Sancionador, vigentes en la misma fecha 
de entrada en vigor del presente Decreto. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS   
(Decreto del 4 de junio de 2001) 

 
Las sociedades de ahorro y préstamo, como verdaderas instituciones socioeconómicas, han de hacer 
frente a las constantes transformaciones que, de forma progresiva se producen en el contexto actual. 
Una legislación adecuada de estas motiva que el legislador contemple la necesidad de ofrecer un cauce 
adecuado que analice las necesidades colectivas de los ciudadanos que desarrollen actividades 
generadoras de riqueza y deriven en el empleo estable.  
 
En este siglo, la tradición colectiva solidaria de raíz nacional se ha enriquecido con las aportaciones de la 
historia universal y particularmente con el movimiento cooperativo y el sistema cajista nacional que fincó 
sus raíces en nuestro país desde hace más de un siglo y ha evolucionado hasta consolidar hoy en día 
miles de cooperativas y organizaciones sociales que integran aproximadamente a dos millones de socios.  
 
La significación social de esta economía, con sus formas de trabajo y su organización social, sobrepasa el 
peso específico que tienen en el Producto Nacional y en la generación de valores, además de representar 
el núcleo más antiguo y originario de la nación, mantienen parte de la identidad original, muestran mayor 
capacidad de respuesta ante los problemas contemporáneos y se caracterizan por atender las 
necesidades básicas antes que por su rentabilidad. Legislar para ellos es tomar en consideración su 
origen y pensar en función de su significado social, aún antes que en su dimensión económica.  
 
Las leyes generales y reglamentos que se han aprobado contemplan exclusivamente al segmento social 
agrario, dejando al sector cooperativo y solidario circunscrito al marco legal de las leyes particulares que 
se han dictado a propósito de situaciones concretas de las últimas décadas y, peor aún, se ha aplicado 
supletoriamente el derecho mercantil a esas figuras.  
 
Este último aspecto, que se explica por la escasa discusión legislativa y de jurisprudencia sobre la 
naturaleza y la lógica del sector social, es opuesto al espíritu de nuestra Constitución, al mismo tiempo 
que violenta el derecho en su sentido más profundo de justicia contenido tanto en el marco normativo 
sustantivo como procesal pues engloba a un conjunto de individuos, organizaciones y actividades en un 
marco legal al que son ajenos, distintos y hasta opuestos.  
 
Actualmente existen en México varios tipos de organismos que captan ahorro popular y otorgan créditos 
al consumo o a la producción de micro y pequeñas empresas.  
 
El actual marco regulatorio que rige a las diferentes figuras asociativas del sector financiero social resulta 
deficiente y contradictorio, no siendo dicha legislación apropiada al objeto que pretende regular.  
 
Ejemplo de lo anterior es el artículo 33 de la Ley General de Sociedades Cooperativas, el cual establece 
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público emitirá las disposiciones administrativas bajo las cuales 
se regirán dichas entidades financieras, escuchando con tal fin la opinión de la Confederación Nacional 
respectiva y la del Consejo Superior del Cooperativismo; sin embargo, estas aún no han sido emitidas.  
 
Por su parte, las Sociedades de Ahorro y Préstamo (SAP´s), reguladas por la Ley General de Organismos 
y Actividades Auxiliares del Crédito (LGOAAC) son objeto de una excesiva fiscalización sin que ello se 
traduzca en mayor eficiencia operativa, además la LGOAAC es violatoria del derecho constitucional a la 
libre asociación de los ciudadanos mexicanos al no permitir que las SAP´s puedan federarse para la 
defensa y representación de sus intereses gremiales.  
 
Las demás figuras jurídicas existentes también tienen grandes deficiencias en su regulación, pero sobre 
todo en la vigilancia que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ejerce sobre ellas, además de que 
no presentan ningún tipo de seguridad para sus socios.  
 
Así, nos encontramos con un marco legal deficiente e inadecuado a la naturaleza solidaria de los 
organismos financieros del sector social.  
 
Actualmente, a las entidades que realicen ahorro y préstamo popular, se les aplica, en forma supletoria, 
las disposiciones de la ley bancaria y mercantil que no tiene nada que ver con el espíritu asociativo y 
solidario que anima a este tipo de organismos.  
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Atendiendo a la experiencia internacional está comprobado que en los países en los cuales existe 
regulación específica para las actividades de los Organismos Financieros Solidarios, éstos han podido 
crecer y consolidarse como una alternativa atractiva para millones de personas en el mundo.  
 
Las reformas financieras en nuestro país, han girado invariablemente en torno a la estructura y funciones 
del Sistema Bancario. Sin embargo, a pesar de la gran atención dedicada a la banca, la "Bancarización" 
en México es muy pobre en comparación con la de los otros países de dimensión económica similar y 
como consecuencia los servicios bancarios siguen siendo inaccesibles para amplios sectores de la 
población.  
 
Tras la crisis financiera, la necesidad de establecer controles más rigurosos sobre la administración de 
riesgos y los costos de operación han reforzado las barreras para que los sectores de la población de 
menores ingresos y las micro y pequeñas empresas puedan acceder a los servicios proporcionados por 
el sistema Bancario informal. Además, con las funciones bancarias, la mayor participación de bancos 
internacionales y la mayor apertura del mercado de servicios financieros en México, el sistema bancario 
deberá mantener decididamente su orientación hacia los mercados globales, limitando su capacidad 
para emprender políticas más agresivas para el desarrollo e integración de los sectores de menos 
ingresos y mayor riesgo.  
 
Ante esta situación la demanda de servicios financieros de los sectores de menores ingresos y de menor 
nivel educativo han propiciado el surgimiento de una amplia gama de organizaciones y sistemas que 
ofrecen servicios de ahorro y crédito frecuentemente al margen de las leyes que regulan a las entidades 
financieras y sin vigilancia gubernamental. La falta de un marco institucional que regule a estos 
intermediarios han tenido como resultado que ahorradores y usuarios se vean expuestos riesgos y 
fraudes que en muchas ocasiones los han llevado a la pérdida de su patrimonio.  
 
Esta iniciativa de Ley fortalece la confianza y credibilidad en las actividades financieras que éstos 
desarrollan al establecer normas de organización, operación y funcionamiento idénticas para todos los 
organismos financieros, sin excepción alguna.  
 
Sin duda, el fortalecimiento de las Entidades de Ahorro y Préstamo depende en buena medida del 
desarrollo de experiencias de trabajo conjuntas, de la coordinación para la realización de acciones 
comunes y de la labor educativa que realicen los líderes de dichos organismos.  
 
Existe la necesidad de crear un marco legal que como lo ordena nuestra carta magna, "establezca los 
mecanismos que faciliten la organización y expansión de la actividad económica del sector social", 
efectivamente con la presente iniciativa de ley se cumplimenta una disposición fundamental de la 
Constitución que propicia el equilibrio entre le sector público, el privado y el social, estableciendo para 
éste último disposiciones claras que lo estimulan y fortalecen, además de que se fundamenta en la 
tradición histórica solidaria del pueblo de México.  
 
Para fortalecer a los intermediarios del ahorro popular se propone una nueva figura de sociedad 
mercantil: la sociedad del ahorro popular. En ésta se articulan la iniciativa individual para promover su 
constitución, la democratización del capital para dar a su gestión una amplia base social, y la 
participación de los propios ahorradores para hacer patente y efectiva su contribución al desarrollo 
comunitario.  
 
Con la figura de la sociedad de ahorro popular se pretende conservar los principio de solidaridad y bien 
común característicos de las cooperativas de ahorro y crédito, comunicándolas en un contexto de mayor 
apertura e interacción social. Se trataría también de dar un nuevo impulso a su capacidad asociativa, 
propiciando que se agruparan en federaciones y en una confederación nacional.  
 
Se autoriza a las entidades de ahorro y crédito popular la prestación de una gama de servicios similar a 
la que ofrece la banca moderna a su clientela de personas físicas y pequeñas empresas. Se considerarán 
que es crucial no limitar legalmente la prestación de servicios, sino que el marco legal encausará la 
actividad de sus intermediarios, a satisfacer íntegramente las necesidades de los sectores de la población 
de menores ingresos, dispersos a lo largo y a lo ancho del territorio nacional, con los productos y servicios 
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que adoptarán las modalidades y condiciones que fueran convenientes para los usuarios del territorio 
atendido por cada sociedad en particular cuidando la viabilidad a largo plazo de los intermediarios.  
Las sociedades de ahorro popular prestarán sus servicios dentro de un territorio definido, como una 
localidad o región, o bien en términos de un grupo de personas unidas por un vínculo común.  
 
La creación de un fondo regulador se propone como eje de sistema, el que retomará los sistemas de 
regulación y fomento diseñados por el Banco de México.  
 
El fondo regulador del ahorro popular será la autoridad financiera especializada en la atención de las 
sociedades de ahorro popular, conforme a las políticas y lineamientos que establecerá la Secretaría de 
Hacienda y crédito Público y el Banco de México.  
 
El fondo esta facultado para ejercer un control directo sobre la captación y canalización de recursos que 
realizara cada sociedad del ahorro popular y el fondo esta facultado también mediante acciones 
conjuntas con las federaciones y las confederaciones la infraestructura tecnológica y de servicio de apoyo 
que permitiera abatir los costos de transacción y desarrollar instrumentos de ahorro y crédito más 
eficientes y competitivos.  
 
El fondo administrará el Seguro de Depósitos de las Sociedades de ahorro y crédito popular conforme a 
criterios y proyectos similares a los que ahora existen para el ahorro bancario.  
 
Con la finalidad de dar operatividad al proyecto planteado, en atención a las circunstancias actuales de 
la economía nacional y en razón de establecer los instrumentos y mecanismos necesarios que brinden 
certeza y permanencia a lineamientos para el desenvolvimiento de la planta productiva nacional, que a 
su vez permita la interacción del sector público y privado se decide que para optimizar los recursos 
organizativos existentes y para dar continuidad a programas ya estructurados y probados, quedan bajo 
la dirección del Instituto Nacional para el Fomento de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.  
 
Para cumplir con su objeto, el Instituto plasmará sus objetivos y sus metas en el Programa General de 
donde se derivaran los Programas para el Desarrollo Regional, de Garantías Complementarias para el 
Financiamiento de la micro, pequeña y mediana empresa, para la Capacitación, para el Desarrollo de 
Tecnología, de Aseguramiento de Compras del Gobierno, etc. con el apoyo de profesionistas e 
instituciones especializadas.  
 
Con objeto de asegurar una fuente permanente de recursos que den sostenimiento a los programas y 
apoyos que de conformidad a esta Ley se desarrollen, así como para el otorgamiento de garantías de 
financiamiento complementario para el fomento de la micro, pequeña y mediana empresa, se constituye 
el Fondo Nacional para el Fomento de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, el que se integrará con la 
partida que para tal efecto se apruebe anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación. El 
fondo se constituirá en un fideicomiso administrado por el Instituto y se destinará íntegramente para 
apoyar los proyectos referidos.  
 
Los Diputados de los grupos Parlamentarios del Partido Acción Nacional, del Revolucionario Institucional 
y del Verde Ecologista de México, han trabajado durante la LVII legislatura y ahora en esta LVIII, de 
manera conjunta con el gobierno federal, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, junto con los socios 
de las cajas de ahorro y préstamo, las sociedades cooperativas, las sociedades de ahorro y préstamo y 
demás interesadas en la realización de esta iniciativa para de esta manera dar a las empresas que se 
dedican al ahorro y crédito popular mayor seguridad jurídica en un marco de legalidad.  
 
Por las consideraciones expuestas, y en ejercicio de sus facultades los suscritos diputados de la Nación 
de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, sometemos a esta Honorable Cámara el Siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
(Decreto del 27 de enero de 2003) 

 
El día 4 de junio del año 2001 pasado se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, la cual fue aprobada por esta LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados. En el proceso 
de elaboración de esta ley se estudiaron los factores de éxito de las instituciones financieras populares 
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en México y en el mundo, encontrándose que una de las principales determinantes de éxito de las 
entidades de ahorro y crédito popular es la existencia de una regulación y supervisión adecuadas para 
las mismas.  
 
La Ley de Ahorro y Crédito Popular regula esta función, la cual hasta entonces se había llevado a cabo en 
forma desordenada por múltiples figuras jurídicas distintas, algunas reguladas, otras no; algunas 
supervisadas, otras sin supervisión alguna; e incluso, varias de ellas sin tener siquiera la facultad legal de 
captar ahorro.  
 
Con la plena entrada en vigor de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, sólo podrán realizar esta actividad 
dos tipos de figuras jurídicas: i) la sociedad financiera popular, con la naturaleza jurídica de sociedad 
anónima; y, ii) la cooperativa de ahorro y préstamo, con la naturaleza jurídica de sociedad cooperativa.  
 
La sociedad cooperativa es una forma de organización social integrada por personas que tienen intereses 
comunes y bajo los principios de solidaridad, esfuerzo propio y ayuda mutua, con el propósito de 
satisfacer necesidades económicas de producción, distribución y consumo de bienes y servicios. Este tipo 
de sociedades se rige por los valores de autoayuda, auto responsabilidad, la democracia, la igualdad, la 
equidad y la solidaridad, así como por los valores éticos de la honestidad, la transparencia, la 
responsabilidad y la vocación social, donde la cooperación es una actitud y un compromiso de cada uno 
de los miembros, con el objetivo común de mejorar en lo económico y social, fundados siempre en la 
ayuda mutua.  
 
Asimismo, las instituciones que se constituirán como sociedades financieras populares contribuirán a la 
existencia de diversas opciones para que la gente pueda acceder al ahorro y el crédito, permitiendo 
plenamente la participación de la iniciativa privada en la actividad del ahorro y crédito popular.  
 
El desarrollo que muy pronto podrá alcanzar el sector del ahorro y crédito popular en México es de suma 
importancia, integrando a los servicios financieros a miles de mexicanas y mexicanos que hoy carecen 
de ellos.  
 
Esta ley, en sus artículos transitorios, estableció un periodo de dos años para que las instituciones que 
actualmente realizan la actividad de ahorro y crédito popular pudieran llevar a cabo todos los trámites 
necesarios para obtener la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que les permita 
operar como entidades, ya sean sociedades cooperativas de ahorro y préstamo o sociedades financieras 
populares. Lo anterior, con el objeto de que el cumplimiento de las obligaciones previstas en la ley no se 
hiciera en forma abrupta, sino dentro de un periodo de tiempo razonable que permitiera a las entidades 
conocer plenamente la nueva norma y su regulación prudencial, participando en la elaboración de esta 
última, de la misma forma que lo hicieron en la elaboración de la ley.  
 
Actualmente, en términos de lo dispuesto por el artículo tercero transitorio de la ley, las sociedades de 
ahorro y préstamo, las uniones de crédito que captan depósitos de ahorro, así como las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo y otro tipo de sociedades cooperativas, pero que cuenten con 
secciones de ahorro y préstamo, constituidas con anterioridad al inicio de la vigencia de la ley, contarían 
con este plazo de dos años a partir del 5 de junio de 2001 para solicitar de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores la autorización para operar como entidad de ahorro y crédito popular, sujetándose a lo 
dispuesto por la propia ley al efecto.  
 
Concluido el plazo anterior, las sociedades cooperativas o de ahorro y préstamo, y las uniones de crédito 
que no hubieren obtenido la autorización referida, deberían abstenerse de captar recursos, en caso 
contrario se ubicarán en los supuestos de infracción previstos por la propia ley y por las disposiciones que 
resulten aplicables.  
 
La mayoría de las sociedades que buscan integrarse a la ley y operar como entidad de ahorro y crédito 
han iniciado ya los actos societarios tendientes a su transformación. El Banco del Ahorro Nacional y 
Servicios Financieros ha venido cumpliendo su misión de fomentar el desarrollo integral del sector, con 
el objeto de permitir la entrada ordenada de las instituciones de ahorro y crédito popular al nuevo 
esquema legal.  
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Sin embargo, derivado del trabajo conjunto llevado a cabo por esta Comisión de Fomento Cooperativo, 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, y 
principalmente, de las solicitudes presentadas por el propio sector de ahorro y crédito popular, esta 
iniciativa propone ampliar este periodo de transitoriedad de dos a cuatro años, modificando en lo 
conducente, todos los artículos transitorios relacionados con este tema.  
 
Por otra parte, se ha analizado la conveniencia de mantener en la legislación vigente, un artículo 
semejante al actual 38-P de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, que 
establece la posibilidad de que grupos de personas físicas que tengan por objeto exclusivamente la 
captación de recursos de sus integrantes, para su colocación entre éstos, puedan operar sin sujetarse a 
los requisitos exigidos por la legislación, siempre que cumplan con ciertos requisitos como un número 
máximo de integrantes activos y la ausencia de publicidad de sus operaciones.  
 
En efecto, existen en el país numerosos grupos de personas, denominados grupos solidarios, que sin 
constituir una personalidad jurídica distinta, realizan actividades de ahorro de las denominadas "tandas" 
y se prestan dinero para sus actividades productivas. Al concluir el periodo de transitoriedad de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular, quedaría sin efectos esta posibilidad y los grupos de personas físicas que 
actualmente realizan esta actividad quedarían en el supuesto del artículo 7º de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular que prohíbe la captación y colocación de recursos del público, por lo que se harían acreedores a 
las sanciones que la propia ley establece.  
 
Por lo anterior, esta iniciativa propone incluir un nuevo artículo 4-Bis que excluya de los requisitos 
exigidos por la Ley de Ahorro y Crédito Popular a los grupos de personas físicas que tengan por objeto 
exclusivamente la captación de recursos de sus integrantes para su colocación entre éstos y que 
cumplan con los requisitos señalados en esta iniciativa, para que no se abra una puerta al fraude a la ley.  
 
En este sentido, esta iniciativa propone que el número máximo de personas que puedan integrar estos 
grupos sea de doscientos individuos, por lo que también se incluye la modificación al artículo 38, fracción 
III, para establecer que el número mínimo de socios para las Entidades con nivel de operaciones I será de 
doscientos individuos y de trescientos para las entidades con nivel de operaciones II a IV.  
 
Otro punto de la iniciativa que hoy se presenta es el de la auditoria legal. No obstante que se trata de una 
práctica corporativa común en las sociedades, es conveniente evaluar su realización obligatoria, toda vez 
que, en virtud de la previsión legal de la función del contralor normativo, tal figura fue derogada en la Ley 
del Mercado de Valores con fecha 2 de junio de 2001, mientras que en ninguna de las demás leyes 
financieras se prevé su existencia. Es por esto que consideramos que no se debe exigir a las entidades de 
ahorro y crédito popular mas requisitos que a los demás intermediarios financieros, por lo que se propone 
derogar el actual segundo párrafo del artículo 32 de la ley.  
 
En relación con el tema de la participación de las entidades no afiliadas a una federación, dentro de una 
confederación, se sugiere modificar el tercer párrafo del artículo 105, toda vez que al establecer que las 
entidades no afiliadas deberán solicitar a alguna confederación participar en su fondo de protección y 
que, una vez que ésta acepte, deberán convenir con alguna federación miembro de dicha confederación 
la celebración de un contrato de supervisión auxiliar, vuelve nugatorio el derecho previsto por el artículo 
9 para que las entidades no afiliadas acudan ante la CNBV para la designación de la federación que 
emitirá el dictamen correspondiente y, en su caso, que realizará su supervisión auxiliar.  
 
Asimismo, se sugiere que en el mismo tercer párrafo del artículo 105 se incluya a las entidades no afiliadas 
que sean supervisadas de forma auxiliar por la federación de que se trate, ya que actualmente sólo se 
prevé que las federaciones no afiliadas convengan con alguna confederación que sus entidades afiliadas 
participen en su fondo de protección.  
 
Considerando las modificaciones propuestas respecto del artículo 105, se incluye también la adecuación 
del artículo noveno transitorio de la LACP conforme a dichas modificaciones.  
 
Por lo que respecta a las operaciones que podrán realizar las entidades de ahorro y crédito popular en 
términos del artículo 36, se sugiere incluir en la fracción I, los depósitos retirables con previo aviso, y en la 
fracción III, el otorgamiento de préstamos de liquidez a aquéllas entidades que sin ser afiliadas tengan 
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celebrado un contrato de supervisión auxiliar con la federación de que se trate, ya que actualmente sólo 
se considera a las entidades afiliadas.  
 
Asimismo, la iniciativa que hoy presentamos busca también reafirmar la participación del público en 
general en las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, tal y como estaba permitido en la Ley 
General de Sociedades Cooperativas cuando la actividad de ahorro y préstamo de las cooperativas era 
realizada por las cooperativas de consumo. A este respecto, se propone adicionar una fracción V al 
artículo 38 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular en este sentido.  
 
Además, se propone incorporar diversas modificaciones de redacción para hacer consistentes algunos 
artículos que podían presentar duda en su interpretación.  
 
Por último, respecto de la transformación a entidades de ahorro y crédito popular, los artículos 
transitorios de la Ley de Ahorro y Crédito Popular no establecen un procedimiento de transformación 
para las sociedades referidas en los mismos, lo cual genera diversos inconvenientes.  
 
Considerando que, como parte de los procesos de transformación que inicien aquellas sociedades de 
ahorro y préstamo y uniones de crédito que pretendan ser autorizadas para operar como entidades de 
ahorro y crédito popular, debieran dejarse sin efecto las autorizaciones que les permiten operar como 
organizaciones auxiliares del crédito, así como que, en términos del artículo 78 de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respectivamente, podrían revocar dichas autorizaciones; esta 
revocación, por ministerio de ley, ubicaría a tales sociedades en estado de disolución y liquidación, lo cual 
traería diversos problemas para poder iniciar operaciones como entidad de ahorro y crédito popular.  
 
Si bien pudiera interpretarse que, al tener la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la facultad para 
revocar a las uniones de crédito, así como para autorizar a las entidades de ahorro y crédito popular, no 
sería necesario que dichas sociedades fueran disueltas y liquidadas durante su transformación, 
tratándose de sociedades de ahorro y préstamo la facultad de revocación corresponde a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.  
 
En virtud de lo anterior, resulta conveniente y proponemos que la Ley de Ahorro y Crédito Popular señale 
que, en los casos de transformación de sociedades de ahorro y préstamo y uniones de crédito en 
entidades de ahorro y crédito popular, no será necesario que, a pesar de su revocación, éstas se disuelvan 
y liquiden previamente.  
 
En consecuencia, por las razones y fundamentos legales expuestos, el suscrito presenta el siguiente 
proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular 
 
 

MOTIVOS DE LAS REFORMAS 
(Decreto del 28 de enero de 2004) 

 
Los trágicos acontecimientos que, en materia de terrorismo, se observaron en el mundo en años 
recientes han incrementado la preocupación de la comunidad internacional sobre esa materia, al 
reconocer que todo país está expuesto a ser objeto o conducto de actos terroristas. Ante esto, un gran 
número de Estados ha celebrado diversos tratados internacionales con el propósito de prevenir, reprimir 
y eliminar el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones. 
 
Dentro de las acciones para eliminar el terrorismo internacional, se ha reiterado la necesidad de adoptar 
mecanismos para prevenir y contrarrestar, mediante medidas internas apropiadas, la financiación de los 
terroristas y sus organizaciones. Entre los principales instrumentos que hacen referencia a dicha 
necesidad, se pueden citar el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo 
y la Resolución 1373 adoptada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas el 28 de septiembre 
de 2001. 
 
Por su parte, se ha observado una participación destacada de nuestro país en el esfuerzo internacional 
sobre la materia, no sólo a través de la suscripción y ratificación de convenios como el citado 
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anteriormente, sino mediante la intervención que ha tenido por su membresía, a partir de junio de 2000, 
en el grupo intergubernamental denominado "Grupo de Acción Financiera sobre Blanqueo de Capitales" 
(GAFI). Este grupo -actualmente integrado por 29 países y 2 organismos internacionales- tuvo como 
propósito inicial el desarrollo y promoción de políticas, tanto a nivel nacional como internacional, para 
combatir operaciones con recursos de procedencia ilícita, conocidas comúnmente como lavado de 
dinero. Posteriormente, ante horrendos actos terroristas de alto impacto global suscitados hace pocos 
años, GAFI expandió su misión para incluir el combate al financiamiento al terrorismo. Así, dicho grupo 
adoptó una serie de parámetros internacionales para combatir el financiamiento al terrorismo, conocida 
como las Ocho Recomendaciones Especiales las cuales han sido aceptadas como un parámetro global 
de gran reconocimiento internacional. 
 
Cabe destacar que el gobierno mexicano, como miembro del GAFI, participó activamente en el diseño y 
aprobación de las recomendaciones antes referidas, por considerar, de acuerdo con las principales 
tendencias internacionales, que dichas medidas constituyen mecanismos eficaces de cooperación para 
la prevención y represión de actos de terrorismo y de sus organizaciones criminales. 
 
En el mismo sentido de los instrumentos internacionales por los que se reconoce la necesidad de evitar 
el financiamiento al terrorismo, como son el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo y la Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, las Ocho 
Recomendaciones Especiales de GAFI prevén la conveniencia de que las instituciones financieras 
reporten sus sospechas sobre fondos que puedan estar relacionados con terrorismo. 
 
Como miembro de la Organización de las Naciones Unidas y del Grupo de Acción Financiera sobre el 
Blanqueo de Capitales, nuestro país comparte con la comunidad internacional su preocupación por la 
vulnerabilidad de los Estados respecto de los actos terroristas. Por lo tanto, es pertinente considerar de 
la mayor importancia la puesta en marcha de mecanismos aceptados internacionalmente para prevenir 
el lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo. 
 
Derivado de lo anterior, el Ejecutivo Federal a mi cargo estima imprescindible llevar a cabo diversas 
adecuaciones a nuestro marco jurídico con el objeto de implementar adecuadamente lo preceptuado 
por el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo y la Resolución 1373 
(2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y cumplir con las Recomendaciones de GAFI 
referidas anteriormente, a fin de contar con las herramientas jurídicas necesarias para participar 
activamente en los mecanismos de cooperación internacional que permitan evitar la comisión de estos 
ilícitos. 
 
Ley de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Artículo 124. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y las sociedades financieras populares 
establezcan medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código; para que presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y 
usuarios, así como, reportes sobre las actividades que realicen sus consejeros, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados, así como, los miembros del Comité de Supervisión, que pudiesen contravenir 
o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para requerir a dichas entidades información y 
documentación relacionada con dichos actos, operaciones y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medidas para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará transgresión al artículo 34 de la propia Ley, 
referentes a las disposiciones de confidencialidad legal. Asimismo, se establece la obligación de guardar 
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absoluta reserva sobre los reportes, documentación e información relacionados con los mismos, para los 
servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como para las 
entidades mencionadas, y para sus consejeros, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y 
apoderados, así como, para los miembros del Comité de Supervisión, pudiendo solo dar información a 
las autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
Artículo 130. 
 
Se establece que la violación a las disposiciones a que se refiere el artículo 124 se sancionará con multa 
de 1,000 a 5,000 días de salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus 
consejeros, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, así como a los miembros del 
Comité de Supervisión. 
 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS  
(Decreto del 23 de febrero de 2005) 

 
El día 1º de junio del año 2001 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la Ley Orgánica del Banco 
Ahorro Nacional y Servicios Financieros, con el objeto de dar cumplimiento a la conducción por parte del 
Ejecutivo Federal, de la marcha económica del país, objetivo contenido en el Plan Nacional de Desarrollo 
2001-2006, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de mayo de 2001. 
 
Es así, que dentro de las estrategias contenidas en dicho Plan y referidas a la conducción de la marcha 
económica del país, fue prevista la creación de la nueva banca social, surgiendo así, el Banco del Ahorro 
Nacional y Servicios Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, producto de la transformación 
del Patronato del Ahorro Nacional, Organismo Descentralizado del Gobierno Federal, que fue 
materializada mediante la expedición por parte del Ejecutivo Federal, del Decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el día 29 de noviembre de 2001, a fin de participar en el proceso de conformación 
y apoyo del Sector de Ahorro y Crédito Popular. 
 
En virtud de lo anterior, y a fin de establecer un marco regulatorio adecuado a los intermediarios que 
actualmente conforman el sector financiero popular, el H. Congreso de la Unión promovió una iniciativa, 
que resultó en la expedición de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. Dicha iniciativa de ley previó los 
elementos para la conformación de un Sector con bases sólidas, integrado por entidades financieras 
sanas y reguladas, que puedan ampliar la oferta de productos y servicios de ahorro y crédito popular, así 
como promover su desarrollo y crecimiento ordenado. 
 
Bajo esta perspectiva, el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, ha logrado con éxito, irse 
posicionando como una Institución, dinámica y comprometida en la conformación del Sector, así como 
ofrecer de manera eficiente productos y servicios innovadores, además de fortalecer y elevar el nivel de 
bienestar de los integrantes del sector popular, logrando así, consolidar su objeto, en tres grandes rubros: 
(i) la promoción de la cultura del ahorro, (ii) la organización y operación de la Institución como banco o 
caja central del Sector, y (iii) la coordinación de apoyos gubernamentales. 
 
A fin de continuar con el compromiso irrevocable de apoyo de la Institución al sector popular, así como 
generar las condiciones propicias para el desarrollo de la infraestructura necesaria de dicho Sector y de 
la propia Institución en su organización y operación, la presente iniciativa prevé la reforma y adición a 
diversos artículos contenidos tanto en la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios 
Financieros, como de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
En este sentido, el punto central de la presente reforma consiste en otorgar la facultad a la Institución, 
para llevar a cabo la inversión en el capital social de una Administradora de Fondos para el Retiro y sus 
respectivas Sociedades de Inversión, lo que permitirá que los usuarios de los servicios de dicha Institución 
y de las Entidades de Ahorro y Crédito Popular, entre los que se encuentran un número significativo de 
trabajadores independientes e informales, así como los migrantes nacionales en el extranjero, que llevan 
a cabo el envío de remesas, contar con una alternativa de servicios de administración de ahorro e 
inversión para el retiro, que se traduzca en la obtención de una pensión digna y decorosa. 
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Para lo cual, con el apoyo de L@Red de la Gente, en la que participan tanto la Institución como las 
Entidades de Ahorro y Crédito Popular, a través de sus sucursales distribuidas a lo largo y ancho del país; 
así como con la plataforma tecnológica administrada por la Institución, se brindarán toda clase de 
servicios, incluyendo los de carácter tecnológico lo que contribuirá a la promoción e inversión en la 
Administradora de Fondos para el Retiro por parte de los integrantes del Sector de Ahorro y Crédito 
Popular. 
 
Como complemento a lo anterior, se está proponiendo la reforma a la Ley de Ahorro y Crédito Popular a 
fin de que las sociedades reguladas al día de hoy, que conforman el Sector de Ahorro y Crédito Popular, 
y que se encuentran en L@Red de la Gente también inviertan en el capital social de una Administradora 
de Fondos para el Retiro. 
 
En este sentido, en la medida en que se vayan transformando las sociedades no reguladas que 
conforman el Sector de Ahorro y Crédito Popular, en Entidades de Ahorro y Crédito Popular, de acuerdo 
con la ley de la materia, podrán ir participando en el capital de la Administradora de Fondos para el Retiro. 
 
Esta inversión permitirá contribuir al desarrollo y posicionamiento del Sector de Ahorro y Crédito Popular 
y, en general, al desarrollo económico nacional y regional del país en virtud de lo siguiente: 
 
1. Amplía la gama de oferta de productos de ahorro tanto de la Institución como de las Entidades de 
Ahorro y Crédito Popular. 
 
2. La operación de una Administradora de Fondos para el Retiro y sus respectivas Sociedades de Inversión 
Especializadas de Fondos para el Retiro, ofrecerá tanto a la Institución como a las Entidades de Ahorro y 
Crédito Popular, la oportunidad de servir de manera más amplia y complementaria la necesidad de sus 
clientes. 
 
3. Una Administradora de Fondos para el Retiro y sus respectivas Sociedades de Inversión Especializadas 
de Fondos para el Retiro, con un diseño operativo eficiente ofrecerá mejores condiciones comerciales y 
de servicio a los clientes tanto de la Institución como de las Entidades de Ahorro y Crédito Popular, que 
las prevalecientes en el mercado, dado el precio, cobertura e información que se puedan proporcionar a 
sus clientes. 
 
4. Una Administradora de Fondos para el Retiro y sus respectivas Sociedades de Inversión Especializadas 
de Fondos para el Retiro, que atienda al Sector de Ahorro y Crédito Popular, permitirá seguir impulsando 
iniciativas de diversos tipos que contribuyan a la formalización y bienestar de este sector encomendado 
a la Institución. 
 
Por otra parte, se propone reformar la definición de Sector contenida en la fracción IV del Artículo 2 de la 
Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (en lo sucesivo la Ley), a fin de hacerla 
consistente con las reformas que se han implementado en la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
Asimismo, se propone reformar el Artículo 4 de la Ley, relativo al establecimiento y clausura de sucursales, 
agencias y oficinas en el país y en el extranjero, a efecto de hacer consistente dicho Artículo, con el artículo 
42 fracción lll y 87 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
 
Por otra parte, se propone la reforma al Artículo 6 de la Ley, a efecto de incluir que las inversiones de la 
misma, se regirán por lo dispuesto en dicha Ley, la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley del Banco de 
México y por las demás disposiciones legales aplicables. 
 
Del mismo modo, tratándose de las facultades de la Institución, para fomentar el desarrollo integral del 
sector, se propone reformar el Artículo 7 de la Ley, en sus fracciones l, lll, Vlll y lX, así como adicionar una 
fracción X, con el propósito de aclarar que las actividades de promoción, gestión y financiamiento de 
proyectos y operaciones que lleve a cabo la Institución, también serán dirigidas a las Entidades de Ahorro 
y Crédito Popular, así como a aquellas personas morales y grupos de personas físicas a que se refiere la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular, así como coadyuvar en la conformación del Sector, mediante la 
integración, capacitación, organización y/o transformación de las personas morales que integrarán dicho 
sector, así como promocionar sus productos y servicios. 
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Adicionalmente, se propone la reforma al Artículo 8 de la Ley, fracciones V, Vlll y lX, así como la adición de 
las fracciones X, Xl y Xll, a efecto de complementar las facultades de la Institución para promover el 
desarrollo tecnológico del Sector, con el objeto de que la misma preste servicios financieros, tecnológicos, 
de capacitación, de asesoría, de administración de riesgos financieros, entre otros, tanto al Sector, como 
a todos aquellos terceros interesados en adquirir dichos servicios. 
 
Como complemento a la inversión en el capital de una Administradora de Fondos para el Retiro y sus 
respectivas Sociedades de Inversión en el Artículo 8 fracción IX de la Ley y, con el objeto de eficientar su 
operación y reducir sus costos, también se propone facultar a la Institución, para prestar de manera 
enunciativa más no limitativa, servicios en materia de contabilidad, administración de riesgos, recursos 
humanos, soporte informático, acceso a la mesa de dinero y recursos materiales. 
 
También se adiciona una fracción X al Artículo 8 de la Ley, retomando lo previsto en su Reglamento 
Orgánico, facultando a la Institución para invertir en el capital social de sociedades que le presten 
servicios no solo a la misma, sino también a aquellos participantes del Sector o terceros interesados en 
los mismos. 
 
Se adiciona la fracción Xl del Artículo 8 de la Ley, para facultar a la Institución, para que pueda actuar 
como cámara de compensación de las operaciones que realicen las Entidades de Ahorro y Crédito 
Popular, lo que facilitaría su operación y reduciría sus costos. 
 
La Institución, actuaría como compensador ante Cecoban y las instituciones de crédito, lo que permitiría 
a las Entidades de Ahorro y Crédito Popular, mayor captación y seguridad para sus clientes al no tener 
que manejar efectivo. 
 
Adicionalmente, en cuanto a la integración del Consejo Directivo de la Institución, se consideró 
conveniente la reforma al párrafo tercero del inciso b) fracción l del Artículo 17 de la Ley, a fin de facilitar 
la integración del quórum necesario para que el Consejo Directivo de la Institución, pueda sesionar 
válidamente. 
 
Asimismo, con relación a las facultades del Consejo Directivo de la Institución, y con el propósito de 
integrar en la Ley Orgánica de la Institución, las facultades de los Consejos Directivos de las Instituciones 
de Banca de Desarrollo, que se encuentran previstas en el artículo 42 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
se prevé la reforma al Artículo 22 de la Ley, en sus fracciones V, Vl, Vll y Vlll, así como la adición de las 
fracciones lX, X, Xl, Xll, Xlll, XlV, XV, XVl, XVll, XVlll, XlX, XX, XXl, XXll, XXlll, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, y un último 
párrafo. 
 
Como contraparte, también se reforma el Artículo 25 de la Ley en sus fracciones Vll, Vlll y lX, además de 
que se adicionan las fracciones X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, 
XXVII, XXVIII, XXIX, XXX, XXXI, XXXII, con la finalidad de prever las facultades que tiene atribuidas el Director 
General de la Institución, en el Reglamento Orgánico de la misma. 
 
Se propone la reforma al párrafo primero del Artículo 27 de la Ley, con lo cual se aclara que los "tenedores" 
y no los Consejeros de la serie "B" de la Institución, deberán ser quienes nombren a los Comisarios tanto 
propietario como suplente de dicha serie; asimismo, se reforma el Artículo 23 en su párrafo cuarto y el 
propio 27 párrafo primero para hacer referencia a la Secretaría de la Función Pública. 
 
En el caso de los sorteos que lleva a cabo la Institución, se propone incluir la participación de un 
interventor de la Secretaría de Gobernación, de conformidad con la Ley Federal de Juegos y Sorteos, por 
lo que en consecuencia se reforma el párrafo segundo del Artículo 28 de la Ley. 
 
Asimismo, se propone a través de la reforma al Artículo 29 párrafo primero, distinguir los tipos de premios 
que pueden ser otorgados a los ganadores de dichos sorteos, los cuales pueden ser de dos clases: (i) en 
efectivo o (ii) en especie; de igual manera, y a efecto de reducir el plazo de prescripción para reclamar los 
premios, se propone eliminar el plazo de un año y en su lugar, fijar un plazo determinado en las bases de 
cada sorteo, por lo que también se propone la reforma al párrafo segundo del citado Artículo 29 de la Ley. 
 
Por su parte, la Ley de Ahorro y Crédito Popular, misma que se publicó el 4 de junio del año 2001 en el 
Diario Oficial de la Federación, tiene por objeto establecer las bases para la conformación del Sector de 
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Ahorro y Crédito Popular, integrado por entidades financieras sujetas a la regulación y supervisión de las 
autoridades que integran el Sistema Financiero, buscando ordenar dicho Sector, dotándolo de un marco 
normativo adecuado que le dé transparencia y seguridad a las operaciones y actividades que éste realice 
con el público usuario de sus servicios. 
 
Esta Ley se reformó el día 27 de enero de 2003, con el objetivo principal de ampliar a cuatro años el plazo 
de transición fijado a las personas morales interesadas en organizarse y operar conforme a alguna de las 
figuras de carácter societario previstas en dicha Ley. 
 
Como complemento de la presente iniciativa, se propone facultar asimismo a las Entidades de Ahorro y 
Crédito Popular y a las Federaciones para invertir en el capital social de una Administradora de Fondos 
para el Retiro y sus respectivas Sociedades de Inversión Especializadas de Fondos para el Retiro, a fin de 
lograr los objetivos antes mencionados. 
 
A efecto de ampliar la red de distribución hasta los sectores marginados de la población y hacerse de 
potenciales clientes y/o socios; se propone modificar la fracción VIII y adicionar una nueva fracción al 
Artículo 36, con el fin de permitirles la distribución y pago de remesas de dinero para pago en ventanilla 
o abono en cuenta, ya sea en moneda nacional o extranjera. 
 
Con el fin de facilitar el camino que deben seguir las sociedades que se ajustarán a dicha Ley, se propone 
derogar la fracción II de su Artículo 10, la cual señala los requisitos para que una sociedad opere como 
Entidad de Ahorro y Crédito Popular, consistente en las recomendaciones de dos Entidades, ya que no 
es un requisito indispensable para determinar la viabilidad de una sociedad que operará como Entidad 
al amparo de dicha Ley. 
 
Con la finalidad de agilizar el trámite de revisión de las solicitudes de autorización, se propone que en 
dicho Artículo se establezca que para el caso de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, no 
se deba presentar la relación de socios fundadores. 
 
Asimismo, se sugiere reducir el plazo señalado en el segundo párrafo del Artículo 18 para fungir como 
consejero de una Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo de 5 a 3 años, para asegurar una gestión 
más democrática de conformidad con los principios cooperativistas. 
 
De igual forma, se propone modificar la fracción VIII del Artículo 21, con el objeto de establecer que la 
prohibición para ser Consejero, es para aquellas personas que desempeñan cargos públicos de elección 
popular, o dirigencia partidista, de tal manera que se permita y reconozca la participación de servidores 
públicos tal como el caso de los maestros que trabajan para el Estado. 
 
En otro orden de ideas, se pretende lograr cierto orden en el otorgamiento de créditos a funcionarios y 
empleados de las Entidades de Ahorro y Crédito Popular, modificando la fracción IV del Artículo 35 para 
considerarlas como operaciones con personas relacionadas. 
 
Con relación al tema de las operaciones que pueden realizar las entidades dependiendo del Nivel de 
Operaciones que le sea asignado, esta iniciativa propone diversas modificaciones y adiciones al Artículo 
36, con el objeto de ampliar y facilitar la operación de dichas entidades, de tal manera que se les permita 
allegar al Sector de productos y servicios necesarios para su desarrollo equilibrado, así como hacerse de 
recursos adicionales con el objetivo de lograr finanzas más sólidas y confiables. 
 
En este sentido, se propone modificar las fracciones VI, XXIX y XXX, adicionando las fracciones XXXI a 
XXXVI. De esta manera se aclara la posibilidad de que las Entidades de Ahorro y Crédito Popular inviertan 
en el capital del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros así como en el de las Federaciones a 
las que estén afiliadas. 
 
En el mismo sentido, se modifica el Artículo 52 para aclarar la posibilidad de que las Federaciones puedan 
participar en el capital de esa Institución de Banca de Desarrollo y en el de las Confederaciones a las que 
pertenezcan. 
 
Por otro lado, con el fin de evitar el incumplimiento de las medidas correctivas mínimas que imponga la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se propone adicionar una fracción VIII Bis al Artículo 37, el cual 



 

  

Para uso interno 

Para uso interno 

cita los casos en que podrá declarar la revocación de la autorización otorgada a las entidades, que señale 
lo anterior. 
 
Un tema relacionado con esta Ley, es la iniciativa de Ley de Sociedades Cooperativas que se encuentra 
en el senado, la cual fue aprobada por la Cámara de Diputados el pasado 28 de abril de 2003, por lo que 
se propone modificar los Artículos 3 fracción IV; 8 fracción I; 38 primer párrafo y 39 de la Ley, los cuales 
hacen referencia a diversos temas como son la definición de cooperativa; la constitución de las mismas; 
la supletoriedad de la Ley; así como la designación de delegados por parte de los socios de una 
cooperativa para asistir a sus asambleas, para hacer referencia a dicha iniciativa de Ley de Sociedades 
Cooperativas 
 
En cuanto a la constitución del fideicomiso de administración y garantía, previsto a en el Artículo 107, es 
importante aclarar en dicho Artículo los inconvenientes de denominar al Fondo de Protección como 
fideicomiso de "garantía"; pues la Ley de Ahorro y Crédito Popular no establece un procedimiento 
convencional de ejecución, y aplica supletoriamente la legislación mercantil, de conformidad a lo 
dispuesto por la fracción II del Artículo 8 de la misma Ley, lo que puede redundar en un proceso lento e 
ineficiente. 
 
Específicamente, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Sección Segunda, "Del Fideicomiso 
de Garantía", dispone en el Artículo 403, que las partes podrán convenir la forma en que el Fiduciario 
procederá a enajenar extrajudicialmente los bienes en fideicomiso, siempre que, cuando menos, se pacte 
lo siguiente: (i) comunicación del Fideicomisario precisando los incumplimientos y solicitando la 
ejecución del fideicomiso, (ii) la institución fiduciaria comunique por escrito al fideicomitente en el 
domicilio señalado, quién únicamente se podrá oponer, exhibiendo el pago, acreditando que ya cumplió, 
que se prorrogo el plazo o que existe novación de la obligación, (iii) si no acredita cualquiera de los 
supuestos antes indicados, el Fiduciario procederá a realizar las transferencias de recursos, (iv) fijar plazos 
para llevar a cabo las acciones antes indicadas. 
 
El espíritu de hacerlo a través de fideicomiso, sería agilizar la aplicación del Fondo a los ahorradores 
cuando se presenten las causas que la propia Ley prevé, y catalogarlo como garantía no se conseguirá, 
además de que el proceso se encarece al destinar recursos del fondo para cubrir notificaciones y existe 
la posibilidad de que los fideicomitentes se inconformen e impugnen la validez del contrato de 
fideicomiso. 
 
Se debe tener en cuenta que los pagos a los ahorradores los determina la propia Ley, al cumplirse ciertos 
supuestos; asimismo se prevé en la fracción V del Artículo 111, el cual señala las facultades del comité 
técnico, que dicho Comité debe hacer públicas las bases conforme a las cuales se procederá a pagar a 
los ahorradores, por lo que la Institución Fiduciaria no verificaría o se cercioraría previamente al pagar las 
cantidades respectivas, si hubo o no un incumplimiento por parte de la entidad, sino que simplemente 
se apegaría a las instrucciones del Comité Técnico y pagaría a los ahorradores, pues la procedencia del 
pago debería ser verificada con anterioridad, motivo por el cual se propone que el fideicomiso que se 
constituya sea de administración y pago. 
 
Asimismo, se sugiere modificar el Artículo 130, el cual establece las sanciones que se deben imponer por 
el incumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley, con el fin de corregir la referencia realizada 
al Artículo 105 y no crear confusión. Dicho Artículo 105, establece la obligación para las entidades de 
participar en un Fondo de Protección. 
 
Por otro lado, con el fin de facilitar la creación de Federaciones, constituidas al amparo de la Ley, se 
propone modificar el Artículo octavo transitorio, con el fin de establecer que las sociedades que 
pretendan constituir una Federación, deberán tener como actividad preponderante la de ahorro y 
préstamo, y que cuando menos una de dichas sociedades deberá cumplir con los requisitos que se 
señalan para operar como entidad. 
 
Mediante la modificación al Artículo sexto transitorio del Decreto del 27 de enero de 2003, a través del 
cual se faculta a las sociedades de ahorro y préstamo y a las uniones de crédito a llevar a cabo de manera 
temporal la distribución y pago de remesas de dinero; de productos, servicios y programas 
gubernamentales, así como la recepción de créditos de fideicomisos públicos, se pretende facultar a las 
sociedades de ahorro y préstamo y uniones de crédito para que inviertan temporalmente en el capital 
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social de Administradoras de Fondos para el Retiro, y en el de Sociedades de Inversión Especializadas de 
Fondos para el Retiro. 
 
Por otra parte, también se pretende facultar a las sociedades de ahorro y préstamo y las uniones de 
crédito para que puedan llevar a cabo la distribución de acciones de Sociedades de Inversión 
Especializadas de Fondos para el Retiro. 
 
Asimismo, se busca que dichas sociedades puedan prestar a terceros no socios, de manera temporal, los 
servicios necesarios para la ejecución de programas gubernamentales que se distribuyan a través de 
estas sociedades. 
 
Por último, con el fin de homologar el plazo para que los organismos de integración cumplan con el 
mínimo de diez entidades y cinco federaciones afiliadas, a los plazos del régimen de transición de cuatro 
años que prevé dicha Ley, se propone ampliar dicho plazo a cuatro años, modificando el Artículo séptimo 
transitorio del DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular, publicado el día 27 de enero de 2003. 
 
Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos poner a la consideración de esta H. Asamblea, el 
siguiente 
 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS  
(Decreto del 27 de mayo de 2005) 

 
Uno de los problemas que ha tenido mayor impacto negativo en nuestro país durante las últimas 
décadas es, sin lugar a dudas, la carencia y mala distribución de recursos financieros que den 
sustentabilidad y sostenibilidad al desarrollo en nuestro país. La oferta de servicios de captación y ahorro 
está concentrada en los grandes centros urbanos, y dentro de ellos en las zonas donde habitan las 
personas con mayor nivel de ingreso o en los sitios de gran actividad comercial, industrial y de negocios. 
También encontramos este desequilibrio en el campo mexicano, ya que las grandes empresas bancarias 
suelen atender prioritariamente los centros de producción, almacenamiento, transporte y 
comercialización de productos agropecuarios.  
 
Existe entonces una problemática asociada al desequilibrio territorial de la oferta de servicios bancarios 
de ahorro y préstamo. Pero también se encuentran barreras, por ejemplo, a nivel de los montos, tasas de 
interés y garantías que hacen poco atractiva, o de imposible acceso, la oferta de servicios bancarios a una 
gran parte de la población.  
 
Frente a la concentración territorial de la oferta de servicios de ahorro y préstamo se encuentra el 
fenómeno de la dispersión demográfica en miles de pequeñas comunidades, muchas de ellas aisladas o 
mal comunicadas en nuestra accidentada geografía nacional. Además debemos considerar las 
resistencias culturales de las pequeñas comunidades, especialmente las indígenas, cuyos usos y 
costumbres no son compatibles con el concepto de economía de mercado globalizada de la gran banca 
comercial.  
 
No obstante, los pobladores de las pequeñas comunidades rurales y urbanas, así como de los pueblos y 
las ciudades de mediano tamaño desarrollaron un sistema institucional de ahorro y préstamo de carácter 
popular. Estas instituciones de la llamada banca social, con base en la confianza y el conocimiento mutuo 
entre las personas, dieron sustentabilidad financiera y, por tanto, sostenibilidad durante las últimas 
décadas, a una parte considerable de la actividad económica en nuestro país. Y eso ocurría mientras el 
sector globalizado de la economía sufría descalabros sexenales o entraba en crisis cada vez que el sistema 
financiero internacional colapsaba.  
 
No es exagerado considerar que el sector de ahorro y crédito popular tiene un valor estratégico muy 
importante para sustentar sobre bases firmes el crecimiento de nuestra economía. Su debilitamiento 
dejaría sin mecanismos duraderos y estables de financiamiento las actividades productivas a un vasto 
sector de la población mexicana, que suele acudir a las cajas de ahorro y a las cooperativas de ahorro y 
préstamos populares, con la finalidad de colocar sus recursos financieros y obtener así lo que necesita 
con el propósito de financiar sus necesidades de consumo.  
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Hay además un fuerte sentimiento de deuda social con las instituciones, grupos y personas del sector de 
ahorro y préstamo, que durante décadas de trabajo arduo tuvieron la capacidad de ofrecer estos servicios 
bancarios básicos a la gran mayoría de la población, que la banca comercial globalizada no atendía por 
considerarla de riesgo, o simplemente porque la rentabilidad de su inversión era mucho mayor 
financiando las grandes empresas que operaban a una escala mayor.  
 
En suma, el carácter estratégico del sector de ahorro y crédito popular ofrece un eficiente blindaje 
financiero a una parte muy importante de la actividad económica nacional, cuando las crisis cíclicas y 
coyunturales de la economía globalizada llevan a la quiebra al sector productivo orientado hacia el 
mercado externo, y con él a la banca comercial que financia sus necesidades de crédito. No debemos 
olvidar que su rescate por parte del gobierno federal constituye una derrama enorme de recursos 
públicos, que dejan de invertirse, por ejemplo, en desarrollo humano, con un alto costo social para los 
amplios sectores de la población en pobreza extrema.  
 
Es una potestad del gobierno nacional establecer una regulación específica y un sistema de supervisión 
de todas las instituciones del sector financiero en nuestro país. Sin embargo, toda buena actividad 
regulatoria gubernamental debe incorporar en su diseño a los actores políticos, económicos y sociales 
que participan en la actividad por regular, de forma que la acción del gobierno en esa materia tenga el 
éxito deseado.  
 
En caso de no atenderse esta regla básica del diseño de políticas públicas, los costos de implementación 
de la actividad regulatoria gubernamental se elevan al punto de hacer imposible su correcta vigilancia y 
aplicación, con lo que el efecto regulador queda neutralizado. Pero si el gobierno incorpora a los actores 
como diseñadores activos de una legislación, gana que las asimetrías de información se reduzcan, y, con 
ellas, los costos de transacción de implementar la regulación también caen.  
 
El día 4 de junio del año 2001 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular, la cual se derivó de un proceso de consulta y consenso con las organizaciones representativas 
del sector de las finanzas populares en México. Este ordenamiento legal tuvo como propósitos 
fundamentales los siguientes: 
 

a) Disminuir los riesgos sistémicos del sector, los cuales se habían evidenciado con las experiencias 
de fraudes que afectaron a miles de ahorradores, los cuales en su mayoría se perpetraron sobre 
la base de la laxitud y obsolescencias de la Ley General de Sociedades Cooperativas.  

 
b) Promover mecanismos efectivos de protección y seguridad de los ahorradores, mediante la 

autorización expresa para operar como Entidad de Ahorro y Crédito Popular, la supervisión 
auxiliar a través de las federaciones y el establecimiento del fondo de protección de los ahorros 
y depósitos.  

 
c) Profesionalizar las finanzas populares, mediante una regulación adecuada para intermediarios 

financieros con características especiales y enfoque social.  
 
d) Extender servicios financieros a grandes segmentos de la población, mediante el crecimiento 

ordenado, viabilidad institucional y competitividad del sistema financiero popular. 
 
La generalidad de los intermediarios financieros del sector popular, así como sus federaciones de 
representación y servicios especializados, de inmediato se sometieron a procesos de saneamiento y 
estabilización financiera, fortalecimiento de esquemas de gobernabilidad y ampliación de ventajas 
competitivas, sin menoscabo de su vocación social y especificidad operacional. De esta manera, 
adoptaron como guía de conducta valores universales como la transparencia, honestidad y 
responsabilidad social.  
 
El día 27 de enero del 2003 se publicó en el Diario Oficial de la Federación un Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. Las 
principales reformas de este decreto fueron las siguientes:  
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1° La incorporación de un régimen de excepción para "las asociaciones y sociedades civiles, así como los 
grupos de personas físicas que tengan por objeto exclusivamente la captación de recursos de sus 
integrantes para su colocación entre éstos", bajo ciertas condiciones de tamaño y circunstancia.  
 
2° La ampliación del plazo para que las sociedades sujetas de la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
presenten su solicitud de autorización ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, cuyo límite se ha 
fijado para el 4 de junio del 2005. 
 
Consciente de que la legislación aplicable siempre será susceptible de mejora y adecuación, 18 
organizaciones que representan a más del 90% del sector financiero popular, apoyaron al desarrollo de 
este proceso de propuestas alternativas a la Ley de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Las 18 organizaciones que participaron en este proceso y que representan a más de 3,000,000 de socios 
en más de 500 Entidades a nivel nacional y cuyo activo total supera los 17 mil millones de pesos, son las 
siguientes:  
 
1. Consejo Mexicano de Ahorro y Préstamo (Comacrep)  
2. Confederación de Cooperativas Financieras de la República Mexicana.  
3. Consejo Coordinador Nacional de Cajas Solidarias.  
4. Federación Mexicana de Ahorro y Crédito (Fmeac)  
5. Federación Integradora Nacional de Entidades (FINE)  
6. Federación Unisap de Occidente (Ahora Federación Nacional de Cooperativas Financieras Unisap)  
7. Federación de Cajas Populares Alianza  
8. Federación Sistema Coopera  
9. Federación Centro-Sur  
10. Federación Regional de Cooperativas de Ahorro y Préstamo Noreste  
11. Red de Finanzas Sociales.  
12. Amacrep  
13. Amuccs-Fedrural  
14. Federación Atlántico-Pacífico.  
15. Federación de Cooperativas de Occidente.  
16. Federación Alianza Mexicana de Cooperativas.  
17. Federación Victoria Popular  
18. Fortaleza Social 
 
Me queda la convicción de que las organizaciones involucradas en este proceso de mejora demostraron 
su madurez y responsabilidad, ya que evadieron posiciones acomodaticias o de oposición sistemática a 
la ley. Igualmente, se evitó ampliar el régimen de excepción determinado en el artículo 4 bis de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular, así como el plazo concedido para la formalización de entidades y organismos 
de integración.  
 
Por lo tanto, esta propuesta contiene reformas de fondo y forma a la Ley de Ahorro y Crédito Popular.  
 
El espíritu que me anima a este proyecto de reformas es sin, duda alguna, crear las condiciones 
necesarias que faciliten a las entidades y federaciones su tránsito a la formalidad plena; manteniendo 
incólume la seguridad de los ahorradores que participan en el Sistema de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Esta propuesta puede explicarse de la siguiente manera:  
 
I.- Régimen de Autorización Especial:  
 
Mediante la creación de un artículo transitorio se define un mecanismo especial para la autorización de 
entidades que no cumplan íntegramente con los requisitos legales y regulatorios aplicables, mediante la 
certificación de su viabilidad financiera, el compromiso de la sociedad de mejorar ostensiblemente su 
problemática (en particular la de carácter estructural) y la sujeción a un régimen especial que será 
verificado estrictamente por una federación, quien se hará también responsable de que el plan general 
de operaciones correspondiente derive en resultados positivos.  
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El proceso propuesto posibilita que, de manera ordenada y observando los requisitos legales, se garantice 
el cumplimiento de los objetivos que persigue la Ley de Ahorro y Crédito Popular, aparte de disminuir los 
riesgos sistémicos y evitar que la Comisión Nacional extienda autorizaciones a sociedades sin viabilidad 
financiera presente ni futura. De manera específica, el mecanismo legal propuesto tiene las siguientes 
particularidades:  
 
a) Enfatiza que el factor fundamental para determinar la viabilidad de las entidades serán sus condiciones 
financieras. En este sentido, las que carezcan de esta condición deberán fusionarse o liquidarse, según 
sea el caso.  
 
b) Evita que se amplíe nuevamente el período de transición para la autorización de entidades, cuyo límite 
es el 4 de junio del 2005. A su vez, esto deriva en señales claras de seriedad, responsabilidad y credibilidad 
de todos los actores involucrados en este proceso: autoridades bancarias, instituciones promotoras del 
sector, legisladores, organismos internacionales, así como de los propios dirigentes del sector;  
 
c) Evita la ampliación del régimen de excepción que se indica en el artículo 4 bis, delimitándolo a las 
condiciones establecidas en la ley a partir de las reformas publicadas el 27 de enero del 2003.  
 
d) Evita cualquier posibilidad de competencias desleales y la tentación de escisiones artificiales, para 
preservar intereses innobles en los regímenes de excepción que ya considera la Ley.  
 
e) Se evita la generación de nuevas figuras que operen al margen de la ley;  
 
f) Fortalece el proceso de integración, facultando a las federaciones para el acompañamiento de las 
entidades hasta lograr su plena viabilidad financiera, administrativa y competitiva, sin menoscabo de la 
aplicación de penas convencionales y medidas correctivas que en la propia ley se contemplan. En este 
sentido, se involucra a las federaciones en el cumplimiento de compromisos plasmados en el programa 
general de operaciones.  
 
g) Se incorporan requisitos rigurosos para asegurar que la entidad mejorará sus condiciones financieras 
y organizacionales, no sólo a través de buenos propósitos sino mediante la aportación económica 
especial al fondo de protección.  
 
h) Se establecen reglas precisas para que, sin menoscabo del propósito superior que inspira esta 
modificación, oportunamente se puedan tomar las decisiones preventivas o correctivas que 
correspondan.  
 
i) Se indican obligaciones mínimas de información a las que se sujetarán las entidades y sus federaciones 
al obtener las autorizaciones bajo este régimen especial. 
 
II.- Incorporación de Nuevas Operaciones:  
 
La incorporación de nuevas operaciones que puedan realizar las entidades responde a la necesidad de 
ampliar sus ventajas competitivas, a través de la diversificación de servicios y productos. En este sentido, 
se destacan las adiciones al artículo 36, siguientes:  
 
a) Se incluye de manera expresa la posibilidad de suscribir contratos de arrendamiento sobre bienes 
muebles, toda vez que en la legislación vigente únicamente se contempla el arrendamiento financiero.  
 
b) Se precisa la facultad de las Entidades para invertir en títulos representativos del capital social de las 
Federaciones a las que se encuentren afiliadas, de conformidad con el artículo 53 fracción l de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular, así como en títulos representativos del capital social de Organismos de 
Integración Financiera que el propio sector constituya en el futuro, ya que de conformidad con su Ley 
Orgánica (artículo 9) se indica esta posibilidad.  
 
c) Se propone facultar a las Entidades de Ahorro y Crédito Popular para que ofrezcan y distribuyan los 
productos y servicios que actualmente otras Entidades Financieras ofrecen al sector del Ahorro y Crédito 
Popular.  
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d) Se prevé expresamente la participación de las Entidades en la operación de remesas, así como en la 
distribución y pago de servicios, productos y programas gubernamentales. Con ello, se permitirá ampliar 
la red de distribución hasta los sectores marginados de la población y las Entidades podrán conseguir un 
número mayor de clientes y/o socios. 
 
III.- Modificaciones formales y complementarias:  
 
Las modificaciones de forma procuran hacer compatible la LACP con la Ley General de Sociedades 
Cooperativas. Aparte se precisan, mejoran e incorporan diversos preceptos legales. Por su relevancia, sólo 
referiremos los siguientes:  
 
a) La derogación de la fracción II del artículo 10, la cual señala los requisitos para que una sociedad opere 
como Entidad de Ahorro y Crédito Popular, consistente en las recomendaciones de dos Entidades. Este 
requisito no es indispensable para determinar la viabilidad de una sociedad. Además, en este mismo 
artículo se propone que, para el caso de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, no se 
presente la relación de socios fundadores.  
 
b) La modificación de la fracción VIII del artículo 21, tiene por objeto establecer que la prohibición para 
ser consejero es para aquellas personas que desempeñan cargos públicos de alto nivel o de elección 
popular o dirigencia partidista, de tal manera que se permita la participación de servidores públicos en 
los órganos de dirección de las entidades, tal como el caso de los maestros que trabajan para el Estado.  
 
c) En cuanto a la constitución del fideicomiso de administración y garantía, previsto en el artículo 107, es 
importante aclarar los inconvenientes de denominar al Fondo de Protección como fideicomiso de 
"garantía", pues la Ley de Ahorro y Crédito Popular no establece un procedimiento convencional de 
ejecución, y aplica supletoriamente la legislación mercantil, de conformidad a lo dispuesto por la fracción 
II del Artículo 8 de la misma Ley, lo que puede redundar en un proceso lento e ineficiente de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 403 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Sección 
Segunda, "Del Fideicomiso de Garantía".  
 
d) En lo referente al artículo 122, se propone eliminar de su primer párrafo la inscripción referente a que 
"no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el desempeño de sus funciones", pues no 
existen criterios claros para evaluar esta condición y se podría llegar a juicios de valor subjetivos por parte 
de la CNBV.  
 
e) Con el propósito de homologar el plazo para que los organismos de integración cumplan con los 
requisitos legales, considerando el régimen de transición de cuatro años que prevé la Ley, la propuesta 
es ampliar dicho plazo a cuatro años, modificando el Artículo Séptimo Transitorio del Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, publicado 
el día 27 de enero de 2003. 
 
Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a consideración del Pleno de la H. Cámara de 
Diputados, el siguiente 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
(Decreto del 28 de junio de 2005) 

 
Para fortalecer a las organizaciones sociales fue necesario reformar el marco normativo vigente para 
proteger los intereses de los participantes, por lo que en abril de 2001 se aprobó la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular y la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, Bansefi.  
 
En perspectiva vemos que el Sistema de Finanzas Populares avanza hacia su consolidación como un 
actor estratégico del área financiera en la construcción de un importante nivel de ahorro, crédito y 
financiamiento para ser utilizados como instrumentos para la promoción de una nación más justa e 
incluyente.  
 
Una de las estrategias para combatir las recientes irregularidades en el sistema financiero es fortalecer a 
la Banca Social dentro de la que se encuentran Instituciones como Banco Nacional y Servicios 
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Financieros (Bansefi) para ofrecer servicios financieros a los grupos sociales no bancarizados, con el fin 
de crear intermediarias financieras, impulsar el cooperativismo y promover las cajas de ahorro con la 
finalidad de formar un sistema de captación de ahorro y crédito popular a nivel nacional, a este sistema 
ahora se conoce como "La Red de la Gente".  
 
El Sistema de Finanzas Populares debe avanzar hacia su consolidación como un actor estratégico del 
área financiera en la construcción de una nación más justa e incluyente.  
 
En este contexto una de las estrategias para no repetir y combatir las irregularidades en el sistema 
financiero, y las costosas experiencias de su mala administración, es sin duda, es el desarrollo, promoción 
y maduración de la banca social, alternativa que trata de madurar esta importante alternativa, el ofrecer 
servicios financieros a los grupos sociales sin acceso a la banca comercial, con el fin de crear 
intermediarias financieras, impulsar el cooperativismo y promover las cajas de ahorro.  
 
El esquema está funcionando incipientemente y como legisladores debemos fortalecerlo. De acuerdo 
con datos de Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Bansefi), al cierre del 2003 cerca de siete 
millones de mexicanos que no tenían acceso a servicios financieros podrán hacer uso de créditos y 
programas de ahorro de la banca popular.  
 
En la actualidad, el sector de ahorro y crédito popular atiende a cinco millones de personas y en el 2004 
se sumaran un millón 700 mil personas que recibirán, por medio de esa institución el dinero ministrado 
por los programas gubernamentales Procampo y Oportunidades.  
 
Pero falta mucho por hacer y como legisladores debemos propiciar su constante crecimiento y alcanzar 
la meta de bancarizar a las personas que viven en las zonas rurales y marginadas del país, pues aún 
existen alrededor de 15 millones de personas en nuestro país que no tienen acceso a servicios financieros 
formales.  
 
La Ley de Ahorro y Crédito Popular, debe vigilar que todo tipo de institución que capte ahorro de los 
mexicanos: cajas populares, cooperativas, sociedades de crédito, no pongan en peligro el patrimonio de 
las familias, garanticen transparencia en su gestión, propicie la democratización del capital y el acceso al 
crédito.  
 
Siempre tomando en cuenta que el sistema de banca social: cajas de ahorro popular, cooperativas, 
sociedades financieras, etcétera, no deben ser regulado ni administrado por criterios de rentabilidad 
privada.  
 
Recordemos que la banca social, su operación, su gestión y medición de eficiencia debe ir dirigida a 
alcanzar la democratización del capital y a la rentabilidad social. No a la concentración, ni a la 
centralización del capital.  
 
La banca privada ha sido ineficiente y para comprobar esta afirmación damos el dato siguiente, esta ha 
reducido 80% su cobertura financiera al sector privado y cada vez se aleja más de los sectores que 
considera de mayor riesgo.  
 
En consecuencia, en la actualidad más del 6 por ciento de la población económicamente activa recurre 
para ahorrar y obtener préstamos personales, refaccionarios o de avío, a cajas de ahorro, cooperativas y 
sociedades financieras.  
 
El crecimiento de la banca social es la alternativa a la caída del crédito, al aumento de las comisiones y la 
poca cobertura de servicio de ahorro y crédito.  
 
Ante esa realidad, la Ley de Ahorro Popular debe habilitarse con un sistema de supervisión en el que la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores garantice regulación y transparencia.  
 
Por ello, la banca social en nuestro país debe habilitarse desde el legislativo con normas eficientes que 
permitan supervisión, regulación, transparencia y sobre todo la democratización del capital. Que 
proporcione certeza a los ahorradores y mayores posibilidades de acceso a crédito más flexible y menos 
oneroso.  
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El problema de lograr alcanzar un sistema bancario, eficiente y menos costoso en nuestro país sigue sin 
resolverse, lo que tenemos en nuestro país actualmente es una banca múltiple ineficiente y comisionista, 
que no otorga el crédito necesario para propiciar crecimiento económico en nuestro país.  
 
Nuestra meta desde el legislativo debe ser fortalecer y consolidar un sistema de banca social alternativo, 
articulado y robusto que de acceso a servicios bancarios a todos los sectores sociales y económicos que 
actualmente se encuentran alejados de este y que paulatinamente alcance cobertura nacional.  
 
Recordemos que la banca privada en la actualidad, ya no es fundamentalmente nacional, no otorga 
crédito suficiente ni mucho menos a tasas competitivas.  
 
Hoy día, tenemos básicamente una banca privada disfuncional a los objetivos básicos de toda banca: 
captar ahorro y otorgar crédito. El crédito lo ha concentrado básicamente en el financiamiento 
gubernamental, discriminando a los sectores productivos y en especial a los sectores populares de bajos 
ingresos. Su crecimiento lo ha basado en un esquema de financiamiento de riesgo nulo e incremento 
sistemático en el cobro de comisiones que cobran por sus diversos servicios.  
 
En este contexto y con el fin de posibilitar el crecimiento y fortalecimiento de una banca popular sana 
que detone crecimiento económico y círculos virtuosos en la economía, promoviendo el crédito, la 
inversión, el empleo, el ingreso, el consumo y el ahorro, pero sobre todo con el fin de otorgar mayor acceso 
a millones de familias de los sectores populares al circuito ahorro-préstamo, pero sobre todo con el fin de 
democratizar el capital del sistema de banca popular, los diputados que integran la fracción 
parlamentaria del Partido Verde Ecologista de México, proponemos la siguiente  
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
(Decreto del 18 de julio de 2006) 

 
El acceso al crédito es un elemento crucial en el desarrollo del país al ser el factor determinante en la 
inversión. En este sentido, la intermediación financiera juega un papel fundamental al promover el 
ahorro y canalizarlo hacia los proyectos más rentables y productivos. La innovación financiera, la 
competencia global, y el constante cambio en el entorno financiero hacen menester realizar ajustes en 
la legislación del sector financiero para mejorar su funcionamiento.  
 
Además del sistema bancario y los mercados públicos de deuda y capital, existe un grupo de 
intermediarios financieros no bancarios que juegan un papel fundamental en el proceso de 
intermediación financiera. Este grupo está compuesto por las sociedades financieras de objeto limitado 
(Sofoles), así como por las arrendadoras financieras y las empresas de factoraje financiero. 
Recientemente, este grupo ha cobrado una mayor importancia. De 1997 a 2005, la cartera de estos 
intermediarios se ha incrementado de 44.7 miles de millones de pesos (MMP) a 223 MMP. Estas cifras 
equivalen a un incremento en ese mismo periodo del 0.7% a 2.75% del Producto Interno Bruto (PIB) o del 
4.1% a 28% del crédito total al sector privado no financiero. Este crecimiento se debe principalmente a la 
actividad de las Sofoles, que aumentaron su participación de 0.4% a 2.38% del PIB y aumentaron de 21 a 
54 instituciones en el mismo período.  
 
Quizá más relevante, estos intermediarios en gran medida cubren mercados que los bancos no han 
atendido y/o que con la crisis de 1995 dejaron de cubrir. Las Sofoles han originado mas de 10 millones de 
créditos a la fecha. De ellos, destacan más de 450 mil créditos hipotecarios, casi 5 millones de créditos 
automotrices, casi 3 millones de créditos a micro, pequeñas y medianas empresas, y casi 3 millones de 
créditos personales, muchos de los cuales son micro créditos. En su mayoría, estos créditos son otorgados 
a personas con bajos ingresos que no habían tenido acceso al sector financiero formal.  
 
Así, es obligación de esta Soberanía sentar las bases jurídicas apropiadas para que, por una parte, la oferta 
de créditos tenga condiciones accesibles y, por la otra, los potenciales deudores tengan la confianza de 
solicitarlos. La presente Legislatura reconoció esta situación y, ante esto, el 30 de noviembre de 2005 fue 
publicada en el Diario Oficial de la Federación una reforma a los artículos 2 y 103 de la Ley de Instituciones 
de Crédito propuesta por la Senadora Dulce María Sauri. En resumen, y como lo dice la misma exposición 
de motivos de esa iniciativa:  
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"la iniciativa [propuso] que las entidades comerciales puedan captar recursos del mercado de valores y 
de la banca y otorgar financiamiento con estos mismos recursos. Es decir, las empresas de cualquier giro, 
principalmente las que se dedican a la venta de productos para el consumo, por ejemplo, los grandes 
almacenes, podrán acceder a recursos que en este momento no están a su alcance, y otorgar crédito a 
las personas que desean adquirir los productos que venden. De este modo, la iniciativa busca fomentar 
la competencia y presionar para que se reduzca el margen de intermediación que tienen las entidades 
financieras. Al facilitar la participación de nuevos otorgantes de crédito, la diferencia entre las tasas 
activas y las pasivas, esto es, entre el costo por captar recursos y colocarlos en el mercado, tenderá a 
reducirse, o, en caso contrario, las entidades financieras perderán clientes, ya que habrá quien ofrezca 
crédito más barato." 
 
La reforma de la senadora Sauri, en vigor desde el 30 de noviembre de 2005, implica que cualquier 
empresa mercantil puede obtener fondos de la banca regulada y supervisada y del mercado de valores 
y utilizar esos recursos para dar crédito. Con anterioridad a dicha reforma, este tipo de intermediación 
estaba restringido a las Sofoles y a otros intermediarios autorizados. Ahora, cualquier empresa puede 
hacer esta intermediación con mayor libertad que las Sofoles, ya que no necesariamente tendrá que 
otorgar crédito a un sector (objeto) específico, predefinido y autorizado por las autoridades financieras.  
 
Permitir el otorgamiento del crédito a varios sectores es fundamental para fomentar la actividad 
crediticia. Por ejemplo, una arrendadora de maquinaria agrícola no le puede otorgar crédito a un 
campesino para comprar semillas. La situación no es eficiente para ninguna de las partes: Por un lado, el 
arrendador ya conoce la calidad crediticia del agricultor, estableció una relación de largo plazo con él y 
le convendría prestarle, para adquirir semillas por ejemplo, para asegurarse que le continúe haciendo los 
pagos del tractor; por otro lado, el agricultor tiene que acudir a un intermediario financiero diferente para 
obtener el crédito deseado. En general, tiene poco sentido que una Sofol que puede prestar para comprar 
un coche no pueda prestar para comprar una lavadora por ejemplo. Estos "cajones", que se establecen 
en la legislación actual, no conducen a la eficiencia ya que no permiten aprovechar las sinergias de haber 
hecho un costoso análisis crediticio de una persona. Al mismo tiempo, los usuarios del crédito tienen que 
acudir y hacer trámites ante varias instituciones para que se les atienda todas sus necesidades de 
financiamiento.  
 
La liberalización que llevó a cabo la reforma propuesta por la Senadora Sauri no presenta ningún riesgo 
para el sector financiero. La literatura económica y la experiencia internacional nos indican que las dos 
razones para tener una regulación y supervisión prudencial son: (i) proteger los intereses del gran público 
depositante y (ii) evitar un problema sistémico en el sector financiero en caso que alguna institución no 
pudiera honrar sus obligaciones.  
 
La primera razón está justificada en el hecho que, al captar recursos del público y otorgar créditos con 
ellos, podría existir la posibilidad de que, en una situación de crisis, los montos provenientes de los activos 
(es decir, de esos créditos) no alcanzaran para pagarle a todos los depositantes. Dado el número de 
depositantes, los costos involucrados imposibilitan una acción coordinada y efectiva de supervisión sobre 
los bancos o cualquier otro intermediario que capte recursos del público en general. Por lo tanto, es 
necesaria la existencia de un agente regulador centralizado que satisfaga el requerimiento de 
supervisión, con lo que se incrementa la confianza y la penetración de las instituciones bancarias en la 
economía. La regulación mexicana sigue un enfoque prudencial que abarca, entre otros mecanismos, 
restricciones y requerimientos de capital y reservas (capital mínimo, capital neto, calificación de activos 
expuestos a riesgo y constitución de reservas o provisiones), seguros de depósito y limitaciones de 
portafolio.  
 
La otra razón de la supervisión es evitar que la falla de un intermediario pueda contaminar el resto del 
sistema financiero a través del sistema de pagos. Es decir, si un intermediario no puede honrar sus 
obligaciones con otros intermediarios a través del sistema de pagos, es posible que otros intermediarios 
con suficiente solvencia y liquidez antes del problema pierdan ambas o cualquiera de ellas en el 
momento que en ese otro intermediario deje de honrar sus obligaciones.  
 
La reforma aprobada antes referida no causa ningún riesgo debido a que las empresas mercantiles, antes 
y después de la reforma, seguirán sin captar depósitos del público ni estarán conectadas al sistema de 
pagos, por lo que no pueden causar un riesgo sistémico. Las empresas mercantiles que otorguen crédito 
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podrán, como el resto de las empresas mercantiles, obtener financiamiento de la banca, que sí está 
regulada y supervisada por las autoridades financieras, así como del mercado de valores, donde los 
requisitos de revelación reducen sustancialmente el problema de información y de agencia.  
 
Lo interesante de lo anterior es que ni las Sofoles, ni las arrendadoras o empresas de factoraje, captan 
depósitos del público ni están conectadas al sistema de pagos, por lo que conviene cuestionar 
mantenerlas sujetas a autorización y a supervisión de las autoridades financieras.  
 
De hecho, la regulación existente para las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje ha tenido efectos 
adversos. En primer lugar, y quizás el más importante, la regulación y supervisión por parte de las 
autoridades financieras crea una percepción que existe una protección o garantía del Gobierno Federal 
a favor de los acreedores de estas instituciones. Lo anterior causa un riesgo moral por parte de las Sofoles, 
arrendadoras y empresas de factoraje y reduce los incentivos de monitoreo crediticio por parte de los 
acreedores, ya que asumen que, si algo sale mal, el gobierno realizará un rescate. Al respecto, no hay 
ninguna base legal para hacer un rescate a estas instituciones y tendría poco sentido hacerlo, ya que no 
captan depósitos del público. Sus acreedores son bancos e inversionistas del mercado de valores los 
cuales tienen un alto grado de sofisticación e invierten a su propio riesgo. En segundo lugar, la 
autorización para constituirse como Sofol, arrendadora o empresa de factoraje constituye una barrera de 
entrada que inhibe la competencia. En tercer lugar, la carga administrativa que impone la regulación 
incrementa los costos de operación, sin que necesariamente sea útil para sus acreedores o sus usuarios. 
En cuarto lugar, la regulación inhibe la innovación financiera. Todo lo anterior se refleja en mayores tasas 
de interés para los usuarios y en mayores cargas administrativas.  
 
Por las razones ya expuestas, esta iniciativa complementa este gran paso tomado por la presente 
Legislatura y lo lleva a sus últimas consecuencias. En particular, la iniciativa impulsa la referida reforma 
de los artículos 2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito en los siguientes dos sentidos para promover 
la competencia, la penetración del crédito, reducir los márgenes de intermediación y las tasas de interés:  
 
Primero, reconoce que el arrendamiento y el factoraje financiero no deben ser actividades reservadas, 
como no lo es el crédito, y propone que cualquier empresa mercantil pueda llevar a cabo estas 
operaciones sin autorización ni supervisión de las autoridades financieras.  
 
Segundo, hace una serie de adecuaciones legislativas para darles a las empresas mercantiles que se 
dediquen preponderantemente a otorgar crédito, y/o arrendamiento y/o factoraje las ventajas, 
principalmente fiscales y procesales, que actualmente tienen las arrendadoras, las empresas de factoraje 
y las Sofoles como entidades financieras. Al mismo tiempo, establece un período de cuatro años de 
transición para que las Sofoles, las arrendadoras y las empresas de factoraje migren al esquema sin 
supervisión financiera. 
 
Liberalización de la actividad de arrendamiento y de factoraje  
 
Con respecto a liberalizar la actividad de arrendamiento y de factoraje, la pregunta obligada es si existe 
alguna razón para mantener estas actividades restringidas a entidades que gocen de autorización 
expresa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. La literatura económica y la experiencia 
internacional, en consonancia con las circunstancias nacionales, indican que el arrendamiento y el 
factoraje son subconjuntos y formas particulares del otorgamiento de crédito. Por lo tanto, si el crédito 
no está reservado en México ni en casi ninguna parte del mundo, tiene poco sentido reservar el 
arrendamiento y el factoraje. El arrendamiento es, de facto, un crédito con un patrón de pago 
predeterminado donde, en caso de que el deudor (es decir, el arrendatario) no honre sus obligaciones, el 
acreedor (es decir, el arrendador) tiene el derecho de que se le otorgue la posesión del bien arrendado 
sin mayor trámite, ya que la propiedad del bien no es del deudor, sino del mismo arrendador. Esto 
permite a las empresas de arrendamiento reducir la cartera vencida y cobrar tasas de interés más 
accesibles que en una operación crediticia común, en donde la ejecución de las garantías es más 
compleja. Por su parte, el factoraje es también, de facto, una operación de crédito donde la fuente de 
pago son cuentas por cobrar de un tercero que se compran a un descuento de su valor nominal.  
 
Fue relativamente reciente cuando en México se optó por restringir el arrendamiento y el factoraje a 
empresas autorizadas y supervisadas por las autoridades financieras. El arrendamiento se restringió en 
1981 cuando se estableció en la Ley de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares que solo las 
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empresas que recibieran una concesión por parte de la Secretaría de Hacienda podrían hacerlo. El 
factoraje se incorporó como actividad restringida a la Ley de Organizaciones y Actividades Auxiliares de 
Crédito en 1990. La motivación de esto era regular estas actividades como parte del sector financiero para 
promoverlas y, al mismo tiempo, diferenciar su regulación de la aplicable a la actividad bancaria que, 
hasta antes de 1990, era desempeñada solamente por empresas propiedad del Estado. Sin embargo, la 
regulación no logró fomentar el crecimiento de estos sectores. La cartera de las arrendadoras se ha 
mantenido como una proporción constante del PIB cercana al 0.2% desde 1997 a la fecha. Similarmente, 
la cartera de las empresas de factoraje ha oscilado alrededor de 0.14% del PIB en el mismo período. Más 
aún, el número de arrendadoras y de empresas de factoraje ha disminuido desde 1997.  
 
El entorno financiero actual es totalmente diferente al de los ochentas: la banca comercial ya no es 
propiedad del estado, existen mercados de deuda maduros con competitividad y transparencia en el 
flujo de información como alternativas de fondeo; la regulación de estas entidades no es sustancialmente 
diferente a la de los bancos pese a que no captan recursos del público; es evidente que la sobre-
regulación está inhibiendo su desarrollo, la innovación financiera y la competencia; los costos de la 
regulación encarecen el costo del crédito; y estas entidades absorben recursos y esfuerzos de supervisión 
cuando no existen intereses del público depositante que cuidar.  
Finalmente, dado que en México el crédito no está restringido desde hace tiempo a entidades 
autorizadas para esos propósitos y la reforma de la Senadora Sauri liberalizó la intermediación de 
recursos de los bancos y de los mercados de valores, resulta un anacronismo restringir el arrendamiento 
y factoraje financieros a empresas que solo pueden dedicarse a esto, con una pesada carga regulatoria 
que eleva sus costos. Por lo anterior, parece razonable afirmar que las razones y propósitos de la 
regulación a las que están sometidas las empresas de arrendamiento y factoraje financieros ya no son 
consistentes con las circunstancias actuales de la país, de la economía y de su sistema financiero.  
 
Llevar a cabo este primer objetivo es jurídicamente sencillo. Se requiere derogar las disposiciones de la 
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito aplicables a las operaciones de 
arrendamiento y factoraje financiero y trasladarlas a la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
con algunos ajustes y precisiones para que se refieran a operaciones de crédito celebradas entre 
cualesquier particulares.  
 
Esta modificación, aunada a las reformas de los artículos 2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito ya 
aprobadas, permitirá que cualquier empresa mercantil pueda fondearse de los bancos o mediante 
ofertas públicas de valores y llevar a cabo operaciones de arrendamiento, factoraje y crédito a cualquier 
sector. Es decir, con estas modificaciones legislativas, las empresas mercantiles podrán hacer las mismas 
actividades para las cuales hoy se necesita contar con autorizaciones del Gobierno Federal para 
constituirse y operar como arrendadora financiera, empresa de factoraje financiero y una o varias Sofoles.  
 
El efecto promotor en el crédito es enorme y conducirá a mayor competencia, menores costos de 
operación y, por lo tanto, en menores tasas de interés para el consumidor. Esta liberalización no presenta 
ningún riesgo al sistema financiero porque se mantiene la prohibición de captar directamente recursos 
del público ahorrador y las empresas que se dediquen a esto no tendrán acceso al sistema de pagos.  
 
Otorgar las ventajas fiscales y procesales que tienen las entidades financieras a las empresas mercantiles 
que se dediquen al crédito, arrendamiento y factoraje.  
 
Para alcanzar cabalmente la meta de abaratar el crédito y fomentar la competencia entre entidades que 
no capten recursos del público ahorrador, es necesario lograr el segundo gran objetivo de la iniciativa: 
otorgarles a las empresas mercantiles que se dediquen preponderantemente al arrendamiento, y/o al 
factoraje, y/o al otorgamiento de crédito, las mismas ventajas, fiscales y procesales, que actualmente 
tienen las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje como entidades financieras. Este objetivo, 
aunque conceptualmente simple, requiere, de varios cambios legislativos que se proponen en esta 
iniciativa.  
 
Las principales ventajas fiscales para las empresas que componen el sistema financiero son:  
 
La cartera crediticia no es incluida para el cómputo del impuesto al activo y,  
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Los intereses generados en transacciones de la cartera crediticia comercial con entidades financieras no 
causan el impuesto al valor agregado. 
 
Las principales ventajas procesales que tienen las entidades financieras son:  
 
Los estados de cuenta certificados de las entidades financieras, incluyendo a las Sofoles, arrendadoras, y 
empresas de factoraje, tienen el carácter de títulos ejecutivos. Es decir, un juez puede dictar un embargo 
del colateral a favor de la entidad financiera sin esperar tener una sentencia firme. Los litigios de las 
entidades financieras son por la vía ejecutiva mercantil y no por la vía ordinaria mercantil. Esto ha 
permitido abaratar y fomentar el crédito ya que con un proceso judicial de por medio, la entidad 
financiera puede embargar el colateral sin esperar el final de proceso judicial.  
 
Conforme al Código Civil Federal y los Códigos Civiles de las Entidades Federativas, establecen que las 
entidades financieras pueden ceder los derechos de créditos con garantía hipotecaria a otro 
intermediario sin necesidad de notificación al deudor, ni de escritura pública ni de inscripción ante el 
Registro Público de la Propiedad correspondiente. Esta facilidad se vuelve crucial para la venta de cartera 
hipotecaria o el proceso de bursatilización de dicha cartera, en el que las Sofoles transfieren los créditos 
a un fideicomiso que, a su vez, emite certificados bursátiles con derechos sobre los flujos derivados del 
pago de dichos créditos. Sin esta facilidad, sería prohibitivamente caro llevar a cabo bursatilizaciones de 
carteras hipotecarias y, con ello, el fomento del otorgamiento de dichos créditos, ya que se necesitaría 
llevar a cabo notificaciones a miles de poseedores de hipotecas y efectuar los trámites necesarios para 
obtener los registros correspondientes. 
 
La manera más práctica y jurídicamente sólida para otorgar las facilidades mencionadas a entidades 
mercantiles que no requieran de autorización es crear la figura de entidad financiera no regulada que se 
denominará "Sociedad Financiera de Objeto Múltiple" o "Sofome." Adicionalmente, si no están vinculadas 
con un banco estas entidades tendrán que llevar la expresión Entidad No Regulada o E.N.R. después de 
su denominación. En caso de estar vinculadas con un banco, llevarán la expresión Entidad Regulada o 
E.R. Conceptualmente, aquellas sociedades que se dediquen preponderantemente a otorgar créditos, 
dar bienes en arrendamiento financiero y/o adquirir derechos de crédito mediante contratos de factoraje 
financiero, serán denominadas Sofomes de acuerdo con las disposiciones de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito a que se refiere la presente iniciativa, y tendrán las 
ventajas fiscales y procesales mencionadas.  
 
Para acceder a los beneficios procesales la Iniciativa establece en la Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito que una sociedad tendrá que:  
 
Establecer como su objeto social principal la realización de arrendamiento y/o crédito y/o factoraje sin 
captar depósitos del público; denominarse Sofome seguido de las siglas E.N.R. o E.R. dependiendo de si 
están o no vinculadas con un banco; y establecer su estatus regulatorio en sus contratos. 
 
Para tener las ventajas fiscales, una Sofome necesitará cumplir en adición al requisito anterior alguno de 
los siguientes requisitos:  
 
Que el 70% de los activos de la sociedad sean cartera de crédito-arrendamiento-factoraje o  
 
Que el 70% de los ingresos provengan de administrar la mencionada cartera. 
 
Estos requisitos son necesarios para que los beneficios puedan ser accesibles sin demasiados costos. Así, 
para acceder a los beneficios procesales, no es necesario hacer cambios legislativos adicionales a los 
mencionados. De esta forma, una sociedad anónima, al constituirse como Sofome, tendrá acceso a estos 
beneficios. Para ello, bastará que estas sociedades acrediten en sus respectivos estatutos sociales que su 
objeto social principal es la realización de estas actividades para que un juez acepte los estados de cuenta 
certificados como títulos ejecutivos. Así mismo, las Sofomes tendrán la posibilidad de ceder los créditos 
hipotecarios que hayan otorgado sin necesidad de notificar a los deudores respectivos o llevar a cabo 
registro alguno, debido a que ellas serán consideradas como entidades financieras bajo la legislación de 
la materia y que los códigos civiles no diferencian si éstas deben estar reguladas y supervisadas o no.  
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La Iniciativa propone tres cambios a las legislaciones fiscales para otorgar las ventajas fiscales a las 
Sofomes:  
 
Primero, establecer en el Artículo 8 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta los requisitos fiscales de las 
Sofomes en los términos expuestos.  
 
Segundo, incorporar a las Sofomes en el artículo 8 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que es aquel 
que define a las entidades que componen al sector financiero para efectos fiscales. Esta modificación, 
aunada al hecho de que la Ley del Impuesto al Activo, en su artículo 1, establece que, para las empresas 
que componen el sistema financiero, el impuesto se calcula con base en el "activo no afecto a su 
intermediación financiera" y que el artículo 14 de la misma ley remite la definición de sistema financiero 
a dicho artículo 8 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, implica que a las Sofomes se les dará el 
tratamiento de las entidades financieras para efectos del impuesto al activo.  
 
Tercero, con el fin evitar que los créditos comerciales y operaciones de factoraje de aquellas entidades 
financieras no sujetas a autorización para operar con tal carácter causen IVA, la iniciativa propone 
modificar el artículo 15, fracción X, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado para que también incluya a 
las Sofomes. Al respecto, conviene hacer tres aclaraciones: Primero, el arrendamiento financiero sí causa 
IVA, debido a que fiscalmente es una venta diferida en el tiempo. Segundo, los intereses para préstamos 
al consumo actualmente causan IVA, aún cuando provengan de entidades financieras. Y tercero, los 
créditos hipotecarios no causan IVA.  
 
Sería inviable abrir estas facilidades fiscales a las sociedades mercantiles que tengan objetos 
empresariales no financieros ya que se prestaría a planeaciones fiscales para evadir el impuesto al activo 
y el cobro del IVA en la venta de sus productos. En relación con el impuesto al activo, se podría prestar a 
manipulaciones entre activos fijos y activos crediticios para evadir el impuesto. Con los requisitos fiscales 
propuestos, las empresas mercantiles que no se dediquen predominantemente a la actividad crediticia, 
tendrán que incluir todos sus activos para el cálculo del impuesto. Así mismo, la separación permitirá una 
fiscalización del IVA mas transparente.  
 
Mientras una sociedad cumpla con el requisito fiscal, tendrá acceso a las facilidades fiscales del impuesto 
al activo y del IVA. Asegurarse que estos requisitos se cumplen es sencillo de verificar por parte de las 
autoridades fiscales en la declaración anual de impuestos. Si alguna Sofome no cumple con los requisitos 
fiscales, no accederá a las facilidades fiscales aunque mantendrá las ventajas procesales.  
 
Estas modificaciones fiscales no tendrán un impacto adverso en la recaudación debido a que 
actualmente las Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje están exentas del impuesto al activo y en 
los casos mencionados sus créditos y operaciones de factoraje no causan el IVA. Con la reforma, estas 
entidades podrán continuar con sus mismas actividades y seguirán sin causar el impuesto al activo o el 
IVA. En la medida que la reforma promueva la entrada de nuevas Sofomes, la recaudación podrá 
aumentar vía otros impuestos.  
 
Debido a que el cambio en la naturaleza jurídica de las Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje es 
tan profundo, existirá un período transitorio de casi cuatro años hasta octubre del 2009 en el cual las 
Sofoles, las arrendadoras, y las empresas de factoraje podrán mantenerse, si así lo desean, como 
entidades financieras reguladas bajo el régimen actual: bajo la supervisión de la Secretaría de Hacienda 
y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y con la legislación actual que no les permite liberalizar 
sus operaciones activas (las Sofoles seguirán siendo de objeto limitado y las arrendadoras y empresas de 
factoraje solo podrán realizar las actividades que les permite el régimen actual).  
 
Otros ajustes legislativos necesarios  
 
La iniciativa contiene una serie de ajustes legislativos adicionales para asegurar el buen funcionamiento 
de las Sofomes como nuevas entidades y de la liberalización del arrendamiento y del factoraje.  
 
Resguardar el arbitraje regulatorio  
 
Un riesgo importante de minimizar es el del arbitraje regulatorio entre una Sofome que no está regulada 
y un intermediario financiero que sí capta depósitos del público ahorrador y que está regulado, como un 
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banco. El riesgo es que un intermediario financiero regulado, como un banco, lleve a cabo sus actividades 
de arrendamiento, factoraje y de crédito a través de una Sofome con las ventajas fiscales y procesales 
mencionadas y evite cumplir los requisitos crediticios que se le aplica al banco poniendo en riesgo los 
depósitos del público o el sistema de pagos. En el extremo, un banco podría prestar toda su cartera a 
través de una Sofome con requisitos crediticios menores.  
 
Por lo anterior, la iniciativa propone evitar cualquier tipo de arbitraje regulatorio entre un banco, o 
cualquier otra entidad de capte del público, y las Sofomes. La Iniciativa busca que el banco, sea 
indiferente en términos fiscales y regulatorios entre llevar a cabo las operaciones de crédito, 
arrendamiento o factoraje dentro de su balance o a través de una de una Sofome.  
 
Este riesgo de arbitraje ya existe y se evita actualmente con las Sofoles, arrendadoras, y empresas de 
factoraje. La regulación de las arrendadoras y de las empresas de factoraje es tal que los bancos tienen 
pocos incentivos para realizar estas actividades a través de una empresa separada aunque algunos así lo 
hacen. Recientemente, la Secretaría de Hacienda preparó unas modificaciones a la regulación aplicable 
a las Sofoles vinculadas con bancos para homologar los estándares de capitalización, diversificación, 
reserva de cartera, créditos relacionados, criterios contables, control interno, administración de riesgos, 
diversificación, integración de expedientes, de carácter prudencial en materia de crédito y calificación de 
cartera para asegurarse que el banco no tenga incentivos perversos de otorgar crédito a través de Sofoles 
y evadir requisitos que pongan en peligro los depósitos del público.  
 
La iniciativa plantea en la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito que, cuando 
exista un vínculo patrimonial entre una Sofome y un banco o un grupo financiero que comprenda a un 
banco, o personas físicas que sean tengan control sobre un banco, la Sofome será considerada como 
"Entidad Regulada" (o E.R.), lo cual deberá ser señalado de esa forma en su denominación social, y le será 
aplicable la regulación correspondiente a los bancos, tal y como actualmente se le aplica la regulación a 
las Sofoles que han sido adquiridas por los bancos. Esto implica que dichas Sofomes, entidades reguladas, 
serán supervisadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. En sentido contrario, cualquier otra 
Sofome que no tenga un vínculo patrimonial en los términos antes señalados, será considerada como 
entidad no regulada (E.N.R.), lo cual deberá señalarse en su denominación social, y no estará sujeta a la 
supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.  
 
Un ajuste menor relacionado con este tema implica modificar la Ley de Agrupaciones Financieras para 
reducir el número mínimo de entidades financieras que integran un grupo de tres a dos entidades. Este 
ajuste es necesario para evitar que con la liberalización propuesta por esta Iniciativa, algún grupo 
financiero no cumpla con el mínimo de entidades financieras, por ejemplo al fusionar una arrendadora y 
una empresa de factoraje en una Sofome.  
 
Se mantiene el acceso a las fuentes de fondeo vigentes  
 
Las Sofoles, las arrendadoras y las empresas de factoraje, al igual que las empresas mercantiles, 
actualmente pueden recibir fondeo de instituciones financieras (bancos, aseguradoras y afianzadoras), y 
a través de emisiones públicas de deuda. Las Sofomes, al ser entidades mercantiles, también podrán 
hacerlo. Adicionalmente, no es necesario cambiar ninguna disposición legal aplicable a la banca de 
desarrollo para permitir que las Sofomes puedan recibir créditos de aquella. Los consejos directivos de 
las instituciones de banca de desarrollo tienen la facultad de determinar que los créditos puedan 
otorgarse a personas que no tengan el carácter de instituciones financieras. En el caso de la Sociedad 
Hipotecaria Federal la Secretaría de Hacienda tiene esa facultad.  
 
En este sentido, se incluye una modificación a la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas 
de Seguros y a la Ley Federal de Instituciones de Fianzas para que esas instituciones puedan recibir 
títulos en descuento y redescuento de las Sofomes, tal y como lo pueden hacer hoy de las Sofoles, 
arrendadoras y empresas de factoraje financiero.  
 
Prevención de lavado de dinero  
 
La iniciativa también atiende la prevención del lavado de dinero y financiamiento al terrorismo. Si bien 
es cierto que las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje no captan directamente recursos del 
público y, por lo tanto, su capacidad de lavar dinero a través de ellas es limitada, actualmente la Ley 
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General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y la Ley de Instituciones de Crédito, en 
consonancia con los estándares internacionalmente reconocidos como los más adecuados para la 
prevención de dichas prácticas, como son aquellos recomendados por el foro intergubernamental 
denominado Grupo de Acción Financiera sobre el Blanqueo de Capitales (GAFI), establecen que estas 
entidades deben estar sujetas a ciertas normas en la materia.  
 
En este sentido, y debido a que la práctica internacional apunta en la dirección de establecer medidas 
de prevención de lavado de dinero para las actividades de toda entidad financiera, la presente iniciativa 
propone en la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, que las Sofomes, al 
igual que los centros cambiarios, estén sujetas a normas de lavado de dinero y que sean supervisadas 
por el Servicio de Administración Tributaria.  
 
Protección al usuario  
 
Actualmente la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 
(Condusef) es la encargada de proteger y defender los derechos e intereses de los usuarios de los servicios 
que prestan las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje. El nuevo régimen propuesto por esta 
iniciativa precisa en la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito que la 
protección del usuario de los servicios de arrendamiento financiero, factoraje financiero y otorgamiento 
de crédito que presten las Sofomes corresponde también a la Condusef.  
 
Inversión Extranjera y Tratados Internacionales  
 
Actualmente, la inversión extranjera en las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje está permitida 
al 100% a través del régimen de filiales. Al dejar de ser entidades financieras y al liberalizar las actividades 
de factoraje y de arrendamiento, es necesario derogar los incisos (H) al (K) de la fracción III del artículo 7 
de la Ley de Inversión Extranjera para que las sociedades extranjeras puedan invertir directamente en el 
capital de estas entidades sin tener que constituir una filial. Las sociedades extranjeras tendrán que 
inscribirse en el Registro Público de Comercio y tener por objeto las tres operaciones correspondientes a 
las Sofomes si quieren tener los beneficios fiscales y procesales. Los que no se registren solo tendrán que 
ajustarse a la Ley de Inversión Extranjera, como en cualquier otra actividad mercantil.  
 
La Iniciativa aquí presentada no infringe ninguno de los tratados internacionales que tiene celebrados 
México. Solo se tendrá que informar a nuestros socios comerciales que la inversión extranjera quedó 
liberada y que la autorización para realizar operaciones de crédito, de arrendamiento, factoraje y/o 
crédito ya no es necesaria.  
 
Conclusiones  
 
Esta miscelánea de reformas tiene por objeto promover la actividad crediticia y fomentar la competencia, 
así como reducir los costos y, por lo tanto, las tasas de interés. Al mismo tiempo, elimina una fuente de 
riesgo moral en el sector financiero al dejar fuera de la supervisón de las autoridades financieras 
actividades donde no hay intereses del público que tutelar y no hay riesgo del sistema de pagos. Aunque 
los objetivos son simples, sentar las bases para que estas actividades se puedan realizar de manera 
competitiva en el ámbito mercantil requiere hacer cambios a varias leyes:  
 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.  
 
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito.  
 
Ley de Instituciones de Crédito.  
 
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros  
 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas.  
 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.  
 
Ley de Ahorro y Crédito Popular.  



 

  

Para uso interno 

Para uso interno 

 
Ley de Inversión Extranjera.  
 
Ley del Impuesto sobre la Renta.  
 
Ley del Impuesto al Valor Agregado.  
 
Código Fiscal de la Federación. 
 
Por los motivos anteriormente expuestos, someto a la consideración de esta H. Asamblea la siguiente: 
 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS  
(Decreto del 28 de junio de 2007) 

 
Los trágicos acontecimientos que, en materia de terrorismo, se observaron en el mundo en años 
recientes han incrementado la preocupación de la comunidad internacional sobre esa materia, al 
reconocer que todo país está expuesto a ser objeto o conducto de actos terroristas. Ante esto, un gran 
número de estados ha celebrado diversos tratados internacionales con el propósito de prevenir, reprimir 
y eliminar el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones. 
 
Dentro de las acciones para eliminar el terrorismo internacional, se ha reiterado la necesidad de adoptar 
mecanismos para prevenir y contrarrestar, mediante medidas internas apropiadas, la financiación de los 
terroristas y sus organizaciones. Entre los principales instrumentos que hacen referencia a dicha 
necesidad, se pueden citar el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo 
y la Resolución 1373 adoptada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas el 28 de septiembre 
de 2001. 
 
Por su parte, se ha observado una participación destacada de nuestro país en el esfuerzo internacional 
sobre la materia, no sólo a través de la suscripción y ratificación de convenios como el citado 
anteriormente, sino mediante la intervención que ha tenido por su membresía, a partir de junio de 2000, 
en el grupo intergubernamental denominado "Grupo de Acción Financiera sobre Blanqueo de Capitales" 
(GAFI). Este grupo -actualmente integrado por 29 países y 2 organismos internacionales- tuvo como 
propósito inicial el desarrollo y promoción de políticas, tanto a nivel nacional como internacional, para 
combatir operaciones con recursos de procedencia ilícita, conocidas comúnmente como lavado de 
dinero. Posteriormente, ante horrendos actos terroristas de alto impacto global suscitados hace pocos 
años, GAFI expandió su misión para incluir el combate al financiamiento al terrorismo. Así, dicho grupo 
adoptó una serie de parámetros internacionales para combatir el financiamiento al terrorismo, conocida 
como las Ocho Recomendaciones Especiales las cuales han sido aceptadas como un parámetro global 
de gran reconocimiento internacional. 
 
Cabe destacar que el Gobierno Mexicano, como miembro del GAFI, participó activamente en el diseño y 
aprobación de las recomendaciones antes referidas, por considerar, de acuerdo con las principales 
tendencias internacionales, que dichas medidas constituyen mecanismos eficaces de cooperación para 
la prevención y represión de actos de terrorismo y de sus organizaciones criminales. 
 
En el mismo sentido de los instrumentos internacionales por los que se reconoce la necesidad de evitar 
el financiamiento al terrorismo, como son el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo y la Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, las Ocho 
Recomendaciones Especiales de GAFI prevén la conveniencia de que las instituciones financieras 
reporten sus sospechas sobre fondos que puedan estar relacionados con terrorismo. 
 
Como miembro de la Organización de las Naciones Unidas y del Grupo de Acción Financiera sobre el 
Blanqueo de Capitales, nuestro país comparte con la comunidad internacional su preocupación por la 
vulnerabilidad de los estados respecto de los actos terroristas. Por lo tanto, es pertinente considerar de la 
mayor importancia la puesta en marcha de mecanismos aceptados internacionalmente para prevenir el 
lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo. 
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Derivado de lo anterior, el Ejecutivo Federal a mi cargo estima imprescindible llevar a cabo diversas 
adecuaciones a nuestro marco jurídico con el objeto de implementar adecuadamente lo preceptuado 
por el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo y la Resolución 1373 
(2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y cumplir con las Recomendaciones de GAFI 
referidas anteriormente, a fin de contar con las herramientas jurídicas necesarias para participar 
activamente en los mecanismos de cooperación internacional que permitan evitar la comisión de estos 
ilícitos. 
 
Ley de Instituciones de Crédito. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado establezcan 
medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran 
favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto 
en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis 
del mismo Código; para que presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y 
usuarios, así como, reportes sobre las actividades que realicen sus consejeros, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados que pudiesen contravenir o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para 
requerir a dichas entidades información y documentación relacionada con dichos actos, operaciones y 
servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. Se establece que la violación a dichas 
disposiciones se sancionará con multa de hasta 100,000 días de salario mínimo, tal sanción se podrá 
imponer tanto a las entidades como a sus consejeros, directivos, funcionarios, empleados y apoderados. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión a los artículos 117 y 118 de la propia Ley, 
referentes al secreto bancario y fiduciario, ni violación a las restricciones sobre revelación de información 
establecidas por vía contractual. Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre 
los reportes, documentación e información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de 
la Secretaría, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como para las entidades mencionadas, y 
para sus consejeros, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, pudiendo solo dar información a 
las autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
 
Artículo 124. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y las sociedades financieras populares 
establezcan medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código; para que presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y 
usuarios, así como reportes sobre las actividades que realicen sus consejeros, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados, así como, los miembros del Comité de Supervisión, que pudiesen contravenir 
o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para requerir a dichas entidades información y 
documentación relacionada con dichos actos, operaciones y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
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El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión al artículo 34 de la propia Ley, referentes 
a las disposiciones de confidencialidad legal. Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta 
reserva sobre los reportes, documentación e información relacionados con los mismos, para los 
servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como para las 
entidades mencionadas, y para sus consejeros, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y 
apoderados, así como, para los miembros del Comité de Supervisión, pudiendo solo dar información a 
las autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
Artículo 130. 
 
Se establece que la violación a las disposiciones a que se refiere el artículo 124 se sancionará con multa 
de 1,000 a 5,000 días de salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus 
consejeros, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, así como, a los miembros del 
Comité de Supervisión. 
 
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. 
 
Artículo 100. 
 
Se establece que la violación a las disposiciones a que se refiere el artículo 108 Bis, se sancionará con 
multa de 2,000 a 20,000 días de salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como 
a sus consejeros, directivos, funcionarios, empleados y apoderados. 
 
Artículo 108 Bis. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las administradoras de fondos para el retiro establezcan medidas y procedimientos para 
prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o 
cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código Penal 
Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código; para que 
presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, 
reportes sobre los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y usuarios, así como, 
reportes sobre las actividades que realicen sus consejeros, directivos, funcionarios, empleados y 
apoderados que pudiesen contravenir o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para requerir a dichas 
entidades información y documentación relacionada con dichos actos, operaciones y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión a la obligación de confidencialidad legal. 
Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre los reportes, documentación e 
información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión 
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, así como para las entidades mencionadas, y para sus 
consejeros, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, pudiendo solo dar información a las 
autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las instituciones y agentes de fianzas establezcan medidas y procedimientos para 
prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o 
cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código Penal 
Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código; para que 
presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, reportes sobre 
los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y usuarios, así como, reportes sobre las 
actividades que realicen sus administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados 
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que pudiesen contravenir o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para requerirles información y 
documentación relacionada con dichos actos, operaciones y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
 
Se establece que la violación a dichas disposiciones se sancionará con multa de hasta 100,000 días de 
salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión a la obligación de confidencialidad legal, 
ni violación a las restricciones sobre revelación de información establecidas por vía contractual. 
Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre los reportes, documentación e 
información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas, así como para las entidades y agentes de fianzas mencionados, y para sus 
administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados, pudiendo solo dar 
información a las autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros 
establezcan medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código; para que presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional 
de Seguros y Fianzas, reportes sobre los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y 
usuarios, así como, reportes sobre las actividades que realicen sus administradores, directivos, 
funcionarios, empleados, factores y apoderados que pudiesen contravenir o vulnerar la aplicación de las 
disposiciones; para requerirles información y documentación relacionada con dichos actos, operaciones 
y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones 
 
Se establece que la violación a dichas disposiciones se sancionará con multa de hasta 100,000 días de 
salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión a la obligación de confidencialidad legal, 
ni violación a las restricciones sobre revelación de información establecidas por vía contractual. 
Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre los reportes, documentación e 
información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas, así como para las entidades mencionadas, y para sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados, pudiendo solo dar información a las 
autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
Ley del Mercado de Valores. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las casas de bolsa y especialistas bursátiles establezcan medidas y procedimientos para 
prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o 
cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código Penal 
Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código; para que 
presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, reportes sobre 
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los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y usuarios, así como, reportes sobre las 
actividades que realicen sus consejeros, directivos, funcionarios, empleados y apoderados que pudiesen 
contravenir o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para requerir a dichas entidades información y 
documentación relacionada con dichos actos, operaciones y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
 
Se establece que la violación a dichas disposiciones se sancionará con multa de hasta 100,000 días de 
salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus consejeros, directivos, 
funcionarios, empleados y apoderados. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión al artículo 25 de la propia Ley, referente 
al secreto bursátil, ni violación a las restricciones sobre revelación de información establecidas por vía 
contractual. Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre los reportes, 
documentación e información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de la Secretaría, 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como para las entidades mencionadas, y para sus 
consejeros administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, pudiendo solo dar 
información a las autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
 
Ley de Sociedades de Inversión. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que, las sociedades operadoras de sociedades de inversión, las sociedades distribuidoras de 
acciones de sociedades de inversión y en su caso, las sociedades de inversión, establezcan medidas y 
procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar 
ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo 
Código; para que presenten a dicha Secretaría, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, reportes sobre los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y usuarios, así 
como, reportes sobre las actividades que realicen sus administradores, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados que pudiesen contravenir o vulnerar la aplicación de las disposiciones; para 
requerir a dichas entidades información y documentación relacionada con dichos actos, operaciones y 
servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
 
Se establece que la violación a dichas disposiciones se sancionará con multa de hasta 100,000 días de 
salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados y apoderados. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión al artículo 55 de la propia Ley, referente 
a las disposiciones de confidencialidad, ni violación a las restricciones sobre revelación de información 
establecidas por vía contractual. 
 
Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre los reportes, documentación e 
información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, así como para las entidades mencionadas, y para sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados y apoderados, pudiendo solo dar información a las autoridades 
facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 
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Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que emita disposiciones de carácter general 
a efecto de que las organizaciones auxiliares del crédito, casas de cambio, centros cambiarios y 
transmisores de dinero establezcan medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones 
u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la 
comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los 
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código; para que presenten a dicha Secretaría, por conducto 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores o del Servicio de Administración Tributaria, según 
corresponda, reportes sobre los actos, operaciones o servicios que realicen con sus clientes y usuarios, así 
como, reportes sobre las actividades que realicen Sus administradores, directivos, funcionarios, 
empleados, factores y apoderados que pudiesen contravenir o vulnerar la aplicación de las disposiciones; 
para requerir a dichas entidades información y documentación relacionada con dichos actos, 
operaciones y servicios. 
 
Las disposiciones deberán prever lineamientos para la identificación y conocimiento de clientes y 
usuarios, los casos en que procedan los reportes mencionados, montos, frecuencia y naturaleza de los 
actos, operaciones y servicios, medida para el resguardo, conservación y seguridad de la información y 
capacitación en la materia objeto de las disposiciones. 
 
Se establece que la violación a dichas disposiciones se sancionará con multa de hasta 100,000 días de 
salario mínimo, tal sanción se podrá imponer tanto a las entidades como a sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados. 
 
El cumplimiento de estas disposiciones no implicará trasgresión a la obligación de confidencialidad legal, 
ni violación a las restricciones sobre revelación de información establecidas por vía contractual. 
Asimismo, se establece la obligación de guardar absoluta reserva sobre los reportes, documentación e 
información relacionados con los mismos, para los servidores públicos de la Secretaría, de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, así como para las entidades mencionadas, y para sus administradores, 
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados, pudiendo solo dar información a las 
autoridades facultadas expresamente en los ordenamientos relativos. 
 
En tal virtud y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71 fracción I, y 73 fracción X de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por conducto de esa Cámara de Senadores 
someto a la consideración del H. Congreso de la Unión la siguiente: 
 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS  
(Decreto del 31 de agosto de 2007) 

 
Los que suscriben, diputados federales de la LX Legislatura del honorable Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario 
Institucional, Partido Acción Nacional, Partido Verde Ecologista de México y Partido Nueva Alianza, en 
ejercicio de la facultad conferida por la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 55, fracción II, y 62 del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presentan a la 
consideración del Pleno de esta honorable Cámara de Diputados, la siguiente "iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular y la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de 
Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores", en base a lo siguiente:  
 
Exposición de Motivos  
 
La Ley de Ahorro y Crédito Popular, publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 4 de junio del 
año 2001, fue un gran paso que dio el Estado para lograr una regulación y supervisión adecuadas para las 
entidades integrantes del Sector de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Desde la fecha de entrada en vigor de la Ley de Ahorro y Crédito Popular el sector integrado por las 
Entidades y los Organismos de Integración se ha venido desarrollando de manera satisfactoria, aunque 
dicho desarrollo ha sido más lento de lo esperado al momento de la publicación de la ley.  
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Este cuerpo legal se ha venido modificando por el H. Congreso de la Unión a medida que han avanzado 
las necesidades del sector, conjuntamente con el desarrollo de otro cuerpo legal que es la Ley que crea 
el Fideicomiso que administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores.  
 
Estos ordenamientos legales han permitido, por una parte, una transición ordenada en beneficio de las 
cajas de ahorro que captan recursos de sus ahorradores, para su incorporación al sector financiero 
regulado, y por otra parte, su salida ordenada en casos extremos, con la participación de los gobiernos 
estatales que han contribuido al rescate del patrimonio de los ahorradores de las mencionadas cajas.  
 
A partir del marco legal y normativo que da la Ley de Ahorro y Crédito Popular el sector ha iniciado su 
transformación para convertirse en un sector complementario del sistema financiero de México. 
Derivado de lo anterior, hoy en día se cuenta con los Organismos de Integración del sector conformados 
por la Confederación de Cooperativas Financieras de la República Mexicana y 12 Federaciones 
autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Estas Federaciones realizan la supervisión 
auxiliar de las 24 Entidades de Ahorro y Crédito Popular que han sido autorizadas, de las cuales 12 son 
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo y 12 Sociedades Financieras Populares. Adicionalmente, 
existen 10 solicitudes de autorización en trámite en la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.  
 
Asimismo, este sector formal se compone por alrededor de 340 sociedades con prórroga condicionada, 
en términos del artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 
de mayo de 2005 y 65 sociedades, asociaciones y grupos de personas físicas que se ubican en el supuesto 
del artículo 4 Bis de la Ley de Ahorro y Crédito Popular que por considerarse pequeñas no son reguladas 
pero que se tienen que registrar con una Federación y entregar reportes financieros periódicamente. Lo 
anterior, con objeto de que se tenga un registro de este sector desregulado pero que recibe ahorros de 
la población. Dicho registro facilita, por una parte, el monitoreo de su crecimiento y por otra, brindarles 
apoyo para su desarrollo.  
 
Este esfuerzo realizado por el sector representa un avance fundamental en su regulación, el cual 
permitirá mayor amplitud de servicios y productos financieros, distribución de programas 
gubernamentales y al mismo tiempo, ofrecer a los usuarios Entidades más sólidas y seguras para 
resguardar sus ahorros.  
 
No obstante los beneficios que han traído ambos ordenamientos legales al sector, es importante que 
éstos, tanto en su régimen permanente, como en el régimen transitorio para su conformación paulatina, 
se ajusten para responder a las necesidades actuales, en beneficio de los pequeños ahorradores que dan 
dinamismo al sector, el cual cubre nichos de mercado que los demás intermediarios financieros no 
atienden.  
 
En este contexto, se proponen ajustes tanto a la Ley de Ahorro y Crédito Popular como a la Ley que crea 
el Fideicomiso que administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores, a efecto de que continúen siendo los instrumentos 
legales para lograr una transición ordenada y la conformación definitiva del sector de ahorro y crédito 
popular, permitiendo con ello el crecimiento sostenido de dicho sector.  
 
1. Reformas a la Ley de Ahorro y Crédito Popular  
 
En primer lugar, se propone ajustar el régimen de las asociaciones, sociedades civiles, sociedades 
cooperativas y grupos de personas físicas que actualmente se encuentran exentas de la regulación 
contenida en la Ley de Ahorro y Crédito Popular (artículo 4 Bis) respecto de Entidades, a efecto de ampliar 
el espectro de entes a las que les sería aplicable dicha exención, con ciertas limitantes en sus 
características y operación, con la finalidad de excluir de la regulación a las cajas que captan recursos de 
sus socios o asociados, que por el monto de sus activos y tipo de operaciones que desean realizar les 
podría resultar innecesario y excesivo asumir costos regulatorios.  
Asimismo, se busca que tales asociaciones y sociedades capten recursos exclusivamente de sus socios o 
asociados y que tengan una serie de limitaciones en su operación que les permita en todo momento 
hacerlas menos riesgosas en protección de los intereses de los ahorradores.  
 



 

  

Para uso interno 

Para uso interno 

Ahora bien, no obstante que el régimen de las cajas se amplía estableciéndose ciertas restricciones para 
su operación, también se establece la opción de que las asociaciones o sociedades transiten al régimen 
de Entidades de Ahorro y Crédito Popular, a través del apoyo de las Federaciones, con programas 
específicamente diseñados para tales efectos, con el fin de que se encuentren en posibilidad de solicitar 
su autorización para organizarse y funcionar como Entidades de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Asimismo, dichos entes podrían optar por solicitar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) 
la autorización para organizarse y funcionar como Entidad de Ahorro y Crédito Popular, aún cuando se 
encuentren en los límites de la propuesta de reforma al artículo 4 Bis (cinco millones de UDIS), lo que les 
permitiría tener menos restricciones en su operación pudiendo realizar las operaciones que prevé la Ley 
de la materia. En particular lo podrán hacer aquellas sociedades que deseen ampliar la oferta de 
productos y servicios que quieran poner a disposición de sus socios y que deseen participar de los 
programas de gobierno y de la banca de desarrollo.  
 
Por otra parte, se establece que el carácter de la autorización que otorgue la CNBV para la organización 
y funcionamiento de Entidades de Ahorro y Crédito Popular quede homologada a las demás leyes 
financieras tales como la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, la Ley de 
Instituciones de Crédito y la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, entre otras.  
 
Asimismo, se establece que transcurrido el plazo para que la CNBV resuelva sobre una autorización para 
organizar una Entidad de Ahorro y Crédito Popular, y que no se haya resuelto en el tiempo establecido lo 
que corresponda, se propone prever en la Ley que se entenderá dicha resolución en sentido negativo. Lo 
anterior, en virtud de lo delicado que podría ser que por ministerio de Ley quede autorizada una Entidad 
que no cumpla con los requisitos mínimos para constituirse y operar como tal y ponga en riesgo el 
patrimonio de los ahorradores.  
 
En la presente iniciativa se pretende regular un procedimiento ordenado de inicio de operaciones de las 
Entidades de Ahorro y Crédito Popular.  
 
De igual forma, se realizan diversos ajustes a la Ley de Ahorro y Crédito Popular, a efecto de realizar 
algunas precisiones, a semejanza de las diversas Leyes Financieras, como son la obligación de contar con 
consejeros independientes, así como el término para la celebración de los convenios de afiliación de las 
Entidades de reciente autorización con las Federaciones.  
 
Otro punto relevante de las reformas consiste en establecer obligaciones de Transparencia para las 
Federaciones en materia de cuotas, así como los mecanismos para la difusión de éstas.  
 
Es de resaltarse que en el artículo 88 se establece regulación específica para el caso de la rescisión del 
contrato de supervisión auxiliar entre Entidades y Federaciones, con lo cual se fomenta la seguridad 
jurídica en este aspecto.  
 
Asimismo, es importante fomentar la disminución de costos de operación de las Federaciones que se 
traduzcan en beneficios a las Entidades, como sería para las Federaciones contar con un consejo de 
vigilancia o un contralor normativo, según su conveniencia.  
 
Por último, se establecen nuevos tipos delictivos para el caso de que algún funcionario de una Entidad 
otorgue un crédito a una sola persona (o grupo de personas que por sus vínculos se consideren como 
una sola) que por el monto pueda poner en riesgo la estabilidad y solvencia de la Entidad en perjuicio del 
patrimonio de los ahorradores y también se establece el delito específico de administración fraudulenta. 
Estos tipos penales se replican para las sociedades o asociaciones que operen al amparo del artículo 4 
Bis de la Ley de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Por otra parte, se ha considerado de particular gravedad el que sociedades o asociaciones que no están 
sujetas al régimen de autorización por parte de las autoridades financieras, ofrezcan servicios o 
productos, ya sean de captación o créditos, a tasas sensiblemente alejadas de los niveles imperantes en 
los mercados, en perjuicio de las propias sociedades y por ende de sus ahorradores. En atención a esto, 
se tipifican dichas conductas como delictivas.  
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En la presente iniciativa, se propone derogar el artículo 138 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular en virtud 
de que la conducta delictiva prevista en el primer párrafo de este precepto ya se encuentra contemplada 
en el artículo 111 de la Ley de Instituciones de Crédito, de ahí que sea innecesario conservar el tipo penal 
previsto en la Ley de Ahorro y Crédito Popular, cuando éste ya se encuentra sancionado en la Ley de 
Instituciones de Crédito.  
 
Lo anterior en el entendido de que la derogación del artículo 138 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, 
no supone la desaparición del tipo penal de captación irregular de recursos debido a que dicha conducta 
se encuentra sancionada en el artículo 111 de la Ley de Instituciones de Crédito con independencia de 
que las personas físicas o morales que realicen esta conducta delictiva se ostenten como instituciones 
de crédito o como entidades de ahorro y crédito popular, debido a que su actuar sería ilegal de cualquier 
forma.  
 
Asimismo, la derogación del segundo párrafo del artículo 138 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
obedece a que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores actualmente cuenta con facultades de 
inspección, suspensión de operaciones y clausura de la negociación o establecimiento que esté 
realizando este tipo de operaciones ilegales en términos de lo previsto en los artículos 104 de la Ley de 
Instituciones de Crédito y 101 al 108 del Reglamento de Supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, de ahí que sea innecesario conservar el segundo párrafo del artículo 138 de la Ley de Ahorro 
y Crédito Popular, dado que como se ha señalado con anterioridad, dichas facultades actualmente se 
ejercen por parte de la Comisión con independencia de que las personas físicas o morales que estén 
captando de manera irregular recursos se ostenten como instituciones de crédito o como entidades de 
ahorro y crédito popular.  
 
2. Reformas a la Ley que crea el Fideicomiso que administrará el Fondo para el Fortalecimiento de 
Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores.  
 
Con las reformas a la Ley que crea el Fideicomiso que administrará el Fondo para el Fortalecimiento de 
Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores se pretende ampliar de 
manera responsable el ámbito de acción de dicha Ley mediante la eliminación de barreras de entrada a 
las sociedades cuyos ahorradores requieren apoyo por parte del Fideicomiso, tales como la fecha de 
constitución de la sociedad, las tasas de interés pactadas, las fechas de las auditorías contables y la fecha 
de presentación de la demanda de concurso mercantil.  
 
Asimismo, se faculta al Comité Técnico de dicho fideicomiso para determinar los montos del patrimonio 
administrado por éste a que se refiere el artículo 5°, que deberán constituirse en las subcuentas para 
fortalecimiento de Sociedades Objeto de dicha Ley y para Apoyo a Ahorradores, respectivamente.  
 
Se establece que en caso de que el esquema que proceda sea la disolución y liquidación, la sociedad de 
que se trate utilizará sus activos para disminuir sus pasivos con los ahorradores, y de esa forma reducir el 
costo fiscal de la operación del Fideicomiso que regula la Ley en comento.  
Por último, se establece un procedimiento para declarar el quebranto de créditos incobrables.  
 
3. Régimen Transitorio  
 
El 27 de mayo de 2005 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reformaron 
y adicionaron diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. Dicho Decreto, entre otros 
aspectos, modificó el régimen transitorio de la Ley en cuestión, a fin de establecer un mecanismo que 
permitió a diversas sociedades y asociaciones tener acceso a programas de capacitación, asesoría y 
seguimiento con alguna Federación autorizada, lo cual las posibilitaría a estar en aptitud de solicitar, y en 
su caso, obtener la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para operar como 
Entidades de Ahorro y Crédito Popular, a más tardar el 31 de diciembre de 2008.  
 
El régimen descrito en el párrafo anterior, estableció una serie de incentivos para que las sociedades o 
asociaciones que se acogieran a éste pudieran incorporarse a la Ley de Ahorro y Crédito Popular bajo la 
figura de Entidades. La experiencia observada en los últimos meses, según ha sido informado a esta 
Legislatura por diversos participantes del sector de ahorro y crédito popular, ha sido exitosa en la medida 
en que al día de hoy se cuenta con más de 300 sociedades operando bajo este régimen. No obstante ello, 
también se ha destacado el hecho de que existen diversas sociedades o asociaciones que no estuvieron 
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en posibilidad de acogerse en tiempo al beneficio otorgado por el Legislador Federal. Esta Soberanía 
considera que uno de los objetivos de la Ley, es permitir que el ahorro del público se encauce a 
actividades productivas, en beneficio de la sociedad en su conjunto. En este orden de ideas, es 
conveniente promover la incorporación al régimen de ahorro y crédito popular de aquéllas sociedades 
que por diversas cuestiones no accedieron a este régimen, siempre y cuando no hubieren incurrido en 
actos en perjuicio de sus ahorradores.  
 
En ese sentido, la reforma que hoy se propone otorga una oportunidad a las sociedades o asociaciones 
antes indicadas, a efecto de que, sujetándose a diversos requisitos y programas con las Federaciones, se 
encuentren en condiciones de solicitar su autorización a la CNBV para organizarse y funcionar como 
Entidad de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Si bien la presente iniciativa establece esta oportunidad, también es cierto que la prórroga contenida no 
es indiscriminada, sino que se prevén una serie de incentivos con base en un programa estrictamente 
calendarizado y en limitantes a la operación de las sociedades que se acojan a este régimen tendientes 
a la regularización de su actividad en términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular.  
 
Por otra parte, y a fin de lograr la igualdad de oportunidades para todos los participantes del sector, esta 
Iniciativa contempla que no solamente puedan beneficiarse de ella las sociedades o asociaciones que no 
cumplieron en tiempo con los requisitos del artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado en mayo 
de 2005 sino también aquéllas que hoy se encuentran en el régimen previsto por dicho artículo. En 
ambos casos, se podrá solicitar la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
organizarse y funcionar como Entidades a más tardar el 31 de diciembre de 2010 observando ciertas 
restricciones en su operación. Excepcionalmente, este plazo podría verse extendido hasta el 31 de 
diciembre de 2012, sujetándolas consecuentemente a un régimen aún más estricto.  
 
Con respecto a las Federaciones, con la finalidad de otorgarles facilidades administrativas a las que 
actualmente se encuentran en operación, se concede un plazo que vence el 31 de diciembre de 2010 para 
tener el número mínimo de Entidades de Ahorro y Crédito Popular afiliadas, así como el 31 de diciembre 
de 2008 para la constitución de los Fondos de Protección temporales.  
 
Por otra parte, tomando en consideración el número de solicitudes de autorización para organizarse y 
funcionar que recibirá la CNBV en los próximos meses, se estimó conveniente no sujetar a dicha 
Comisión a los plazos de resolución respectivos.  
 
En los artículos Transitorios se prevén disposiciones para dejar sin efectos por ministerio de ley a las 
autorizaciones de sociedades de ahorro y préstamo y uniones de crédito cuando obtengan su 
autorización para organizarse y funcionar como Entidad de Ahorro y Crédito Popular, o bien a las 
sociedades de ahorro y préstamo que no se hubieran sometido a algunos de los programas de 
regularización previstos en el proyecto de Decreto.  
 
Por último, se establece como período de duración del Fideicomiso que Administrará el Fondo para el 
Fortalecimiento de las Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores 
hasta que cumpla totalmente con sus fines o se extinga su patrimonio, a efecto de que no se continúen 
efectuando reformas que prorroguen su vigencia, en razón de que aún no ha cumplimentado en su 
totalidad el fin para el cual fue creado.  
 
Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente:  
 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
(Decreto del 13 de agosto de 2009) 

 
Las cajas populares en México tienen su origen a mediados del siglo pasado impulsadas por el 
Secretariado Social Mexicano. En el año de 1951 se constituyeron las tres primeras cajas en la Ciudad de 
México, y en 1954, se convocó al primer Congreso Nacional de Cajas Populares, dando origen al Consejo 
Central de Cajas Populares y posteriormente a la constitución de diversas federaciones regionales. 
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En 1964 se fundó la Confederación Mexicana de Cajas Populares, hecho que marcó una nueva etapa en 
la historia de las cajas populares, ya que promovió la unificación de las federaciones de Yucatán, Jalisco, 
el Distrito Federal, el Estado de México, Zacatecas, Coahuila y Querétaro. Para ese año, el movimiento 
cajista estaba integrado por aproximadamente 500 cajas con poco más de 30 mil asociados y ahorros 
cercanos a 12 millones de pesos. 
 
No obstante, el tamaño que iba adquiriendo el movimiento cajista todos esos años, subsistió y evolucionó 
sin apoyos ni reconocimiento gubernamental. 
 
Fue hasta el año de 1991, que la reforma de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del 
Crédito dio origen a las sociedades de ahorro y préstamo (SAP), figura jurídica que reconoció el fin no 
lucrativo y objeto social de las cajas populares, por lo cual varias de ellas optaron por esta registrarse bajo 
esta figura asociativa y así obtener el reconocimiento legal. 
 
Cabe mencionar que las sociedades de ahorro y préstamo, para su constitución y operación, al igual que 
otras organizaciones auxiliares del crédito, requerían de la autorización de la Secretaría de Hacienda 
Público. 
 
En agosto de 1994, la Ley General de Sociedades Cooperativas, a diferencia de la de 1938, reconoció a la 
sociedad cooperativa de ahorro y préstamo como una modalidad de la de consumo, contando al efecto 
con sus propios mecanismos de constitución, organización y autorregulación. De esta manera, la mayoría 
de las cajas que estaba en proceso de autorización como sociedades de ahorro y préstamo adoptaron la 
figura de sociedad cooperativa. 
 
Así fue, que a partir de 1991 unas y de 1994 otras, alrededor de 500 cajas populares que operaban sin 
formalización y regulación alguna, decidieron transformarse en sociedades de ahorro y préstamo o en 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. Sin embargo, este doble régimen propició el abuso de la 
figura cooperativa por algunas personas y grupos que escudándose en estas figuras, realizaron 
operaciones indebidas que finalmente defraudaron a cientos de ahorradores. 
 
Lo anterior, motivó la expedición de la Ley de Ahorro y Crédito Popular en el año 2001. El propósito de 
esta Ley, fue concentrar a las diversas organizaciones de finanzas populares como cajas populares, 
cooperativas, cajas de ahorro, uniones de crédito, microfinancieras, cajas solidarias, entre otras, para que 
se transformaran en entidades de ahorro y crédito popular y quedar así bajo un solo marco regulatorio. 
 
A partir de la vigencia de esa ley, las sociedades que se constituyeran o ya estuviesen operando como 
tales, deberían obtener la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), para poder 
seguir operando como entidades de ahorro y crédito popular, y además adoptar las figuras de sociedad 
cooperativa de ahorro y préstamo o, en su caso, la de sociedad financiera popular. 
 
Problemática sobre la regulación vigente de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo  
 
La Ley de Ahorro y Crédito Popular tiene más de siete años de vigencia y a lo largo de este periodo se le 
han hecho ocho reformas, en particular, en lo que respecta a las disposiciones relativas a los plazos para 
dar cumplimiento a la misma y a las reglas prudenciales de regulación y supervisión emitidas por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), a través de un sinnúmero de artículos transitorios. 
 
En un primer momento, se dispuso en esta Ley un plazo transitorio de dos años a fin de que las diversas 
organizaciones con actividades de captación de ahorro y posterior colocación como préstamo 
(sociedades de ahorro y préstamo, uniones de crédito, sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, 
cooperativas con secciones de ahorro y préstamo), iniciarán su proceso de autorización para operar como 
entidad de ahorro y crédito popular ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) en los 
términos de esta Ley. 
 
Sin embargo, dada la complejidad de esa ley, al día de hoy la mayor parte de estas organizaciones no han 
obtenido dicha autorización, a pesar de que mediante diversas reformas se han ido modificando los 
plazos para cumplir con dicho proceso. 
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A la fecha, los sujetos que han sido autorizados por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
operar como entidades de ahorro y crédito popular son en total 73, de las cuales, 41 son sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo autorizadas y 32 son sociedades financieras populares. 
 
Este número representa apenas 14% de un universo de aproximadamente 500 cajas, si tomamos como 
base las cifras que reporta la misma Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Sin embargo, especialistas 
en el tema, señalan que el universo de cajas que operan en el país es mucho mayor, pues hay algunas 
estimaciones de que existen miles de organizaciones que realizan estas actividades de ahorro y 
préstamo, por lo que las autoridades del sector ni siquiera cuentan con un registro y por lo tanto no las 
tienen reguladas. 
 
Fue por esta preocupación que durante el último año y medio, senadores y diputados integrantes de las 
Comisiones de Fomento Económico y Fomento Cooperativo y Economía Social respectivamente y 
responsables del tema en las dos Cámaras, iniciamos un proceso de consulta mediante la celebración de 
Foros, en los cuales participaron representantes del sector, especialistas nacionales y extranjeros, y las 
propias autoridades financieras. Así mismo, participaron diversos organismos que agrupan a estas 
sociedades, instituciones de educación superior y algunos gobiernos locales hicieron lo propio. En todos 
ellos, se expuso y discutió la problemática que representa que, a casi ocho años de entrada en vigor de 
la Ley de Ahorro y Crédito Popular, una mínima parte de las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo hayan obtenido la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
 
Las principales conclusiones de este proceso de consulta se pueden sintetizar en los siguientes puntos: 
 
La Ley de Ahorro y Crédito Popular regula de manera inconveniente a organismos que tienen naturaleza 
jurídica, fines y objetivos distintos. Por un lado, las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, las 
cuales son organizaciones integrantes del sector social de la economía y por el otro, las sociedades 
financieras populares, mismas que se constituyen como sociedades anónimas y que pertenecen al sector 
privado. 
 
La Ley de Ahorro y Crédito Popular no reconoce la naturaleza de las cooperativas como organismos no 
lucrativos y pertenecientes al sector social. 
 
Esta Ley plantea una doble regulación con respecto a la Ley General de las Sociedades Cooperativas en 
materia de constitución de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, así como, de los 
organismos en los que voluntariamente y para su representación se agrupan y que son la Confederación 
y las Federaciones. 
 
Distorsiona la figura de federaciones y de confederaciones, haciendo a éstas, entidades que pasaron a 
ser supervisadas y autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, al tiempo que se les 
otorgaron funciones de supervisión auxiliar y de administración del fondo de protección, 
respectivamente. 
 
No resulta adecuado que la Ley de Ahorro y Crédito Popular otorgue a organismos y a particulares, que 
sin ser autoridad, facultades para la imposición de penas convencionales y para la emisión de regulación, 
toda vez que dichas atribuciones deben corresponder de manera exclusiva a las autoridades del sector 
financiero. 
 
Se coincidió en la necesidad de crear un marco jurídico que regule de manera exclusiva a las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo y que reconozca y respete de forma adecuada la naturaleza de las 
mismas. 
 
Proceso de formulación de la Ley. 
 
Tomando como base estas conclusiones, a partir de enero del presente año, con el fin de analizar la 
regulación aplicable a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, se integró un grupo de trabajo 
en el cual participaron: representantes de las dos principales organizaciones del sector de las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo (Consejo Mexicano del Ahorro y Crédito Popular, COMACREP y la 
Alianza Cooperativista Nacional, ALCONA); las autoridades financieras, incluidos los titulares de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) y la Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público; así 
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como, los senadores y diputados de las Comisiones relacionadas con el tema del cooperativismo y la 
economía social. 
 
El grupo de trabajo comenzó a reunirse y generó un documento borrador con los tópicos que se definió 
debería contener el nuevo ordenamiento legal que regulará a las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo. Se analizó y discutió dicho documento, siendo enriquecido con las propuestas, opiniones u 
observaciones de todos los participantes. 
 
Finalmente, se obtuvo un documento de consenso, que contiene las propuestas con las cuales coinciden 
los legisladores, autoridades financieras y representantes del sector. A este documento, se le denominó: 
"Aspectos fundamentales que deberán considerarse en la redacción de la: "Ley que Regula las 
Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo (LRASCAP)". 
 
Ha sido un proceso en que el objetivo que animó a las partes, tanto a las sociedades cooperativas de 
ahorro y préstamo que están autorizadas, o en proceso de estarlo en los términos de la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, como las que no consideraban posible su cumplimiento, ha sido el de encontrar los 
puntos coincidentes para llegar a los acuerdos que permitan una reforma consensada y que de 
certidumbre a la operación de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, así como a sus socios 
que confían sus ahorros en ellas. 
 
Contenido de la nueva regulación  
 
El nuevo marco legal para la regulación de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, parte de 
los siguientes principios: 
 
Respetar la naturaleza y forma de organización de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo 
como sociedades sin fines de lucro pertenecientes al sector social de la economía. 
Registrar y regular en su caso, a todas las sociedades cooperativas que ofrecen servicios de ahorro y 
préstamo a sus socios, sin excepción e independientemente de su tamaño o ubicación geográfica, con 
el objeto de impulsar su crecimiento y desarrollo, 
 
Reconocer las autorizaciones y demás actos administrativos expedidos a favor de las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo al amparo de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, manteniendo su 
total validez al incorporarse a la nueva ley que regulará su actividad. 
 
Mantener la rectoría de las autoridades financieras y, específicamente, reiterar las facultades de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores de autorización, supervisión, regulación y sanción del sector, a 
fin de fomentar su sano desarrollo en protección de los ahorradores. 
 
Ley Para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo 
 
El presente proyecto de decreto expide la Ley Para Regular las Actividades de las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo, como una Ley de orden público, Interés social y observancia general 
en todo el territorio nacional. 
 
Cabe destacar que en esta nueva Ley se adiciona el carácter de "Interés social", ya que se funda en el 
reconocimiento de la pertenencia de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo al sector social 
de la economía, así como de su naturaleza social, sin fines de lucro. 
 
El objeto de la Ley Para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo es: 
 
Regular las actividades y operaciones de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, en particular, 
la captación de fondos o recursos monetarios y su colocación mediante préstamos, créditos u otras 
operaciones que realicen las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo con sus socios; 
 
Procurar su sano y equilibrado desarrollo; la protección de los intereses de los socios ahorradores y del 
público en general; y 
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Establecer los términos en que el Estado, a través de las autoridades correspondientes, ejercerá las 
funciones de autorización, regulación, supervisión y sanción del sector. 
 
Entre las aportaciones de esta nueva Ley, podemos mencionar las siguientes: 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con las facultades para autorizar, regular, supervisar 
y sancionar a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, con activos superiores a 6.5 millones de 
Unidades de Inversión (UDIS), las cuales se clasificarán en cuatro niveles de operación. 
Cabe destacar, que la regulación que al efecto emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estará 
definida en función de las actividades, operaciones, productos y monto de activos de las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo. 
 
No serán supervisadas ni contarán con un seguro de depósito, las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo con activos inferiores a 6.5 millones de Unidades de Inversión (UDIS), salvo que por así convenir 
a sus intereses soliciten y obtengan su autorización para operar en un nivel distinto del básico. Dicha 
autorización tendrá por objeto que se sujeten a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV) y que hagan las aportaciones que correspondan al Fondo de Protección. 
 
Se preverá la creación de un Fondo de Protección de carácter privado, a través de un fideicomiso 
constituido en un Banco de Desarrollo, que centralizará las siguientes dos funciones: i) la supervisión 
auxiliar, a través de un Comité de Supervisión Auxiliar, con una oficina central y oficinas regionales y ii) la 
administración del Fondo de Protección a través de otro comité independiente, que se denominará 
Comité de Protección al Ahorro Cooperativo. 
 
Ley General de las Sociedades Cooperativas 
 
Consecuentemente, el proyecto contiene reformas, adiciones y derogaciones a diversas disposiciones de 
Ley General de las Sociedades Cooperativas, destacando lo siguiente: 
 
Para dar certeza, ahora se define que es en esta ley, donde se establecen las disposiciones relativas a la 
organización, naturaleza social y constitución de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. 
 
Asimismo, la constitución, organización y funcionamiento de las federaciones y Confederación de las 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, quedarán también establecidas en la Ley General de 
Sociedades Cooperativas. Por lo tanto, estas federaciones y confederación, no tendrán las funciones de 
supervisión auxiliar y administración del fondo de protección que les confiería (sic) a Ley de Ahorro y 
Crédito Popular. 
 
La Ley General de Sociedades Cooperativas preverá la existencia de una sola Confederación que agrupe 
a todas las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, y que será órgano de consulta y colaboración 
con el Estado. 
 
La elección de directivos y la designación de funcionarios dependerá de las propias sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, y los procedimientos de elección y designación, así como los 
requisitos para ocupar cada cargo, deberán señalarse en sus bases constitutivas, por lo que 
corresponderá su determinación a las asamblea correspondientes. 
 
Ley de Ahorro y Crédito Popular: 
 
Por lo que respecta a la Ley de Ahorro y Crédito Popular: 
 
Esta Ley dejará de regular a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, ya que ésta normará 
exclusivamente a las sociedades financieras populares y a sus federaciones, quienes exclusivamente 
agrupan y supervisan auxiliarmente a estas sociedades. 
 
Por lo tanto, se derogan, adicionan y modifican, todas aquéllas disposiciones que hacen referencia a las 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, dado que ya no estarán reguladas por esta Ley. 
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Así mismo, se actualiza el marco regulatorio referente a las facultades de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores para la supervisión de las sociedades financieras populares. 
 
Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
 
Finalmente, se incluyen reformas a la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, que consisten 
en lo siguiente: 
 
Ampliar el mandato legal de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a fin de que las facultades con 
las que hoy cuenta para regular, supervisar y sancionar a las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo integrantes del sector social, se ejerzan con un nuevo enfoque que se sujetaría a los principios 
siguientes: 
 
Reconocer que el sistema financiero mexicano tiene dos grandes sectores, el primero que corresponde 
a las entidades financieras constituidas con base en las leyes mercantiles y financieras, correspondientes 
al sector público y privado y el segundo el que corresponde a las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo, como sociedades constituidas conforme a la Ley General de Sociedades Cooperativas e 
integrantes del sector social. 
 
Sujetar las facultades de supervisión, regulación y sanción de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
respecto de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, a los términos de las leyes que las rijan, 
como lo son la Ley General de Sociedades Cooperativas y la Ley para Regular las Actividades de las 
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo: 
 
Entre otras reformas a la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se faculta a dicha Comisión 
para supervisar y regular en el ámbito de su competencia y de manera auxiliar a través de los organismos 
de supervisión que se establezcan, a las entidades financieras del sector público y privado, conforme a su 
propia regulación y por otra parte a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a través de su 
propia Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, a fin de 
procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado 
desarrollo de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. 
 
Por lo anteriormente expuesto, se somete a la consideración de esta Soberanía el siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
(Decreto del 10 de enero de 2014) 

 
El sector de ahorro y crédito popular proporciona una oportunidad para otorgar servicios financieros a 
los sectores y comunidades de México que se encuentran alejadas. Dicho sector se ha venido 
desarrollando con gran dinamismo y las entidades que lo componen se encuentran en proceso de 
expansión, como es el caso de las Sociedades Financieras Populares, las Sociedades Financieras 
Comunitarias y las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 
 
Las Sociedades Financieras Populares, las Sociedades Financieras Comunitarias y las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo son entidades que tienen como propósito fomentar el ahorro popular 
y expandir el acceso al crédito hacia sectores que no se han visto favorecidos con la oferta de los servicios 
de la banca comercial. 
 
En este tenor, se reconoce la importancia de incrementar el acceso a servicios financieros de calidad para 
los mencionados sectores, con la finalidad de mejorar el nivel de vida de la población y fomentar el 
crecimiento económico del país. 
 
Por ello, se propone esta Iniciativa para impulsar el desarrollo del sector de ahorro y crédito popular, 
especialmente el que concierne a las Sociedades Financieras Populares, las Sociedades Financieras 
Comunitarias y las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, mediante la incorporación de 
mecanismos que les permitan ampliar su cobertura y participar de mejor forma en las acciones de 
inclusión financiera que se han llevado a cabo en otros ámbitos financieros, como en el caso de las 
instituciones de crédito. 
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Lo anterior, sin lugar a dudas propiciará que más mexicanos accedan a créditos que les permitan realizar 
sus proyectos productivos en distintos ámbitos de la economía, y se mejorarán las condiciones de 
otorgamiento de los mismos. 
 
Esta iniciativa propone incluir en la Ley de Ahorro y Crédito Popular y en la Ley para Regular las 
Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, la posibilidad de que las Sociedades 
Financieras Populares, las Sociedades Financieras Comunitarias y las Sociedades Cooperativas de Ahorro 
y Préstamo puedan contratar con terceros la prestación de servicios necesarios para su operación, así 
como celebrar comisiones para realizar tales operaciones a nombre y por cuenta de dichas Sociedades. 
 
Esta previsión no solo generará grandes beneficios a la población, pues permite acercar más y mejores 
productos y servicios financieros a sus comunidades, fomentando el ahorro en tiempo y dinero; sino que 
también beneficia a los terceros que sean contratados por las Sociedades Financieras Populares, las 
Sociedades Financieras Comunitarias y las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo para prestar 
tales servicios. 
 
Esta adición causará un impacto favorable en la estrategia que se lleva a cabo en materia de inclusión 
financiera, especialmente para la población que se ubica en las zonas más alejadas del país. 
 
Asimismo, la presente iniciativa propone establecer límites individuales y agregados a las operaciones 
que se realicen a través de los comisionistas, a efecto de disminuir riesgos para los usuarios de las 
Sociedades Financieras Populares, de las Sociedades Financieras Comunitarias y de las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 
 
Aunado a esto, en el afán de una mayor seguridad jurídica, se faculta a la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores para ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de dichos 
servicios o comisiones en caso de incumplimiento a la Ley. 
 
Se establece expresamente que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede solicitar a los 
prestadores de servicios, por conducto de las Sociedades Financieras Populares, de las Sociedades 
Financieras Comunitarias y de las Sociedades 
 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo, información y documentación respecto de los servicios que provean, 
así como realizar visitas de inspección y decretar las medidas que estime necesarias para asegurar la 
continuidad de los servicios que las Sociedades proporcionan a sus clientes. 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada, en todo momento, para efectuar actos de 
supervisión respecto de los prestadores de servicios o comisionistas que las Sociedades contraten, 
facultando a las Federaciones en el caso de las Sociedades Financieras Populares y de las Sociedades 
Financieras Comunitarias, así como al Comité de Supervisión Auxiliar tratándose de Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo, para llevar a cabo una supervisión auxiliar respecto de esos terceros. 
 
Aunado a todo lo anterior, ante la obligación del Estado de observar las bases y principios que deben 
prevalecer en el ejercicio del derecho de acceso a la información, así como la garantía de protección de 
los datos personales, resulta pertinente adecuar el marco normativo para dar publicidad a las sanciones 
impuestas a las entidades de ahorro y crédito popular por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
dentro del ámbito de su competencia, a fin de generar disciplina en el mercado. 
 
De conformidad con lo anterior, mediante la presente iniciativa se faculta a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, para difundir a través de su sitio electrónico, las resoluciones que emita como 
consecuencia de la substanciación de los procedimientos administrativos de sanción a las entidades de 
ahorro y crédito popular. 
 
La propuesta establece que al hacer públicas las sanciones, la autoridad supervisora debe señalar el 
nombre, denominación o razón social del infractor, lo que abona a la transparencia en el mercado; 
asimismo se le exige a dicha autoridad sancionadora que también precise los medios de defensa que el 
imputado ha hecho valer o son susceptibles de interponerse al efecto. 
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En materia de sanciones se propone incluir programas de autocorrección a los que podrán sujetarse las 
entidades de ahorro y crédito popular por violaciones a lo previsto en la Ley. Dichos programas de 
autocorrección tendrán por fin subsanar incumplimientos a la Ley, siempre que tales conductas no sean 
consideradas como infracciones graves. 
 
A efecto de dar mayor certeza en el ejercicio de las facultades con que hoy cuenta la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, se propone precisar que al imponer la sanción correspondiente, la Comisión 
deberá considerar los antecedentes personales del infractor, la gravedad de la conducta, los elementos 
que permitan demostrar si se afectan intereses de terceros o del propio sistema financiero, así como la 
existencia de atenuantes. 
 
Bajo ese mismo tenor, también se plantea prever la facultad de la propia Comisión para abstenerse de 
imponer las sanciones respectivas, siempre y cuando los hechos, actos u omisiones de que se trate no 
revistan gravedad, no exista reincidencia y no constituyan un delito. 
 
Por lo anterior, resulta importante prever aquellas conductas que se consideran nocivas para el sano 
desarrollo y funcionamiento del sistema financiero, calificándolas expresamente de graves, a fin de evitar 
discrecionalidad por parte de la autoridad al momento de su determinación y sanción. 
 
Adicionalmente, se propone robustecer el régimen de intercambio de información de las autoridades 
financieras nacionales entre sí y el intercambio con autoridades financieras del exterior bajo ciertos 
supuestos, en el entendido de que deberá existir un acuerdo en donde se contemple el principio de 
reciprocidad. 
 
Por lo antes expuesto y en ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 71, fracción I de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del Honorable 
Congreso de la Unión, la siguiente Iniciativa de 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
(Decreto del 20 de mayo de 2021) 

 
Es necesaria la expedición de una Ley de la Fiscalía General de la República que tenga por objeto 
establecer la integración, funcionamiento y atribuciones de la Fiscalía General de forma clara y realista, 
así como la organización del Ministerio Público de la Federación, conforme a las facultades que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le confiere, organizándose en una Fiscalía General 
de la República como órgano público autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio. 
 
En ese sentido, se considera necesaria una serie de principios que regirán la actuación de todos los 
servidores públicos de la Fiscalía General, tales como: legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 
honradez, respeto a los derechos humanos, lealtad, imparcialidad, especialidad y perspectiva de género. 
 
Del mismo modo, no podemos dejar de observar la calidad del Ministerio Público como representante 
de la sociedad, mediante la cual le corresponde actuar como garante del acceso a la justicia de todos 
aquellos que en forma directa o indirecta han visto vulnerados derechos e intereses jurídicamente 
tutelados.  
 
En ese contexto, se dispone que corresponderá al Ministerio Público de la Federación, en representación 
de los intereses de la sociedad, la investigación y ejercicio de la acción penal ante los tribunales de los 
delitos de su competencia, la preparación y el ejercicio de la acción de extinción de dominio, así como la 
intervención en todos los asuntos que correspondan a sus funciones constitucionales. 
 
Así pues, en apego a lo establecido en la Constitución General, en una pregunta que atienda estas 
circunstancias se dispone que el Ministerio Público ejercerá la representación de la sociedad de manera 
puntual, eficiente y eficaz, en todos los asuntos que esta u otras disposiciones legales establezcan.  
 
Por otro lado, es de señalar que acorde con la reforma constitucional del 26 de marzo del 2019, mediante 
la cual se reconoce a la Guardia Nacional como una institución de seguridad pública de carácter civil, 
disciplinado y profesional, se precisa en el presente proyecto que la colaboración de la Guardia Nacional 
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respecto a la investigación de los delitos se llevará a cabo bajo el mando y conducción del Ministerio 
Público.  
 
Dicho lo anterior, es preciso también señalar que por lo que respecta a la duración del cargo del titular 
de la Fiscalía General, y conforme a lo dispuesto en el artículo 102, apartado A, párrafo tercero de la 
Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, se establece que su encargo será por un período 
de nueve años, y su designación y remoción deberán realizarse de conformidad con lo dispuesto en el 
texto constitucional, garantizando el principio de paridad de género a que refiere el artículo 41 de la 
Constitución.  
 
Ahora bien, por cuanto hace a la estructura que pretende ser funcional para el buen despacho de los 
asuntos competencia de la Fiscalía General de la República, se propone su integración conforme a lo 
siguiente:  
 
I. El Fiscal General;  
II. La Fiscalía de Control Competencial;  
III. La Fiscalía de Control Regional;  
IV. La Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada;  
V. La Fiscalía Especializada en materia de Delitos Electorales;  
VI. La Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción;  
VII. La Fiscalía Especializada en Derechos Humanos;  
VIII. La Fiscalía Especializada de Asuntos Internos;  
IX. Agencia de Investigación Criminal;  
X. Oficialía Mayor;  
XI. El Órgano Interno de Control, y  
XII. Las demás unidades creadas por mandato legal o que determine el Fiscal General en el Estatuto 
orgánico. 
 
Lo anterior es así, con la finalidad de contar con una estructura sólida, eficiente y acorde a las necesidades 
reales en materia de procuración de justicia, que permita atender de forma adecuada el fenómeno 
criminal.  
 
En este orden de ideas, se enlistan una serie de facultades y obligaciones correspondientes al titular de 
la Fiscalía General que sean necesarias para llevar a buen término las actividades de la Fiscalía. En ese 
sentido, en materia de obligaciones podemos destacar su comparecencia ante cualquiera de las 
Cámaras del Congreso de la Unión en los casos y bajo las condiciones que establecen los artículos 93 y 
102, Apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la remisión anual al 
Congreso de la Unión y al Ejecutivo Federal del informe de actividades a que se refiere el artículo 102, 
Apartado A de nuestra Constitución General.  
 
Por lo que respecta a las ausencias, excusas o faltas temporales o definitivas del Fiscal General, se dispone 
que será el Estatuto Orgánico el instrumento en el que se deberán desarrollar los términos para llevar a 
cabo la suplencia, aunado a lo anterior se contempla el deber de informar al Senado de la República en 
caso de ausencia definitiva.  
 
Mientras que para el caso de los titulares de las unidades que integrarán la Fiscalía General, se dispone 
que el ejercicio de sus funciones durante sus ausencias se llevará a cabo por el servidor público de 
jerarquía inmediata inferior que haya sido designado para tal efecto, pues la practica ha demostrado que 
actualmente esto sucede así, no obstante, resulta necesario dotar de formalidades el ejercicio de las 
actuaciones en suplencia, a través de la designación correspondiente.  
 
Por otro lado, si bien es cierto que conforme al texto constitucional la persecución de los delitos del orden 
federal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público de la Federación, no podemos dejar de 
observar que la persona titular de la Fiscalía General no está exenta de que se le impute la ejecución o 
participación en la ejecución de algún delito, y en ese sentido se prevé que sea el servidor público a quien 
le corresponda actuar como su suplente, quien deberá conocer de la denuncia en su contra, haciéndose 
cargo de la investigación respectiva y resolviendo sobre el inicio del procedimiento para la declaración 
de procedencia ante la Cámara de Diputados.  
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Aunado a lo anterior, se dispone la creación de unidades encargadas de la investigación del delito que 
brindarán apoyo en las tareas que realiza la Fiscalía General. Mismas que contarán con autonomía técnica 
y de gestión en cuanto a su funcionamiento interior, pero estarán sujetas en todo momento en su 
estructura orgánica a la jerarquía institucional y facultades legales y normativas de cada unidad 
administrativa de la Fiscalía General.  
 
En ese sentido, dichas unidades deberán ajustarse a todas y cada una de las obligaciones a las que están 
sujetos los servidores públicos de la Fiscalía General sin excepción alguna.  
 
Bajo esa línea de consideración, y para efectos de ponderar una actuación transparente y apegada a un 
marco normativo legal, se considera necesario que el Estatuto Orgánico, los acuerdos por los cuales se 
disponga la creación de unidades, así como aquellos por los que se deleguen facultades del Fiscal 
General o cualquier otro acto que requiera ese acto de publicidad, deberán ser publicados en el Diario 
Oficial de la Federación.  
 
Por otro lado, se dispone un listado de facultades que corresponderán a la Fiscalía General en su calidad 
de órgano autónomo. En virtud de lo anterior, la Fiscalía General podrá determinar sus políticas para la 
investigación y persecución penal en el ámbito federal, coordinarse con otras autoridades para cumplir 
los fines de la seguridad pública, promover la celebración de tratados internacionales y suscribir los 
acuerdos interinstitucionales necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como remitir al 
Congreso de la Unión la postura institucional mediante una opinión técnica jurídica sobre las iniciativas 
de ley, reformas constitucionales o legales que en el ámbito de su competencia sean presentadas por el 
Ejecutivo Federal y en las Cámaras del Congreso de la Unión, solo por mencionar algunas.  
 
Asimismo, para el desempeño de sus funciones la Fiscalía General contará con equipos de investigación 
y litigación, los cuales tendrán como función organizar y gestionar la estrategia de la Fiscalía General de 
la República de forma eficiente, desarrollando las investigaciones conforme a planes de investigación 
congruentes, que permitan la pronta determinación de los asuntos o su judicialización cuando las 
circunstancias del caso así lo ameriten.  
 
Al margen de lo anterior, cuando exista concurrencia de delitos o de fenómenos delictivos se podrán 
conformar equipos mixtos de investigación y litigación, los cuales se integrarán con personal de distintas 
unidades de la Institución así como con personal de otras Fiscalías o Procuradurías de las entidades 
federativas que corresponda, para tal efecto, se prevé la celebración de acuerdos de colaboración 
institucional. 
 
No podemos dejar de observar que el fortalecimiento institucional requiere de diversos desafíos, 
especialmente un cambio estructural, pues la sociedad aspira y meceré una adecuada procuración de 
justicia.  
 
Por ello y con la finalidad de alcanzar estos fines de manera ordenada y uniforme, la Fiscalía General 
contará con un Modelo de Gestión para el cumplimiento de sus funciones, aplicado en sus diversas 
unidades.  
 
Bajo esa línea de consideración, se prevé un mecanismo de ventanilla única mediante el cual se canalicen 
de forma oportuna los asuntos para su adecuado desahogo y atención.  
 
Asimismo, se prevé el establecimiento de mecanismos de evaluación de resultados. De esta manera la 
Fiscalía General contará con un sistema de evaluación mediante el cual se integrarán los procesos de 
captura y recopilación de los datos generados por el trámite y seguimiento derivado del ejercicio de las 
facultades del Ministerio Público, sus auxiliares y las unidades de apoyo de la Fiscalía General.  
 
El sistema institucional de evaluación de resultados, referido en el párrafo anterior, deberá generar 
productos para el análisis de las actividades institucionales, indicadores de desempeño, identificar 
necesidades institucionales y productos estadísticos, todo ello orientado a la toma de decisiones y la 
mejora continua de la procuración de justicia.  
 
De igual forma, a través del sistema de evaluación se realizará la planeación, determinación y 
administración de los sistemas y recursos tecnológicos, mediante un sistema útil para la investigación, 
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inteligencia, desarrollo de estrategias tácticas y operativas y decisiones administrativas, garantizando la 
calidad y seguridad en la información.  
 
En materia de coordinación y colaboración, la Fiscalía General contará con un sistema de coordinación 
regional por conducto de unidades que ejercerán sus funciones en las circunscripciones territoriales que 
establezca el Estatuto.  
 
Dichas unidades coordinarán sus acciones con las áreas centrales, a efecto de garantizar la unidad de 
actuación y dependencia jerárquica del Ministerio Público, privilegiando en todo momento la 
concentración de los asuntos relevantes en las unidades que para tal efecto se dispongan.  
 
En ese sentido, se dispone que la Fiscalía General contará con personal directivo, ministerios públicos, 
policías federales ministeriales, peritos, analistas, facilitadores, así como aquel personal especializado, 
profesional técnico y administrativo necesario para la realización de sus funciones.  
 
Al margen de lo anterior, se contempla la posibilidad de que el Fiscal General pueda designar como 
agentes del Ministerio Público de la Federación a los titulares de aquellas unidades que tengan bajo su 
cargo investigaciones de carácter penal y el mando de ministerios públicos. Lo anterior con el objeto de 
acotar la posibilidad de la designación en estos términos y evitar que la figura se corrompa, siendo incluso 
necesario señalar que esta facultad del Fiscal General será indelegable.  
 
En materia de facultades y por cuanto hace al personal operativo, se disponen todas aquellas facultades 
de los agentes del Ministerio Público de la federación, agentes de la Policía Federal Ministerial, peritos, 
analistas y facilitadores, las cuales, conforme a su respectivo ámbito de actuación garantizarán el éxito 
de la investigación, evitando dilaciones y ponderando en todo momento el respeto a los derechos 
humanos de las personas imputadas respecto a la comisión de conductas que la ley señala como delito, 
así como los derechos de las víctimas u ofendidos y de los testigos.  
 
Asimismo, es de señalar que se estima necesario instrumentar un sistema de medidas de protección 
para estos servidores públicos, en virtud del peligro que acarrea el ejercicio de sus funciones.  
 
Del mismo modo, se establece un régimen de obligaciones para los agentes del Ministerio Público, 
agentes de la Policía Federal Ministerial, peritos, analistas y facilitadores, así como un marco especial de 
obligaciones para los agentes de la Policía Federal Ministerial, peritos y analistas, en razón de la naturaleza 
misma de sus funciones, cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y sanciones que 
correspondan.  
 
En materia de colaboración e intercambio de información, se prevé que los órganos constitucionales 
autónomos, dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y sus homólogos de las 
entidades federativas, las entidades paraestatales, organismos públicos descentralizados, las empresas 
de participación estatal mayoritaria, los fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidad 
paraestatal, y otras dependencias de la Administración Pública Federal, los órganos, dependencias, 
entidades e instituciones de las entidades federativas y de gobierno, así como los particulares que 
realicen actos equivalentes a los de autoridad de conformidad con una norma de carácter general, en su 
respectivo ámbito de competencia, estarán obligadas a brindar la colaboración, apoyo y auxilio que 
solicite el Ministerio Público Federal para el ejercicio de sus funciones. 
 
 
Dichas autoridades, serán a su vez corresponsables de las actuaciones y diligencias que formen parte de 
la investigación o proceso penal, por lo que en su caso deberán comparecer ante las autoridades 
competentes y rendir los informes requeridos en los términos que establezcan las disposiciones jurídicas 
aplicables.  
 
En ese sentido, se dispone que el incumplimiento por parte de los servidores públicos a tales 
disposiciones dará lugar al requerimiento por parte del Ministerio Público a su superior jerárquico, a 
efecto de iniciar con los procedimientos de responsabilidades o disciplinarios que correspondan, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal que en su caso pudiere resultar.  
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Al margen de lo anterior, esta propuesta prevé la creación de un Sistema de Coordinación 
Interinstitucional, mediante el cual la Fiscalía General diseñará, construirá y administrará un sistema 
informático nacional interoperable, a través de la celebración de convenios de colaboración para su 
funcionamiento y ejecución.  
 
Dicho sistema será alimentado en conjunto con las Procuradurías y Fiscalías de las entidades federativas, 
con el propósito de compartir información respecto a las investigaciones, fenómenos delictivos, casos de 
reincidencia, registros y análisis de perfiles genéticos, características delictivas relevantes, vestigios 
biológicos, huella balística, análisis de voz, sistemas biométricos, y otros elementos relacionados con 
hechos delictivos.  
 
Ahora bien, por cuanto hace al crecimiento y desarrollo profesional de los servidores públicos de la 
Fiscalía General, en la presente propuesta se han establecido las bases para articular e implementar el 
Servicio Profesional de Carrera como un sólido sistema de profesionalización y desarrollo humano.  
 
En ese sentido, el Estatuto del Servicio Profesional de Carrera será el instrumento que desarrollará las 
bases y procedimientos para su implementación.  
 
El Servicio Profesional de Carrera será un sistema integral de regulación del empleo público de todo el 
personal de la Fiscalía General de la República organizado con la finalidad de estimular el crecimiento y 
desarrollo profesional y humano del personal, propiciando la estabilidad laboral y reforzando la identidad 
institucional. Estará compuesto de las siguientes etapas:  
 
I. Ingreso;  
II. Desarrollo;  
III. Terminación, y  
IV. Sanción.  
 
Es preciso señalar que cada una de estas etapas, conlleva a su vez una serie de procesos específicos a 
efecto de implementar el Servicio Profesional de Carrera acorde a las necesidades de la Fiscalía General.  
 
Bajo esa línea de consideración, se dispone que formarán parte del Servicio Profesional de Carrera todos 
los servidores públicos de la institución, dividiéndose en ramas: la primera de ellas integrada por 
ministerios públicos, agentes de la Policía Federal Ministerial, peritos, analistas y facilitadores, en tanto la 
segunda se integrará por el personal de carácter administrativo.  
 
En este contexto, con la finalidad de verificar que el personal de nuevo ingreso se apegue a los principios 
institucionales de acuerdo al perfil del puesto, y que el personal activo actúe dentro del marco de 
conducta que dicta la normatividad institucional, se disponen procesos de evaluación y certificación.  
 
De esta manera, los servidores públicos de la Fiscalía General deberán someterse y aprobar los procesos 
de evaluación de control de confianza, del desempeño y de competencias profesionales, para ingresar y 
permanecer en el ejercicio de sus funciones.  
 
El proceso de evaluación de control de confianza constará de los exámenes siguientes:  
 
I. Socioeconómico;  
II. Médico;  
III. Psicométrico y psicológico;  
IV. Poligráfico;  
V. Toxicológico, y  
VI. Los demás que establezcan las normas aplicables.  
 
Por su parte, el proceso de evaluación de competencias profesionales tiene por objeto determinar que el 
personal cuenta con los conocimientos, habilidades, actitudes y aptitudes necesarias para el desempeño 
de su cargo.  
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Derivado de lo anterior, los servidores públicos que aprueben los exámenes periódicos de evaluación de 
control de confianza, del desempeño y de competencias profesionales, contarán con la certificación 
correspondiente. 
 
Dicha certificación tendrá por objeto acreditar que la persona evaluada cubre con el perfil del puesto y 
con las competencias requeridas para el cumplimiento a los principios constitucionales y legales.  
 
Al margen de lo anterior, se reitera la necesidad de que la Fiscalía General cuente con un Servicio 
Profesional de Carrera acorde para cada una de las ramas que lo integran, por lo cual se proponen una 
serie de requisitos específicos de ingreso y permanencia acordes al perfil de las funciones del servidor 
público, conforme a la naturaleza sustantiva o administrativa de sus funciones.  
 
Así pues, los requisitos de ingreso y permanencia que se disponen constan de un apartado genérico, 
aplicable a todo el personal, y partiendo de ahí se desarrollan aquellos específicos para agentes del 
Ministerio Público de la Federación, agentes de la Policía Federal Ministerial, peritos, analistas, 
facilitadores, servidores públicos especializados, profesionales técnicos y administrativos.  
 
Aunado a lo anterior, cabe también señalar que la presente propuesta contempla la aplicación de un 
examen de oposición, el cual será aplicado al personal sustantivo de nuevo ingreso con la finalidad de 
evaluar si el aspirante cuenta con los conocimientos y habilidades necesarias para desempeñar 
funciones.  
 
Dicho examen se conformará por dos etapas, una oral y otra escrita, deberá presentarse ante el Instituto 
Nacional de Ciencias Penales y será calificado por un sínodo compuesto por un servidor público con nivel 
mínimo de director de área, quien fungirá como presidente, y dos miembros de la rama sustantiva de 
que se trate, quienes fungirán como secretario y vocal, respectivamente.  
 
La calificación del examen oral se determinará tomando en consideración el promedio de puntos que 
cada uno de los integrantes del sínodo asigne al sustentante. En ambos casos, la calificación se basará 
en una escala de 0 a 10, siendo 7 la mínima aprobatoria.  
 
Por lo que respecta a la terminación de las relaciones de la Fiscalía General con su personal, se enlistan 
una serie de causales mediante las cuales la relación podrá darse por terminada.  
 
Asimismo, se dispone que en aquellos casos en que la forma de terminación del servicio fuese declarada 
mediante sentencia definitiva como injustificada, la Fiscalía General estará obligada a pagar la 
indemnización correspondiente, y demás prestaciones conforme a la ley, sin que en ningún caso proceda 
la reincorporación del servidor público. 
 
Bajo esa misma línea de consideración y atendiendo a la naturaleza de la información que es manejada 
al interior de la Fiscalía General, se estima necesario establecer desde el texto de la ley, el deber de todo 
su personal de entregar toda la información, documentación, equipo, materiales, identificaciones, valores 
u otros recursos que hayan sido puestos bajo su responsabilidad, guarda y custodia, al concluir la relación 
jurídica con la Fiscalía General.  
 
De esta manera, los servidores públicos que estén a cargo de administrar o manejar fondos, bienes o 
valores públicos, los titulares de unidades de la Fiscalía General, así como aquellos que determine su 
superior jerárquico o, en su caso, el titular de la Institución, por la naturaleza e importancia del servicio 
público que prestan, deberán realizar acta de entrega-recepción.  
 
No se omite precisar que dicha obligación también será aplicable a los servidores públicos que, por 
comisión, suplencia, encargo o bajo cualquier otra figura, hayan quedado como encargados provisionales 
de alguna unidad administrativa cuyo titular deba cumplir con esta obligación.  
 
Por otro lado, se propone un apartado de sanciones, y un régimen especial para su aplicación en razón 
de la naturaleza administrativa o sustantiva de las funciones del personal de la Fiscalía General.  
 
En ese sentido, el personal que forme parte del Servicio Profesional de Carrera incurrirá en faltas 
administrativas, cuando incumpla o transgreda el contenido de sus obligaciones; precisando que en los 
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casos de faltas administrativas atribuibles a personal de la rama sustantiva, la Fiscalía Especializada de 
Asuntos Internos será la encargada de imponer la sanción que corresponda, conforme al procedimiento 
previsto en este mismo ordenamiento, y demás disposiciones normativas.  
 
Bajo esa línea de consideración, las sanciones que podrán ser impuestas a dicho personal, consistirán en 
amonestación pública o privada, suspensión de empleo cargo o comisión hasta por noventa días sin goce 
de sueldo o remoción, según corresponda.  
 
Mientras que, para el caso del personal de la rama administrativa, se prevé que sea el Órgano Interno de 
Control quien lleve a cabo el procedimiento y aplicación de las sanciones que se deban imponer por faltas 
administrativas, bajo las normas de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 
 
Al margen de lo anterior, se estimó oportuno incluir un listado de elementos que deberán ser tomados 
en consideración para efectos de la aplicación de las sanciones administrativas, tales como la gravedad 
de la conducta, la reincidencia, el nivel jerárquico, los medios de ejecución, el monto del beneficio 
obtenido, entre otros.  
 
Aunado a lo anterior, se incluye un marco especial de medidas disciplinarias para los agentes de la Policía 
Federal Ministerial. En ese sentido, los agentes de la Policía Federal Ministerial que falten a la línea de 
mando o no ejecuten las órdenes directas que reciban, se harán acreedores, a una medida disciplinaria, 
consistente en amonestación pública o privada, arresto hasta por veinticuatro horas, o suspensión 
temporal sin goce de sueldo hasta por tres días.  
 
Como puede observarse, se contempla la posibilidad de imponer el arresto como medida disciplinaria a 
los agentes de la Policía Federal Ministerial, razón por la cual se precisan los términos y alcances de la 
aplicación de esta medida, pues toda orden de arresto deberá darse por escrito y estar debidamente 
fundada y motivada.  
 
Asimismo, se incluyen las reglas para la aplicación de las medidas disciplinarias, mediante las cuales se 
precisa que los superiores jerárquicos o de cargo serán los encargados de imponer las medidas a sus 
subordinados, en tanto el titular de la Unidad encargada de la Policía Federal Ministerial tendrá la 
facultad para graduar la medida disciplinaria.  
 
Por cuanto hace a la responsabilidad del titular de la Fiscalía General de la República, de conformidad 
con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, le serán aplicables los 
procedimientos de juicio político y declaración de procedencia.  
 
Lo anterior, sin soslayar que tanto el Fiscal General como los demás servidores públicos de la Fiscalía 
General, con independencia de la relación jurídica que sostengan con la misma, estarán sujetos a las 
responsabilidades administrativas a que se refiere la Ley General de Responsabilidades Administrativas.  
 
No obstante lo anterior, el titular de la Fiscalía General en términos de la Ley suprema sólo podrá ser 
removido por el Presidente de la República por incurrir en alguna de las causas graves contempladas en 
el Capítulo II, del Título Tercero de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por la comisión 
de uno o más delitos considerados como graves, así como por dejar de ser ciudadano mexicano, adquirir 
incapacidad total o permanente que impida el correcto ejercicio de sus funciones durante más de seis 
meses, o por cometer violaciones graves a la Constitución.  
 
En este sentido, el Ejecutivo Federal deberá acreditar ante el Senado de la República la causa grave que 
motivó la remoción e informar al Senado de la República, quien decidirá si la objeta o no, en términos del 
artículo 102, Apartado A, fracciones IV y V de la Constitución.  
 
Respecto a la integración del patrimonio de la Fiscalía General, en el presente proyecto se establecen las 
fuentes de los ingresos, los recursos económicos y los bienes respecto de los cuales podrá valerse para el 
ejercicio de sus funciones, precisando que el patrimonio de la Fiscalía General es inembargable e 
imprescriptible, por lo que no será susceptible de ejecución judicial o administrativa alguna.  
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Así mismo, se prevé que la Fiscalía General elaborará su anteproyecto de presupuesto anual de egresos, 
el cual será remitido a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, para su incorporación en el proyecto 
de Presupuesto de Egresos de la Federación que se remita a la Cámara de Diputados.  
 
Además de todo lo anteriormente expuesto, la presente propuesta, contempla la publicación del Plan 
Estratégico de Procuración de Justicia, por medio del cual se determinarán las estrategias y objetivos a 
desarrollar para la eficiencia y eficacia en la investigación y persecución del delito, orientando de manera 
prioritaria y efectiva el ejercicio de la acción penal, para lo cual se desarrollarán las funciones de la 
institución bajo criterios objetivos y metas medibles a corto, mediano y largo plazo a efecto de que los 
ciudadanos cuenten con una justicia pronta y expedita.  
 
Derivado de lo anterior, el titular de la Fiscalía General deberá presentar al inicio de su gestión dicho Plan 
ante el titular del Poder Ejecutivo Federal, y presentar anualmente ante el Congreso los resultados y 
modificaciones que en su caso haya tenido el mismo.  
 
En relación con el Órgano Interno de Control, se dispone que será una unidad dotada de autonomía 
técnica y de gestión por lo que refiere a su régimen interior, pero sujeta en todo momento en su 
estructura orgánica a la jerarquía institucional y facultades legales y normativas de cada unidad de la 
Fiscalía General.  
 
El Órgano Interno de Control tendrá a su cargo prevenir, corregir, investigar y calificar los actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas de los servidores públicos de la 
Fiscalía General, para efecto de sancionar aquellas distintas a las que son competencia del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa; así como para revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia, aplicación 
de recursos públicos federales.  
 
En virtud de lo anterior, el Órgano Interno de Control estará obligado a presentar las denuncias por 
hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada de Asuntos 
Internos.  
 
La designación del titular del Órgano Interno de Control, de conformidad con el texto constitucional y 
conforme a la autonomía de la Fiscalía General, corresponderá a la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión, mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, y de conformidad 
con el procedimiento establecido en la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos.  
 
Se plantea que el Instituto Nacional de Ciencias Penales pase a ser un órgano descentralizado de la 
Fiscalía General, como un centro público de investigación, por lo que a partir de la entrada en vigor de 
este Proyecto de Decreto, quedará desincorporado de la Administración Pública Federal.  
 
Consecuentemente, se considera necesario prever que el Órgano Interno de Control de la Fiscalía 
General de la República, tenga a su cargo la fiscalización del Instituto Nacional de Ciencias Penales y que 
la estructura orgánica, así como a los recursos materiales, financieros o presupuestales del Órgano 
Interno de Control de dicho instituto, se transfieran al Órgano Interno de Control de la Fiscalía General.  
 
Ello, en virtud de que corresponde al Órgano Interno de Control promover, evaluar y fortalecer el buen 
funcionamiento de los entes públicos, así como aquellas otras instancias de los órganos constitucionales 
autónomos, por lo que tendrá a su cargo los procedimientos y la aplicación de las sanciones que, en su 
caso, deban imponerse por faltas administrativas a los servidores públicos de la Fiscalía General, con base 
en las atribuciones previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas.  
 
Conforme a dicha legislación, los organismos públicos descentralizados tienen el carácter de entidades, 
por lo que los servidores públicos que los integran son sujetos de responsabilidades administrativas y, al 
constituirse el Instituto Nacional de Ciencias Penales como órgano descentralizado de la Fiscalía General 
de la República, se considera una instancia que debe ser fiscalizada por el Órgano Interno de Control de 
este órgano de procuración de justicia que goza de autonomía constitucional. 
 
Finalmente, se dispone que las bases de datos, sistemas, registros y archivos que contengan información, 
datos personales o datos provenientes de actos de investigación, recabados como consecuencia del 
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ejercicio de las atribuciones de los servidores públicos de la Fiscalía General, será estrictamente reservada 
y únicamente podrá ser consultada para fines de investigación y persecución de los delitos. No obstante, 
se garantiza el acceso a la información de carácter estadístico.  
 
Una vez expuesto lo anterior, cabe señalar que esta propuesta es resultado de una serie de trabajos de 
diagnóstico a la Institución con la finalidad de observar diversas áreas de oportunidad y hacer de la 
Fiscalía General una Institución más profesional, eficaz y eficiente tanto en su organización estructural 
como en los procesos de investigación, así como del hecho de que, sin dejar de reconocer el esfuerzo de 
creación para la elaboración de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, dicha Ley no ha 
resultado funcional ni efectiva a la realidad de una actuación que requiere efectividad absoluta en sus 
actividades.  
 
No sobra enfatizar en el hecho de que la Fiscalía General de la República, requiere de una reorganización 
administrativa que permita una efectiva descentralización y una mayor eficiencia respecto a las 
atribuciones del Ministerio Público de la Federación.  
 
Por todo lo anteriormente expuesto y en ejercicio de la facultad dispuesta en el artículo 71, fracción II de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por su digno conducto, someto a la 
consideración de esa Honorable Asamblea el siguiente: 
 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

(Decreto del 24 de enero de 2024) 
 
El ejercicio del ius puniendi del Estado, a través de la capacidad de imponer sanciones administrativas, 
implica una de las actuaciones más incisivas de la Administración Pública en la esfera jurídica de los 
particulares; la administración ordena y protege el interés público a través de la aplicación de una sanción 
y esta actividad cobra particular importancia cuando se dirige al buen funcionamiento de la organización 
y el servicio público. 
 
La potestad sancionadora es aquella facultad de la administración pública de imponer sanciones a través 
de un procedimiento administrativo, entendida la sanción administrativa como aquel mal infligido a un 
administrado como consecuencia de una conducta ilícita, con finalidad represora, consistiendo la 
sanción en la privación de un bien o derecho, o la imposición de un deber, al estar vedada para la 
administración pública las sanciones consistentes en privación de libertad. 
 
Un procedimiento administrativo sancionador, es aquel mecanismo o procedimiento por el que el 
Estado, a través de unidades administrativas, lleva a cabo funciones de inspección, verificación, control y 
sanción, con la finalidad de determinar la responsabilidad o de absolver por la probable infracción a la 
ley, o bien, por incumplir alguna obligación relativa al sector en el que se desempeñen. Como resultado 
de dicho procedimiento y en atención a la facultad sancionatoria, la autoridad impone una sanción o 
multa, que debe distinguirse del vocablo infracción, ya que no significan lo mismo; así la multa se define 
como la sanción pecuniaria impuesta por cualquier contravención legal, en beneficio del Estado o de 
cualquiera entidad oficial que se encuentre autorizada para imponerla.3 Por su parte, el término 
infracción se concibe como aquel acto realizado contra lo dispuesto en una norma legal o incumpliendo 
un compromiso contraído. 
 
El Sistema Financiero Mexicano es regulado y supervisado por diversas autoridades que se encargan de 
vigilar que se actúe bajo la normatividad aplicable y en su caso aplicar la sanción correspondiente en 
caso de la comisión de alguna infracción; sin embargo, han surgido vicios de inconstitucionalidad por la 
falta de certeza jurídica en cuanto al tiempo para decidir su situación jurídica.  
 
Planteamiento del Problema 
 
En fechas recientes la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como los Tribunales Colegiados de 
Circuito a través de diversos criterios jurisprudenciales, declararon la inconstitucionalidad de diversos 
preceptos legales de distintas leyes regulatorias del Sistema Financiero Nacional, por considerar que 
transgreden el principio de seguridad jurídica que consiste en el derecho que asiste a una institución o 
entidad financiera sujeta a un procedimiento administrativo sancionador para ejercer su defensa y ser 
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oída, con la debida oportunidad , dentro de un procedimiento el cual establezca un plazo razonable para 
que la autoridad competente resuelva, en su caso, la imposición de un acto privativo, en consonancia con 
lo mandatado por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Lo anterior, bajo el argumento de que, al no establecerse de manera clara y precisa, el plazo máximo para 
que la autoridad dicte y notifique la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo 
sancionador se vulnera la garantía del debido proceso. 
 
Conscientes de dicha problemática y con la finalidad de evitar la instrucción de procedimientos 
administrativos sancionadores que vulneren el debido proceso en detrimento de la seguridad jurídica 
del Sistema Financiero, se realizó una revisión exhaustiva de todas las disposiciones que lo regulan. 
 
Por lo anterior, la presente Iniciativa pretende resolver de fondo la afectación a los principios de legalidad, 
seguridad jurídica y de justicia pronta y expedita en el procedimiento administrativo sancionador 
previsto en las leyes que regulan el Sistema Financiero Nacional, al establecer el esquema general del 
procedimiento administrativo, identificando cada una de sus etapas, mismas que se ajustan a las 
formalidades esenciales del procedimiento, reconocidas tanto por la doctrina jurídica, las 
interpretaciones judiciales sustentadas por nuestros Máximos Tribunales y apegadas a las mejores 
prácticas internacionales. Ejemplo de ello, se encuentra en la tesis jurisprudencial 1a./J. 11/2014 (10a.), 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, página 396, que a la letra 
señala: 
 
“DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO. 
Dentro de las garantías del debido proceso existe un "núcleo duro", que debe observarse 
inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro de garantías que son aplicables en los 
procesos que impliquen un ejercicio de la potestad punitiva del Estado. Así, en cuanto al "núcleo duro", 
las garantías del debido proceso que aplican a cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son 
las que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades esenciales del 
procedimiento, cuyo conjunto integra la "garantía de audiencia", las cuales permiten que los gobernados 
ejerzan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica definitivamente. Al 
respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 
47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre 
de 1995, página 133, de rubro: "FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE 
GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.", sostuvo que las 
formalidades esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del inicio del procedimiento; (ii) la 
oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; 
y, (iv) una resolución que dirima las cuestiones debatidas y cuya impugnación ha sido considerada por 
esta Primera Sala como parte de esta formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es identificado comúnmente 
con el elenco de garantías mínimo que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda 
modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, 
migratorio, fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las garantías con la 
materia específica del asunto. Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del debido proceso, se 
identifican dos especies: la primera, que corresponde a todas las personas independientemente de su 
condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a contar 
con un abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer la causa del procedimiento sancionatorio; y 
la segunda, que es la combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho de igualdad ante la 
ley, y que protege a aquellas personas que pueden encontrarse en una situación de desventaja frente al 
ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún grupo vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación 
y asistencia consular, el derecho a contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y los niños 
a que su detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y tutela, entre otras de igual 
naturaleza. 
 
Amparo en revisión 352/2012. 10 de octubre de 2012. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo  Avante 
Juárez. 
 
Amparo directo en revisión 3758/2012. Maple Commercial Finance Corp. 29 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
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Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 121/2013. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 150/2013. 10 de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 1009/2013. 16 de octubre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez.  
 
Tesis de jurisprudencia 11/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de 
fecha siete de febrero de dos mil catorce.” (énfasis añadido) 
 
OBJETO DE LA INICIATIVA 
 
La presente Iniciativa detalla en cada una de las leyes financieras, las etapas del procedimiento 
administrativo sancionador, en los términos siguientes: 
 
a) Caducidad de la Facultad Sancionadora. 
 
En la Iniciativa se retoma el plazo de 5 años que tiene la autoridad para iniciar el procedimiento 
administrativo sancionador, contado a partir del día hábil siguiente a aquel en que se realizó la conducta 
o se actualizó el supuesto de infracción. Dicho plazo es consistente con el marco jurídico nacional 
aplicable a los procedimientos administrativos, los cuales establecen plazos semejantes para la extinción 
de la facultad sancionadora de la autoridad, a efecto de abonar en la certeza jurídica justiciable. 
 
Dicho plazo podrá suspenderse hasta por dos años por inexistencia del domicilio de presunto infractor o 
bien, por la interposición de algún medio de defensa y se reanudará a partir de la fecha en que la 
autoridad respectiva tenga conocimiento del domicilio o cuando se dicte la resolución definitiva 
correspondiente al medio de defensa que se haya hecho valer. 
 
Asimismo, se consideró relevante distinguir el momento en el que inicia el cómputo de dicho plazo 
tratándose de conductas continuas y continuadas, siendo en el primer caso a partir del momento en que 
cesa la conducta y tratándose de conductas continuadas a partir de la consumación de la última 
conducta.  
 
Por otra parte, se prevé que el plazo de caducidad a que se ha hecho referencia, se interrumpirá, es decir, 
dejará de computarse, al momento de la notificación al presunto infractor del inicio del procedimiento 
administrativo sancionador. 
 
b) Derecho de audiencia y ofrecimiento de pruebas. 
 
En la iniciativa se señala que las autoridades al notificar al presunto infractor el inicio del procedimiento 
administrativo sancionador, deberán otorgarle el derecho de audiencia para que manifieste lo que a su 
interés convenga y la posibilidad de ofrecer pruebas por un periodo de diez días hábiles, el cual podrá 
ampliarse por diez días hábiles adicionales a petición de parte. 
 
c) Desahogo de pruebas. 
 
Concluido el plazo a que se refiere el párrafo anterior y, en su caso, el de su ampliación, la autoridad 
contará con hasta sesenta días hábiles para el desahogo de las pruebas que se hubieren ofrecido, el cual 
se considera lo suficientemente amplio para su preparación y desahogo. 
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d) Periodo de alegatos y cierre de instrucción. 
 
Una vez desahogadas las pruebas, la autoridad notificará al presunto infractor la apertura del periodo de 
cinco días hábiles para formular alegatos. Dicha notificación al ser de carácter intraprocesal no requerirá 
ser realizada de forma personal, atendiendo al principio de interés jurídico del presunto responsable 
dentro de la sustanciación del procedimiento.  
 
Al día hábil siguiente al vencimiento del plazo para formular alegatos, se tendrá por cerrada la instrucción. 
 
e) Plazo para resolución. 
 
La autoridad contará con un plazo que no excederá de ciento ochenta días hábiles para emitir y notificar 
la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo sancionador, imponiendo en su caso, las 
sanciones que, resulten procedentes. 
 
Lo anterior, brinda certeza y seguridad jurídica a los presuntos infractores y establece un plazo máximo 
en que la autoridad deberá resolver en definitiva la existencia de la infracción, así como la imposición de 
la sanción que, en su caso, fuera acreedor con motivo de la conducta reprochable.  
 
En ese sentido, la inclusión de dicho plazo en las leyes que regulan al Sistema Financiero Nacional, supera 
las interpretaciones jurisprudenciales que motivaron la presentación de la presente Iniciativa. 
 
En conclusión, las instrucciones y entidades financieras tendrán certeza sobre las etapas del proceso 
administrativo sancionador, la duración de cada una y el momento en que la autoridad ya no podrá 
continuar con las acciones legales para la imposición de sanciones. Asimismo, garantiza los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al diferenciar 
cada etapa del proceso, de forma tal que pueda hacer valer sus derechos, a la vez que se acotan las 
facultades de la autoridad de manera que la esfera jurídica de los gobernados no resulte afectada. 
 
Por último, se robustecen los procedimientos de revocación de las autorizaciones otorgadas de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para la constitución, operación y funcionamiento, según 
corresponda, de diversas entidades e instituciones financieras, con la finalidad de precisar ciertos 
aspectos del procedimiento y evitar que tales entidades pudieran ubicarse en estado de indefensión, así 
como para prever que, en estos procedimientos, las instancias de consulta deberán emitir la opinión 
correspondiente al menos con treinta días hábiles de anticipación a que fenezca el plazo previsto para 
dictar la resolución que ponga fin al procedimiento de revocación. En el supuesto de que cualquiera de 
las opiniones sea emitida con posterioridad al plazo previsto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
podrá resolver con las constancias que obren en el expediente, sin necesidad de considerar la opinión 
presentada de manera extemporánea. 
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